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Notariados de América es un medio de difusión 
notarial pensado e imaginado en esta legislatu-
ra (2023-2025) para el intercambio de información, 
experiencia y conocimientos acerca de nuestro 
ejercicio en cada uno de los notariados nacionales 
que conforman la Comisión de Asuntos America-
nos (CAAm) de la Unión Internacional del Notariado 
(UINL), sin perder de vista publicaciones del ámbito 
de nuestra competencia que han circulado y circu-
lan a lo interno de nuestros países, en el internet, y 
promovidas por diferentes gremios especializados 
internacionales.

Notariados de América es la revista que propone-
mos para lectura y reflexión de los miles y miles de 
colegas que conforman los notariados, quienes con 
su labor diaria, experiencia y aprendizaje cotidiano 
retroalimentan el trabajo de las Comisiones especia-
lizadas de la CAAm, y cimentan el estudio e investi-
gación de la ciencia notarial desde cada una de sus 
aristas, analizando propuestas y proyectos comunes 
que no solo sostienen el servicio notarial en nues-
tro continente, sino que lo actualizan día a día, de 
acuerdo a las necesidades ciudadanas, la tecnología 
en constante evolución, proponiendo modelos de 
gestión notarial presencial y telemática, promovien-
do reformas a las leyes vigentes, siempre enmarca-
dos en el sentido de servicio a la comunidad.

En la Comisión de Asuntos Americanos (CAAm) nos 
proponemos alentar la colaboración de expertos en 
jurisprudencia, gestión, servicio, normativa nota-
rial, protección de derechos, promoción de libertad, 
igualdad y democracia, lucha contra la discrimina-
ción de toda índole, contra la violencia y exclusión en 
cualquier esfera que coarte la convivencia pacífica y 
digna entre nuestros pueblos, entre nuestra gente.

Notariados de América trae en su primer núme-
ro la colaboración de algunos de los más insignes 
académicos, catedráticos, jurisconsultos, notarios y 
notarias de América: Perú, Bolivia, Colombia Puer-
to Rico, Brasil, México, Honduras, República Domi-
nicana (donde celebramos la 111ra.Sesión Plenaria, 
en Punta Cana, abril 2024), Ecuador, Argentina, Uru-
guay, Costa Rica, y España; citados aquí por orden 
de aparición, sin sentido de prelación. Los asuntos 
tratados por nuestros escritores especialistas van 
desde la paz social, la desjudicialización en asuntos 
no contenciosos, fundamentos de la función nota-
rial, derechos humanos, bienestar de las personas 
de la tercera edad, la jurisdicción voluntaria, progra-
ma IBERFIDES, fecundación asistida y maternidad 
subrogada, derecho a la vivienda, igualdad de gé-
nero, experiencias nacionales, una visión acerca del 
servicio notarial americano.

Artículos y ensayos debidamente documentados, 
basados en la experiencia vital de cada notaria y 
notario, pensados desde el don de servicio, conoci-
miento académico y humanismo. Les invito a leer y 
a leernos, a promover nuestro trabajo y servicio, que 
no quede entre nosotros sino trascienda a cada ciu-
dadano al que servimos y protegemos dando leal-
tad y seguridad jurídica.

Encontrémonos en el siguiente número de Notaria-
dos de América para dialogar y debatir, para descu-
brir y proponer y finalmente proyectarnos en todo 
el continente y el mundo con nuestra propuesta de 
servicio notarial incluyente, libre y democrática, que 
promueve la paz, la justicia e igualdad para todos.

Hasta pronto.

Homero López Obando
Presidente de la Comisión de 

Asuntos Americanos de la UINL, 
legislatura 2023-2025.     

Carta a los notarios 
y notarias de América

Ser notario no es un privilegio que se ostenta, sino un 
derecho que se ejerce en función de la ciudadanía a 
la que servimos en cada uno de nuestros países.
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LA PAZ SOCIAL Y EL 
APORTE DEL NOTARIADO.
 

Experiencia del Perú en la desjudicialización 
de los conflictos.

La jurisdicción contenciosa y la denominada 
jurisdicción voluntaria.

Sin que sea intención en esta oportunidad de ingre-
sar a mayor detalle de lo mucho que se ha escrito 
respecto de ambos temas, precisar solamente que 
en cuanto a la jurisdicción contenciosa y la denomi-
nada jurisdicción voluntaria1, lo siguiente:

La jurisdicción contenciosa es la que ejerce el Estado 
en forma directa a través de los órganos jurisdiccio-
nales y dentro de lo que constituye la tutela de juris-
dicción efectiva, resolviendo un conflicto de intereses 
a través de un debido proceso.

Por otro lado y por excepción, el Estado ejerce ade-
más la jurisdicción voluntaria, declarando un de-
recho o poniendo fin a una incertidumbre jurídica 
en peticiones en las que no hay controversia. Entre 
otras, son las principales características que corres-
ponden a la jurisdicción voluntaria:

•	 Ausencia de discusión, falta de controversia.
•	 Actuación de la autoridad bajo una función emi-

nentemente administrativa.
•	 Pronunciamiento respecto de la solicitud del in-

teresado con un nivel de función certificante.

Mario César Romero Valdivieso

1 La referencia en estos términos de esta última lo es por cuanto se cuestiona en la doctrina de la materia, el uso de esta denominación, “jurisdicción 
voluntaria”, pues se sostiene, como se sabe, que no es jurisdicción ni es voluntaria, en la medida que no resuelve una controversia y no depende de la 
voluntad del interesado, pues es exigible, su apersonamiento a los órganos jurisdiccionales para obtener el pronunciamiento para su petición.

Ex-Presidente de la Junta de Decanos de los Colegios de Notarios del Perú, Ex-Decano del Colegio de Notarios de 
Lima y profesor de Derecho de Sucesiones de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú.

Vicepresidente de la UINL para América del Sur
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Los intentos de la descarga procesal en los des-
pachos judiciales ha sido una constante preocu-
pación durante los últimos años, recurriéndose a 
la intervención de otras autoridades distintas a 
los órganos jurisdiccionales, para que legalmente 
puedan asumir ciertas competencias dentro de 
aquellas materias relacionadas con los llamados 
procesos no contenciosos, teniéndose en cuen-
ta que debe corresponder a la autoridad judicial 
esencialmente la competencia en los casos en 
los que existe controversia y que, cumplidas las 
exigencias previas que constituyen requisitos de 
procedibilidad, debe  definir el conflicto de inte-
reses con la resolución que constituya autoridad 
de cosa juzgada. 

En ese orden de ideas, se observa en la función 
notarial una vía idónea que pueda responder a 
esa tarea de descongestión antes referida. Sin 
embargo, la situación descrita tuvo inicial resis-
tencia en el caso del Perú, determinada básica-
mente por sostener que todo el entorno procesal, 
contencioso o no contencioso, debía permanecer 
bajo la competencia exclusiva de los jueces. So-
lamente basta recordar para estos efectos, por 
un lado, que no fue sino hasta el año 1996 que se 
promulgó la primera ley que estableció la com-
petencia de los llamados asuntos no contencio-
sos a una autoridad distinta a la judicial2. Pero, 
por otro lado, se recuerda igualmente que el pro-
pio Colegio de Abogados de Lima interpuso una 
Acción de Inconstitucionalidad contra la aludida 
ley ya publicada, demanda que finalmente fue 
desestimada.
 
Los posteriores acontecimientos a la vigencia de 
estas nuevas competencias, ha demostrado con 
amplitud el acierto de una regulación normativa 
como aquella que tuvo como base la eficiencia 
de la actuación notarial ante el requerimiento de 
la ciudadanía y que ha significado la satisfacción 
social que se buscaba frente al mayor tiempo y 
costos que se asumían con la experiencia de la 
competencia solamente judicial. La complacen-
cia ha sido tal que se ha venido ampliando esta 
competencia notarial para el conocimiento de 
los asuntos no contenciosos a un mayor número 

de casos, como se describirá posteriormente, si-
tuación que implica claramente la confianza de 
la sociedad y del propio Estado, confianza que se 
traduce en el impulso de estos positivos cambios 
normativos. 

Por otro lado, ante esta misma problemática de 
encontrar mejor respuesta a la solución de con-
flictos, se destaca la existencia de propuestas que 
intentan regular otras formas que coadyuven a 
encontrar mejores rutas para que el justiciable 
encuentre una real tutela jurisdiccional, eficiente, 
célere, con garantía y seguridad jurídica que no 
sean necesariamente dentro del Poder Judicial 
o del mismo Estado. Destaco la intervención del 
reconocido jurista peruano Roberto Mac Lean 
Ugarteche, quien incluso como magistrado de la 
Corte Suprema de Justicia de la República y, por 
tanto, testigo de excepción de la problemática 
planteada, señalaba:

“Quienes sufren de la alucinación del monopolio 
estatal de la justicia están dispuestos a aceptar, 
académicamente, que si el Estado no cumple 
con su función de proveer un servicio eficiente 
de solución de conflictos nadie más lo va a ha-
cer. Si salimos de las bibliotecas para mirar a 
nuestro alrededor, veremos cómo en este mismo 
instante en que un sistema judicial comienza a 
funcionar en forma ineficiente, la sociedad es-
pontáneamente produce una o más soluciones 
alternativas. Esto se comprueba a lo largo y an-
cho del mundo.” 3 
En esa línea, se han ido proponiendo otras vías 
que pudiesen responder a esta búsqueda de 
solución al panorama que ofrecía (y ofrece) la 
respuesta de los órganos jurisdiccionales, y en la 
actualidad existen distintas Medidas Alternativas 
de Solución de Conflictos (MARCs), tales como:

•	 Conciliación
•	 Mediación
•	 Arbitraje
•	 Transacción Extrajudicial

No cabe duda que el objetivo común es encon-
trar una justicia efectiva, segura y pronta.

2 Ley N° 26662, publicada el 22 de setiembre de 1996 y en vigencia 60 días después.

3 MAC LEAN UGARTECHE, Roberto G. Una justicia para el habitante común. Lima, junio 2005. Universidad de Ciencias Aplicadas. Pág. 34

Perú 								         Notariados de América 2024
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 Resulta ser aún tema de actualidad, la constan-
te preocupación por el desborde del número de 
los procesos judiciales que deben ser atendidos 
y resueltos por los órganos jurisdiccionales. Ante 
ello, se intentan a través de reformas legislativas 
medidas conducentes a su mejoría, tanto al in-
terno del sistema judicial (necesario agotamiento 
de vías previas, cuantías más altas y otros medios 
de regular la competencia) como también fuera 
de él, incorporando a otras autoridades para que 
asuman competencias que alivien la excesiva 
carga del Poder Judicial (Municipalidades, nota-
rios, entre otros).

En la actualidad, como ocurrió con ocasión de 
la importancia que se advirtió de incorporar a la 
función notarial la competencia en el ámbito de 
la jurisdicción voluntaria, la Unión Internacional 
del Notariado (UINL) viene impulsando el com-
promiso del notariado para ampliar y mantener 
los ámbitos de competencia de los notarios y así 
fue anunciado por su actual presidente Lionel 
Galliez al asumir el cargo y, dentro de ello, espe-
cial relevancia con la desjudicialización.

Bajo ese contexto, la propuesta que puede plan-
tear el notariado ya no se contrae solamente a lo 

que puede constituir la descarga procesal a par-
tir de la asignación de nuevas competencias en 
los procedimientos o asuntos no contenciosos. El 
planteamiento de mejor atención en un escena-
rio como el descrito, es el de PRIORIZAR LA AU-
TONOMÍA DE LA VOLUNTAD, manifestada a tra-
vés de los documentos públicos notariales que 
por sus especiales características (escritura pú-
blica y acta) así como por su naturaleza jurídica, 
como título con fuerza probatoria y de ejecución, 
constituyan fuente para que con su sólo mérito y 
un procedimiento breve, sin complejidades, pue-
dan ejecutarse obligaciones pactadas volunta-
riamente, cuyas consecuencias ante un eventual 
incumplimiento parcial o total, puedan estar de-
bidamente previstas, de forma tal que evite con-
tiendas judiciales o, en todo caso, las abrevie sus-
tancialmente, en consideración a los argumentos 
a exponerse.

Para sustentar la participación del notariado 
como aporte a la paz social, en un intento de des-
judicialización, tenemos elementos tales como:

•	 Proximidad con el ciudadano
•	 Seguridad jurídica
•	 Entorno más amigable

Nueva propuesta notarial 
para la desjudicialización

Notariados de América 2024				    Perú
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Las instituciones jurídicas responden siempre a 
una necesidad social. Surge siempre primero la 
necesidad y luego se van dando las soluciones 
que con el tiempo configura la institución.

En el caso del notariado, son muchas las refe-
rencias que históricamente existen respecto 
del origen de la figura del notario; sin embar-
go, independientemente de ello, no cabe duda 
que en el momento en el que en una relación 
humana surgió la necesidad de recurrir ya no a 
la simple bilateralidad, sino a un tercero impar-
cial, de confianza mutua y con particular ima-
gen de honestidad, surgió también la figura 
del notario.

Las dificultades que se presentan para los ciu-
dadanos, sobre todo para quienes se encuen-
tran en los sectores de menores recursos o vul-
nerables, son muchas veces consecuencia del 
desconocimiento de las complejas exigencias 
legales, como también de las barreras que en-
cuentran en la administración pública de los go-
biernos locales y autoridades estatales, las que 
sin proponérselo reflejan una imagen negativa 
para poder llevar adelante aspectos tan necesa-
rios como el de la regularización de su derecho 
de propiedad, de saneamiento legal, formaliza-
ción de producción empresarial o incluso de las 
propias relaciones de familia, bajo la sensación 
que la formalidad y el tránsito hacia ella resultan 
onerosos e  inalcanzables.

En el ámbito descrito, el acercamiento del no-
tario a la población resulta ser un conducto ne-
cesario para el reforzamiento de la confianza de 
la ciudadanía así como de vía idónea para tras-
ladar la cultura de la formalidad con seguridad, 
con la finalidad que se puedan dar los primeros 
pasos para salir de la pobreza y del desorden so-
cial que ocasiona la informalidad.

La idea que la producción de marcos norma-
tivos corregirá estas anomalías sociales, será 
siempre vano intento sin un debido análisis de 
la problemática y contexto social. Coincidimos 
plenamente con expresiones como la de Gon-
záles Palomino en similar sentido al que referi-
mos, respecto a que las instituciones jurídicas 
responden siempre a una necesidad social; 
como en el caso del notariado del que señala 
que es una creación social, no una creación de 
las normas y que es en eso en lo que radica su 
fecunda fuerza y vitalidad reales. 

Con motivo de la experiencia de la amplia-
ción de las facultades para el trámite de los 
llamados procedimientos no contenciosos, en 
el caso puntual del Perú se ha constatado sin 
duda que el empuje social ha determinado 
que el Estado, a través del Poder Legislativo, re-
coja la aspiración de la sociedad que se traduce 
en la siguiente evolución normativa que es im-
portante destacar pues es la comprobación de 
la confianza hacia la función notarial.

Proximidad con el ciudadano:

Perú 								         Notariados de América 2024
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La Ley N° 26662, fue el primer cuerpo normativo que introdujo por primera vez la competencia notarial en 
Asuntos No Contenciosos, siendo los casos los siguientes:
•	 Rectificación de Partidas del Registro Civil (Nacimiento, matrimonio y defunción)
•	 Adopción de mayores de edad
•	 Constitución, modificación y extinción de Patrimonio Familiar
•	 Inventario
•	 Comprobación de testamento cerrado
•	 Sucesión Intestada

Posteriormente se dicta la Ley 27157, que incorpora dos casos más:
•	 Declaración de propiedad por prescripción adquisitiva de dominio
•	 Título Supletorio

Ley N° 27333: Rectificación de área, linderos y medidas perimétricas.

Ley N° 28325: Prescripción adquisitiva de vehículos.

Ley N° 29227: Separación Convencional y Divorcio Ulterior: 

Ley N° 29560, incorpora tres casos más:
•	 Reconocimiento de Unión de Hecho
•	 Convocatoria a Junta Obligatoria Anual de Accionistas
•	 Convocatoria a Junta General de Accionistas.

Decreto Legislativo N° 1310, modificado por el Decreto Legislativo N° 1417: Designación de Apoyo para fines 
pensionarios en favor de personas con discapacidad que no manifiestan voluntad (D. Legislativo N° 1310, 
modificado por Decreto Legislativo 1417).
Ley N° 30933: Desalojo con intervención notarial.

Independientemente de los casos detallados, aun 
cuando en otras legislaciones la celebración del 
matrimonio civil se incorpora como competencia 
notarial bajo reglas de jurisdicción voluntaria o no 
contencioso, en el Perú, por Ley N° 31643 se ha in-
corporado la celebración del matrimonio civil den-
tro de las competencias notariales.

Todas estas normas que han sido dictadas en el 
transcurso de estos últimos años, pone de ma-
nifiesto la reiterada exigencia social para que se 
puedan atender en debida forma y con seguri-
dad temas que antes se encontraban reservadas 
exclusivamente al Poder Judicial (y en el caso del 
matrimonio civil, a las autoridades municipales), 
aspiración recogida por el Estado, que normativa-

mente atiende tales expectativas entendiendo de 
la importancia que constituye la labor que presta 
el notario en favor de la ciudadanía, dentro de los 
cánones de un notariado de tipo latino, con for-
mación académica, profesionalidad, asesoramien-
to imparcial y seguridad documental, entre otras 
fortalezas de la institución. Adicionalmente, esta 
aceptación social de las nuevas competencias o 
incumbencias para el sector notarial, implica que 
es un hecho real y tangible la proximidad del ciu-
dadano con la labor notarial, pues la sociedad ha 
internalizado que encuentra seguridad jurídica 
con menores tiempos y por tanto menores costos 
en su preferencia al trámite notarial frente al trá-
mite judicial, evidencia de una labor notarial con 
eficiencia.

Notariados de América 2024				    Perú
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Seguridad jurídica a partir del 
ejercicio de la función notarial

La fortaleza de la función notarial de tipo latino 
constituye, sin duda, sustento de la seguridad ju-
rídica, traducido en varios elementos estudiados y 
analizados en el curso de la historia, tales como:
•	 Preparación profesional y ética
•	 Imparcialidad
•	 Asesoramiento debido
•	 Formalizador y documentador de la voluntad 

manifestada por los otorgantes del acto o con-
trato

•	 Custodia y conservación documental en el 
tiempo, en virtud de su protocolo

•	 Diligencia y responsabilidad

Ya no solamente se trata de la confianza que la so-
ciedad y el Estado demuestran en favor de la fi-
gura del notario, a partir de las positivas experien-
cias antes expuestas en el rol de la competencia 
no contenciosa que se le continúa asignando, de-
finitivamente en favor de la ciudadanía; también 
se hace manifiesta la seguridad jurídica a nivel 
legal, conceptual y doctrinario que no es del caso 
puntualizar en esta oportunidad pues se ha escri-
to mucho al respecto, pero sí resaltar pronuncia-
mientos del Tribunal Constitucional, cuyas resolu-
ciones trascienden en forma transversal a todas las 
disciplinas del Derecho (como viene ocurriendo en 
gran parte del ámbito jurídico mundial) y, por lo 
tanto, ocupa al Derecho Notarial. 

El comentario del Profesor y jurista Samuel Abad 
Yupanqui4 grafica lo afirmado: “suele decirse que 
el Derecho se está constitucionalizando y que la 
Constitución se viene judicializando. Hoy en día, la 
Constitución está en todo.” Agrega Samuel Abad: 
“El sistema en el cual hoy en día nos movemos es 
uno en donde las decisiones de los tribunales son 
fundamentales, pues no basta con lo que diga la 
ley, porque una ley puede ser declarada inconsti-
tucional (…) es importante analizar cómo se inter-
preta la Constitución a partir de lo que dicen los 
tribunales, para evitar así que se realicen excesos.”

En ese orden de ideas, sobre la seguridad jurídica 
que importa la función notarial, el Tribunal Consti-
tucional ha señalado:

… el Tribunal consideró que la seguridad jurídica 
es un principio consustancial al Estado constitu-
cional de derecho, implícitamente reconocido en 
la Constitución. Se trata de un valor superior con-
tenido en el espíritu garantista de la Carta Fun-
damental, que se proyecta hacia todo el ordena-
miento jurídico y busca asegurar al individuo una 
expectativa razonablemente fundada respecto 
de cuál será la actuación de los poderes públicos 
y, en general, de toda la colectividad, al desenvol-
verse dentro de los cauces del Derecho y la lega-
lidad.

4 SAMUEL ABAD YUPANQUI. Aspectos constitucionales del Derecho Notarial. El Arte de Dar Fe. Themis Editorial Jurídica. 2018. Pág. 29-33.
5 Sentencia del Tribunal Constitucional en los Expedientes acumulados N° 0001 y 0003-2003-AI/TC.

Y, sobre la figura del notario, puntualiza:

Este Tribunal ya ha acentuado la especial relevancia del rol del notario en la socie-
dad, manifestando que “nuestro país se adscribe al sistema de organización nota-
rial de tipo latino, en virtud del cual el notario es un profesional del derecho que, en 
forma imparcial e independiente, ejerce una función pública consistente en auten-
ticar, redactar, conservar y reproducir los documentos, así como asesorar de mane-
ra imparcial a quienes soliciten su intervención…5 
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Entorno más amigable

6 GUNTHER GONZALES BARRÓN. Función notarial y proceso especial de desalojo. Fondo Editorial Colegio de Notarios de Lima. 2019. Pág. 199.

7 FERNANDO TARAZONA ALVARADO. El sistema de seguridad jurídica en el Perú y el fraude inmobiliario. En Anuario de Derecho Registral Inmobilia-
rio. Editorial Praeter Legem. Año 1 / N° 1. 2016. Pág.101.

 Al producirse una controversia, las partes que in-
tervienen en el conflicto se someten a buscar la so-
lución a dicha controversia a través de los órganos 
jurisdiccionales, teniendo pocos resultados positi-
vos cuando recurren a los medios alternativos de 
solución de conflictos, estadísticamente hablando, 
pues ni la conciliación en nuestro país o la media-
ción en otros países, vienen significando respuesta 
eficiente de manera notoria, advirtiéndose dificul-
tad evidente para poder constituirse en un entorno 
cercano y amigable. Es decir, las políticas, las ges-
tiones, trámites, acercamiento con las autoridades 
y sus delegados o dependientes, los servicios y las 
estructuras relacionadas con su entorno físico, fa-
miliar o social, devienen en lejanos, desconocidos 
y/o poco confiables.

La propuesta notarial en el sentido de contribuir 
a la paz social, se dirige básicamente a una labor 
preventiva, característica de la función del notario 
de tipo latino. El conflicto es un proceso complejo 
en el que la sociedad percibe que sus intereses en 
la interacción social son contradictorios y en el ám-
bito del derecho, la solución pasa por propuestas 
que no lo alivian o les resulta ajeno y nebuloso. En 
esa medida, resulta fundamental el compromiso 
en fortalecer la prevención de aquel conflicto, pero 
poco se hace en propiciar y difundir mecanismos 
que harán posible este contexto de prevención, 
teniéndose información muy limitada en nuestro 
país, por ejemplo, con el rol que desempeña la De-
fensoría del Pueblo, institución creada para defen-
der los derechos constitucionales y fundamentales 
de la persona y de la comunidad, como también 
realizar funciones de supervisión para que efecti-
vamente se cumplan los deberes de la adminis-
tración estatal y la prestación de servicios públicos 
a la ciudadanía, como claramente lo establece el 
Art. 162 de la Constitución Política del Perú. No hay 
duda que las facultades de defensa de los dere-
chos de los ciudadanos y las de supervisión que le 
corresponde deberían ser enfocadas hacia labores 
de prevención, considerando en ese aspecto que 
podrían tener a un aliado estratégico al notariado.

Por tanto, es especialmente importante tener en 
consideración para los efectos referidos, que la ciu-

dadanía cuenta con la gran posibilidad de prevenir 
eventuales conflictos a través de conocer que para 
el negocio por emprender, el contrato por celebrar, 
la inversión por efectuar, cuenta con la institución 
notarial que asesora y documenta.

En esa medida, la naturaleza jurídica de la escritu-
ra pública cobra especial dimensión, pues al mar-
gen de la eficiencia que implica la existencia de 
una labor asignada al notario a través de su redac-
ción con sujeción a la pretensión de los interesados 
(manifestación de voluntad) y con conocimiento 
de Derecho, propiamente se tiene que este docu-
mento formalizado constituye:

Instrumento público auténtico, pues se en-
cuentra investido de fe pública a partir de la in-
tervención del notario, premunido  de presun-
ción de veracidad, subjetiva y objetiva, tanto del 
autor, como del acto, como lo refiere Gunther 
Gonzáles Barrón en atención a lo que sobre este 
tema aborda Rafael Núñez Lagos6, situación 
que igualmente se destaca con la definición 
que con gran precisión expresa Enrique Gimé-
nez-Arnau, citado por Fernando Tarazona Alva-
rado7, cuando dice que el notario es:

…un profesional del Derecho que ejerce una 
función pública para robustecer, con una 
presunción de verdad, los actos en que in-
terviene, para colaborar en la formación co-
rrecta del negocio jurídico y para solemnizar 
y dar forma legal a los negocios jurídicos pri-
vados …

En una sociedad que busca la paz social como 
fundamento de su desarrollo en armonía, tiene 
permanentemente el riesgo de entrar en con-
flicto, por lo que corresponde a todos sus acto-
res encontrar la mejor respuesta para evitarlo. 
Como se ha explicado, la figura del notario y la 
elaboración de un adecuado instrumento que 
contenga debidamente estructuradas tanto la 
manifestación de voluntad como la solución de 
posibles incidencias previstas en el documento, 
constituyen las mejores herramientas para esta 
convivencia con paz social.
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Resulta ilustrativa la conclusión que en una im-
portante investigación social manifestaba Fran-
cisca Castro Álvarez, de la Universidad Autóno-
ma de Nuevo León, México, haciendo referencia 
igualmente a conceptos señalados por María 
Alva Aiello de Almeida8:

La evolución del conflicto advierte tres eta-
pas, donde se observa que si el conflicto no 
se previene, este estalla en una lucha de po-
der, la opción es resolverlo, ahora bien si no 
se previene o se resuelve se puede contener 
esa lucha de poder, con el fin de disminuir 
las posibilidades de que cruce la línea de la 
destrucción y la violencia (…); en definitiva lo 
mejor es prevenir. (Resaltado nuestro)

Eficacia y agilidad en beneficio del ciudadano. 
La escritura pública contiene las mayores bon-
dades para instrumentalizar los actos y contra-
tos que requiera la ciudadanía, y, respecto de 
ello, teniendo en cuenta igualmente su mayor 
valor frente al documento privado, con plena 
eficacia para poder constituir documento de 
prueba idónea. En razón a ello, en el ámbito 
social y de confianza para el ciudadano, la es-
critura pública representa la mayor seguridad y 
garantía de la protección de sus derechos.

Señala con propiedad Sebastián Justo Cosola9, 
justamente en alusión a la eficacia del instru-
mento público notarial, que “(E)l hombre no 
cree en los instrumentos o escrituras por nada 
más porque así se le ordena creer: es el imperio 
de la fe pública, una creencia legalmente im-
puesta (…) “El instrumento público –a diferencia 
del particular y del privado- se prueba per se: se 
prueba a sí mismo.”

La misma seguridad que se obtiene por el mé-
rito de una sentencia judicial, puede obtenerse 
con el contenido de una escritura pública, en 

atención a la intervención de los propios inte-
resados, manifestando directamente su volun-
tad ante el notario o ratificándola, si es que ha 
existido un documento previo como la minuta 
(documento privado suscrito también por las 
partes). Lo que se tiene, por tanto, es un docu-
mento con plena eficacia y fuerza probatoria 
con mayor prontitud y agilidad, lo que implica 
mayor eficiencia.

Título ejecutivo. Por la naturaleza jurídica de la 
escritura pública, ésta constituye título ejecuti-
vo, coincidiendo con Gunther Gonzáles Barrón10  
en el sentido que “el título ejecutivo es un acto 
jurídico expresado y consentido en instrumen-
to público, con todas las garantías que ello sig-
nifica …”. Cuando se formaliza la declaración de 
voluntad de las partes lo que realmente se tiene 
es la existencia de una voluntad jurídica revela-
da en instrumento.

En esa misma línea, como lo sostiene el nom-
brado autor, la escritura pública es sin duda el 
documento de mayor fortaleza en el sistema 
jurídico, y así lo reconoció la sentencia del Tri-
bunal Constitucional de España (N° 41/1981, de 
fecha 18 de diciembre de 1981), que en relación a 
los procesos de ejecución hipotecaria se refiere 
a la escritura pública como un documento de 
extraordinaria fuerza ejecutiva.

Recientemente ha sido publicado el trabajo del 
notario de Lima Aníbal Sierralta Ríos11, con oca-
sión de la Jornada Notarial: La actuación del no-
tario en América en el Siglo XXI, llevada a cabo 
en Guayaquil, Ecuador, en el que ponderando 
la calidad instrumental de la escritura pública 
comparando la fortaleza del sistema notarial de 
tipo latino frente a las alternativas que se ofre-
cen en una concepción anglosajona, señala: 
“Frente a ello, el sistema latino es más seguro 
y previsor: tiene la figura de la escritura públi-

8 FRANCISCA CASTRO ALVAREZ. Conflicto como motor de cambio y su impacto en la cultura de paz. Artículo tomado de la página web http://por-
tal.amelica.org/ameli/journal/183/183765006/

9 SEBASTIÁN JUSTO COSOLA. El notariado en Argentina. En El notariado en Iberoamérica: perspectivas actuales y retos. La Fe Pública Editores 
E.I.R.L. para el sello editorial Gaceta Notarial. 2021. Pág. 39.

10 GUNTHER GONZALES BARRÓN. Función notarial y proceso especial de desalojo. Fondo Editorial Colegio de Notarios de Lima. 2019. Pág. 209.

11 ANIBAL SIERRALTA RIOS. Tarea del notariado para fortalecer la paz social y la seguridad jurídica: mecanismos y procedimientos. Cuaderno de 
Divulgación CIAC Ediciones. 2023.
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ca, que muestra grandes ventajas y tiene vieja 
tradición jurídica en el sistema latino. En efecto: 
otorga de seguridad jurídica al acto y facilita la 
transparencia en el trasiego de dinero y de pro-
piedades.”. Luego, en referencia al mérito eje-
cutivo que en nuestra legislación tiene la tran-
sacción extrajudicial (Art. 1302 del Código Civil), 
presenta una importante propuesta de un pro-
cedimiento no contencioso de ejecución de ga-
rantías, obviamente en atención a que aquella 
transacción hubiese sido formalizada por escri-
tura pública.

 Casos emblemáticos
a)	 Código procesal civil: En atención a la na-
turaleza jurídica de la escritura pública es que 
en forma expresa se le considera como títu-
lo ejecutivo, conforme a la norma del Art. 688, 
numeral 10, del Código Procesal Civil peruano, 
debiendo tenerse en especial consideración al 
momento de su extensión y con la finalidad que 
pueda tener estos efectos, que esta codificación 
procesal exige que para que proceda la ejecu-
ción se requiere que la obligación contenida en 
el título sea cierta, expresa y exigible (Art. 689). 
Respecto de estos extremos y para los efectos 
de advertirse y prever cualquier circunstan-
cia que pudiese cuestionarse al momento de 
la ejecución, debe tenerse en cuenta que una 
obligación es cierta cuando no existe duda de 
su existencia, es expresa cuando fluye del pro-
pio título y es exigible cuando se ha vencido el 
plazo otorgado para su cumplimiento y no se 
encuentra sujeta a condición alguna o si exis-
tiendo se ha satisfecho.

b)	 Ley no 30933: Por otro lado y de manera 
más reciente, en nuestra legislación cobra espe-
cial dimensión el hecho que el legislador haya 
advertido justamente las ventajas que puede 
encontrar la ciudadanía en un mecanismo de 
solución a un conflicto social recurriendo a la es-

pecial naturaleza del instrumento público nota-
rial. La referencia está hecha con respecto a la 
vigente Ley N° 30933, Ley Especial de Desalojo 
con intervención notarial, cuerpo normativo en 
el que se recurre a una alternativa que se tra-
duzca en menores tiempos y menores costos,  
buscando una mayor eficiencia pero con la se-
guridad jurídica que significa haber utilizado la 
escritura pública para formalizar el contrato de 
arrendamiento en el que conste como acuerdo 
de las partes la voluntad del arrendador de dar 
en alquiler un predio y del arrendatario de ocu-
parlo como inquilino, con las obligaciones ex-
presas de ambas partes respecto de los térmi-
nos del contrato así como los pactos expresos de 
lo que han decidido en caso de incumplimien-
to, de forma tal que ante las causales previstas 
por la ley bajo comentario (falta de pago de la 
renta convenida de acuerdo a lo establecido en 
el contrato o vencimiento del plazo del mismo), 
se proceda a iniciar el trámite no contencioso 
en el que el notario solamente constata si se 
presentó alguna de las causales señaladas, en 
cuyo caso, de haber sido así extender un acta 
de notoriedad declarándose resuelto el contra-
to y remitir lo actuado al órgano jurisdiccional 
correspondiente para que se proceda al lanza-
miento en el caso que el que ocupa el inmueble 
no lo haga voluntariamente. Con ello, se evita lo 
que ocupaba gran parte del proceso judicial de 
desalojo, constituyendo los instrumentos públi-
cos notariales títulos de ejecución al igual que 
en el proceso judicial lo constituía la sentencia 
consentida o ejecutoriada, que en rigor puede 
ocupar varios años.
Es sobre esta base, ya plasmada en normas con-
cretas y vigentes, que debe considerarse que 
no solamente en los casos como los expuestos, 
puede normarse la ejecución de los pactos y 
acuerdos contenidos en una escritura pública, 
dejando a la intervención judicial solamente la 
etapa propia a la ejecución.
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Ante la problemática abordada, el notariado ha venido aportando importantes ele-
mentos que contribuyen a la paz social, desde lo que histórica y tradicionalmente 
se conoce a partir de la intervención del notario de tipo latino como profesional 
del derecho que resumidamente asesora de manera imparcial y formaliza la de-
claración de voluntad, extendiendo el instrumento público idóneo, que contiene 
la firmeza, seguridad, autenticidad y ejecutoriedad que le son propias. Además, el 
notariado ha venido siendo convocado para descongestionar los despachos judi-
ciales a través de las atribuciones que se le han venido asignando dentro de las 
competencias en los procedimientos no contenciosos o de jurisdicción voluntaria. 
Pero, adicionalmente, propone que se adopten medidas que respondan a lo que 
la sociedad está requiriendo, siendo un escenario importante el de la DESJUDI-
CIALIZACIÓN, debiendo recurrirse a la socialización de las ventajas de la escritura 
pública, sin duda el documento de mayor fortaleza en el sistema jurídico.

Por otro lado, la función preventiva en el ejercicio de la función notarial constituye 
igualmente un valor agregado para poder evitar el conflicto, pues la ciudadanía 
cuenta desde inicio con la posibilidad de analizar debidamente los términos de los 
acuerdos que piensa formalizar y con la asesoría notarial los ratifica en instrumen-
to público con las características que se han descrito.
Finalmente, el conflicto social debe ser el motor de cambio necesario para tomar 
conciencia que se deben adoptar las medidas y estrategias que hagan posible 
evitar la generación del daño que hoy implica que necesariamente la controver-
sia deba someterse a un largo litigio que, aun cuando se pueda obtener decisión 
favorable ante los tribunales, se haga ilusoria la expectativa de una satisfactoria 
solución.

Nada de lo propuesto será viable si es que no se asume un real compromiso de 
socializar la importancia de medidas preventivas antes que las de solución de con-
flicto, como también de impulsar una educación en valores en un escenario en el 
que encontramos al conflicto como un elemento inherente a la naturaleza huma-
na; y en ello las autoridades tienen la responsabilidad de buscar respuestas a las 
interrogantes que surgen a partir de las actuales circunstancias, respecto de las 
que el notariado está planteando concretas propuestas, así como con disposición 
de efectuar esfuerzos comunes de interacción a nivel interno de cada país, como 
a nivel internacional a partir de nuestras agremiaciones, colegios de notarios o 
asociaciones, y dentro de ello, principalmente a partir de nuestra más importante 
institución que es la Unión Internacional del Notariado (UINL).

Conclusión
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Notaria de Fe Pública del municipio de La Paz, Ex-Presidenta de la Asociación de Notarios de Fe Pública de La Paz 
(2021-2023). Magister en derecho notarial de la Universidad “ANDINA SIMÓN BOLIVAR”, Especialista en derecho no-
tarial en la Escuela de derecho público y notarial – EDAE y la Unión internacional de profesionales de notarias UIPAN. 
Diplomada en derecho notarial con mención en registros públicos y plataformas digitales: mención en informática 
jurídica.

Introducción

LOS FUNDAMENTOS DE 
LA FUNCIÓN NOTARIAL

Una de las más importantes y necesarias funciones 
estatales es la función jurisdiccional o también lla-
mada administración de justicia, que en la aplica-
ción del tan conocido principio de separación de 
funciones o poderes se ha desarrollado de forma es-
trepitosa en los Estados democráticos, en medio de 
ese camino los tribunales tradicionales o más bien 
las formas tradicionales de administrar justicia han 
ido mutando y desglosando más aun sus estructu-
ras derivando subfunciones a organismos descon-
centrados de los máximos Tribunales de Justicia, 
que ahora son 3 tribunales Nacionales (Tribunal Su-
premo; Tribunal Constitucional; Tribunal Agroam-
biental) y no así solo uno como en el pasado y den-
tro de ello su organismos de control y fiscalización 
en el Consejo de la Magistratura.

En esa dinámica de desarrollo de más y nuevos or-
ganismos de la función jurisdiccional, en el último 
tiempo se ha impulsado y abogado por el fortaleci-
miento de la función notarial que a su ve asume un 
rol de administración de algunos procesos volunta-

rios, avizorándose una jurisdicción voluntaria des-
concentrada de la jurisdicción ordinaria, donde se 
dependa menos de las formalidades y ritualismos 
de los tribunales y se pueda garantizar un ejercicio 
pleno del Derecho de acceso a la justicia.

Es ahí donde se pretende analizar y plantear un idea-
rio de cuáles serían o son los fundamentos para sos-
tener esta nueva función notarial en este contexto 
planteado donde se busca transformar la estructura 
tradicional del Judicial y acercarlo más a los usuarios 
como una medida necesaria y efectiva para hacer 
más eficiente la llamada administración de justicia.

Por ello, en una primera parte se analiza la proyec-
ción de las teorías de la justicia desde las más tradi-
cionales y conocidas hasta las más modernas.

En la segunda parte se analizará los fundamentos 
teóricos e institucionales de la función notarial.
Finalmente se describirán los fundamentos jurídi-
cos vigentes de la función notarial en Bolivia.

Paola Rodríguez Zaconeta

Notaria
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Importancia: La importancia del presente trabajo se vislumbra desde 3 perspectivas: en primer lugar, por 
su aporte teórico con un análisis metódico y riguroso de las teorías de la justicia como contexto de la fun-
ción notarial. En segundo lugar, se constituye en un aporte especializado en el Derecho Notarial como una 
jurisdicción voluntaria que traza el devenir de la disciplina. Finalmente, y no menos importante destaca su 
efecto académico en cuanto al análisis y estudio de elementos poco estudiados.

Actualidad: Las diferentes formas en que se plantea la función jurisdiccional o administración de justicia es 
un tema de constante actualización y permanente análisis, ya que no existe un sistema perfecto y las varia-
ciones o peculiaridades de los estados democráticos en su función jurisdiccional son un constante esfuerzo 
de mejoramiento para la satisfacción de las necesidades de los usuarios del sistema.

Objetivo: Analizar y sistematizar los fundamentos teóricos y iusfilosóficos de la función notarial como una 
jurisdicción voluntaria para plantear estudios de procesos académicos de desarrollo del Derecho Notarial.

Para poder plantear un direccionamiento teórico 
de los fundamentos de la fe pública se hace nece-
sario explorar lo antecedentes históricos más rele-
vantes de la disciplina, ya que con ello se podrá rea-
lizar un análisis de su origen, desarrollo y posterior 
proyección, es así que esta parte es un pilar de la 
investigación y no meramente una revisión, ya que 
más adelante será el sustento de la proyección.

Para ello, también es preciso esclarecer la esen-
cia de la función del notario aquello que hace una 
institución jurídico-social de servicio que “ha sido 
siempre esencialmente factor de orden, de paz y 
de concordia entre los individuos”, recordando que 
“la esencia de la figura del Notario no se halla tan-
to en las leyes como en la historia y sobre todo en 
las costumbres  (Di Castelnuovo & Falbo, 20 a 22 de 
septiembre de 2018, pág. 6)

Direccionamiento teórico de los 
fundamentos de la fe pública: 
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El Servicio Notarial coincide, con 
el criterio de la teoría liberal, de-
bido a que, el servicio notarial del 
sistema latino, aplicado y brinda-
do en Bolivia, se circunscribirse 
a los principios normativos que 
establece esta corriente, es decir 
al universalismo, neutralidad e 
individualismo ético. 

En este proceso de cambio que 
viene desarrollándose en nues-
tro país, LA NATURALEZA DE LA 
IGUALDAD, se ha convertido en 
uno de los pilares fundamenta-
les para la forma de legislar y ela-
borar las normas.

Por eso, cae tan preciso el pre-
guntarse “Todos los hombres son 
iguales” o “Todos los ciudadanos 
de este país son iguales” o “Toda 
la humanidad es igual ante los 
ojos de la ley o solo hay unos po-
cos privilegiados”. La IGUALDAD, 
en todo es un ideal de imposible 
aplicación que ninguna ideolo-
gía igualitarista, ha propuesto ja-
más. (Aguilar, 1978)
La Ley 483 en su artículo 2. prin-
cipios y fines, señala y desarrolla 

el significado del Principio de la 
Neutralidad, entendida como “el 
asesoramiento y la actividad no-
tarial, que tiene como finalidad 
mantener la igualdad de las y 
los interesados por lo que su in-
tervención es neutral, evitando 
todo género de discriminación” 
(Ley No. 483, Ley del Notariado 
Plurinacional, 2014,25 de enero), 
en términos simples, el notario 
debe actuar de manera impar-
cial y equitativa al prestar sus 
servicios, asegurándose de que 
todas las partes involucradas 
sean tratadas de manera justa 
y sin discriminación de ningún 
tipo, esto significa que el notario 
no puede mostrar preferencia o 
favorecer a ninguna de las partes, 
sino que debe mantener una po-
sición neutral para garantizar la 
igualdad en el proceso notarial.

La limitación del poder y sus fun-
ciones, los derechos individuales, 
la defensa de la democracia, el 
universalismo, la neutralidad y 
el individualismo representan, 
pues, el común denominador 
del liberalismo moderno, enton-

ces, ¿Qué procedimiento será el 
correcto, para establecer los cri-
terios de justicia?

El objeto primario de la justicia, 
es la estructura básica de la so-
ciedad o, más exactamente, el 
modo en que las instituciones 
sociales más importantes dis-
tribuyen los derechos y deberes 
Fundamentales y determinan 
la división de las ventajas pro-
venientes de la cooperación so-
cial. (Caballero, 2006, pág. 5) Por 
instituciones más importantes, 
se deberá entender a la Consti-
tución Política del Estado y las 
principales disposiciones econó-
micas y sociales.

Lo que nos lleva, nuevamente a 
preguntarnos, si los Notarios de 
Fe Pública en Bolivia, tienen en-
tre sus atribuciones, también el 
de impartir justicia, o solo dan fe 
pública a los actos, hechos y ne-
gocios jurídicos que las y los inte-
resados le soliciten o la Ley le exi-
ja, a los fines de la formalización 
y autorización notarial; dentro y 
fuera de la vía voluntaria notarial.

Desarrollo de las teorías modernas de la justicia, 
en relación a los efectos jurídicos del documento 
notarial en Bolivia:

Notariados de América 2024				    Bolivia



24

Fundamentos de la función notarial: 

Para establecer los fundamentos de la función no-
tarial, es necesario analizar brevemente los rasgos 
de la estructura estatal y la función jurisdiccional.

•	 La teoría de la justicia de John Rawls: Esta 
Teoría, trata de deducir qué criterios de justicia 
distributiva debe adoptar un conjunto de in-
dividuos racionales en un contexto de incerti-
dumbre, en el que desconocen todo sobre sí su 
posición social, su sexo, su raza, su inteligencia, 
su carácter, etc. El planteamiento del problema 
en estos términos aleja considerablemente a 
Rawls de las concepciones usuales de la justicia 
social y considera que los criterios son justos si 
el procedimiento mediante el que se adoptan 
es justo, con independencia de las distribucio-
nes resultantes.
Entonces podemos decir, que la teoría de Rawls 
es claramente liberal, es universalista, pues po-
dría ser adoptada por cualquier individuo racio-
nal, es neutral, ya que no se apoya en una con-
cepción concreta de la buena vida y, además, 
defiende la limitación del poder mediante una 
serie de derechos liberales, como la libertad de 
expresión, de reunión, de conciencia, que ac-
túan como barreras contra la intervención arbi-
traria del Estado.

•	 La teoría de la justicia de Nozick: A diferencia 
de Rawls, el objetivo central de Robert Nozick,  
(Caballero, 2006) es la defensa del mercado, del 
capitalismo sin limitaciones, como el mecanis-
mo social más justo de distribución de bienes y 
del estado mínimo como expresión del poder 
público. La pregunta que se impone entonces, 
es la siguiente: ¿cómo relaciona Nozick merca-
do y justicia sabiendo que el mercado genera 
desigualdades considerables?
La teoría de la justicia de Nozick afirma, de ma-
nera muy resumida, lo siguiente: si asumimos 
que todo el mundo tiene derecho a los bienes 
que posee si los obtiene de manera legítima, 
entonces una distribución justa de bienes solo 
puede ser aquella que resulte del libre inter-
cambio entre personas.

•	 Una teoría marxista de la justicia: Marx siem-
pre tuvo la firme voluntad de construir una teo-
ría socialista “científica”, le condujo a deplorar 
toda fantasía utópica sobre la posible naturale-
za del socialismo, su concepción de la historia 
como un progresivo desarrollo de las fuerzas 
productivas le permitía albergar la esperanza, 
en un orden social muy superior al capitalismo. 
(Aguilar, 1978)
Si bien el capitalismo entraña un desarrollo de 
las fuerzas productivas sin precedentes en la 
historia, las contradicciones inherentes a un sis-
tema en el que impera la propiedad privada de 
los medios de producción, terminan encade-
nando irremediablemente ese desarrollo. El so-
cialismo, caracterizado por la propiedad colec-
tiva de los medios de producción, permite que 
las fuerzas productivas se desenvuelvan ver-
tiginosamente sin ligaduras, se va originando 
así, según Marx, una situación de abundancia 
tal que hace posible el futuro tránsito al comu-
nismo. La propiedad pública de los medios de 
producción supone bajo el socialismo, además, 
tanto el control colectivo del producto social, 
distribuido según el principio ‘’a cada cual se-
gún su trabajo”, como la ausencia de explota-
ción. (Aguilar, 1978)
En el análisis marxista, el capitalismo se ve 
como un sistema que impulsa el desarrollo de 
las fuerzas productivas, pero también genera 
contradicciones debido a la propiedad privada 
de los medios de producción. Esta contradic-
ción, según Marx, termina frenando el potencial 
completo de desarrollo de las fuerzas produc-
tivas. El socialismo, caracterizado por la pro-
piedad colectiva de los medios de producción, 
busca liberar estas fuerzas productivas de las li-
mitaciones impuestas por la propiedad privada, 
permitiendo así una situación de abundancia 
que allane el camino hacia el comunismo.
En este contexto, la transición económica del 
capitalismo al socialismo implica el cambio de 
la naturaleza del intercambio, pasando de una 
economía mercantil completa a una donde 
solo se intercambian bienes de consumo, final-
mente, el comunismo supone la abolición total 
de este intercambio.
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•	 El derecho de acceso a la Justicia dentro la 
jurisdicción voluntaria: El derecho de acce-
so a la justicia es un principio fundamental en 
cualquier sistema legal y se refiere al derecho 
de todas las personas a buscar una resolución 
justa y equitativa para sus conflictos legales o 
disputas. En el ordenamiento internacional la 
Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos señala en el artículo 8 que:

Toda persona tiene derecho a ser oída, con 
las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra 
ella o para la determinación de sus derechos 
y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal 
o de cualquier otro carácter.  (Convención 
Americana de Derechos Humanos (Pacto de 
San José) , 1969)

La cual hace énfasis en la importancia del acceso 
a la justicia como un derecho fundamental, ga-
rantiza que las personas tengan la oportunidad 
de ser escuchadas, de recibir un trato justo y de 
contar con un sistema legal que funcione de ma-
nera imparcial y eficiente, independientemente 
del tipo de asunto legal que estén enfrentando.
En el contexto de la jurisdicción voluntaria, este 
derecho es especialmente relevante, ya que se 
refiere a la posibilidad de las personas de recurrir 
a procedimientos no contenciosos para resolver 
asuntos legales sin recurrir a litigios judiciales.
La jurisdicción voluntaria se centra en permitir 
que las partes involucradas en un asunto legal 
resuelvan sus problemas de manera colaborati-
va, sin la necesidad de llegar a un tribunal, como 
es el caso de otorgamiento de poderes notaria-
les, acuerdos transaccionales, divorcio de mutuo 
acuerdo, permisos de viaje al exterior de meno-
res, solicitados por ambos padres, divisiones o 
particiones inmobiliarias, procesos sucesorios 
sin testamento, división y partición de herencia y 
otros asuntos similares que no necesariamente 
requieren el proceso por la vía ordinaria.

El derecho de acceso a la justicia en la jurisdicción 
voluntaria puede manifestarse en diferentes aspec-
tos clave:

a)	 Facilitación de procedimientos: Los proce-
dimientos de jurisdicción voluntaria generalmente 
se caracterizan por ser accesibles, más sencillos y fá-

ciles de entender, lo que significa que las personas 
pueden abordar asuntos legales sin necesidad de 
contratar abogados o enfrentar costos significativos.
Por otra parte, suelen ser más económicos en com-
paración con los procesos de la vía ordinaria. Las ta-
rifas notariales o administrativas por lo general son 
más bajas que los costos legales asociados con un 
litigio, lo cual reduce la barrera financiera que po-
dría impedir que las personas busquen una resolu-
ción legal.
Otro aspecto es la rapidez, en comparación con los 
procedimientos judiciales, lo cual es esencial para 
garantizar que las personas obtengan una resolu-
ción oportuna sobre sus asuntos legales, ya que en 
algunos casos el tiempo es un factor crítico y la ju-
risdicción voluntaria puede proporcionar una solu-
ción más rápida.

b)	 Confidencialidad: Los procedimientos de ju-
risdicción voluntaria a menudo se manejan de ma-
nera confidencial, lo que puede ser esencial para 
asuntos delicados o privados. La confidencialidad 
garantiza que la información personal y sensible 
proporcionada durante los procedimientos de ju-
risdicción voluntaria esté protegida, lo que fomenta 
la confianza de las personas en utilizar estos proce-
dimientos sin temor a que su información privada 
se haga pública, también es un factor que promue-
ve la resolución de conflictos de manera amigable.
En otras palabras, la confidencialidad en la juris-
dicción voluntaria es esencial para garantizar que 
las personas tengan un entorno seguro y privado 
para abordar sus asuntos legales de manera efec-
tiva, esta característica fomenta la participación en 
procesos extrajudiciales, protege la privacidad y la 
dignidad de las partes, y contribuye a la resolución 
exitosa de conflictos en un entorno de confianza.

c)	 Mediación y conciliación: La mediación y la 
conciliación son métodos alternativos de resolución 
de disputas que permiten a las partes involucradas 
en un conflicto trabajar juntas para encontrar una 
solución mutuamente aceptable antes de recurrir a 
la vía ordinaria.
Son elementos fundamentales del derecho de ac-
ceso a la justicia en la jurisdicción voluntaria, ya que 
pueden ofrecer una serie de ventajas, incluida la 
promoción del diálogo, soluciones personalizadas, 
la prevención de conflictos futuros, mayor satisfac-
ción de las partes y una forma más ágil y econó-
mica de resolver disputas, mientras se mantiene la 
confidencialidad y la autonomía de las partes invo-
lucradas.
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Ideas críticas:

La función notarial en Bolivia, como se expuso pre-
cedentemente, coincide con el criterio de la teoría 
liberal, tomando en cuenta que nuestro servicio no-
tarial se circunscribirse a los principios normativos 
que establece esta corriente, es decir al universalis-
mo, neutralidad e individualismo ético. 

La naturaleza de la igualdad, se ha convertido en 
uno de los pilares fundamentales para la forma de 
legislar y elaborar las normas, es por eso que, en los 
principios y fines, que rigen nuestra norma nota-
rial, se le da tanta importancia a que, en el asesora-
miento y la actividad notarial en general, el Notario 
de Fe Pública, debe mantener la igualdad de los 
interesados, por lo que su intervención es neutral, 
evitando todo género de discriminación.

La función notarial, al coincidir con criterios de la 
teoría liberal y circunscribirse a los principios de uni-
versalismo, neutralidad e individualismo ético, ha 
llevado adelante cambios estructurales en el Siste-
ma Notarial aplicado, que hoy permiten verlo como 
protagonista de la Justicia en Bolivia, el mismo que 
se constituye en vanguardista e intrépido, cuyo fin 
mayor será el de llevar por delante la justicia de paz, 
descongestionar el sistema procesal judicial y sobre 
todo convertirse en el brazo operativo que encare la 
transformación de la justicia en el país.  

En el desarrollo de sus funciones, el Notario escucha 
y actúa como consejero ya que ante él comparecen 
para dar forma legal a la voluntad de los solicitan-
tes, hacer constar situaciones de hecho, o ejecutar, 
ante su fe, los actos jurídicos que se le soliciten. El 
Notario da fe de que las operaciones que se le pre-
sentan sean realizadas en condiciones ecuánimes y 
de imparcialidad, y que, en todo caso, las partes co-
nocen el alcance y limitaciones de su intervención 
en los actos de que participan, esto para proteger 
los intereses de todas las personas involucradas y 
evitar el advenimiento de situaciones controverti-
das de cualquier índole.

Adicionalmente, en muchos casos, el notario se 
constituye también como auxiliar de la administra-
ción de justicia o función jurisdiccional en el des-
empeño de sus funciones e implementa meca-
nismos de seguridad jurídica en la totalidad de su 
actividad, esto como el principal objeto y producto 
de su actuación.

Todos estos aspectos nos llevan a una reflexión pro-
funda sobre la necesidad de un cuerpo normativo 
de la función notarial, y replantear una visión so-
bre una moderna y muy necesaria función notarial 
acorde a la visión del Estado Plurinacional.
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Conclusiones

Luego del análisis desarrollado se puede establecer 
medianamente que son fundamentos de la fun-
ción notarial:

1.	 Fe pública: La función Notarial se ha com-
prendido como una institución que procura el con-
trol de legalidad y, ya que, genera certeza y seguri-
dad acerca de los actos jurídicos a los que se dota 
de fe pública, misma que se transfiere del poder or-
denador del Estado a la realidad material y jurídica 
a través de la actuación del notariado. la sociedad 
requiere seguridad jurídica y esta se obtiene gra-
cias a la dación de fe.
El dar fe, como elemento principal del Notario Pú-
blico para la generación de condiciones de seguri-
dad jurídica, Por ello, el otorgamiento de fe pública 
consiste o se puede circunscribir en la cualidad del 
Notario Público para dar constancia de que ciertos 
acontecimientos con consecuencias de Derecho 
son verídicos, y producen determinados efectos ju-
rídicos. La fe pública funciona como un elemento 
de auxilio para la generación de certeza y seguri-
dad jurídica, con la certidumbre de que el Estado se 
encuentra en posibilidad de garantizarlos.

2.	 Control de legalidad: El control de lega-
lidad se manifiesta en que la labor del Notario de 
Fe Pública ya que resalta la eficacia jurídica de las 
actuaciones entre las partes que comparecen ante 
un notario, con la seguridad del cumplimiento de 
los requisitos fijados por la Ley para la validez de los 
actos desarrollados, situación que se materializa en 
la realización de los mismos en estricto apego a to-
das las disposiciones legales aplicables.

Por lo que, el notario público requiere una perspec-
tiva cabal e integrativa del sistema jurídico, con el 
propósito de que los actos jurídicos formalizados 
por él cumplan con la totalidad de los requisitos y 
normas del régimen jurídico aplicable y surtan los 
efectos jurídicos que nazcan de la voluntad de las 
partes otorgantes del acto en cuestión, pudiendo 
en su caso limitar o dirigir los actos al cumplimiento 
de las normas.

3.	 Consejo y asesoría jurídica: La labor del No-
tario no se limita a la fe pública o la verificación del 
cumplimiento de formalidades en ejercicio del con-
trol de legalidad, sino que también se propone que 
el Notario en cuestión tiene el deber de cumplir con 
la labor de aconsejar y brindar asesoramiento jurí-
dico a los usuarios de sus servicios, con la intención 
de hacer constar, adecuadamente, cierta situación 
de hecho o facilitar el otorgamiento o formalización 
de los actos jurídicos, con la seguridad de que las 
consecuencias de Derecho resultantes sean las de-
seadas por las partes y expresadas por la voluntad 
de estas, todo lo cual se plasmará en el instrumento 
que él redacte.

Esta es una gran ventaja respecto a la jurisdicción 
ordinaria que es esencialmente controversial en 
cambio al ser una vía voluntaria el Notario adquiere 
una labor de guía y orientador de los intereses de 
los usuarios del sistema.

4.	 Prevención de controversias: La función 
notarial tiene, como uno de sus múltiples propósi-
tos, ordenar las relaciones jurídicas con el objetivo 
de preservar la armonía social a través de la preven-
ción efectiva de situaciones controvertidas.

Este fundamento es de extremada utilidad ya que 
el Notario que desempeña adecuadamente sus 
funciones podrá prevenir controversias ya que plan-
teará soluciones breves y satisfactorias a las partes 
evitando que los usuarios lleguen a resolver sus di-
ferencias en la jurisdicción ordinaria.

5.	 Otorgación de Seguridad jurídica: La fe 
pública, el control de legalidad, aconsejar a las par-
tes que intervienen en un acto jurídico, al igual que 
la prevención de controversias, son herramientas 
de las que el Notario acude para que cada uno de 
los actos pasados ante su fe son celebrados con el 
más alto estándar de seguridad jurídica. 
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NUEVOS PARADIGMAS 
SOBRE LA VEJEZ 
y la dimensión de los derechos humanos de los 
viejos en una sociedad posmoderna, hostil y frágil. 
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Desde la antigüedad, todas las culturas, tanto en 
oriente como en occidente, han tenido un trata-
miento benevolente con los viejos, pero inclemente 
con la vejez, cualesquiera sean los parámetros que 
se tengan respecto de ésta. Porque, a diferencia del 
envejecimiento, que es un proceso natural, biológi-
co y, hasta hoy, indetenible, la vejez es un construc-
to social, dinámico, cuya llegada cada cierta época 
se estira con el tiempo, incrementada la expectativa 
de vida, luego de períodos en que esta se ralentiza. 
A los mayores, en cambio, si bien se les reconoce, 

más o menos algunas virtudes y su valía, se les ha 
tenido como una tragedia. Cuenta la leyenda, que 
el príncipe Siddhartha, después Buda, cuando vio 
por primera a un ser canoso, desdentado y acha-
coso, exclamó luego de ordenarle a su cochero que 
regresara de inmediato a su morada donde per-
manecía encerrado: De qué sirven los juegos y las 
alegrías si soy la morada de un futuro viejo. Con 
esta dramática cita, inicia Simone de Beauvoir su 
tratado sobre La Vejez2, la más completa obra so-
bre este estadio de la vida jamás escrito. La eterna 

Introducción

Morir más pronto o más tarde no es la cuestión;
morir bien o mal, ésa es la cuestión 
Séneca

1 Texto completo del resumen presentado en el Seminario sobre Notariado y Derechos Humanos, organizado por la Academia Notarial Americana. 
Lima, el15 diciembre de 2023.

2 La vejez, Bogotá, Sudamericana Debolsillo, 2013.
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compañera de Sartre asumió una 
posición crítica, muy aristotélica, 
al respecto. Escrita en la década 
del 60 del siglo XX, Simone avala 
al estagirita, quien pide respeto 
por los ancianos pero, contrarian-
do a Platón, los acusa en varios 
apartes de su Ética a Nicómaco 
de compartir todos los defectos 
y vicios, y los descalifica para go-
bernar, en tanto la decrepitud fí-
sica deviene en espiritual3.

Aquella admiración y respeto ha 
sido constante. Con algunas ex-
cepciones, como se muestra en la 
Balada de Narayama4, estreme-
cedor filme basado en poemas de 
la sociedad agraria japonesa de si-
glos atrás, en la que las personas, 
al llegar a los 70 años, debían ser 
conducidas y abandonadas en la 
montaña de ese nombre, donde 
morían de frío y hambre. Por eso 
no ha de extrañar que fuera un 
ministro de economía de Japón, 
Taro Aso (1940), quien invitara a 
sus connacionales envejecidos 
a hacerse el harakiri y así morir 
pronto para resolver el enorme 
déficit financiero del sistema de 
salud de su país. Tenía 72 años y 
debió dimitir hace apenas dos, 
por deterioro de su salud sin que 
seguramente se anime a tomar la 
decisión que sugirió a sus ancia-
nos connacionales en 2013. Más, 
a sabiendas de que el problema 
económico de su país subsiste 
y éste, según su reprochable y 
equivocada teoría, no se resolve-
rá a menos que los viejos se den 
prisa en morir5. El mundo de la 

tercera década del siglo XXI es 
totalmente distinto del que nos 
cuentan quienes ya venían ima-
ginándolo mucho tiempo antes, 
y esa afirmación las podemos 
avalar quienes hemos trasegado 
con conciencia gran parte de la 
segunda mitad de la pasada cen-
turia, y superado lo transcurrido 
de la presente. Los cambios han 
ocurrido para bien de las socieda-
des, si tenemos en cuenta que el 
crecimiento de la población, pri-
mero, y el aumento de las perso-
nas en edad provecta, después, 
siempre se constituyeron en mo-
tivo de honda preocupación para 
sociólogos, filósofos, políticos, y 
principalmente para los econo-
mistas que, en su mayoría, termi-
nan convirtiéndose en falsos pro-
fetas. Por algo, a su profesión se 
le conoce como la “ciencia triste” 
(dismal science), apelativo acu-
ñado por ensayista, filósofo e his-
toriador escocés, Thomas Carlyle 
(1795-1881)6, quien se basó en las 
lúgubres predicciones del erudi-
to, religioso y economista, tam-
bién británico, Thomas Malthus 
(1766-1834). Para éste, según sus 
cálculos matemáticos, el creci-
miento poblacional aumentaba 
en forma exponencial (duplicada 
cada 25 años), frente al incremen-
to de la producción de alimentos 
se producía en progresión arit-
mética o logística, por lo que el 
futuro sería catastrófico para los 
humanos. Malthus, que hizo con-
sideraciones inaceptables, como 
que las enfermedades y las pan-
demias son consecuencia natural 

del aumento poblacional “e inclu-
so necesaria”7  (p. 75), no alcanzó 
a vislumbrar las revoluciones in-
dustriales que seguirían a la vivi-
da por él desde finales del siglo 
XVIII, que condujo a otra revolu-
ción agrícola y a las tecnologías 
alimentarias. La transición demo-
gráfica, por lo mismo, alejó el es-
panto que se cernía por una po-
blación desbordada y envejecida. 

Avanzado el siglo XX, no obstante 
la exacerbación del culto a la ju-
ventud y la belleza, se inició la de-
nominada “transición demográfi-
ca”, una realidad que mostraba la 
inversión de la estructura pirami-
dal etaria, siendo ahora la de ni-
ños y jóvenes, generaciones esca-
sas. La alarma no era, entonces, el 
aumento de la población, sino el 
envejecimiento de la misma.
El escritor y bioquímico Isaac Asi-
mov (1919-1992), ruso naturalizado 
en Estados Unidos, afirmaba en 
1978 que la Humanidad nunca 
ha conocido la experiencia de 
una sociedad entrada en años8, y 
manifestándose en contra de los 
malos augurios de los paladines 
de la ciencia lúgubre que temían 
al futuro de una sociedad de vie-
jos, estática y decadente en la que 
desaparecerían todos los valores 
más caros al hombre, sostenía 
que, en el siglo XXI, la tecnología 
y la automatización cambiarían 
las necesidades sociales. Es decir, 
lo interpretamos en el sentido de 
que en el futuro los adultos ma-
yores no serían un problema para 
la economía, pues...
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3 Ética a Nicómaco, San José, Costa Rica, Editorial Digital, 2016: L. IV, Cap.: “La vejez y la debilidad en todos sus modos de ser son las que forman los ava-
ros” (p. 86). L. VIII, Cap. I: Cuando somos jóvenes, reclamamos de la amistad que nos libre de cometer faltas dándonos consejos; cuando viejos, reclamar-
nos de ella los cuidados y auxilios necesarios para suplir nuestra actividad, puesto que la debilidad senil produce tanto desfallecimiento” (p. 183). Ib.  Cap. 
III: “los ancianos sólo aman por interés; y los jóvenes por placer (p. 186). Ib.: la ancianidad no va en busca de lo agradable, sólo busca lo que es útil” (p.186). 
Ib.: “Cuando la edad de la hermosura llega a pasar, también la amistad desaparece (p.188). Ib.: Los ancianos y los de carácter rudo y austero son poco 
inclinados a la amistad (p. 189). L. VIII, Cap. V: En general, los ancianos y los extravagantes se sienten muy poco inclinados a la amistad, porque el senti-
miento del placer tiene poco influjo en ellos (p. 190). Ib.: Si la amistad se produce con menos frecuencia entre los melancólicos y los ancianos, es porque 
son gentes de mal humor, que encuentran menos placer en las relaciones que son consecuencia de un trato recíproco, y las cuales son, sin embargo, a 
la vez el resultado y la causa principal de la amistad. Precisamente por esto los jóvenes se hacen siempre amigos, mientras que los ancianos no (p.191).

4 Del director de cine japonés Shohei Imamura (1926-2006), ganadora del Palma de Oro en 1983.

5 https://elpais.com/internacional/2013/01/26/actualidad/1359215970_213614.html?event_log=go 

6 Discurso ocasional sobre la cuestión negra. Cit. En: https://fppchile.org/nuevo-nobel-de-economia-esperanza-para-la-ciencia-triste/. 

7 Primer ensayo sobre la población, ePub de Lectulandia.com.

8 Vida y Tiempo, ePub de Lectulandia, p. 184.
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…el trabajo en el mundo no será primordial-
mente una cuestión de músculo y nervio, por 
lo cual no se requerirán condiciones atléti-
cas. El hecho de que los cuerpos de las per-
sonas se debiliten con el paso de los años no 
supondrá que descienda sustancialmente 
su contribución en las tareas de la sociedad.

Y remataba el científico citado en su ensayo 
“Adiós a la Juventud”, uno de los 26 de su obra 
Vida y Tiempo:

Entre el mayor vigor de los ancianos y las me-
nores exigencias de esfuerzos físicos de par-
te de ellos, en el próximo siglo los conceptos 
de «juventud» y «vejez» pueden volverse con-
fusos y el creciente porcentaje de ancianos 
no representaría una mengua física para la 
sociedad (p. 186).
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Desde entonces persiste aún el para-
digma central sobre la vejez y los viejos, 
vista la primera como una enfermedad 
que ha de ameritar aislamiento, tra-
tamientos médicos y cuidados, y más 
que como virtud, como un defecto. An-
tes que un bien, como un motivo de 
repulsa. La vejez continúa siendo tra-
tada, desde la mitología griega, como 
uno de los “pesares” que Zeus envió a 
los humanos ocultos en una jarra, como 
regalo de bodas a la hermosa y curiosa 
Pandora, para vengarse de la ofensa de 
Prometeo, cuñado de ésta, por robarle 
el fuego al poderoso del Olimpo y en-
tregárselo a los hombres9. “En tiempo 
de Cronos -reza el poema- cuando rei-
naba en el cielo, ellos fueron; como dio-
ses vivían, con el alma sin penas, bien 
lejos de dolor y fatigas, y vejez miserable 
nunca encima tenían” (v. 111-114, p. 5).

Lucha contra la hostilidad de la sociedad 
contemporánea, etérea y frágil

 
De antiguo, las sociedades, todas, canonizaron la juventud. Después, con el auge del consumismo en 
la segunda mitad del siglo XX, el estereotipo de la belleza y la sexualización se entronizó. Solo cuer-
pos jóvenes, atléticos y semidesnudos son y serán efectivos para vender cualquier cosa. Y con la Era 
Digital, el carácter vertiginoso y disruptivo de las innovaciones y los cambios tecnológicos nos intro-
dujo en un universo cuántico, lleno de incertidumbres y vacíos. Ausencias que se llenan de datos e 
información, pero se desaparecen o se distorsionan casi de inmediato, generando nuevas supuestas 
verdades o “fakes”, reducidos y fácilmente circulables en memes, “tiktoks” y “reels”. 

9 Los trabajos y los días, México, UNAM, 1979: Hijo de Japeto, que más que todos eres taimado, te alegras por haber hurtado el fuego y burlado mi mente. 
Para ti mismo gran pena y para los hombres futuros: a ellos, a cambio del fuego yo donaré un mal, del que todos se alegrarán en el alma, rodeando su 
mal de cariño (v. 54 a 58, p. 2).
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Esta sociedad actual, posmoderna, a la que el soció-
logo y filósofo polaco Zygmunt Bauman, se refirió 
como de la “modernidad líquida”, para resaltar su 
aparente solidez, es como la costra de la lava volcáni-
ca, que exteriormente parece afianzada y dura, pero 
internamente se mueve, cambia de forma, es incons-
tante y frágil, desgarradora y destructiva. La sociedad 
ya no es aquella suma de individualidades, advierte 
Bauman, sino el conjunto de las mismas. Es como si 
la posibilidad de una modernidad fructífera y verda-
dera se nos escapara de entre las manos como agua 
entre los dedos. Bauman explora la idea de que las 
estructuras sociales y culturales contemporáneas 
son cada vez más fluidas, volátiles y cambiantes, en 
contraste con la estabilidad y la solidez que caracteri-
zaron a las sociedades modernas anteriores. 

El escenario graficado por este pensador, es el desa-
fío que pondrá a prueba a los hacedores de políticas 
públicas y líderes de derechos humanos, toda vez 
que tanto jóvenes, como viejos y ancianos se verán 
afectados, todos, pues no hace falta demasiada 
imaginación para hacerse una idea de lo inciertas 
y frágiles, que se han vuelto las vidas de aquellos 
que han quedado fuera del mercado de traba-
jo, precisamente a causa de las incertidumbres, la 
precariedad, y el desplazamiento. Si aún estuviera 
vivo, diría él que esta liquidez ha asumido ahora un 
estado gaseoso. Como en la física, en un líquido las 
partículas, como los individuos en la sociedad, no 
tienen una posición fija, pero tienen volumen, y si 
fluyen se puede advertir la dirección del fluido. Los 
gases, en cambio, se expanden desordenadamente 
y, a menos que estén comprimidos en algún reci-
piente, es imposible fijar su volumen. 

Pues bien, la nueva sociedad etérea es, paradójica-
mente, la que ha asumido una dirección afirmativa-
mente decidida para desarrollar reglas sociales más 
universales para proteger a los débiles y discrimina-
dos. A ello apuntan todos los convenios y las conven-
ciones internacionales liderada por la ONU10, para 

combatir la ausencia de preceptivas que, en primer 
término protejan a los mayores, y se fomenten, así 
mismo, políticas nacionales que propendan por 
un envejecimiento saludablemente activo. Porque 
todo tiempo futuro será mejor, para contradecir así 
al poeta castellano Jorge Manrique (1440-1479), que 
se hizo famoso con su frase tan repetida por quienes 
ven con pesimismo el porvenir. Por el contrario, una 
idea inquebrantable y perseverante mueve a los hu-
manos: la idea del progreso. Ayer, hoy y siempre. Por 
lo mismo, el futuro siempre será superior, aun con 
todas las incertidumbres que nos depara, y las vici-
situdes derivadas de la tendencia cíclica del suicidio 
de la razón, como ya ocurrió en el pasado siglo con 
dos grandes conflagraciones y una gran depresión 
económica, sumada a la recesión de los albores del 
presente milenio, y conflictos nuevamente en Euro-
pa, la matria de la racionalidad. Y, otra vez, en Medio 
Oriente. Pero, los avances de la era digital, de la na-
notecnología, de la tecno-medicina, de la revolución 
agrícola, asegurarán que la población mundial, en 
franco decrecimiento, resistan los 5 mil millones de 
años que le faltan a nuestra estrella solar para trans-
formarse en una supernova cuando se agote el su-
ministro de hidrógeno en su núcleo.

El mundo digital, desmaterializado, no es un lugar 
para los recuerdos, y en la edad provecta la memo-
ria es lo único que permite al ser humano conservar 
su identidad, y darle sentido a su existencia, en tan-
to logra integrar al viejo con su entorno y permitirle 
su desarrollo vital. Por eso, a partir de luchas perma-
nentes de los grupos y asociaciones que asocian a 
retirados, se ha logrado presionar a los órganos en-
cargados de la defensa de los derechos humanos, 
para construir un nuevo relato sobre la vejez, el en-
vejecimiento y los viejos. A la par que vivimos una 
revolución digital, estamos presenciando una “revo-
lución de las canas”, para exigir de los gobiernos po-
líticas públicas que adopten los nuevos paradigmas 
sobre la adultez mayor, más cuando se observa un 
decrecimiento demográfico, que nada positivo trae.

10 1. Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), 2. Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Ra-
cial (1965), 3. Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (1979), Convención sobre los Derechos del Niño 
(1989), 4. Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (2006), 6. Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento (2002), 7. Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS).
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Brevemente diremos que un paradigma, siguiendo a la definición del 
físico y filósofo norteamericano Thomas Khun (1922-1196), es un enfoque, 
o un concepto que conforma, temporalmente, un sistema de creencias, 
valores y técnicas que comparten los miembros de una comunidad cien-
tífica. Durante cierto tiempo proporcionan modelos de soluciones, por-
que el fracaso para resolver problemas desencadena una crisis que pro-
duce angustia y desconcierto en la comunidad científica11. 

Y como las sociedades no evolucionan en forma lineal, toda  disciplina o 
ciencia cuyo objeto de estudio sea un fenómeno social, tiene que adap-
tarse a las discontinuidades y a los saltos que apareja una dinámica de los 
comportamientos individuales y colectivos, Más aún, cuando son influen-
ciados, a su vez, por los entornos disruptivos, generados por los constantes 
e indetenibles cambios tecnológicos y el avance de las ciencias a partir del 
arribo de la era digital, que torna en intangible, misterioso y etéreo casi 
todo lo que antes era aprehensible directamente por nuestros sentidos. 

La vejez como signo de decrepitud, incapacidad e improductividad, se 
invisibiliza, además, bajo eufemismos, productos de cierta gerontofobia 
o viejismo que hasta hoy ha predominado en la sociedad contemporá-
nea, de manera que tendrá que ser vista desde una perspectiva distinta. 
Los gobiernos no invierten en los viejos, porque se les considera, bajo 
una óptica utilitarista, como un pasivo a corto y mediano plazo. Suena 
horrible decirlo, pero De Beauvoir, cuyo ensayo es de obligada lectura, 
lo dice más crudamente: el viejo es un muerto a plazo fijo (p. 476). Peor 
resuenan las palabras del político y poeta romántico Chateaubriand, si, el 
mismo del famoso bistec: La vejez afea hasta la felicidad (p. 406).

Esas ideas, hasta ahora paradigmáticas, han entrado en crisis, porque a 
partir de ellas no es posible vislumbrar una nueva sociedad, que com-
prenda que el envejecimiento no es un problema, sino una realidad que 
desafía a todos los estamentos políticos, gubernamentales, económicos 
y educativos. Problema, ese sí que lo es y muy grave, la imparable dismi-
nución de los nacimientos, que es el otro facto, no menos trascendental, 
del envejecimiento de la sociedad. Los latinoamericanos, que antes nos 
ufanábamos de ser países de jóvenes, hemos visto la estrepitosa caída de 
nuestras tasas de reemplazo poblacional, fijada por la ONU como índice 
de fertilidad en 2,1 hijos por mujer fértil (entre 15 y 50 años). Cuba, Chile, 
Uruguay, Brasil, Colombia, Costa Rica, Argentina y México, y ya casi Perú, 
desde hace varios años transitan hacia una política no consensuada del 
hijo único. Por encima de este indicador solo se ubican Bolivia, Paraguay, 
Ecuador, Panamá, Venezuela, entre otros pocos.

Nuevos paradigmas:

11  La Estructura de las Revoluciones Científicas, México, FCE, 2004.
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Obviamente, si el problema es la escasez de infantes, 
que sin lugar a dudas, parafraseando a De Beauvoir, 
sí son un activo a largo plazo merecedor de toda 
la inversión en ellos, y especialmente en las niñas, 
pues serán la reserva “redentora” de la humanidad, 
tenemos que aceptar que los viejos son la solución.

a) La volición y la capacidad no son patrimonio 
exclusivo de los jóvenes:

Las investigaciones sobre el funcionamiento fí-
sico, la cognición y el envejecimiento, son más 
alentadoras de lo que algunos podrían esperar. 
Los adultos mayores tienden a sacar el máxi-
mo provecho de sus capacidades, muchas ve-
ces mediante la explotación de progresos en un 
área para compensar disminuciones en otra.
Las tecnologías omnipresentes juegan, sin duda, 
su papel, aunque ambivalente. Los avances mé-
dicos, el incremento y mejoramiento mediante 
técnicas transgenéticas de la producción ali-
mentaria, y los hábitos saludables, van alargan-
do cada vez más la llegada de la disminución 
de la capacidad laboral de los adultos, y han re-
dundado en un aumento de las expectativas de 
vida, de 60 años hace 8 décadas a casi la edad 
de 80 en los actuales momentos, e incluso a los 
90 como en Japón y otros países desarrollados, 
que ya miran una perspectiva centenaria de sus 
pobladores.

Se agrega a ello, que hemos superado el paradig-
ma de la clasificación binaria capacitados-disca-
pacitados mediante el reconocimiento de una 
autonomía progresiva, y no necesariamente 
regresiva, dados los avances tecnológicos que 
permiten la hibridación del cuerpo, con prótesis 
y dispositivos, que imponen la construcción de 
modelos jurídicos de ejercicio de la capacidad.
Aquí entra en juego el enorme papel de los no-
tarios, quienes al asumir ese nuevo modelo le-
gal de apoyo a los ancianos, tienen que ejercer 
un control de legalidad reforzado, y permitir el 
ejercicio amplio de sus capacidades. Por un lado, 

porque como operadores jurídicos no nos es 
dable prescribir edades definidas en las que se 
puede tomar una decisión, y por otro, en tanto 
no es posible establecer legislaciones lo suficien-
temente flexibles para que se vayan adaptando 
a la dinámica de la capacidad de las personas en 
edad provecta. En síntesis, debemos partir de 
que cualquier modelo jurídico que nos invente-
mos siempre será imperfecto.

De lo que si no cabe duda, porque la evidencia 
científica lo ha demostrado, es que con el paso 
del tiempo la mayoría de las habilidades men-
tales permanecen intactas. Podría destacarse 
como uno de sus aspectos, la praxis, entendida 
como ese conocimiento experto que se concen-
tra en el aspecto pragmático de la vida y una 
acumulación de saberes resultantes de decisio-
nes tomadas con buen juicio, así como la posi-
bilidad de transferirlos, y continuar poniéndolos 
en práctica, han permitido que en la vejez y la 
ancianidad mujeres y hombres contribuyan a la 
productividad de nuestras naciones.

b) ¡Los viejos ya no se quejan... Los viejos 
facturan!

Hace dos años el aporte de los adultos mayores 
al PIB mundial fue de 45 millardos de dólares, el 
34%, cifra que se duplicará en las próximas tres 
décadas, según el informe Perspectivas de la 
Economía Mundial de la Longevidad12.  De otro 
lado, los baby boomers, nacidos entre 1945 y 
1960, se han convertido en lo que hemos deno-
minado los longennials: la generación de nuevos 
viejos, o viejos rejuvenecidos. Y a ella ingresarán 
tarde o temprano los hoy millennials y centen-
nials, de modo que a mediados de esta centu-
ria serán más de la tercera parte de la población 
mundial. Los longennials, la mayoría en uso de 
buen retiro, tienen más tiempo libre, y según la 
Reserva Federal de los Estados Unidos poseen 
un patrimonio once veces mayor que el de los 
millennials.

12 Global Longevity Economy Outlook, impulsada por la Asociación Americana de Personas Retiradas (AARP por su nombre en inglés).
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Como si fuera poco, hoy se ha introducido 
una actividad asociada a la población en-
vejecida: la denominada en el ámbito an-
glosajón como silver economy, traducida 
a nuestra lengua como “economía pla-
teada”. Toda una estructura económica 
asociada a la población envejecida. Está 
centrada en las oportunidades económi-
cas que surgen debido al envejecimiento 
de la población y la creciente proporción 
de personas mayores en la sociedad. Esta 
economía comprende todas las activida-
des, bienes y servicios destinados a sa-
tisfacer las necesidades de las personas 
mayores adultas, que mundialmente se 
consideran a quienes superan los 60 años. 
Incluyen las siguientes áreas:

•	 Atención médica y salud: A medida 
que la población envejece, hay una 
mayor demanda de servicios de aten-
ción médica, medicamentos y tecno-
logías de la salud.

•	 Tecnología asistencial: Desarrollo de 
tecnologías diseñadas para mejorar 
la calidad de vida de las personas ma-
yores, como dispositivos de asistencia, 
productos de domótica, y aplicacio-
nes de salud.

•	 Turismo para personas mayores: 
Oferta de servicios turísticos adapta-
dos a las necesidades y preferencias 
de los adultos mayores.

•	 Vivienda y servicios para la tercera 
edad: Construcción de comunidades 
y viviendas adaptadas, así como ser-
vicios que satisfacen las necesidades 
específicas de las personas mayores.

•	 Ocio y entretenimiento: Desarrollo de 
productos y servicios de ocio diseña-
dos para las personas mayores, como 
programas de actividades, eventos 
culturales y productos de entreteni-
miento.

Además, cada día se crean más puestos de 
trabajo en el mundo, gracias al gasto de la 
población de los mayores. Como se ve, fac-
turan y, necesariamente, consumen, pero 
sobre todo, invierten en bienes raíces que 
les servirán para asegurar, mediante nego-
cios jurídicos, como las hipotecas inversas y 
las rentas vitalicias, que debemos los notarios 
fomentar para contribuir a una vejez con se-
guridad económica.  El número de empleos 
respaldados por el gasto de los adultos mayo-
res aumentará en casi un 20%, a más de 1.200 
millones de empleos en el 2030. Eso repre-
senta aproximadamente el 35% del total de 
empleos que se espera estén disponibles en 
todo el mundo.
Y hay algo mejor: El gasto de los jubilados 
en el extranjero aumenta las economías con 
poblaciones más jóvenes, lo que se refleja en 
su PIB, empleo e ingresos laborales, según 
el estudio. Esto permite la superación de la 
crisis que se genera en la edad avanzada por 
la integridad frente a desesperación, y faci-
lita encontrarle significado a la vida. Por eso 
cabe hablar de un envejecimiento positivo, 
optimista y exitoso que facilita las relacio-
nes interpersonales entre provectos, y entre 
éstos y sus entornos. Porque las emociones 
en el anciano están ligadas a la capacidad de 
mantenerse activo a pesar de las limitaciones 
del cuerpo. 



36

Colombia 								        Notariados de América 2024

Primera: La productividad, necesariamente, no 
declina con la edad. El aumento en la esperanza 
de vida será algo bueno, siempre y cuando se tra-
te de una existencia con dignidad. Pero no enten-
dida en términos exclusivamente corporales. Gran 
parte del estereotipo de asexuado de los ancianos, 
emerge por el viejo paradigma generado en torno 
de la sexualidad como único parámetro de salud fí-
sica. No, la dignidad no se limita a lo lúdico o lo eró-
ticamente material. Obras de arte, y sobre todo ro-
mánticas, han sido creaciones de personas adultas 
en su mayoría. Ahora bien, no es solo un asunto de 
sentimientos y emociones, sino un fenómeno social, 
holístico. Además, se trata de garantías, condiciones 
y oportunidades para una supervivencia con pleni-
tud y alegría. La idea central de la humanidad, que 
ha permitido su desarrollo en todos los planos, es la 
idea del progreso. Para que los avances de las cien-
cias y el desarrollo humano se traduzcan en mejo-
ramiento de la subsistencia de los más vulnerables.

Segunda: La economía plateada responde a la 
tendencia demográfica y ofrece oportunidades 
tanto para el desarrollo de nuevos productos y 
servicios como para la adaptación de las em-
presas existentes a las necesidades de una po-
blación envejecida. Por eso el notariado tiene 
que prepararse para asumir las demandas de 
servicios de los longennials. Muy pocos querrán 
asistir de manera presencial a otorgar los actos 
y negocios, y eso implica la aceleración de la 
construcción de todo un ecosistema digital en 
las notarías. Los activos cada día se tokenizan, 
son digitales, y habrá que preparar normativas 
adaptadas al manejo de los mismos. Los con-
tratos son inteligentes, se aprueban a través de 
plataformas autenticadoras con identificación 
facial y sin la asistencia física a ninguna oficina, 

por lo cual se requiere inversión en tecnología, 
hardware y software. La nueva economía silver 
es ecológica y circular, asunto que debe afron-
tar el notariado, expulsando de su actividad, en 
cuanto sea posible, el uso del papel, e imple-
mentando mecanismos de medición de la hue-
lla de carbono en los espacios físicos destinados 
a su oficio. El ecosistema es “glocal”, las empre-
sas y los ciudadanos son globales, actúan en 
medios locales, y eso conlleva, necesariamente, 
a la estandarización de los modelos formales de 
negocios, comenzando urgentemente por una 
política de integración regional de los distintos 
notariados nacionales.

Tercera. Como epílogo, y no sin antes agradecer la 
paciencia de escucharme estas reflexiones que me 
han inspirado muchos viejos con los que compartí 
muy de cerca mi formación, maestros inolvidables a 
quienes rindo este humilde homenaje en el día de 
los Derechos Humanos, digo:
 

Llegar a la vejez implica grandes cambios que se 
van dando progresivamente, y que casi no nos 
damos cuenta. Esto puede ser un proceso difícil, 
doloroso o bien puede constituirse en una grata 
experiencia si se lo toma con mucho humor. Hace 
pocos días miraba una entrevista que se le hizo a 
Borges, cuya increíble gracia ha pasado desaper-
cibida entre la seriedad y grandeza de sus ensayos 
y poesía, y la periodista muy erudita le preguntó 
qué opinaba de la “intertextualidad” de su obra, y 
el viejo con su genialidad desbordante no escuchó 
bien la difícil pronunciación del término, que hizo 
repetir como saboreando la respuesta que le iba a 
dar, y dijo algo así como: me sorprende que entre 
mis textos haya algún atisbo de relación sexual. 

Conclusiones:
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ORDENAMIENTO GENERAL 
SOBRE LOS ASUNTOS 
NO CONTENCIOSOS 
EN PUERTO RICO

Arsenio Comas Rodón 

Presidente del Notariado de Puerto Rico

Me apodan Archie. Notario de San Juan de Puerto Rico. Presido la Junta de directores del Colegio Notarial 
de Puerto Rico. Mi práctica está enfocada en temas hipotecarios, derecho comercial y bancario, y sucesoral. 
Me honro en pertenecer a la Comisión de Informática y Seguridad Jurídica de la CAAm. Pertenezco al Comi-
té permanente de reglamento notarial adscrito al Tribunal Supremo de Puerto Rico.

En Puerto Rico existen procedimientos de asun-
tos no contenciosos a cargo de los Notarios desde 
el 1999 cuando se aprobó mediante la Ley Número 
282 de agosto la Ley de Asuntos No Contenciosos 
Ante Notario (Ley “ANCAN”), y su correspondiente 
reglamento, el cual forma parte del Reglamento 
Notarial de Puerto Rico; además del Reglamento 
8021 del 16 de mayo de 2021 llamado Reglamento 
Para Establecer Las Normas Que Regirán la Par-
ticipación del Ministerio Público. El Código Civil 
de Puerto Rico (Ley Número 55 del 1ro de junio 
de 2020), también contiene la normativa de otros 
actos de jurisdicción no contenciosa ante notario 
como lo son el divorcio y el matrimonio.

La Ley ANCAN autoriza los siguientes procedi-
mientos no contenciosos en sede notarial:

1. Declaratoria de herederos en la sucesión in-
testada – (Ley de Asuntos no Contenciosos y el 
Capítulo XI del Reglamento Notarial);

2. Expedición de cartas testamentarias - (Ley 
de Asuntos no Contenciosos y el Capítulo XI 
del Reglamento Notarial);

3. Adveración y protocolización de testamento 
ológrafo - (Ley de Asuntos no Contenciosos y 
el Capítulo XI del Reglamento Notarial);
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4. Declaración de ausencia simple para 
contraer nuevo matrimonio- (Ley de Asun-
tos no Contenciosos y el Capítulo XI del Re-
glamento Notarial);

5. Procedimiento ad perpetuam rei memo-
riam para perpetuar hechos en los que no 
esté planteado una controversia y no pue-
dan resultar en perjuicio de persona cierta 
y determinada, ni se pretendan utilizar para 
conferir una identidad a una persona - (Ley 
de Asuntos no Contenciosos y el Capítulo XI 
del Reglamento Notarial); y

6. Corrección de actas que obren en el 
Registro Demográfico y cambios de nom-
bres y de apellidos - (Ley de Asuntos no 
Contenciosos y el Capítulo XI del Regla-
mento Notarial).

El Procedimiento de Expedición de cartas tes-
tamentarias está a punto de ser eliminado por 
legislación ya que no se estará requiriendo la 
expedición de cartas testamentarias como 
evidencia de aceptación del cargo de albacea 
o Ejecutor de la herencia. La mera compare-
cencia del Albacea ante notario otorgando la 
Escritura de Aceptación del cargo, será sufi-
ciente para que pueda ejercer su cargo.

Todos estos procedimientos ante Notario go-
zan de jurisdicción concurrente entre el ámbi-
to judicial y notarial. La actuación Notarial bajo 
la ley de ANCAN no tiene efecto de cosa juz-
gada; sin embargo, goza de una presunción 
de corrección y el acta tiene la misma fuerza 
ejecutiva que una sentencia judicial. Quien 
impugne el proceso ante notario tiene el peso 
de la prueba.

Nuevas competencias notariales 
en Puerto Rico:

Además de las competencias que ya se disponen expresamente mediante la Ley ANCAN, 
en Puerto Rico existen varias competencias notariales adicionales en asuntos de jurisdic-
ción voluntaria y/o no contenciosos, que han sido autorizadas por leyes especiales y/o por 
incorporación de dichas competencias en el Código Civil de Puerto Rico de 2020. Dicho 
Código reemplaza el anterior que data de 1931 y entró en vigor a finales de noviembre de 
2020. El hecho de que las competencias notariales consten en el cuerpo del Código Civil le 
imparte un sentido de mayor permanencia y solidez a las mismas y fortalece el rol del nota-
rio. A su vez reconoce la sede notarial como una de jurisdicción concurrente a la judicial, lo 
cual valida la figura del notario como un funcionario con poderes delegados por el Estado 
para tramitar tales asuntos en un mismo nivel o categoría que un juez.
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A continuación se discuten dichas nuevas com-
petencias que surgen por legislación especial o 
al amparo del Código Civil de 2020.

a)	 Mediante la Ley 52 de 2017 se enmendó 
nuestra Ley Notarial para incluir el divorcio en 
sede notarial, solo en casos donde “la disolu-
ción del matrimonio sea consignada median-
te mutuo consentimiento entre los cónyuges, 
en cuyo caso, podrá ser formalizada a través de 
una escritura pública a ser otorgada ante No-
tario.” Cuando la causal del divorcio se basa en 
el consentimiento mutuo de los cónyuges, se 
puede formalizar el mismo mediante una es-
critura pública ante notario. Contrario a otras 
jurisdicciones, en casos donde existieran bienes 
o deudas, o hijos menores de edad, se permi-
te la intervención del notario, pero se requiere 
que cada uno de los cónyuges hayan recibido 
orientación legal previa de forma individual por 
un abogado, haciéndose constar en la escritura 
que ambos otorgantes fueron debidamente in-
formados de sus derechos.  Sin embargo, casos 
donde hubiera partes incapacitadas permane-
cen bajo exclusiva competencia del Tribunal.

Con la aprobación del Código Civil de 2020 esa 
legislación de 2017 quedó revocada, pues en el 
nuevo código se incorpora la figura del divorcio 
en sede notarial.  Con la incorporación al Código 
Civil de dicha competencia, se incorporan algu-
nos cambios fundamentales. La competencia 
del notario no solo aplica en casos donde la 
causal sea el mutuo acuerdo o consentimiento 
de los cónyuges, sino que se añade la causal de 
ruptura irreparable de los nexos de conviven-
cia. Se mantiene la posibilidad del divorcio en 
sede notarial aun cuando existan hijos meno-
res de edad, o bienes y deudas del matrimonio.

El Artículo 423 del Código Civil de 2020 (31 
L.P.R.A. 6831) dispone que la disolución de un 
matrimonio puede declararse mediante sen-
tencia judicial o por escritura pública.
A su vez los Artículos 473, 474 y 475 que regulan 
dicho proceso, disponen lo siguiente:

Art. 473: Disolución por consentimiento. El 
matrimonio queda disuelto mediante el 
consentimiento de los cónyuges expresado 
en escritura pública, cuando al momento 
de otorgar la escritura al menos uno de 
los cónyuges ha residido en Puerto Rico 
durante el año inmediatamente anterior. 
Cuando el matrimonio esté regido por la 
sociedad de gananciales y haya bienes o 
deudas comunes, los cónyuges suscribirán 
un acuerdo que contendrá el inventario, 
avalúo, liquidación y adjudicación de los 
bienes y deudas gananciales. Este acuer-
do será protocolizado con la escritura de 
divorcio, sin que dicha protocolización 
tenga efectos de convertir el documento 
contentivo del acuerdo, en un instrumen-
to público. Cuando los cónyuges tengan 
hijos menores de edad comunes a ambos, 
deben establecer los términos y condicio-
nes sobre los siguientes aspectos: custo-
dia, patria potestad, alimentos, relaciones 
filiales y hogar seguro, como parte de una 
estipulación que será preparada por los 
representantes legales de cada cónyuge. 
Dichos representantes legales harán cons-
tar a continuación de las firmas de los otor-
gantes en la estipulación, que su respecti-
vo cliente fue debidamente informado de 
los derechos que le asisten, y que en caso 
de no estar conforme con atender en ese 
acto los asuntos relacionados con el o los 
menores, siempre podrán hacerlo ante un 
tribunal. Dicha estipulación se protocoliza-
rá con la escritura de divorcio.

Art. 474: Divorcio por ruptura irreparable de 
los nexos de convivencia matrimonial. En 
la situación contemplada en el artículo an-
terior, pueden también los cónyuges com-
parecer ante notario para hacer constar en 
escritura pública la existencia de una rup-
tura irreparable de los nexos de convivencia 
matrimonial y su voluntad de divorciarse, 
sin necesidad de suscribir un acuerdo para 
la liquidación, en su caso, de la sociedad de 
gananciales, ni proveer para custodia, patria 
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potestad, alimentos, relaciones filiales y ho-
gar seguro para los menores, si los hay. En 
estos casos, cuando hay hijos menores del 
matrimonio y no hay estipulación con rela-
ción a custodia, patria potestad, alimentos, 
relaciones filiales y hogar seguro para los 
menores, los excónyuges deben instar en el 
tribunal la acción correspondiente.

Art 475: Disposiciones comunes al divorcio 
en sede notarial. En los casos contempla-
dos en los dos artículos anteriores, son de 
aplicación las reglas siguientes:

1.	 el otorgamiento de la escritura produce 
la disolución inmediata del vínculo matri-
monial;
2.	 el notario debe notificar la escritura de 
divorcio al Registro Demográfico dentro 
de los diez (10) días siguientes a su otorga-
miento;
3.	 la disolución del matrimonio tiene efec-
to contra terceros, que obran de buena fe 
desde la fecha de su inscripción en el Regis-
tro Demográfico; y
4.	 con respecto a los bienes inmuebles 
pertenecientes a la sociedad de ganancia-
les, es necesario que, con posterioridad al 
otorgamiento de la escritura de divorcio, 
los excónyuges otorguen u obtengan la li-
quidación y adjudicación de los bienes me-
diante escritura pública o sentencia firme. 
En todo caso en que haya incapacitados, el 
divorcio no puede ser otorgado por escritu-
ra pública y será tramitado en el tribunal.

En el divorcio en sede notarial se procura man-
tener la imparcialidad y rol mediador del nota-
rio, en la medida que posibles desavenencias 
entre los cónyuges deberán ser atendidas por 
abogados que les orienten previamente sobre 
sus derechos y responsabilidades, sobre todo 
en casos donde existen menores de edad con 
derecho a recibir alimentos, así como la deter-
minación de su custodia, entre otros asuntos 
fundamentales. El divorcio en sede notarial ha 
sido acogido favorablemente en Puerto Rico, 
dado que es una manera de simplificar los pro-

cesos, culminar los mismos en forma ágil y rápi-
da, sin necesidad de acudir al foro judicial y pre-
servando ante todo la privacidad y derecho a la 
intimidad de las partes. Para los abogados que 
practican el derecho de familia la posibilidad 
de realizar el trámite en sede notarial no repre-
senta una amenaza a su función, sino todo lo 
contrario. El notario y los abogados trabajan en 
conjunto para lograr que aun los casos donde 
existen menores de edad se puedan atender 
en sede notarial, sin la necesidad de la inter-
vención judicial. La intervención judicial queda 
postergada para un futuro, solo cuando por ne-
cesidad haya que adjudicar controversias sobre 
incumplimiento de acuerdos alcanzados en el 
divorcio o atender incidentes posteriores entre 
los excónyuges relacionados a sus hijos o sus 
bienes o deudas.

b)	 La Ley Núm. 201-2016 confiere por pri-
mera vez a los notarios en Puerto Rico la posi-
bilidad de actuar como celebrantes de matri-
monios. Mediante dicha legislación se autoriza 
a los notarios a celebrar matrimonios en esta 
jurisdicción. En su Exposición de Motivos se re-
salta “la capacidad que tienen notarios y nota-
rias de orientar a las partes, oficializar el matri-
monio y registrarlo debidamente”.

Como ya ha ocurrido con el divorcio en sede 
notarial, en el Código Civil de 2020 también se 
incorpora esta competencia expresamente. El 
Artículo 392 (31 L.P.R.A. 6631) dispone que pue-
den autorizar el matrimonio:

1. los representantes de cualquier religión 
que estén acreditados por su congregación 
para ello;
2. los notarios admitidos al ejercicio de su 
profesión en Puerto Rico;
3. los jueces del Tribunal General de Justicia 
de Puerto Rico;
4. los jueces y magistrados del Tribunal de 
Distrito de Estados Unidos para el Distrito de 
Puerto Rico; y
5. los jueces del Tribunal de Apelaciones de 
Estados Unidos para el Primer Circuito.
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A su vez el Artículo 393 aclara que “en el matri-
monio celebrado ante notario, pueden actuar 
como testigos los parientes de los contrayentes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad o 
segundo de afinidad. Ello como excepción a lo 
dispuesto en nuestra legislación notarial que 
prohíbe al notario actuar en asuntos donde 
intervienen como partes o testigos instrumen-
tales sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad.
El notario como celebrante del matrimonio no 
tiene otros requisitos distintos de los que ten-
dría cualquier otro celebrante autorizado en 
ley. Como todo celebrante, se tiene que regis-
trar como tal en las Oficinas del Registro De-
mográfico de Puerto Rico y cumplir con todas 
las solemnidades de ley aplicables al matrimo-
nio civil en Puerto Rico. Esta competencia hace 
más accesible a la ciudadanía la celebración de 
su matrimonio. Se trata de una competencia 
de reciente incorporación, por lo que tomará 
un tiempo en lograr que más notarios se cer-
tifiquen como celebrantes y estén disponibles 
para brindar ese importante servicio en su co-
munidad.

c)	 La Ley 118 de 2022. Se trata de una ley 
especial para para acelerar los procesos para 
otorgar títulos de propiedad bajo el Programa 
de Autorización de Títulos adscrito al Departa-
mento de la Vivienda de Puerto Rico. Luego del 
paso de los Huracanes Irma y María por Puerto 
Rico, así como la secuencia sísmica en el área 
sur del país, el Gobierno de los Estados Unidos 
de América asignó sobre $36,000,000 en fon-
dos federales para reconstrucción de viviendas 
y/o construcción de nuevas viviendas más se-
guras para personas en nivel de pobreza. Ante 
la ausencia de títulos de propiedad, muchos 
ciudadanos indigentes no pueden acceder a 
los fondos de reconstrucción, por lo que el Go-

bierno de Puerto Rico crea el Programa de Au-
torización de Títulos. Ante los retos que enfren-
ta el sistema inmobiliario registral de Puerto 
Rico y la premura que amerita el desembolso 
de asistencia de recuperación de desastres, la 
Rama Ejecutiva le solicitó a la Asamblea Legis-
lativa adoptar medidas flexibles y efectivas para 
facilitar que las personas puedan obtener un tí-
tulo de propiedad inscribible en el Registro de 
la Propiedad.

En el Artículo 4 de la citada ley se precisan 
como procesos no contenciosos ante profesio-
nales de la notaría los siguientes asuntos:

1. Declaración del dominio;
2. Reanudación del tracto interrumpido; y
3. Acción Declaratoria de Usucapión.

La legislación expresamente limita dichos trá-
mites ante notario cuando se trate de “bienes 
inmuebles afectados por los huracanes Irma y 
María y los otros desastres ocurridos en Puerto 
Rico en el 2019 y 2020”. La medida solo aplica en 
casos donde la necesidad del trámite ante nota-
rio esté relacionado a tales desastres naturales.

Previo a que se aprobara esta ley, el CNPR ex-
presó que la misma no debía limitarse a casos 
de desastres naturales y es nuestra aspiración 
lograr enmiendas a la legislación para que las 
nuevas competencias sean de aplicación gene-
ral y no limitadas a desastres naturales. El De-
partamento de la Vivienda de Puerto Rico es, 
conforme la legislación, la entidad que controla 
la asignación de trámites y selección de los no-
tarios.  Para obtener los beneficios que ofrece 
esta ley un ciudadano no puede acudir al no-
tario de su selección, ya que las disposiciones 
de la ley establecen que todo acto de titulación 
debe comenzar por dicho Departamento.
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Conclusiones: 

A pesar de que como hemos visto, el notariado puertorri-
queño goza de múltiples procesos de jurisdicción volunta-
ria, nuestro notariado ha acogido la figura tímidamente.  El 
notario en general, quien también es abogado en Puerto 
Rico prefiere seguir utilizando la vía judicial para atender 
estos procedimientos, sobre todo los recogidos en la Ley 
ANCAN. Aquellos legislados mediante el Código Civil (ce-
lebración de matrimonios y divorcios) ha recibido mejor 
aceptación
.
La meta del Notariado a corto plazo es intentar enmendar 
la Ley ANCAN para hacer el procedimiento más ágil para 
el Notario y como Colegio Notarial educar en cuanto a las 
virtudes de la Ley. Tenemos también como meta, impulsar 
un procedimiento de Cancelación de Pagaré Extraviado y/o 
Sustitución de Pagaré ante Notario y lograr el que los pro-
cedimientos de Usucapión, Expediente de Dominio y Rea-
nudación de Tracto ante Notario puedan ser utilizados por 
toda la sociedad y no se limite únicamente a los casos que 
el Departamento de la Vivienda desea avalar. 
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Marla Camilo

Coordinadora de la Comisión de Integración y Tratados de la CAAm

Licenciada en Derecho y Notaria pública de la 4ª Notaría de Notas de Vitória, capital de Espírito Santo. Coor-
dinadora de la Comisión de Integración y Tratados de la Comisión de Asuntos Americanos de la UINL y 
Creadora del Método de entrenamiento de élite extrajudicial.

La desjudicialización es una alternativa para la re-
solución de conflictos sin la interposición obligato-
ria de una acción ante el ámbito judicial, ya de por 
sí tan sobrecargado. Este fenómeno se puede ob-
servar en el uso de métodos alternativos de reso-
lución de conflictos (mediación, conciliación y ar-
bitraje) y en la transformación de procedimientos 
judiciales exclusivos en procedimientos judiciales 
opcionales, todo con el apoyo de los notarios.

El Poder Judicial, al transferir las cuestiones a los 
notarios, se presenta como una estrategia inteli-
gente que promueve la rápida resolución de las 
cuestiones no contenciosas de la sociedad y voy a 
probar eso adelante con indicadores presentados 
por la justicia brasileña (justicia en números con 
acceso en www.cnj.jus.br) y por el Colegio Notarial 
de Brasil.

En 2022, se registraron 2,9 millones de nuevos 
casos en la justicia brasileña, mucho más que en 
2021. El mayor pico de demanda judicial de toda 
la serie histórica entre los años 2009 y 2022, que 
puede denotar la entrada de acciones reprimidas 
en 2020 y 2021 por a la pandemia. Durante el año 
se presentaron 31,5 millones de casos judiciales.

El tiempo de analice de uno proceso en los casos 
que se tramitan en forma física, existe un período 
de espera para la jurisdicción, en promedio, en una 
escala de 10 años y 10 meses, mientras que, en los 
casos que se tramitan en sistemas electrónicos, la 
duración se reduce a 3 años y 5 meses. Por lo tanto, 
las cifras demuestran la efectividad de la política de 
transformación digital del Poder Judicial y cómo la 
virtualización puede contribuir significativamente 
a la velocidad y una mayor eficiencia judicial.

DESJUDICIALIZACIÓN 
CON LA AYUDA DE LOS 
NOTARIOS ES LA SOLUCIÓN 
PARA LA JUSTICIA
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En Brasil, hay una relación de 8,4 magistrados 
por cada cien mil habitantes, menos de la mitad 
de los jueces existentes en los países europeos, 
que tienen una relación de 18,3 magistrados por 
cada cien mil habitantes. Las mujeres represen-
tan el 38% del poder judicial y cuanto mayor es 
el nivel profesional, menor es la representación.

El Poder Judicial brasileño, incluso con toda la 
inversión que viene haciendo, la eficiencia a 
través de la tecnología y la actualización legis-
lativa no puede soportar tanta demanda y el 
número de casos en los tribunales sigue siendo 
elevado, tardando cada vez más en resolver las 
demandas propuestas y aumentando cada día 
el sentimiento de injusticia en el país.

Además, la conciliación en la justicia no mues-
tra avances. En 2022, el 12,3% de los casos se re-
solvieron mediante conciliación, valor similar al 
medido en años anteriores. Hay un crecimien-
to, sin embargo, de la conciliación en fase de 
ejecución, que aumentó en los últimos 7 años 
del 3,5% al 9,1%.

Una de las soluciones para aliviar al Poder Judicial 
es, sin duda, la desjudicialización a través de no-
tarios, es decir, los notarios son, sin duda, los más 
preparados para ayudar a la justicia. Además, 
el desempeño en línea del Poder Judicial ya ha 
mostrado indicadores de que es más rápido. En 
este sentido, creo que el trabajo de los notarios 
en línea acelerará aún más los servicios da justi-
cia, reducirá los costes y aumentará la confianza 
de los ciudadanos en el Estado porque habrá un 
mayor sentimiento de justicia por la sociedad. 

La función notarial que se puede extender a 
todas las actividades jurídicas no contenciosas, 
asegura derechos y evita posibles conflictos 
que pueden resolverse mediante el ejercicio de 
la mediación en las notarías, por ejemplo, o sea, 
los notarios son indispensables para la adminis-
tración de la buena justicia.

A modo de ejemplo, la desjudicialización de 
divorcios e inventarios en Brasil, desde la pu-
blicación de la ley 11.441/07, sacó de los pasillos 
judiciales más de dos millones de casos, lo que 
representa la no entrada de estas acciones, re-
sultando en ahorros para las arcas públicas que 
supera los 5 mil millones de reales. Además de 
eso, ya se realizaron en las notarías más de tres 
millones de servicios en línea. 

Y en esta trayectoria de desjudicialización a 
través de la acción de los notarios, Brasil se ha 
destacado internacionalmente en los últimos 
años por desempeñar un papel extraordinario 
en la promoción de servicios no contenciosos, 
especialmente con la llegada de los servicios 
en línea, respetando plenamente los principios 
internacionales del sistema de notariado de 
tipo latino.

De hecho, estos cambios positivos han estado 
en la agenda de muchos medios de comuni-
cación que ya están mostrando total interés en 
compartir esta buena noticia con la población, 
porque la justicia brasileña ya no es capaz de 
resolver en tiempo y forma el número de casos 
presentados anualmente.
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Fue especialmente a partir de 
2020 que el país fue testigo de un 
aumento significativo en la de-
manda de servicios notariales en 
línea. Vimos y sentimos los efec-
tos de la busca de los servicios no-
tariales, actuamos con eficiencia y 
aumentó la confianza de la socie-
dad en la seguridad y legitimidad 
de los servicios notariales. Llega-
mos a este punto, y como notaria, 
expreso mi predilección por las 
tecnologías que, utilizadas de for-
ma inteligente, hacen la vida más 
fácil a todos.

En el XXV Congreso Notarial Bra-
sileño, celebrado en noviembre 
de 2023, el panel “Marco de las 
Garantías y el Avance de la Desju-
dicialización en Brasil”, se centró 
en las nuevas responsabilidades 
del notario frente a los cambios, 
reforzando la importancia de una 
colaboración aún más estructura-
da entre el Poder Judicial y Nota-
rios. Recordando siempre que las 
transformaciones en la actividad 
notarial resaltan la importancia 
de actuar de manera preventiva y 
apoyar a las partes. Y con la desju-
dicialización, incluso los negocios 
se vuelven más fáciles.

Los Principios Fundamentales 
del Sistema de Notariado de Tipo 
Latino y su relevancia En la base 
de este cambio de paradigma, los 
principios del Sistema de Notaria-
do de Tipo Latino tienen un papel 
fundamental. La autenticidad de 
los actos y negocios jurídicos con-
tenidos en los documentos que el 
notario redacta, la imparcialidad 

y la independencia refuerzan el 
papel del notario en la sociedad 
y son pilares que guían nuestras 
actividades, aportando confiabili-
dad a los actos realizados.

En Brasil, la eficiencia y rapidez 
de los servicios notariales en línea 
- ahora conectados a un sistema 
más seguro y regulado por el Con-
sejo Nacional de Justicia (CNJ) - se 
han convertido en una solución 
para muchas demandas extraju-
diciales. La seguridad de los datos, 
priorizada en este contexto, cam-
bió la percepción de los brasileños 
sobre las notarías, consolidando la 
desjudicialización como una op-
ción viable y confiable.

Un gran avance de la Justicia bra-
sileña en materia de desjudicia-
lización fue la Ley 14.711/23, que 
mejora las normas relativas al tra-
tamiento del crédito y de las ga-
rantías y regula las medidas extra-
judiciales para la recuperación del 
crédito, que autoriza a los notarios 
a actuar como árbitros, mediado-
res y conciliadores. Esta ley reforzó 
la aplicabilidad de la Resolución 
67 de 2018 del Consejo Nacional 
de Justicia (CNJ), que ya autori-
zaba la mediación y conciliación 
en las notarías. CNJ se trata de 
una institución pública que tiene 
como objetivo mejorar el trabajo 
del Poder Judicial brasileño, prin-
cipalmente en lo que respecta al 
control y la transparencia adminis-
trativa y procesal. Según el Código 
de Procedimiento Civil brasileño, 
en su artículo 165, el conciliador 
es quien actúa, preferentemente, 

en acciones en las que no existe 
vínculo entre las partes, como, por 
ejemplo, discusión sobre la com-
pra de un producto, y puede suge-
rir soluciones. El mediador trabaja, 
preferentemente, en situaciones 
en las que las partes tienen vín-
culos con el objetivo de restable-
cer el diálogo y permitirles propo-
ner soluciones al caso, como, por 
ejemplo, un divorcio.

Por otro lado, el arbitraje está re-
gulado por la Ley 9.307/96 y de-
pende de un acuerdo entre las 
partes, en una cláusula específica 
y expresa, a aplicarse, por ejem-
plo, un contrato de prestación de 
servicios donde el árbitro decidirá 
sobre cuestiones contractuales 
relacionadas con la prestación del 
servicio. Así, al elegir al árbitro, que 
tiene amplio conocimiento de la 
materia en cuestión, para decidir 
sobre lo contratado, las partes evi-
tan la vía judicial.

El crecimiento exponencial de 
los servicios notariales ha impac-
tado positivamente en la justicia. 
Los números corroboran el éxito 
de la desjudicialización con los 
notarios. Lo que tenemos como 
resultado son actos realizados 
con seguridad por resultado del 
riguroso cuidado que exigen las 
normas notariales, sujetos los no-
tarios siempre a una supervisión 
frecuente mediante inspecciones 
por parte del Poder Judicial. La 
combinación de estos elementos 
fortalece la confianza en la desju-
dicialización.

La desjudicialización con la ayuda de los notarios ya no es un camino alternativo, sino el mejor camino para 
la sociedad. Al optar por resolver los problemas de forma extrajudicial en las notarias, incluso de manera in 
línea, no sólo se aceleran los procesos, sino que también se ayuda a desbloquear el sistema judicial, permi-
tiéndole centrarse en cuestiones más complejas y urgentes. 

Conclusión
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Al disertar respecto del derecho al bienestar de 
los adultos mayores, resulta inevitable reconocer 
que se trata de un concepto que emerge como 
un gran desafío en un mundo caracterizado por 
el cada vez mayor número de personas adultas 
mayores, lo que constituye una variación signi-
ficativa de la distribución demográfica de la po-
blación en nuestro continente1. En este contexto, 
el bienestar no solo constituye un principio ético, 
sino también una necesidad traducida en un de-
recho fundamental consagrado en diversas nor-
mativas internacionales y nacionales. En este do-
cumento buscaremos explorar los retos cruciales 
que enfrentan los adultos mayores en la búsque-
da de su bienestar integral, abordando aspectos 

como la discriminación, la seguridad social, la sa-
lud mental y los vínculos sociales, desde el marco 
del derecho, pero sobre todo destacando la parti-
cipación del notario público como un actor de pri-
mer orden en el tan necesario proceso de desju-
dicialización que se está debatiendo en la Unión 
Internacional del Notariado. Consideramos que, al 
explorar y tratar de comprender la complejidad 
de estos desafíos, nos encontraremos en mejores 
condiciones para que se puedan sentar las bases 
para desarrollar protocolos de actuación y estra-
tegias integrales de funcionamiento al interior de 
nuestro gremio para promover el trato digno de 
un sector poblacional, plenamente respetuoso de 
sus derechos fundamentales.

EL DERECHO AL 
BIENESTAR DE LAS 
PERSONAS ADULTAS 
MAYORES

1 Véase Panorama del envejecimiento y tendencias demográficas en América Latina y el Caribe | CEPAL
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Para comenzar es imperativo determinar qué es el 
derecho al bienestar de los adultos mayores, dentro 
del marco de los derechos fundamentales o huma-
nos. Para ello, debemos reconocer que tiene, tam-
bién, su ratio essendi en el elemento esencial de 
dignidad inherente a cada individuo, con la especifi-
cidad de que se refiere o centra en una edad en que 
se presentan nuevas vulnerabilidades naturales. Por 
eso, al hablar de derecho al bienestar de un adulto 
mayor, la idea va más allá de las simples comodida-
des y se refiere a los elementos y condiciones que 
posibilitan una vida plena y satisfactoria para las per-
sonas en la etapa final de sus vidas. Incluye aspec-
tos como el acceso a servicios de salud, educación, 
vivienda, empleo, en su caso, así como a otros ele-
mentos relevantes para el desarrollo integral del ser 
humano, como un amplio espectro2. 

En el ámbito jurídico, este derecho toma relevancia 
como un pilar fundamental que garantiza a las per-
sonas no solo la ausencia o protección de violaciones 
flagrantes a sus derechos, sino también, de manera 
preventiva, la presencia activa de condiciones que 
propicien, como hemos mencionado, su bienestar in-
tegral. Así, toma la condición de un fundamento ético 
que trasciende a la vida jurídica para transformar una 
necesidad social, en una respuesta del Estado que 
sustente la creación de políticas públicas que asegu-
ren a cada individuo la oportunidad de alcanzar su po-
tencial máximo en todas las dimensiones de su vida, 
incluida, por supuesto, su vida como adulto mayor.

De ahí que la relevancia de la participación del nota-
rio destaca al ser un factor que facilite el acceso a la 
justicia para ese sector poblacional de una manera, 
no solo cercana, sino con un sentido humano y con 
la prontitud y rapidez necesarias que le permitan 
alcanzar, de mejor manera, sus expectativas de jus-
ticia, como se señalará más profusamente en líneas 
posteriores. 

Respecto de las bases normativas que reconocen y 
protegen el derecho al bienestar, debemos desta-
car primeramente las de carácter internacional, que 
han dado cause a la implementación y creación de 
legislación nacional en distintos países y particular-
mente en México, con la modificación de su Cons-
titución y la expedición de leyes específicas, como 
es el caso de la Ley de los Derechos de las Personas 
Adultas Mayores, publicada el 25 de junio de 2002. 
Así, podemos referirnos a la Declaración Universal 
de Derechos Humanos; la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pac-
to Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la 
Recomendación 162 de la Organización Internacio-
nal del Trabajo (OIT) sobre los trabajadores de edad; 
el Protocolo de San Salvador; la Declaración sobre la 
Eliminación de la Violencia contra la Mujer; la Ley de 
los Derechos de las Personas Adultas Mayores; así 
como la Convención Interamericana sobre la Pro-
tección de los Derechos Humanos de las Personas 
Mayores3.

El derecho al bienestar

2 Al respecto, el Protocolo de San Andrés señala que “Toda persona tiene derecho a protección especial durante su ancianidad”, refiriéndose ésta a 
las personas de 60 años o más. Para ello, los Estados parte asumieron una serie de compromisos para adoptar de manera progresiva las medidas 
necesarias a fin de llevar ese derecho a la práctica, el cual incluye proporcionar instalaciones adecuadas para vivir, alimentación, atención médica 
especializada, programas laborales específicos destinados a concederles la posibilidad de realizar una actividad productiva adecuada a sus capacida-
des, respetando su vocación o deseos; entre otros.

3 En la edición del año 2018 del Libro Los Derechos Humanos de las Personas Mayores, publicado por la Comisión Nacional de Derechos Humanos se 
indica que el 15 de junio de 2015 la Organización de los Estados Americanos (OEA) aprobó el texto de la Convención Interamericana sobre la Protec-
ción de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, pero que para ese momento no habría sido ratificado por México.
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A. Ordenamientos Legales Internacionales:

1. Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH): El artículo 25 de la Declaración Univer-
sal de Derechos Humanos establece, entre otras cosas que se reconoce a todas las personas el de-
recho a un nivel de vida adecuado, lo que incluye salud, bienestar, alimentación, vestido, vivienda, 
asistencia médica y servicios sociales:

Artículo 25
1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su fa-
milia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia 
médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de 
desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de 
subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.
2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los ni-
ños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social.

2. Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas 
Mayores. Establece principios específicos para la protección de los derechos de las personas ma-
yores, incluyendo el bienestar y la participación en la sociedad.

Artículo 1. El objeto de la Convención es promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el 
pleno goce y ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y liberta-
des fundamentales de la persona mayor, a fin de contribuir a su plena inclusión, integración 
y participación en la sociedad. (…)
Artículo 2. Definiciones
A los efectos de la presente Convención se entiende por: (…) 
“Persona mayor”: Aquella de 60 años o más, salvo que la ley interna determine una edad 
base menor o mayor, siempre que esta no sea superior a los 65 años. Este concepto incluye, 
entre otros, el de persona adulta mayor.
Artículo 3. Son principios generales aplicables a la Convención: (…)
c) La dignidad, independencia, protagonismo y autonomía de la persona mayor. (…)
Artículo 6. Derecho a la vida y a la dignidad en la vejez.
Los Estados Parte adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar a la persona 
mayor el goce efectivo del derecho a la vida y el derecho a vivir con dignidad en la vejez hasta 
el fin de sus días, en igualdad de condiciones con otros sectores de la población. 
Los Estados Parte tomarán medidas para que las instituciones públicas y privadas ofrezcan 
a la persona mayor un acceso no discriminatorio a cuidados integrales, incluidos los cuida-
dos paliativos, eviten el aislamiento y manejen apropiadamente los problemas relacionados 
con el miedo a la muerte de los enfermos terminales, el dolor, y eviten el sufrimiento inne-
cesario y las intervenciones fútiles e inútiles, de conformidad con el derecho de la persona 
mayor a expresar el consentimiento informado.
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3. Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento (2002): Proporciona direc-
trices para la promoción del bienestar y la calidad de vida de las personas mayores a nivel global. 
Aborda diversos temas, a saber:

a) La plena realización de todos los derechos humanos y libertades fundamentales; 
b) El envejecimiento en condiciones de seguridad, lo que entraña reafirmar el objetivo de la 
eliminación de la pobreza en la vejez sobre la base de los Principios de las Naciones Unidas 
en favor de las personas de edad; 
c) La habilitación de las personas de edad para que participen plena y eficazmente en la 
vida económica, política y social de sus sociedades, incluso mediante trabajo remunerado o 
voluntario; 
d) Las oportunidades de desarrollo, realización personal y bienestar del individuo en todo el 
curso de su vida, incluso a una edad avanzada, por ejemplo, mediante la posibilidad de ac-
ceso al aprendizaje durante toda la vida y la participación en la comunidad, al tiempo que 
se reconoce que las personas de edad no constituyen un grupo homogéneo; 
e) La garantía de los derechos económicos, sociales y culturales de las personas de edad, así 
como de sus derechos civiles y políticos, y la eliminación de todas las formas de violencia y 
discriminación contra las personas de edad; 
f) El compromiso de reafirmar la igualdad de los sexos en las personas de edad, entre otras 
cosas, mediante la eliminación de la discriminación por motivos de sexo; 
g) El reconocimiento de la importancia decisiva que tienen para el desarrollo social las fami-
lias y la interdependencia, la solidaridad y la reciprocidad entre las generaciones; 
h) La atención de la salud, el apoyo y la protección social de las personas de edad, incluidos 
los cuidados de la salud preventivos y de rehabilitación; 
i) La promoción de una asociación entre el gobierno, a todos sus niveles, la sociedad civil, el 
sector privado y las propias personas de edad en el proceso de transformar el Plan de Acción 
en medidas prácticas; 
j) La utilización de las investigaciones y los conocimientos científicos y el aprovechamiento 
del potencial de la tecnología para considerar, entre otras cosas, las consecuencias indivi-
duales, sociales y sanitarias del envejecimiento, en particular en los países en desarrollo; 
k) El reconocimiento de la situación de las personas de edad pertenecientes a poblaciones 
indígenas, sus circunstancias singulares y la necesidad de encontrar medios de que tengan 
una voz eficaz en las decisiones que les afectan directamente. 

El bienestar es un concepto multifacético, sometido al escrutinio 
científico  que abarca el estado general de prosperidad, felicidad y 
satisfacción de una persona en todas las áreas de su vida. Va más allá 
de la ausencia de enfermedad o carencias materiales, incorporando 
aspectos físicos, mentales, emocionales y sociales.

“
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B. El caso mexicano:

En México, la base jurídica que hace referencia a los 
derechos fundamentales de las personas adultas 
mayores es la siguiente:

1.	 Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos: En su artículo cuarto reconoce el de-
recho a la alimentación, salud, vivienda, cultura y 
un medio ambiente sano.

2.	 Ley de los Derechos de las Personas Adultas 
Mayores: Establece disposiciones específicas para 
la protección de los derechos de las personas ma-
yores, incluyendo el acceso a servicios de salud y 
seguridad social.

3.	 Ley General de Salud: Contiene disposiciones 
relacionadas con la atención integral a la salud de 
las personas mayores.

Estos ordenamientos legales proporcionan el marco 
normativo para garantizar el derecho al bienestar de 
las personas adultas mayores, tanto a nivel interna-
cional como nacional en México. Dicho lo anterior, 
nos referiremos ahora a las diferentes dimensiones 
del bienestar, de cara a entender cuáles son las con-
diciones de vida adecuadas para toda persona y, en 
particular, para el adulto mayor.

El bienestar es un concepto multifacético, sometido 
al escrutinio científico4 que abarca el estado general 
de prosperidad, felicidad y satisfacción de una per-
sona en todas las áreas de su vida. Va más allá de la 
ausencia de enfermedad o carencias materiales, in-
corporando aspectos físicos, mentales, emocionales 
y sociales. En el ámbito físico, implica gozar de bue-
na salud, acceso a atención médica y condiciones de 
vida adecuadas. La dimensión mental abarca la ca-
pacidad de gestionar el estrés, mantener una mente 
equilibrada y desarrollar habilidades cognitivas. 

La esfera emocional se relaciona con la experiencia 
de emociones positivas, relaciones interpersonales 
saludables y resiliencia ante desafíos.

El bienestar social, por su parte, se refiere a la inte-
gración y participación en la comunidad, el sentido 
de pertenencia y la calidad de las relaciones5 (“Es el 
estado de completo bienestar físico mental y social”). 
Asimismo, implica tener oportunidades educativas y 
laborales que fomenten el desarrollo personal y pro-
fesional. Este concepto se entiende también como 
un equilibrio armonioso entre las distintas áreas de 
la vida, donde la persona puede alcanzar sus metas, 
disfrutar de sus relaciones y contribuir al bienestar 
colectivo, con reconocimiento y valorización dentro 
de su comunidad.

Desde una perspectiva jurídica y de derechos hu-
manos, el bienestar se posiciona como un derecho 
fundamental. Incluye el acceso a servicios esenciales 
como la educación, la vivienda, la salud y la seguri-
dad social; además de contar con las garantías del 
estado para que sus derechos no sean vulnerados y 
que no sufran de discriminación o violencia. En este 
sentido, los ordenamientos legales internacionales y 
nacionales establecen la obligación de los Estados 
de crear condiciones propicias para que todas las 
personas gocen de un nivel de bienestar adecuado.

Finalmente, la dimensión laboral y financiera del 
bienestar aborda la satisfacción en el trabajo, la se-
guridad laboral y la estabilidad económica. Un em-
pleo digno y la capacidad de cubrir las necesidades 
básicas son fundamentales para esta dimensión y 
que sea acorde a sus condiciones físicas y a su edad.
Podríamos considerar que estas dimensiones del 
bienestar están interconectadas y que se influyen 
mutuamente. Es en ese contexto, en México la Ley 
de los Derechos de las Personas Adultas Mayores re-
conoce como derechos humanos de las personas de 
60 años o más, entre otros, los siguientes:

Notariados de América 2024				    México

4 Véase el documento en la siguiente liga electrónica:
https://www.bing.com/ck/a?!&&p=d0771a8efc277be5JmltdHM9MTcwMjI1MjgwMCZpZ3VpZD0zYTZiNDMxMi00ODlmLTY0OGQtMzE3YS-
01MGRjNDlmNDY1YjEmaW5zaWQ9NTE4OQ&ptn=3&ver=2&hsh=3&fclid=3a6b4312-489f-648d-317a-50dc49f465b1&psq=bienestar+pd-
f&u=a1aHR0cHM6Ly9kaWFsbmV0LnVuaXJpb2phLmVzL2Rlc2NhcmdhL2FydGljdWxvLzI4NzczMzAucGRm&ntb=1

5 Véase: CIUDADANÍA, PARTICIPACIÓN SOCIOPOLÍTICA Y BIENESTAR SOCIAL: FUNDAMENTOS TEÓRICOS (redalyc.org). “El bienestar social se pue-
de considerar de forma general como la valoración subjetiva que se hace una persona acerca del propio funcionamiento y circunstancias dentro 
de la sociedad (Keyes, 1998). Dicho constructo se encuentra vinculado a cinco dimensiones principales (Blanco & Díaz, 2005; Keyes, 1998): 1) Integra-
ción Social: una evaluación de la calidad de las relaciones mantenidas con la sociedad en general y las comunidades en particular; 2) Aceptación 
Social: en base a la integración social, se sitúa como la necesidad de estar y sentirse perteneciente a un grupo o comunidad, mostrando confianza 
y actitudes positivas hacia los demás; 3) Contribución Social: como la confianza en los demás que va acompañada de un sentimiento de utilidad 
como integrante de la sociedad; 4) Actualización Social: vinculada a la confianza en el progreso social y hacia el carácter dinámico de la sociedad y 
las instituciones de cara a conseguir metas y objetivos; 5) Coherencia Social: relacionada con la confianza que las personas tienen hacia la sociedad 
y la capacidad de entendimiento de su dinámica en cuanto al entendimiento de la organización y funcionamiento del mundo social”.
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a)	 A la integridad, dignidad y de preferencia. 
Implican el derecho a recibir protección del Es-
tado, las familias y la sociedad para tener acceso 
a una vida de calidad, así como al disfrute pleno 
de sus derechos. Contempla también el derecho 
a una vida libre de violencia.

b)	 A la certeza jurídica. Recibir un trato dig-
no y apropiado por las autoridades en cualquier 
proceso jurisdiccional en el que se vean involu-
crados; su derecho a recibir atención preferente 
para la protección de su patrimonio y a recibir 
asesoría jurídica gratuita.

c)	 A la salud, la alimentación y la familia. Las 
personas mayores tienen derecho a recibir los sa-
tisfactores necesarios para su atención integral, 
incluyendo su acceso preferente a los servicios 
médicos y a recibir capacitación y orientación res-
pecto a su salud, nutrición, higiene y todos aque-
llos aspectos que favorezcan su cuidado personal.

d)	 A la educación. Las personas mayores tie-
nen el derecho preferente de recibirla. El Estado 
incluirá en los programas de estudio información 
actualizada sobre el tema de envejecimiento para 
su difusión.

e)	 Al trabajo. Las personas mayores tienen de-
recho de acceso al trabajo o de otras opciones 
que les permitan un ingreso propio.

f)	 A la asistencia social. En caso de desempleo, 
discapacidad o pérdida de los medios de subsis-
tencia, las personas mayores serán sujetos de asis-
tencia social, y beneficiarios de programas para 
contar con vivienda, o bien, en caso de encontrar-
se en situación de desamparo, recibir atención in-
tegral por parte de casas hogar y albergues.

g)	 A la participación. Implica la posibilidad 
de intervenir en la formulación de propuestas y 
toma de decisiones que afecten directamente su 
bienestar, barrio, calle, colonia, delegación o mu-
nicipio. Asimismo, tendrán la libertad de asociar-
se, participar en procesos productivos, activida-
des culturales y deportivas, y formar parte de los 
órganos de representación y consulta ciudadana.

h)	 De la denuncia popular. Cualquier persona, 
grupo social, organizaciones no gubernamen-
tales, asociaciones o sociedades podrán denun-
ciar ante las autoridades competentes cualquier 
transgresión a los derechos humanos de las per-
sonas mayores.

i)	 De acceso a los servicios. Mujeres y hombres 
de 60 años o más tendrán derecho a recibir aten-
ción preferente en establecimientos públicos 
y privados que ofrezcan servicios al público, los 
cuales deberán contar con infraestructura que 
facilite su acceso. Lo anterior aplica también para 
los transportes públicos, los cuales deberán desti-
nar asientos especiales para su uso exclusivo

Ahora bien, la importancia del bienestar de los 
adultos mayores en el ámbito jurídico radica en 
permitir el acceso a la justicia, entendida en un 
sentido amplio, para gozar del ejercicio pleno de 
sus derechos. Así, el reconocimiento del derecho 
al bienestar se traduce en el deber del Estado de 
crear un entorno propicio para que los individuos 
puedan disfrutar de condiciones que garanticen 
una vida digna, este reconocimiento se traduce en 
un primer momento en la elaboración de leyes y 
regulaciones que aborden diversas dimensiones 
del bienestar, como la salud, la educación, el traba-
jo digno y la seguridad social.
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En un segundo momento, se integra como un crite-
rio relevante en la interpretación y aplicación de las 
normas jurídicas a fin de ofrecer una protección y 
compensación o equilibrio a las desventajas natura-
les de ese grupo social. En ese sentido, los legislado-
res, jueces y, en nuestro caso, los notarios públicos 
debemos considerar que las decisiones y aplicación 
de las leyes tienen un impacto directo en la vida de 
las personas. Por ello es fundamental evaluar el im-
pacto social y humano de las disposiciones legales, 
buscando siempre la protección y promoción de los 
derechos fundamentales de los adultos mayores.

Es en este punto en el que resulta oportuno reflexio-
nar sobre el papel del Notario en el aseguramien-
to del derecho al bienestar de los adultos mayores; 
así como por las razones que hacen necesario que 
éste sea un tema en la agenda de la Comisión de 
Asuntos Americanos que, dicho sea de paso, es una 
de las Comisiones que han impulsado el debate y la 
reflexión en temas puntuales para el beneficio de 
la sociedad de nuestro continente. Es necesario es-
tablecer que la sensibilidad del notario público en 
la solución de asuntos individuales que atañen a 
los adultos mayores es de la mayor relevancia para 
alcanzar de mejor manera la demanda de justicia. 
Pero su impacto no queda ahí, puesto que de ma-
nera adicional a las distintas categorías que integran 
el bienestar, también se puede reflejar con la tran-
quilidad que alcanza un adulto mayor al disponer 
de su patrimonio para la posteridad, por medio del 
testamento, con lo que dota de certeza a sus seres 
queridos, acción en la que invariablemente intervie-
ne el notario en la elaboración de ese testamento.

Caso similar es el que se refiere a la disposición de 
la voluntad anticipada, con la cual el adulto mayor 
puede disponer que, en caso de ser necesario, sus 
familiares no vean diluir su patrimonio al enfrentar 
una enfermedad, cuanto ésta es ya terminal. Son de 
sobra conocidas las historias familiares de personas 
que comprometen su patrimonio en la compra de 

medicinas y en el pago de tratamientos muy cos-
tosos para atender enfermedades o padecimientos 
que, triste y lamentablemente, no tienen opción 
alguna para el restablecimiento de la salud. En ese 
caso, la fuente de afectación al bienestar del adulto 
mayor se encuentra en la incertidumbre y pesar de 
saber que se agota un patrimonio construido por 
muchos años de esfuerzo o, peor aún, se adquieren 
deudas que minan sustancialmente la certeza de 
sus seres queridos.

Y por qué no mencionar también que, en el proceso 
de desjudicialización, los notarios, en tanto auxilia-
res reales y directos de los órganos jurisdiccionales, 
también representan una puerta de acceso franca 
para los adultos mayores en la protección de sus 
derechos. No es óbice mencionar que en México se 
han impulsado acciones como las campañas de tes-
tamentos y de voluntad anticipada, con la finalidad 
de hacer más accesible al adulto mayor estas herra-
mientas para alcanzar así ese bienestar integral al 
que nos hemos referido.

En fin, la consecución del bienestar, especialmen-
te en el ámbito jurídico, para las personas adultas 
mayores, implica la capacidad de todos los acto-
res involucrados y en especial de los notarios, para 
tener la capacidad para orientar la creación y apli-
cación de leyes hacia un enfoque más humano 
y equitativo. En todo ello el Notario es una pieza 
clave.

Ahora bien, la protección del derecho al bienestar 
de los adultos mayores presenta desafíos significa-
tivos en el contexto actual. Uno de los principales re-
tos es el envejecimiento de la población, que coloca 
una carga adicional en los sistemas de salud y segu-
ridad social. El aumento de la longevidad implica la 
necesidad de abordar las demandas específicas de 
salud y cuidado que surgen con el envejecimiento, 
así como adaptar las políticas para garantizar una 
calidad de vida adecuada.
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Otro reto crucial es la discriminación por edad. Los estereotipos y prejuicios hacia 
las personas mayores a menudo resultan en la exclusión social y laboral, limitando 
su acceso a oportunidades y servicios. Combatir la discriminación y fomentar una 
cultura que valore la contribución continua de las personas mayores se vuelve 
esencial para proteger su bienestar integral. La falta de sistemas de seguridad so-
cial adecuados también constituye un obstáculo importante. Garantizar pensio-
nes dignas y acceso a servicios médicos de calidad son elementos fundamentales 
para el bienestar de los adultos mayores. Sin embargo, en muchos lugares, existen 
brechas en la cobertura y beneficios insuficientes que dificultan la plena realiza-
ción de este derecho, además de los retos financieros que este tema representa 
para cualquier Estado.

La soledad y el aislamiento social son retos adicionales. La pérdida de seres queri-
dos y la disminución de redes emocionales de contención pueden afectar negati-
vamente la salud mental y emocional de las personas mayores. Desarrollar estra-
tegias que fomenten la participación comunitaria y la conexión intergeneracional 
se vuelve crucial para contrarrestar estos problemas.
Por último, la falta de conciencia y educación sobre los derechos de las personas 
mayores contribuye a su vulnerabilidad. Es esencial promover la sensibilización y 
la capacitación para garantizar que los adultos mayores estén informados sobre 
sus derechos y cómo ejercerlos.

En esa tesitura, la protección del derecho al bienestar de los adultos mayores se 
ha definido como una responsabilidad del Estado en un mundo que enfrenta el 
desafío del envejecimiento poblacional. Ante los diversos retos que presenta el 
aumento del promedio de edad en la población, que van desde la discriminación 
hasta la falta de seguridad social adecuada, tomar acciones concretas que impac-
ten directamente en el mejoramiento de la calidad de vida de esta población es 
una forma de garantizar el derecho al bienestar de las personas adultas mayores. 

Para atender estos desafíos, es necesario adoptar enfoques integrales que invo-
lucren a la sociedad, los gobiernos y las instituciones, como es el caso del notaria-
do. Por ello, fomentar la conciencia sobre los derechos de las personas mayores, 
creando entornos inclusivos y más humanos son pasos muy necesarios para al-
canzar esos objetivos. Al hacerlo, no solo cumplimos con la obligación ética de res-
petar la dignidad de nuestros mayores, sino que también avanzamos hacia una 
sociedad más justa y equitativa. En última instancia, la protección del bienestar de 
los adultos mayores no solo es una cuestión legal, sino un imperativo moral que 
exige de la participación del notariado americano y del mundo.
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El presente trabajo tiene como finalidad desarrollar el tema de la llamada jurisdicción voluntaria o com-
petencia notarial en asuntos no contenciosos, incidiendo básicamente en la experiencia peruana por ser 
muy significativa a nivel de Latinoamérica, tal como lo son los casos de Guatemala1 y de Colombia, re-
calcando también la importancia de los diversos certámenes académicos realizados a nivel de la Unión 
Internacional del Notariado y de la Comisión de Asuntos Americanos de dicha Unión.

Este asunto ha sido materia de numerosos y reiterados congresos nacionales e internacionales a nivel 
del Notariado, tales como: “I Congreso Internacional del Notariado Latino, Buenos Aires , 1948; VIII Con-
greso Internacional del Notariado Latino, México, 1965; XII Congreso Internacional del Notariado Latino, 
Buenos Aires, 1973; XIX Congreso Internacional del Notariado Latino, Ámsterdam, 1989; y el XX Congre-
so Internacional del Notariado Latino, Cartagena de Indias, 1992; y otras jornadas internacionales2. (Gó-
mez-Ferrer Sapiña, 2007) y han ayudado a que los países establezcan qué actos pueden ser atribuidos a 
los notarios, previa reforma legislativa. Evidentemente la experiencia y logros obtenidos en un país han 
ayudado mucho su instauración en otros. 

Mientras el juez encarna la majestad del Estado para cumplir 
su tarea como director del proceso y sentenciador, el notario 

representa la majestad de la función pública de dar fe.

Mario Fernández Herrera

1 Véase los libros: Muñoz, N. R. (2021). Jurisdicción Voluntaria Notarial. Infoconsult Editores, e Instituto de Derecho Notarial, I. G. (2003). Veinticin-
co años de jurisdicción voluntaria en sede notarial. Estudiantil Fenix.

2 Gómez-Ferrer Sapiña, R. (2007). Jurisdicción voluntaria. En L. B. Pérez Gallardo, & I. Lora-Tamayo Rodríguez, Derecho Notarial (Vol. II). La Haba-
na: Editorial Félix Varela.
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Sin embargo, entre los Congresos Internacionales de 
la Unión, el que merece mayor atención por el apor-
te a este tema, es el XX Congreso Internacional del 
Notariado Latino, realizado en Cartagena de Indias 
en 1992, cuya comisión encargada del Tema I “La In-
tervención del Notario en el ámbito de la jurisdicción 
no contenciosa”, estuvo coordinada por el distingui-
do Notario colombiano y profesor universitario Mario 
Fernández Herrera. Las consideraciones a las que se 
arribó en este tema y que por su importancia vamos 
a destacar, fueron las siguientes:

1.	 Que en realidad la “jurisdicción voluntaria o 
no contenciosa” no es una verdadera y propia ju-
risdicción, en sentido propio y estricto, porque en 
ella no está presente el elemento indispensable 
de la contenciosidad o del conflicto, ni el efecto 
de la cosa juzgada.

2.	 Que existe la preocupación, compartida por 
todos los representantes, de la necesidad de des-
congestionar de actividades y casos no jurisdic-
cionales a las oficinas de los juzgados y tribunales, 
para lograr uno de los bienes hoy en día más de-
seados en todos los países, como es la agilización 
de la justicia.

3.	 Que en el curso de los últimos años ha veni-
do sucediendo un acrecentamiento cultural y so-
cial de la función y servicio notarial que conduce 
y coloca al notariado latino a la vanguardia de las 
distintas categorías profesionales y lo sitúa en un 
lugar preferente entre ellas, como intérprete de 
primer grado tanto de la norma, como de los he-
chos y de la voluntad de los ciudadanos.

4.	 Que el notariado latino cuenta con la for-
mación adecuada (profesionales del derecho), 
se halla investido de fe pública (encargados de 
una función pública), dispone de los medios téc-
nico - jurídicos necesarios (instrumento público) 
y desempeña ya en los varios países miembros, 
algunas funciones que forman parte de la deno-
minada jurisdicción voluntaria o no contenciosa.

Asimismo, se propuso lo siguiente:
 

1.	 Que se restrinja el término “jurisdicción no 
contenciosa o voluntaria” a la actividad judicial y 
se acoja para el derecho notarial el término “com-
petencia notarial en asuntos no contenciosos”.

2.	 Que no se atribuya a los notarios competen-
cias inherentes a la fe pública judicial, ni se invada 
el ámbito de la potestad jurisdiccional en función 
juzgadora.

3.	 Que el proceso de desjudicialización com-
prenda no solamente el aspecto relativo a su ter-
minología sino al propio tratamiento procesal de 
las instituciones, debiendo ser reguladas por la le-
gislación notarial de cada país, de acuerdo con sus 
peculiaridades socio jurídicas y sus instituciones.

4.	 Que se establezca la independencia y au-
tonomía de la actualización y del acto notarial, 
suprimiendo cualquier tipo de control posterior, 
como la homologación o calificación, excepción 
hecha de la impugnación en el procedimiento 
contencioso respectivo.
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3 Pérez Fernández del Castillo, B. (2013). Doctrina Notarial Internacional. México D.F.: Editoria Porrúa S.A.

Es importante destacar el notable esfuerzo del Notariado Internacional por incorporar asuntos no contenciosos 
(también llamados de jurisdicción voluntaria) desde 1948, fecha en la que se llevó a cabo el I Congreso Interna-
cional del Notariado Latino y que dio origen a la Unión Internacional del Notariado Latino. 

En efecto, en una de las conclusiones del citado certamen se establece que es aspiración del Notariado “que 
todos los actos de jurisdicción voluntaria, en el sentido dado a esta expresión en los países de habla caste-
llana, sean atribuidos, exclusivamente, a la competencia notarial…”3 (Pérez Fernández del Castillo, 2013, pág. 
43). Asimismo, una de las declaraciones de dicho congreso, señala que el término jurisdicción voluntaria “no 
satisface por ser equívoco y deba buscarse una denominación específica para aquellos actos actualmente 
encuadrados en el concepto genérico de jurisdicción voluntaria que, por su naturaleza, corresponden a la 
competencia notarial.” (Pérez Fernández del Castillo, 2013, pág. 44)  
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5.	 Que se tenga en cuenta la posibilidad de 
extender a los países que aún no cuentan con 
ello, la reglamentación en sede notarial de los si-
guientes asuntos:

a)	Matrimonio, separación de cuerpos y divor-
cio consensuales.
b)	Todo el procedimiento de la venta como 
consecuencia de los procesos concursales y 
ejecutivos, en lo relativo a la subasta.
c)	La facultad de ser designado el notario como 
árbitro, en un tribunal de arbitraje.
d)	La constitución y cancelación del patrimo-
nio de familia.

6.	  La constitución de una comisión integrada 
por cinco juristas de reconocido prestigio, desig-
nados por la Unión Internacional del Notariado 
Latino, para que elabore un proyecto de ley mar-
co en relación con el presente tema, a cuyo fin los 
países miembros deberán remitir su legislación 
propia al organismo competente de la Unión.  

También es importante destacar a la XIII Jorna-
da Notarial Iberoamericana, realizada en Asunción 
Paraguay (26 al 28 de julio de 2008), cuyo punto II 
estuvo referido al estudio de aquellos asuntos no 
contenciosos que debieran ser encomendados a los 
Notarios, para lo cual se han considerado las siguien-
tes ramas del Derecho: 1) derechos reales; 2) obliga-
ciones y contratos; 3) familia; 4) sucesiones; 5) mer-
cantil; 6) otros supuestos. Es decir, cada vez es más 
amplio el abanico de probabilidades en esta mate-
ria. Dentro de las conclusiones de dicha jornada, se 
señala, entre otras, que:

El notario latino está en condiciones de intervenir en 
todo asunto no contencioso en el ámbito del Dere-
cho privado, para lo que es conveniente que la atri-
bución de tales competencias se realice con carácter 
general mediante una ley específica; además, dispo-
ne de los instrumentos adecuados para desempe-
ñar estas funciones, entre los que destaca el acta de 
notoriedad (con trascendencia jurídica, pudiendo le-
gitimarse hechos o situaciones de todo orden); tales 
documentos notariales deben tener eficacia plena, 
sin necesidad de trámite o aprobación posterior. Asi-
mismo, cabe hacer mención textualmente a las con-
clusiones siguientes:

V. El notariado debe propender a una mayor di-
fusión de sus funciones en asuntos no conten-
ciosos, ya que la actuación notarial posibilita 
descongestionar el trabajo de los Tribunales de 
Justicia, con seguridad jurídica, economía, ra-
pidez y eficacia. La intervención del notario en 
asuntos no contenciosos no implica merma al-
guna de las competencias de los restantes ope-
radores jurídicos cuya intervención establezcan 
las leyes. 

VI. Se propugna la creación de un registro na-
cional de actos no contenciosos para evitar la 
duplicidad de asuntos tramitados por diferentes 
operadores con el mismo objeto, y cuyos datos 
deben ser facilitados por estos por medios prefe-
rentemente informáticos y telemáticos.

La experiencia en América Latina en este tema es 
muy rica y será materia de un artículo posterior, en 
el que se analicen las respuestas brindadas por dis-
tinguidos(as) colegas a quienes les remitimos la “En-
cuesta sobre la normatividad orgánica y sobre asun-
tos no contenciosos o de jurisdicción voluntaria en 
sede notarial”, que elaboramos siguiendo los linea-
mientos del Presidente de la UINL, Lionel Galliez, y 
del Presidente de la CAAm, Homero López Obando, 
sobre la participación del Notariado en el proceso de 
desjudicialización. Es verdad que, en América son 
particularmente significativas las experiencias de los 
notariados de Guatemala y de Colombia, pero la ex-
periencia peruana también lo es.

Hace veintisiete años logramos concretar en el Perú 
un nuevo campo para la actividad notarial: la parti-
cipación de los notarios en determinados asuntos 
que hasta entonces eran de competencia exclusiva 
de los magistrados judiciales. En aquella oportuni-
dad era la primera vez que nos tocó dirigir el Colegio 
de Notarios de Lima y decidimos nombrar una co-
misión que redactara un documento previo, luego 
solicitamos opiniones a los miembros de la Orden, 
compatibilizamos las propuestas y redactamos el 
anteproyecto que presentamos al Congreso de la 
Republica. La Comisión de Justicia nos invitó a sus-
tentar nuestro anteproyecto, que fue la base para 
elaborar el Dictamen sustitutorio, que lo tuvo en 
cuenta conjuntamente con otros cinco proyectos 
presentados por los congresistas, disponiendo que 
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podían tramitarse en sede judicial o notarial los si-
guientes asuntos:

a) sucesiones intestadas; b) rectificación de par-
tidas (en caso de errores evidentes); c) facción de 
inventarios; d) constitución de patrimonio fami-
liar; e) comprobación de testamentos (cerrados); 
f) adopción de personas capaces; y g) separación 
convencional y divorcio ulterior.

Al momento de discutirse el Dictamen en el Pleno, 
por haberse considerado la Separación y Divorcio, 
surgieron algunos pocos cuestionamientos por par-
lamentarios, quienes sostuvieron que el Estado de-
bía defender a la familia y que no se podía facilitar 
su disolución. Pese a la insistencia de la congresista 
Lourdes Flores Nano, encargada de la sustentación, 
la Presidenta del Congreso decidió no someter a 
votación esta parte del proyecto por lo que no fue 
objeto de pronunciamiento del Pleno. Habría que 
esperar varios años para que se vuelva a poner sobre 
el tapete este tema, cuando se discutió y se aprobó 
la Ley 29227 (2008).

Luego de la aprobación de la Ley 26662, la partici-
pación notarial en los seis asuntos aprobados (suce-
sión intestada, rectificación de partidas, inventarios; 
patrimonio familiar, comprobación de testamen-
tos y adopción de personas capaces) no pudo ser 
más auspiciosa. Las sucesiones intestadas han sido 
las más numerosas, desplazando rápidamente la 
concurrencia a los juzgados, y la ciudadanía se dio 
cuenta de inmediato que más le convenía hacer su 
trámite en sede notarial. Por lo que incluso se tuvo 
que dar una ley para permitir que quienes habían 
iniciado su trámite en el juzgado, puedan desistirse 
y concurrir ante Notario.

Con posterioridad se han incorporado otros temas 
para ser tramitados como asuntos no contenciosos 
en sede notarial tales como Prescripción adquisiti-
va de dominio, Títulos supletorios, Rectificación de 
área linderos y medidas perimétricas de inmuebles 

urbanos (Ley 27157, DS. 035-2006-VIVIENDA y Ley 
27333), Prescripción adquisitiva de vehículos. (Ley 
28325), Separación Convencional y Divorcio Ulterior 
en Municipalidades y Notarías (Ley 29227), Recono-
cimiento de unión de hecho, Convocatoria a junta 
obligatoria anual, Convocatoria a junta general. (Ley 
29560), Designación de apoyo para personas adultas 
mayores que tengan calidad de pensionistas o be-
neficiarios de la Ley 29625 y otros, (D.Leg. 1417), Des-
alojo con intervención notarial. (Ley 30933), el Matri-
monio civil ante notario (Ley 31643, aunque la ley no 
lo considera como Asunto no contencioso), Rectifi-
cación de datos con fines sucesorios (Ley 31721), y, re-
cientemente, se ha publicado el Decreto Legislativo 
1595, de regularización del derecho de propiedad, de 
las características físicas de los predios urbanos, de 
habilitaciones urbanas y de edificaciones.

Con el objeto de explicar lo que para nosotros hace 
significativa la experiencia peruana en este campo, 
expresamos lo siguiente:

a)	 La participación efectiva del Notariado en la 
gestación y elaboración de la Ley 26662, puesto 
que la norma se elaboró sobre la base del Ante-
proyecto presentado por el CNL4;

b)	 Por primera vez se usa a nivel legislativo la 
frase Competencia Notarial en Asuntos no Con-
tenciosos, en vez de jurisdicción voluntaria, de 
acuerdo a las recomendaciones de los certáme-
nes académicos de la UINL;

c)	 La resistencia inicial del Colegio de Aboga-
dos no tuvo el eco que ellos esperaban en razón 
del esclarecimiento que hicimos y a que la norma 
exigió la firma de letrado en los escritos;

d)	 La competencia es alternativa: el ciudadano 
puede elegir entre el notario y juez;

e)	 A los seis asuntos aprobados en la Ley, se in-
crementa progresivamente en función de los re-

4 Véase nuestro artículo: “La competencia notarial en asuntos no contenciosos. Análisis crítico de la legislación peruana”. En: Notarius Nº 10, Revista 
del Colegio de Notarios de Lima. Lima, 2000. pp. 59-78, reproducido en nuestro libro El Honor de dar Fe. Ensayos de Derecho Notarial, Editorial Jurídi-
ca del Perú. Lima, 2015). pp. 169-198. 



59

Notariados de América 2024				    Perú

sultados satisfactorios obtenidos por la aplicación 
de la norma, incluso alguno de ellos, cuestionables, 
como por ejemplo la prescripción adquisitiva de 
dominio, lo que nos movió a acuñar la frase: «nota-
ria abierta, juzgado descongestionado», para hacer 
un símil con la frase atribuida a Joaquín Costa: «no-
taria abierta, juzgado cerrado»;

f)	 La organización en el Perú del “Congreso In-
ternacional sobre Código Civil Peruano y el Sistema 
Jurídico Latinoamericano”, con la participación de 
destacados juristas de diferentes países, habiéndo-
se aprobado en la clausura una moción “con el fun-
damento de la necesidad de perseguir en último 
término legislaciones uniformes (…), como manera 
de promover el desarrollo a través de la integración 
entre naciones” (Facultad de Derecho de la Univer-
sidad de Lima, 1986).5

g)	 La organización por la Junta de Decanos de los 
Colegios de Notarios del Perú de los Congresos Inter-
nacionales “20 años de vigencia de la Ley de Com-
petencia Notarial en Asuntos no Contenciosos en el 
Perú” y “Sistema Jurídico Iberoamericano y Compe-
tencia Notarial en Asuntos no Contenciosos, por los 
20 y 25 años, respectivamente, de la Ley 26662.

h)	 La iniciativa de la Corte Suprema de la Repú-
blica del Perú de elaborar el Anteproyecto de Ley 
de Ejecución de sentencias y autos finales en ma-
teria no penal”, cuya finalidad es reducir la carga 
procesal, evitar la demora en la resolución de liti-
gios y contribuir en mejorar la calidad de las reso-
luciones judiciales disminuyendo los problemas en 
la ejecución de lo juzgado.

i)	 Las múltiples publicaciones que se han gene-
rado en el Perú en relación con el tema y específica-
mente dos libros que cuentan con la participación 
de distinguidos colegas de los diferentes países de 
Iberoamérica, abarcando en forma integral lo rela-
tivo al Notariado en Iberoamérica y los asuntos no 
contenciones, publicados en el 20096 y 20217.

5 Facultad de Derecho de la Universidad de Lima. (1986). El Código Civil Peruano y el Sistema Jurídico Latinoamericano. Lima: Cultural Cuzco S.A.

6 Lanzón, P. A., Massa, M. E., Andrade Ferreira Girandin Pimentel, F., Echeverri Mesa, A. C., Pérez Gutierrez, I., López Obando, H., Fernández de Buján, 
A., Muñoz, N. R., Cárdenas González, F. A., Riveros Gil, G. M., Cam Carranza, G., & Vigo, D. (2009). Los Asuntos no Contenciosos en Sede Notarial en 
Iberoamérica (Juridicción Voluntaria). Gaceta Notarial.

7 Cosola, S. J., Lozada Bravo, M. L., Chinea Guevara de Rosales, J., Bueno Fischer, J. F., Mosmann Dos Santos, C. E., Arévalo Pacheco, A. H., Mora Vargas, 
H., Pérez Gallardo, L. B., Arellano Sarasti, P. D., Benavides Monterrosa, L. A., López Alfaro, R. E., González Álvarez, J. I., Muñoz, N. R., Márquez González, 
J. A., González Gutierrez, G. A., Báez Artecona, F. R., Arias Montoya, O., Martínez Colón, D., Pérez Caballer, M., & Benítez, R. (2021). El notariado en Ibe-
roamérica: perspectivas actuales y retos. Gaceta Notarial.
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Conclusiones:

Nadie mejor que el Notario, en su condición de profesional del Derecho 
investido de fe pública, caracterizado por su reconocida imparcialidad y 
dotado de medios técnicos modernos, para contribuir con la sociedad y el 
país al logro de la paz social. En primer lugar, el Notario cumple una labor 
preventiva que pasa a veces desapercibida pero que tiene una gran im-
portancia: puede evitar el litigio, que es la mejor forma de colaborar con la 
administración de justicia. 

La experiencia adquirida y los resultados obtenidos por la aplicación de las 
normas sobre competencia notarial en asuntos no contenciosos ha de-
mostrado que es conveniente proyectar nuevos procedimientos en los que 
el notario pueda intervenir y contribuir al descongestionamiento del Poder 
Judicial y a la paz social.
De hecho, actualmente, existe un anteproyecto de ley que incorpora la eje-
cución de la sentencia y auto definitivo con principio de ejecución en ma-
terias no penales, cuya finalidad es contribuir en la realización del derecho 
a la ejecución de sentencias y resoluciones judiciales que forma parte del 
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, reduciendo así, la dura-
ción de los procesos judiciales y efectivizando el derecho a la ejecución de 
sentencias y de las resoluciones judiciales, a través de un oficial de ejecu-
ción, que podría ser el notario, que es un profesional del derecho que ejerce 
una función pública. Esto convendría evaluar.

Finalmente, debemos resaltar la eficiente labor que el Notario podría des-
empeñar en materia de arbitraje y de conciliación, que son dos temas com-
patibles con la naturaleza de su función caracterizada por la imparcialidad 
que le es inherente. En este sentido nos corresponderá hacer llegar nues-
tras sugerencias que esperamos tengan la acogida esperada, dentro de 
las nuevas concepciones de justicia alternativa que se viene promoviendo.
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Se denominan asuntos, actos o actuaciones no 
contenciosos (Código del Notariado), actos judi-
ciales no contenciosos (Código de Procedimientos 
Civiles de 1906) o jurisdicción voluntaria (Código 
Procesal Civil del 2006), aquellos procedimientos 
en los que no habiendo contienda entre partes 
contrapuestas, son conocidos y resueltos en sede 
de un funcionario judicial, administrativo, de  elec-
ción popular (alcalde) y más recientemente, en 
sede notarial, a efecto de asegurar en el proceso 
y la resolución que se emita, el cumplimiento de 
los recaudos legales exigidos y revestir los dere-
chos protegidos con las formalidades propias de 
los procesos y documentos públicos.

En Honduras los asuntos, actos o actuaciones no 
contenciosos, los actos judiciales no contencio-
sos o la llamada jurisdicción voluntaria, han sido 
regulados en forma cronológica por los siguien-
tes códigos y leyes: a) Código de Procedimientos 
Civiles emitido en febrero de 1906; b) Decreto Le-
gislativo 73    de 1950 o Código de Comercio; c) 
Decreto Legislativo 76 de 1984 o Código de Fami-
lia; d) Decreto Legislativo 353 de 2005 o Código 
del Notariado; e) Decreto 211 del 2006 o Código 
Procesal Civil, y los demás códigos y leyes espe-
ciales en  cuyo articulado se establecen procedi-
mientos no contenciosos.

DE LA JURISDICCIÓN 
VOLUNTARIA EN 
HONDURAS

Introducción
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El Código de Procedimientos Co-
munes que regula los actos judi-
ciales no contenciosos (en sede 
judicial) se dividía en dos partes; 
la primera, destinada a los pro-
cedimientos en materia civil y la 
segunda, a los procedimientos en 
materia criminal. Los actos judi-
ciales no contenciosos se regulan 
como parte de los procedimien-
tos civiles en los artículos 967 al 
1157, ahora con exclusión de los 
artículos 1072 al 1081 que se re-
fieren al procedimiento de Pres-
cripción Adquisitiva, Deslinde y 
Amojonamiento, que por man-
dato del artículo 921.1 del Código 
Procesal Civil, fueron derogados 
expresamente, pasando a ser una 
especialidad del Juicio Declarati-
vo Ordinario Abreviado, desarro-
llado en los artículos 623 al 626, 
Sección 7a. del Capítulo III, Título 
Tercero “El Proceso Abreviado”; y 
con ello, dejando de ser un proce-
so regulado como acto judicial no 
contencioso, no obstante, de que, 
habiendo acuerdo unánime de 
los interesados, puede ser conoci-
do en sede notarial.

En relación con los comerciantes, 
los actos no contenciosos están 
regulados en el Código de Pro-
cedimientos Civiles, el Código de 
Comercio y en las demás leyes    
mercantiles. En relación al Dere-
cho de Familia, el Código de Fa-
milia regula en la mayoría de sus 
instituciones el procedimiento 
que debe seguirse, verbigracia: el 
matrimonio, el divorcio por mu-
tuo consentimiento, el patrimo-
nio familiar y otros que se desa-
rrollarán cuando nos refiramos a 
ellos en forma específica.

En relación a los Notarios, el Có-
digo del Notariado regula en el 
Capítulo IV, La Competencia No-
tarial en asuntos no contencio-
sos, Sección primera, las disposi-
ciones generales y en la Sección 
segunda, actuación notarial en 
asuntos no contenciosos, que 
deben observar los notarios en el 
conocimiento y resolución de los 
asuntos no contenciosos en sede 
notarial, abriendo la puerta para 
que los ya regulados y los nuevos 
procedimientos que se instituyan 
en lo futuro, sean resueltos en 
sede notarial; con lo cual se de-
posita en el Notario una  enorme 
oportunidad e igual responsabi-
lidad, para contribuir a la seguri-
dad jurídica de la República y fa-
cilitar a los ciudadanos la solución 
de sus asuntos pendientes.

El Código Procesal Civil, mediante 
el artículo 919 deja subsistente la 
regulación de los actos judiciales 
no contenciosos contenidos en el 
Código de Procedimientos Civi-
les de 1906 (Libro IV de Los Actos 
Judiciales no Contenciosos), así 
como los actos de esta naturaleza 
que se encuentren regulados fue-
ra de ese texto legal. Al derogar las 
disposiciones generales de aquel 
cuerpo de leyes que eran aplica-
bles a la jurisdicción voluntaria, a 
nuestro criterio en su sustitución, 
nos hace recurrir al CPC-2006, 
como norma supletoria.

Consecuencia de lo anterior, a 
pesar de existir un nuevo Código 
Procesal Civil de 2006, los actos 
judiciales no contenciosos o la de-
nominada jurisdicción voluntaria, 
se siguen regulando por el Códi-

go de Procedimientos Civiles de 
1906, hasta que el Congreso Na-
cional de la República, emita una 
ley especial de  Jurisdicción no 
Contenciosa o Jurisdicción Volun-
taria, en el Código de Comercio, el 
Código de Familia, el Código del 
Notariado, y en otros códigos y 
leyes especiales en los cuales se 
desarrollan procedimientos de 
índole no contenciosa.

En Honduras los asuntos, 
actos o actuaciones no 
contenciosos, los actos ju-
diciales no contenciosos o 
la llamada jurisdicción vo-
luntaria, han sido regula-
dos en forma cronológica 
por los siguientes códigos 
y leyes: a) Código de Pro-
cedimientos Civiles emiti-
do en febrero de 1906; b) 
Decreto Legislativo 73 de 
1950 o Código de Comer-
cio; c) Decreto Legislativo 
76 de 1984 o Código de 
Familia; d) Decreto Legis-
lativo 353 de 2005 o Códi-
go del Notariado; e) De-
creto 211 del 2006 o Código 
Procesal Civil, y los demás 
códigos y leyes especiales 
en  cuyo articulado se es-
tablecen procedimientos 
no contenciosos.

“
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El Código Procesal Civil denomina a estos proce-
dimientos “Jurisdicción Voluntaria”; el Código de 
Procedimientos Civiles de 1906 los denomina “Ac-
tos Judiciales no Contenciosos”; El Código del No-
tariado los denomina “Actos, Asuntos o Actuacio-
nes no contenciosos”. A continuación, se abordan 
estas diferentes denominaciones.

La Jurisdicción

Para entender el concepto de jurisdicción volun-
taria como una especie, es necesario remontarse 
al género del que procede, el concepto de juris-
dicción. En principio todos los ciudadanos tienen 
la libertad de administrar sus asuntos particulares 
de la manera que estimen pertinente y, en caso 
de conflicto de intereses con otros ciudadanos, el 
solucionarlos por medio del arreglo directo, que 
constituye la forma normal y más extensa de so-
lución de conflictos.

Piénsese en cuantas discusiones o diferencias fa-
miliares se producen a diario entre esposos, pa-
dres e hijos o cuantos negocios se realizan que 
generan diferencias que, al final, son solucionadas 
por el entendimiento de las personas involucra-
das y sin necesidad de recurrir al juez u otro fun-
cionario. Lo anterior es una pequeña muestra de 
lo que sucede en el día a día de la vida cotidiana 
de los ciudadanos de la República. Solo cuando el 
arreglo entre las partes no es posible, recurren a 
un tercero que, apreciando los hechos y los fun-
damentos de derecho invocados, decide lo que 
corresponde a cada uno de los litigantes (justicia).
En atención a la solución de conflictos intersubje-
tivos de intereses por medios pacíficos, la Repú-
blica mediante El Poder Judicial, nombra terceros 

especialistas en auxiliar a las partes a solucionar 
sus conflictos. Estos terceros son denominados 
Jueces cuando son unipersonales o Tribunales 
cuando son integrados por tres o más magistra-
dos, como es el caso de las Cortes de Apelacio-
nes, las Salas por materia de la Corte Suprema de 
Justicia, a excepción de la Constitucional, que por 
tratar conflictos de interés general se integra con 
cinco magistrados y el pleno por quince magis-
trados.

La solución de los conflictos intersubjetivos de in-
tereses dada por Jueces y Magistrados mediante 
resoluciones son obligatorias para las personas 
que se sometan voluntaria o forzosamente a es-
tos terceros y si no las cumplen, pueden ser obli-
gados a cumplirlas por medios coercitivos con los 
cuales la República garantiza la paz y la tranquili-
dad de sus ciudadanos. En esto consiste la juris-
dicción, en juzgar y ejecutar lo juzgado.

El artículo 1 de la Ley de Organización y Atribu-
ciones de los Tribunales de Honduras define a la 
jurisdicción cuando dice: “La facultad de juzgar 
y ejecutar lo juzgado pertenece exclusivamente 
a los Juzgados y Tribunales de Justicia”. Juzgar y 
ejecutar lo juzgado es jurisdicción, será contencio-
sa cuando las partes tengan y ejerzan pretensio-
nes e intereses contrapuestos y voluntaria cuando 
no habiendo   conflicto, los interesados acuden al 
Juez y más recientemente al Notario para que les 
otorgue lo que la ley contempla, mediante una 
solicitud justificada de lo que pretenden y una 
resolución que pone fin al procedimiento y que 
tiene el mismo valor de una sentencia dictada por 
los juzgados y tribunales.

Denominaciones
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La jurisdicción voluntaria es “aquella en que no 
existe controversia entre las partes; aquella en 
que no existe dualidad de estas. Se trata de actua-
ciones ante los jueces, para solemnidad de ciertos 
actos o pronunciamientos de determinadas reso-
luciones que los Tribunales deben de dictar.

Para muchos procesalistas esta jurisdicción no 
tiene razón de existir, pues no habiendo contro-
versia no hay juzgamiento, sino que un simple 
acompañamiento del Juez a la solicitud del o los 
interesados con el propósito de que se cumplan 
los requisitos y se emita una resolución que sirva 
para realizar los actos u obtener los efectos que 
la ley prevé. Es una actividad meramente admi-
nistrativa y no jurisdiccional, que se ha delegado 
históricamente a los jueces por la confianza que 
hay en ellos de que asegurarán que los interesa-
dos cumplan los requerimientos de ley para ob-
tener su resultado. En la actualidad, es una carga 
que recae sobre los titulares de la jurisdicción 
contenciosa, desviándola de su esencia, juzgar y 
ejecutar lo juzgado.

Es por esas razones que paulatinamente se ha 
ido delegando el conocimiento y resolución de la 
llamada Jurisdicción Voluntaria al Notario, como 
funcionario profesional del derecho con carác-
ter de fe pública, autorizado por el Estado para 
hacer constar la creación, transmisión, modifica-

ción, extinción o resolución de actos, contratos y 
asuntos o negocios en que intervenga a requeri-
miento o petición de los interesados o por dispo-
sición de la ley.

En resumen, jurisdicción voluntaria equivale a 
actos o trámites administrativos  en sede judi-
cial, que no constituye jurisdicción propiamente 
dicha; es por eso por lo que la legislación las ha 
ido liberando de la competencia exclusiva de los  
jueces para colocarla en la esfera de la sede no-
tarial; allí calzan mejor, con el acompañamiento 
de un profesional especializado, obligado a cer-
ciorarse del cumplimiento de la ley en dichos 
trámites y facilitando a los interesados la pronta 
realización de los actos que les interese, quienes 
por ser asuntos de su exclusivo interés deberán 
cubrir el costo de los mismos, descargándolos 
del presupuesto de la nación.

En Honduras, la mayoría de los actos de la llama-
da jurisdicción voluntaria puede realizarse indis-
tintamente en sede judicial, administrativa o en 
sede notarial a elección de los interesados. Entre 
más conciencia se haga en los ciudadanos de re-
currir al Notario y no al Juez o la administración 
pública en los trámites de la llamada jurisdicción 
voluntaria, mayor eficiencia se logrará en los 
tiempos de respuesta y se descongestionarán de 
estos procesos a los Juzgados y Tribunales.

Jurisdicción Voluntaria
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El Código de Procedimientos Civiles los 
denomina Actos Judiciales no Conten-
ciosos y se refiere a dos conceptos: a) 
Las disposiciones generales, que son 
aplicables a todos los procesos de esta 
naturaleza (civil), y b) Los procesos no  
contenciosos que específicamente re-
laciona, a saber: 1) La habilitación para 
comparecer en juicio; 2) La emancipa-
ción voluntaria; 3) La habilitación de 
edad; 4) El Nombramiento de tutores 
y curadores y del discernimiento de es-
tos cargos; 5) El depósito de personas; 
6) Los procedimientos a que da lugar 
la sucesión por causa de muerte; 7) De 
la autorización judicial para enajenar, 
gravar o dar en arrendamiento por lar-
go tiempo bienes de Incapaces; 8) De 
la venta en pública subasta; 9) De las 
tasaciones; 10) Del Inventario solemne; 
11) De las Informaciones ad perpetuam; 
12) De la expropiación por causa de uti-
lidad pública; 13) De los actos judiciales 
no contenciosos en negocios de co-
mercio, disposiciones generales; 14) Del 
depósito y reconocimiento de efectos 
mercantiles; 15) Del embargo y depó-
sito provisional del valor de una letra 
de cambio; 16) De la calificación de las 
averías y de la liquidación de la gruesa y 
contribución de la misma; 17) De la des-
carga y abandono de efectos mercan-
tiles  y de la fianza de cargamento; 18) 
De la enajenación y apoderamiento de 
efectos comerciales en casos urgentes 
y de la recomposición de las naves; 19) 
De otros actos de comercio que requie-
ren la intervención judicial perentoria; 
20) Del nombramiento de árbitros y 
peritos en el contrato de seguros. 

Cabe aclarar que con la emisión del Có-
digo de Comercio de 1950 y la Ley de 
Conciliación y Arbitraje del 2000, las fi-
guras del 13 al 20 han sido superadas, 
pero que su relación sirve para ejempli-
ficar la función del Notario en los actos 
judiciales no contenciosos en materia 
de comercio, así como las disposiciones 
generales que puedan ser consideradas 
por el Notario al conocer y resolver este 
tipo de procedimientos.

De lo antes relacionado, resulta claro que, 
para el Código de Procedimientos Civiles 
de 1906, hay diferentes tipos de actos ju-
diciales no contenciosos, los de natura-
leza civil, de familia o los de naturaleza 
comercial. El Código de Procedimien-
tos Civiles en estos actos establece unas 
disposiciones generales aplicables a los 
actos típicos y luego una descripción de 
los que regula expresamente. Por ser de 
1906 el Código de Procedimientos Civiles, 
muchas de estas figuras descritas ya han 
sido reguladas por otros ordenamientos 
legales más modernos.
Los actos judiciales no contenciosos (Có-
digo de Procedimientos Civiles) se  dife-
rencian de los asuntos no contenciosos 
(Código del Notariado), en que en aque-
llos se regulan específicamente los pro-
cedimientos que deben conocerse en  
sede judicial y en los asuntos no conten-
ciosos, se incluyen procedimientos no ju-
diciales que pueden ser conocidos por el 
Notario como lo son el matrimonio que 
se lleva a cabo ante el alcalde y la recti-
ficación de inscripciones del estado civil 
de las personas, que se hacen en sede 
del Registro Nacional de las Personas.

Actos judiciales no contenciosos
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Se denominan actos, asuntos o actua-
ciones no contenciosas, todos aquellos 
procedimientos contemplados en el Có-
digo del Notariado y en otras leyes, que 
requieran del conocimiento y de una re-
solución para surtir efectos jurídicos de 
prueba documental pública, en benefi-
cio de los interesados, equiparable a una 
resolución emitida por autoridad judicial 
o administrativa competente.

Competencia notarial en asuntos no 
contenciosos entonces: “Es la facultad 
que tienen los Notarios para conocer de 
los negocios no contenciosos que las le-
yes han colocado dentro de la esfera de 
sus atribuciones” y que anteriormente 
eran    de competencia exclusiva de au-
toridades judiciales o administrativas.
El Código del Notariado en su artículo 59 
enumera los asuntos no contenciosos 
que pueden conocer los Notarios, que 
además de los previstos en otras leyes, 
son los siguientes:

1) Rectificación de Inscripciones en el 
Registro Civil; 2) Patrimonio Familiar; 
3) Habilitación para comparecer en 
Juicio; 4) Emancipación Voluntaria; 5) 
Habilitación de Edad; 6) Información 
ad perpetuam; 7) Divorcio por mutuo 
consentimiento; 8) Inventarios Solem-
nes; 9) La Separación de Hecho; 10) 
Conciliación y Arbitraje; 11) Ejecución 
de Garantías; 12) Autorización para con-
traer segundas y ulteriores nupcias; 13) 
Autorización para enajenar bienes de 
menores; 14) Deslinde y Amojonamien-
to; 15) Celebración de matrimonios; 16) 
Calificación de edad; 17) Cesación de 
comunidad; y, 18) Partición de bienes.

Nótese que no se incluyó en el Código 
del Notariado la descripción de los actos  
judiciales no contenciosos en negocios 
de comercio tal como aparecen en el Có-
digo de Procedimientos Civiles de 1906; 
sin embargo, quedan incluidos  median-
te el concepto de “además de los previs-
tos en otras leyes”, como lo es el  Código 
de Procedimientos Civiles, el Código de 
Comercio, el Código de Familia, el Códi-
go de la Niñez y la Adolescencia, la Ley de 
Garantías Mobiliarias, la Ley para la Gene-
ración de Empleo, Fomento a la Iniciativa 
Empresarial, Formalización de Negocios 
y Protección a los Derechos de los Inver-
sionistas y otras, para solo mencionar al-
gunos ejemplos.

En resumen, la diferencia entre asuntos 
no contenciosos y actos judiciales no 
contenciosos consiste en que el primer 
concepto, es genérico y comprende tan-
to  los actos judiciales no contenciosos 
contemplados en el Código de Proce-
dimientos Civiles, como aquellos actos 
que no estando sujetos a la jurisdicción, 
como lo son el matrimonio (en sede mu-
nicipal), los que tienen que ver con las 
inscripciones civiles de las personas, las 
relacionadas con los actos de      comer-
cio y en cualquier otra materia, que por 
mandato de la ley pueden ser conocidos 
y resueltos en sede notarial: en cambio 
los actos judiciales no contenciosos se re-
fieren, exclusivamente, a aquellos asun-
tos que por ley han sido conocidos y re-
sueltos en sede judicial y ahora notarial, 
pero no comprende  los que son cono-
cidos en procesos ante la administración 
pública o municipal.

Asuntos no contenciosos
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Según el Código de Procedimientos Ci-
viles de 1906, corresponde a los Jueces 
y Tribunales de la República la facultad 
de conocer y decidir sobre las solicitudes 
que se le presenten sobre asuntos o ac-
tos judiciales no contenciosos. Según el 
Código del Notariado, el Notario puede 
conocer además de diecisiete asuntos 
no contenciosos que enumera (Art.59), 
todos aquellos previstos en otras leyes, 
de lo que resulta que, en materia de ju-
risdicción voluntaria, tanto el Juez, los 
funcionarios administrativos, así como 
el Notario, tienen similares atribuciones 
para conocer y resolver estos asuntos 
que la ley ha colocado en la esfera de su 
competencia.

Mientras que al Juez como funcionario 
judicial se le asigna la jurisdicción (juzgar 
y ejecutar lo juzgado) como actividad 
principal, también tiene facultad de co-
nocer y resolver los asuntos no conten-
ciosos previsto en la ley; el Notario como 
funcionario profesional del Derecho con 
carácter de fe pública, hace constar la 
creación, transmisión, modificación, ex-
tinción o resolución de actos, contratos 
y también está facultado para conocer y 
resolver los asuntos o negocios no con-
tenciosos en que intervenga a requeri-
miento o petición de los interesados o 
por disposición de la ley.

Es decir, que tanto el Juez como el Nota-
rio tienen la misma facultad de conocer 
y resolver los asuntos o actos no conten-
ciosos. Con la limitación para el Juez que 
solo puede conocer de aquellos actos 
que la ley procesal específicamente ha 
colocado en la esfera de sus atribuciones 

y, en el caso del Notario, además de los 
contemplados en el Código del Notaria-
do, todos los previstos en otras leyes.

Ambos, Juez y Notario son funcionarios, 
el primero funcionario judicial con suel-
do contemplado en el presupuesto del 
Poder Judicial, y consecuentemente del 
Presupuesto General de la República; y 
el segundo, sin sueldo asignado, con la 
facultad de cobrar directamente a los 
solicitantes o clientes por los servicios 
prestados de conformidad al Arancel del 
Notario emitido por la Unión de Notarios 
de Honduras.

Ambos funcionarios, Juez y Notario de-
penden de la Corte Suprema de Justicia,    
quien los inviste con su calidad de tales 
y ante quien prestan su promesa de ley:    
“Prometo ser fiel a la República, cumplir 
y hacer cumplir la Constitución y las le-
yes” (Art.322 Constitucional); por ello a 
ambos les es aplicable como servidores 
del Estado el no tener más facultades 
que las que expresamente les confiere la 
ley, todo acto que ejecuten fuera de la ley 
es nulo e implica responsabilidad (Art.321 
Constitucional).

Si ambos son funcionarios y les está atri-
buida la facultad de conocer y resolver 
los asuntos de jurisdicción voluntaria o 
actos judiciales no contenciosos, debe 
concientizarse a la ciudadanía de las al-
ternativas que tiene para resolver sus 
asuntos, bien en sede judicial o bien en 
sede notarial, como una obligación y 
contribución a la seguridad jurídica, a la 
paz y a la convivencia social.

El Juez y el Notario
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Coordinadora de la Comisión de Acceso y Ejercicio de la Función Notarial de la Caam. Presidenta de la Asociación 
Nacional de Notarios de Fe Pública del Estado Plurinacional de Bolivia. Actual presidenta de la Asociación Nacional de 
Notarios. Miembro directivo de la Asociación del notariado de Potosí. Miembro del Consejo redactor de la revista Ibe-
roamericana Notarial, España, Académica de honor de la Academia Canaria del notariado, España. Corresponsal de la 
Fundación Canaria: Derecho Sociedad y Culturas”, España. Co Autora Del Proyecto De Ley Del Notariado Plurinacional.

A 10 AÑOS DE LA LEY DEL 
NOTARIADO PLURINACIONAL:
Cambios y nuevos retos del notariado boliviano 

Recientemente, el 27 de enero de 
2024, en la ciudad de Santa Cruz 
– Bolivia, la Asociación Nacional 
de Notarios en un acto académi-
co celebro los diez años de la pro-
mulgación de la ley 483 del No-
tariado Plurinacional, norma que 
en su época fue trabajada por un 
Directorio que tuve el alto honor 
de presidir, lo celebramos en el 
marco de un acto académico por 
la importancia de haber logrado 
cambios importantes en el servi-
cio NOTARIAL. 

Bolivia contaba con una ley pro-
mulgada por el Gobierno de 
José María Linares en 1858, cuya 
norma recibió actualizaciones y 
modulaciones por circulares e 
instructivos a través del entonces 
Consejo de la Judicatura. El No-

tario era nombrado sin respetar 
la “meritocracia” para un periodo 
de 4 años, no gozábamos de la 
autoría plena puesto que se re-
dactaban las Escrituras Pública 
sin añadir, modificar u observar 
la minuta, compartía la fe ante 
la presencia de dos testigos ins-
trumentales que firmaban junto 
a los interesados y el Notario, así 
podríamos detallar una serie de 
falencias que tenía la Ley Notarial.

En ese antecedente varios Direc-
torios emprendieron buscar cam-
bios y mejoras a la ley Notarial, bajo 
el mandato estatutario de su per-
sonalidad jurídica de la Asociación 
del Notariado Boliviano, cuya tra-
vesía empieza con un compromi-
so personal en un viaje realizado a 
España en Condición de becaria 

en la gestión 2010 y 211, conocien-
do aspectos notariales que como 
notaria novel me maravillaron, al 
retornar fueron planteados ante 
el Directorio y el Notariado Bolivia-
no, aspectos como aplicar el acta 
de notoriedad en la declaratoria 
de herederos y todos los procesos 
voluntarios planteando que esas 
competencias jurisdiccionales pa-
sen a la función notarial, ser auto-
res plenos del instrumento y otras 
facultades.

Así con el grupo de Notarios  con-
formé el Directorio 2013 como 
Vice Presidenta para asumir lue-
go la Presidencia de la Asociación 
y buscar el cambio normativo, ese 
cambio no fue sencillo de lograr, 
debíamos explicar la importancia 
de la función notarial ante autori-

Roxana Hamel Ríos Martínez

Tesorera de la CAAm
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dades que muchas veces nos recibían 
cordialmente más no nos compren-
dían, hasta que coincidimos con auto-
ridades que apoyaron el entonces pro-
yecto, y emprendimos de la mano de 
la Comisión de Asuntos Americanos, y 
fundamentalmente del Notariado Es-
pañol en la persona de Alfonso Cavallé 
Cruz e Ignacio Gonzales. 

El esfuerzo, la perseverancia y humil-
dad, nos llevaron a que en enero de 
2014 sea promulgada la ley del Nota-
riado Plurinacional (Ley 483). 156 años 
después, esta Ley recoge como fines: 
Garantizar la seguridad de los actos, 
contratos y negocios jurídicos, garanti-
zar la armonía social para el Vivir Bien; 
garantizar la implementación tecnoló-
gica para un servicio integral, garanti-
zar la responsabilidad sobre los servi-
cios del Notario de Fe Pública.
Entre los aspectos más destacados 
de esta norma para el cumplimiento 
de sus fines son: La creación de una 
estructura de organización del Nota-
riado, que está compuesta por el Con-
sejo del Notariado Plurinacional, La 
Dirección del Notariado Plurinacional, 
Las Direcciones Departamentales y las 
Notarías de Fe Pública y de Gobierno; 
la  institución creada bajo el nombre 
de Consejo del Notariado Plurinacional 
está integrada por un representante 
del Ministerio de Justicia, un integran-
te del Ministerio de Relaciones Exterio-
res, un representante del Ministerio del 
Trabajo y Seguridad Social y dos repre-
sentantes de la Asociación Nacional de 
Notarios, este órgano tiene la finalidad 
de ejercer control y fiscalización en las 
actividades que desarrolla la Dirección 
del Notariado Plurinacional. Cada inte-
grante tiene sus específicas funciones 
y atribuciones definidas.

En lo relativo al Notario, el Art. 11 de la 
ley define NOTARIO O NOTARIA DE FE 
PÚBLICA: “Es el profesional del dere-

cho que cumple el servicio notarial por 
delegación del Estado y la ejerce de 
forma privada, asesorando excepcio-
nalmente en el marco de sus funcio-
nes, interpretando y dando forma legal 
a la voluntad de las y los interesados, 
elaborando y redactando los instru-
mentos públicos, asimismo realizará 
los trámites en la vía voluntaria notarial 
previstos en la presente ley”. Dejando 
de lado la tremenda confusión que 
otrora existía en la ley del Notariado.

El Notario no solo se convierte en au-
tor pleno del instrumento, sino que 
se abre un amplio ámbito de compe-
tencias tanto en materia civil y fami-
liar conociendo ahora los trámites de 
declaratoria de herederos y todos los 
procesos voluntarios que se tramitaba 
ante el Juez Instructor, pasa así mismo 
la figura del divorcio de mutuo acuerdo 
como una competencia notarial, siem-
pre que no hayan hijos menores de 
25 años, bienes, intención de asisten-
cia alimentaria, autorización de viajes 
del menor y muchos aspectos, imple-
mentando formalidades al instrumen-
to que segura estoy que el Notario se 
convierte en verdadero garante de los 
derechos de la ciudadanía.

Un anhelo que tenía el Notariado Boli-
viano, que fue considerado una “utopía” 
era; lograr la permanencia en la Función 
Notarial, hasta antes de la promulgada 
ley del notario plurinacional, el periodo 
de funciones de un notario en Bolivia 
era sólo por cuatro años, esto ahora ha 
terminado creándose la carrera notarial 
en base a méritos y permanente capa-
citación que garantiza la permanencia 
notarial, además del buen servicio. Se 
ha implementado la evaluación per-
manente y periódica cada dos años, no 
aprobar la evaluación es una de las for-
mas de cesación, también; se cesa por 
muerte, por renuncia escrita y por inca-
pacidad sobreviniente.
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Asimismo; se accede al cargo bajo ciertos re-
quisitos como ser profesional de derecho du-
rante 6 años, tener especialidad en derecho 
notarial, no haber sido sancionado disciplina-
ria y/o penalmente y participar aprobando el 
examen de competencia.

Como novedad se incorporó el servicio notarial 
en el ámbito Indígena Originario Campesino 
debiendo asistir y dar fe de los actos común-
mente practicados por las comunidades o 
pueblos indígenas originarios campesinos, te-
niendo la obligación de conocer sus sistemas 
y normas y procedimientos aplicados por las 
comunidades en el ámbito territorial de la fun-
ción, contribuyendo al acceso a una forma de 
seguridad jurídica que emana de la Constitu-
ción Política del Estado.

Por vez primera se tiene un control deontológi-
co por medio de un régimen disciplinario, que 
es bastante riguroso, en otrora los Notarios fue-
ron juzgados con procedimientos adecuados 
a la función jurisdiccional por ser parte del Ór-
gano de Justicia, sin tener jurisdicción ni com-
petencia se adecuaba cualquier conducta a las 
faltas previstas para la función jurisdiccional.

El notariado en conclusión pasa a depender 
del Consejo del Notariado Plurinacional bajo la 
tuición del Ministerio de Justicia, se convierte 
en verdadero garante de los derechos de las 
personas y pueblos originarios indígenas cam-
pesinos, cumple su verdadero rol a la hora de 
dar Fe Pública, deja de ser un mero transcrip-
tor, tiene nuevas competencias, goza de dere-
chos se debe a sus obligaciones y sobre todo 
se debe a la PAZ SOCIAL Y AL BUEN VIVIR.
Bajo estos principios, están claras las funciones 
y prohibiciones de la función notarial que rom-
pen y sancionan cualquier tipo de monopolio 
que tanto daño le hizo a la imagen del notario 
en Bolivia.

Por los momentos vividos por el Notariado Bo-
liviano ante una serie de adversidades, hacían 
pensar que lograr la promulgación de esta ley 
era poco menos que imposible, pero gracias a 

la cooperación de la UINL, CAAm., en especial 
del Consejo General del Notariado Español, 
que cooperaron desinteresadamente al Nota-
riado Boliviano, se ha logrado y hecho realidad 
contar con una norma anhelada cumpliendo 
el objetivo trazado. 

Debo confesar que en este largo proceso para 
lograr la construcción de esta norma hemos 
atravesado situaciones muy difíciles, fuimos 
sometidos a presiones por el Tribunal de Jus-
ticia, Consejo de la Magistratura, pasando mo-
mentos críticos mi Presidencia y Directorio, 
inclusive el siguiente Directorio por promover 
e impulsar la promulgación de esta norma ju-
rídica, a la que considero de avanzada en este 
proceso de cambio que vive mi país.  

Este arduo proceso que nos ha tocado con-
solidar a favor del noble pueblo boliviano, no 
hubiese sido posible sin la cooperación per-
manente del Consejo General del Notariado 
Español, del Dr. Alfonso Cavallé Cruz, quien al 
pedido del Notariado Boliviano se presentó en 
Bolivia las veces necesarias, lo trascendental 
fue su presencia en Bolivia durante la realiza-
ción del Congreso Internacional del Notariado 
realizado en Lima Perú el 5 de Octubre de 2013, 
tuvo a bien dejar el evento y su itinerario pro-
gramado para trasladarse a Bolivia  después 
de escuchar el informe que la norma corría el 
riesgo de ser desplazada por otra atentatoria 
al Notariado, fue recibido por el pleno de la 
Asamblea Plurinacional en donde pudo expli-
car de las bondades del entonces proyecto.

No solo fue crítico el periodo de la construc-
ción normativa, lo fue también la defensa de 
la ley, puesto que plantearon un recurso de in-
constitucionalidad, habiendo dispuesto el Tri-
bunal Constitucional como medida cautelar la 
paralización de la aplicación de la Norma, sin 
aclarar al amparo de qué norma se prestaría 
el servicio notarial, ante la denuncia pública 
realizada por la Asociación Nacional el Tribu-
nal Constitucional percatado de su error aclaro 
que la medida sólo era referente a los artículos 
recurridos.



72

Los diez años transcurridos nos hacen ver el 
pasado, proyectarnos al futuro, ver qué aún 
estamos empezando, durante la celebración 
realizada por los 10 años de vigencia de la ley, 
acompaño el último panel el Ministro de Justi-
cia Dr. Iván Lima Magne, quien después de es-
cuchar las conferencias de Dr. Homero López, 
Dra. Cristina Armella, Dr. David Figueroa, Dr. 
José ángel Martínez Sánchez, Dr. Alfonso Cava-
llé, Dr. Pedro Galindo Gil y Dr. Edgardo Hopkins 
con temáticas como la ética, la tecnología, la 
autonomía de las personas con discapacidad, 
la lucha contra el blanqueo de capitales, nos 
hacen ver que hay un camino largo aún por 
recorrer.

El Notariado Boliviano, luego de observar el 
camino recorrido, de haber sido reconocidos, 
haber logrado en coordinación con autorida-
des nacionales como el Director del Notariado 
Plurinacional Dr. Milton Barón fundamental-
mente con el Presidente del Consejo del No-
tariado Plurinacional el Ministro Dr. Iván Lima 
Magne trabajar en función de las directrices de 
los fines de la Ley en estos últimos dos años se 
implementó una plataforma digital denomi-
nada Sinplu, el Consejo ha sesionado con los 
representantes de los Notarios, se ha emitido 
Decretos para la implementación plena de la 
vía notarial voluntaria, se ha reconocido el tra-
bajo de los notarios y su permanente capaci-
tación reconociendo a la mejor puntuación de 
desempeño, así como a los Notarios de mayor 
trayectoria, y a la dirigencia notarial.

Frente a su historia, y vivida la realidad el No-
tariado Boliviano tiene grandes retos aún por 
consolidar, la organicidad notarial, implemen-
tación de un órgano de centralización preven-
tiva para la lucha contra el lavado de dineros, 
en la función notarial trabajar en temas como 
la manifestación de la voluntad y acceso al 
servicio notarial de personas vulnerables,  re-
afirmando que el Notario es un garante de los 
derechos y debe buscar con su actuar la paz 
social, la armonía en el buen vivir, de la mano 
de la Fe Pública.

Por vez primera se tiene un 
control deontológico por me-
dio de un régimen disciplina-
rio, que es bastante riguroso, 
en otrora los Notarios fueron 
juzgados con procedimientos 
adecuados a la función ju-
risdiccional por ser parte del 
Órgano de Justicia, sin tener 
jurisdicción ni competencia se 
adecuaba cualquier conducta 
a las faltas previstas para la 
función jurisdiccional.

“
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Guadalupe Díaz Carranza

Presidenta del Colegio Nacional del Notariado Mexicano

Egresada de la Universidad Iberoamericana.  Obtuvo la Patente de notario público no 83 en el Estado de 
Oaxaca. Presidenta del Colegio de Notarios para el Estado de Oaxaca.  Vicepresidenta Zona Sur del Colegio 
Nacional del Notariado Mexicano. Representante de los Estados de la zona Sur en la comisión de Infonavit. 
Preside el Colegio Nacional del Notariado Mexicano.

A lo largo de la experiencia que muy honrosamente me han concedido los no-
tarios de México, de dirigir el Colegio  Nacional del Notariado Mexicano (CNNM) 
y, por consiguiente, de tener participación en la Unión Internacional del Nota-
riado (UINL), he podido observar el gran dinamismo y compromiso con el cual 
su Comisión de Asuntos Americanos (CAAm)  ha asumido el reto de proponer 
una agenda de trabajo para los 22 países miembros que la integran, a fin de 
consolidar el papel de la UINL como un organismo internacional de vanguar-
dia, comprometido con el bienestar, no solo de los notarios del mundo, sino con 
sus respectivas comunidades a las que sirven.

Con ese contexto de gran compromiso y dinamismo, tomo la oportunidad de 
dirigirme a los amables lectores de esta Revista, cuya publicación es, dicho sea 
de paso, una muestra tangible de las características de la CAAm a las que me 
he referido, para proponer un par de reflexiones sobre los temas que posible-
mente sean merecedores de estudio, discusión y posicionamiento doctrinario 
de nuestra organización notarial internacional.

UNA PROPUESTA PARA LA 
AGENDA DE LA COMISIÓN 
DE ASUNTOS AMERICANOS 
DE LA UINL
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1 Véase en la siguiente liga electrónica:
https://repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/ce419364-f83a-4ef3-a9dd-91c9c295b273/content
En ese documento se establece que “La economía digital está constituida por la infraestructura de telecomunicaciones, las industrias 
TIC (software, hardware y servicios TIC) y la red de actividades económicas y sociales facilitadas por Internet, la computación en la 
nube y las redes móviles, las sociales y de sensores remotos. Como se vio en la Introducción, la economía digital es un facilitador cuyo 
desarrollo y despliegue se produce en un ecosistema caracterizado por la creciente y acelerada convergencia entre diversas tecnolo-
gías, que se concreta en redes de comunicación (redes y servicios, redes fijas-móviles), equipos de hardware (móviles multimedia 3G y 
4G), servicios de procesamiento (computación en la nube) y tecnologías web (Web 2.0).”

Es innegable que la vertigino-
sa velocidad con la que, du-
rante las últimas cinco déca-
das, el desarrollo tecnológico 
ha potencializado la rapidez 
en el flujo de información, lo 
que ha exigido de todos los 
actores que participan en las 
relaciones comerciales una 
adaptación necesaria a estas 
nuevas formas para hacer ne-
gocios. Estas condiciones se 
complementan con el mayor 
alcance que tienen las comu-
nicaciones alcanzando rápi-
damente lugares ubicados 
geográficamente a mayores 
distancias. 

Por ello, existe un permanen-
te interés de las organizacio-
nes internacionales para en-
contrar formas que permitan 
la construcción y desarrollo 
de negocios de una manera 
más ágil y menos complica-
da. Eso ha puesto en la mesa 
el debate sobre las condicio-
nes jurídicas de los diferentes 
Estados, que los posicionan 
en el espectro como promo-
tores u obstaculizadores de 
las inversiones. Esta discusión 
no puede ser completa sin 
implicar en una buena parte a 
la participación del notario, en 
tanto que es el encargado de 
encausar la elaboración de los 
actos jurídicos que pasan ante 
su fe, por el sistema jurídico 
del país del que se trate. 
Es cierto que esta discusión, 
en lo general, no es nueva; 
pero también lo es, que son 
distintas aristas de ese tema 
general, las que deben ser 
estudiadas y debatidas minu-

ciosamente. Tal es el caso de 
cuestiones como la concilia-
ción de sistemas jurídicos que 
son distintos, no solo por ser 
Estados distintos, sino porque 
proceden de familias jurídicas 
distintas como sucede con el 
caso de las transacciones co-
merciales entre México y Esta-
dos Unidos. 

Esta cuestión, que aún sigue 
siendo muy general, implica 
temas aún más particulares 
como el determinar las Impli-
caciones legales para el nota-
riado, en el uso de tecnologías 
emergentes en la autentica-
ción de documentos en Amé-
rica Latina. En ese sentido, re-
sultará fundamental el debate 
jurídico que habrá de desa-
rrollarse dentro de la Jornada 
Iberoamericana que tendrá 
lugar en su edición 2024 en 
Santa Cruz de Tenerife, Espa-
ña, respecto de la circulación 
segura del instrumento no-
tarial en América, pero con la 
adición del uso de las nuevas 
tecnologías en su elaboración.

Otra cuestión que pudiera ser 
merecedora de una profunda 
reflexión jurídica desde la óp-
tica del notario es la del papel 
del notariado en la protección 
de los derechos de propiedad 
intelectual en el contexto de 
la economía digital en Amé-
rica del Norte. Explorar la pro-
fundidad en la que el notario 
puede intervenir para ase-
gurar la mayor certeza en la 
protección de la propiedad in-
telectual resulta ser un tema 
atractivo como un estudio de 

derecho comparado, conside-
rando la diferencia sustancial 
que existe entre el public no-
tary estadounidense y el no-
tario público de corte latino 
que existe en la mayoría de los 
países de nuestro continente, 
para resaltar lo ventajoso que 
resulta para los creadores y 
desarrolladores el contar con 
especialistas jurídicos que les 
den mayores y mejores condi-
ciones para proteger las obras 
producto de su ingenio y de 
su intelecto ante la vertigino-
sidad del comercio digital.

Consideramos de fundamen-
tal importancia realizar estas 
reflexiones, como una for-
ma de poder lograr objetivos 
que van desde la revaloriza-
ción del notario público de 
corte latino como un agente 
relevante que permite para 
garantizar el estado de dere-
cho en los países y todos los 
temas afines (desjudicializa-
ción, mediación, entre otros) 
como una forma de impulsar 
el desarrollo económico en 
nuestros países a partir del 
impulso a la economía digital. 
Incluso, la propia Organiza-
ción de las Naciones Unidas 
en un documento muy inte-
resante ha dejado al descu-
bierto las notorias diferencias 
entre los países de América 
Latina desde la óptica de la 
economía digital.1

Existen otros desafíos lega-
les y oportunidades en la 
implementación de contra-
tos inteligentes basados en 
blockchain en transacciones 
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2 La blockchain es una tecnología reciente en la cual se fundamenta el uso de las criptomonedas. A decir de Alejandro Bartolomeo, “La blockchain 
funciona como un gran registro contable (“libro mayor”) en donde se anotan todas las transacciones realizadas. Aproximadamente cada diez mi-
nutos, se hace una copia y se agrega un bloque. De ahí surge el nombre de blockchain o cadena de bloques.” Véase:  https://bdigital.uncuyo.edu.ar/
objetos_digitales/15304/14.-introduccinalatecnologia.pdf

comerciales en América2. De la mano con lo dicho 
anteriormente, es importante fijar una posición res-
pecto del papel del notario americano en el desa-
rrollo de estas tecnologías de seguridad informática. 
Especialmente es necesario dejar claro que la tecno-
logía, en tanto herramienta del ser humano, ofrece 
muchas ventajas para la realización de ciertas acti-
vidades, pero la participación del notario como un 
especialista jurídico que le da contenido a los actos 
jurídicos resulta necesaria e imprescindible.

En ese sentido, es de reconocer el esfuerzo realizado 
por nuestra organización notarial internacional so-
bre el tema y que sin duda alguna nos impele a pro-
fundizar y desarrollar mayores estudios doctrinarios 
que den soporte suficiente a los debates desarrolla-
dos frente a otras organizaciones internacionales.

En esta agenda es necesario entrar a temas como el 
impacto de la inteligencia artificial en la redacción y 
revisión de documentos legales notariales en América, 
partiendo de las perspectivas que estas nuevas tecno-
logías nos presentan, pero también en sus regulacio-
nes. En México tenemos a distinguidos notarios que 
se encuentran desarrollando trabajo académico sobre 
este tema, cuyo auge es muy reciente, tal vez detona-
do por la pandemia de COVID-19 en el año 2020.

Conforme a lo expuesto, en un contexto de transac-
ciones comerciales internacionales con países no 
pertenecientes a la tradición notarial latina, es funda-
mental abordar el papel del notario debido a varias 
razones jurídicas significativas. El notario desempeña 
un papel crucial en la autenticación y certificación de 
documentos legales, lo que proporciona seguridad y 
credibilidad a las partes involucradas en la transac-
ción. Es necesario reflexionar que la ausencia de un 
sistema notarial sólido, el riesgo de actos fraudulen-

tos, falsificación o malentendidos en la interpretación 
de los documentos legales, tiende a crecer y ello pue-
de resultar en disputas costosas y prolongadas.
Además, el profundo compromiso del notario con 
la deontología notarial le permite actuar como un 
agente imparcial y neutral, cuya intervención ayu-
da a garantizar el cumplimiento de las leyes y nor-
mas jurídicas, tanto en el país de origen como en el 
país de destino de la transacción. Esto es especial-
mente relevante en transacciones comerciales in-
ternacionales, donde las diferencias en los sistemas 
legales y culturales pueden generar complicacio-
nes adicionales.

Por último, la presencia de un notario puede facilitar 
la ejecución y el reconocimiento de los documen-
tos legales en el extranjero, ya que su firma y sello 
suelen ser reconocidos internacionalmente como 
prueba de autenticidad. En resumen, hablar del pa-
pel del notario en transacciones comerciales inter-
nacionales es crucial para garantizar la seguridad 
jurídica, la protección de los derechos de las partes 
y la facilitación del comercio transfronterizo en un 
entorno globalizado.

Son estas las consideraciones que muy comedida-
mente me permito formular al notariado america-
no para que, de considerarlo así, sean el objeto de 
la reflexión para el futuro inmediato y que son con-
testes con la realidad social de nuestras comuni-
dades en América. Estoy segura de que, en abono 
del dinamismo y energía para el trabajo notarial en 
México, América y el mundo, el notariado mexicano 
refrenda su disposición para sumarse al desarrollo 
del conocimiento de vanguarda impulsado desde la 
Unión Internacional del Notariado y su Comisión de 
Asuntos Americanos.
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1  Cfr. Alfonso Cavallé Cruz y Ramón Casilda Bejar, “La seguridad de las inversiones en Iberoamérica y el proyecto Iberfides”. Boletín económico de 
ICE, Información Comercial Española, Ministerio de Economía Comercio y Empresa. ISSN 0214-8307, Nº 3108 (Del 1 al 28 de febrero de 2019), 2019.

El desarrollo tecnológico y jurídico de bastantes países del ámbito de Iberoamérica es 
favorable a la implementación de un sistema de colaboración interinstitucional para 
la circulación segura de instrumentos públicos notariales. La suma de seguridad jurí-
dica y tecnológica permiten la creación de un vehículo y puente de unión facilitador 
de las relaciones jurídicas transnacionales, que acerque a las personas, las familias, 
asegure además las inversiones y contribuya al desarrollo económico y social.

Iberoamérica cuenta con sistemas comunes de seguridad jurídica preventiva, con 
notariados enmarcados en la Unión Internacional del Notariado (UINL). Los países de 
la región que gocen de una buena regulación notarial y de un correcto desarrollo tec-
nológico podrán potenciar la contratación y la circulación internacional ágil, eficiente 
y segura de la documentación incorporándose al proyecto Iberfides.

Alfonso Cavallé Cruz

Representante del Consejo Federal Español para América

Decano-presidente del Iltre. Colegio Notarial de las Islas Canarias. Delegado para América del Consejo Ge-
neral del Notariado. Notario de Santa Cruz de Tenerife.  Licenciado en Derecho. Delegado para América del 
Consejo General del Notariado. Presidente de la Comisión de Consumidores. Consejero de la Agencia Nota-
rial de Certificación (ANCERT). Miembro del Comité organizador del Congreso Notarial Español. Codirector 
y organizador de las XV Jornadas Notariales Iberoamericanas en Madrid.

LA CIRCULACIÓN SEGURA 
DE DOCUMENTOS 
NOTARIALES EN EL ÁMBITO 
IBEROAMERICANO: 
El proyecto Iberfides1
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Este proyecto, tiene dos pilares. Uno es el aprovechamiento de las tecnologías de la 
comunicación, que necesita de un desarrollo corporativo notarial, lo que constituye 
una apuesta estratégica del notariado iberoamericano. Con ellas se puede superar 
la limitación espacio–temporal, que, objetivamente, dificulta las relaciones entre los 
países. Para ello es imprescindible incrementar el nivel de seguridad tecnológica a 
fin de evitar la delincuencia, en especial las falsificaciones y suplantaciones. Su uso 
reportará indudables ventajas desde el punto de vista personal y económico para los 
ciudadanos por el ahorro de tiempo y la drástica reducción de costes transaccionales.

El segundo pilar lo constituye las garantías que aporta la intervención de los nota-
rios iberoamericanos en la circulación segura de documentos. Con la intervención 
del notario se gana en confianza, al dar certeza en la perfección y seguridad de un 
acto o contrato, siendo relevante su intervención tanto en la fase previa o precontrac-
tual, como en el momento del otorgamiento garantizando la información, libertad y 
capacidad de quien presta el consentimiento al documento público autorizado. La 
intervención notarial no sólo añade garantías objetivas de legalidad, sino también 
aquellos efectos que, de modo común, le atribuyen los ordenamientos jurídicos ibe-
roamericanos al documento público: efectos sustantivos, fehaciencia, valor probato-
rio y ejecutividad.

1. Antecedentes

Los vínculos entre España y América son una 
realidad centenaria que cala todos los ámbitos: 
el idioma, las costumbres, la cultura, el derecho, 
el comercio y en la vida de las personas y los pue-
blos. Estas vinculaciones son muy acentuadas en 
derecho privado y comercial y tiene su reflejo en 
instituciones, como la notarial, presente, a través 
de los escribanos, desde el mismo momento del 
descubrimiento del Nuevo Mundo. Hoy puede 
hablarse en Hispanoamérica de una tradición 
jurídica común, conservada y desarrollada. 

De los distintos derechos hispanos fue el dere-
cho castellano el que se aplicó al Nuevo Mundo, 
por ser Isabel de Castilla quien apoyó la aventu-
ra de Colón. A la rápida extensión contribuyeron 
los escribanos, que desempeñaron un papel 
fundamental en la cohesión jurídica y social de 
los nuevos pueblos y ciudades. La mutación del 
marco jurídico en Hispanoamérica superó en 
celeridad e intensidad a la propagación del de-
recho romano, y su influencia, tras la indepen-
dencia, subsiste adaptada a las realidades de las 
distintas naciones. Hoy hablamos de comunidad 
hispanoamericana de derecho privado porque 
compartimos raíces, influencias y principios co-
munes. Y esta influencia recíproca se mantiene 
en la actualidad con renacida intensidad.

Hay que tener muy en cuenta, que la presencia 
de los Escribanos en América (hoy llamados en 
muchos países Notarios) es anterior a la creación 
en 1511 de la primera Audiencia en Santo Domin-
go. Las primeras líneas de la historia de Hispa-
noamérica vinieron dadas de la mano de Rodrigo 
Escobedo, escribano que acompañó a Cristóbal 
Colón en su primer viaje, a quien le correspondió 
el 12 de octubre de 1492 dejar constancia escrita y 
dar fe de la toma de posesión en nombre de los 
Reyes Católicos de las tierras recién descubiertas.

La presencia notarial en esos primeros años no 
fue excepcional, sino la regla general. Al Nuevo 
Mundo, junto con la Cruz y la espada, también 
viajó la pluma, que en manos de los escribanos 
representó la paz social, el orden y el derecho. 
Desde el principio, en todos los actos con trascen-
dencia jurídica estuvo presente un escribano que 
dejó recuerdo y constancia de la toma de pose-
sión, fundación de ciudades y en general de todos 
los hechos con relevancia jurídica. Así, por ejem-
plo, el escribano Diego de Godoy levantó acta de 
la constitución del primer ayuntamiento del terri-
torio continental el 10 de junio de 1519, la Villa Rica 
de la Vera Cruz; de la fundación de la Ciudad de 
México, el 8 de marzo de 1524, dio fe el escribano 
Francisco de Orduña. También Francisco Pizarro 
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2. Situación actual

En un mundo cada vez más globalizado e inter-
conectado se hace ineludible buscar soluciones 
prácticas que, con las máximas garantías y se-
guridad, faciliten las relaciones comerciales, em-
presariales, interpersonales y familiares, que son 
especialmente intensas en el ámbito iberoame-
ricano.

Hoy juega a favor de la creación un sistema de co-
laboración interinstitucional iberoamericano para 
la interconexión documental y negocial, como di-
jimos, las herramientas tecnológicas. El proyecto, 
además, se verá considerablemente facilitado por 
los siguientes elementos aglutinadores:

a)	 La comunidad idiomática. Según el Ins-
tituto Cervantes, en el año 2021, eran más de 
600 millones de personas las que hablan cas-
tellano, de los cuales la mayoría están en el 
continente americano. El segundo idioma en 
la región es el portugués que, al igual que el 
castellano, es una lengua del grupo iberorro-
mance, con grandes similitudes, que facilitan 
la comunicación.

b)	 Un segundo elemento aglutinador y fa-
cilitador es la existencia de una tradición ju-
rídica común, que hace que la terminología 

técnica sea en gran medida coincidente, lo 
que facilita la contratación y la interpretación.

c)	 Y el tercer elemento, y no por ello el me-
nos importante, contar estos países con sis-
temas documentales análogos y con nota-
riados que comparten principios comunes, 
actualmente integrados en la Unión Interna-
cional del Notariado (UINL).

Aprovechando estas ventajas, surge en el ámbito 
iberoamericano el proyecto Iberfides, que trata 
de dar respuesta a la necesidad de conectar ne-
gocial y documentalmente los países de la re-
gión, acercando y facilitando las relaciones per-
sonales, familiares, negociales y empresariales.
Iberfides podrá desplegar su utilidad entre aque-
llos países de Iberoamérica que cuenten con 
notariados con buena implementación tecno-
lógica, con corporaciones notariales fuertes, con 
una regulación notarial adaptada a los principios 
de la Unión Internacional del Notariado (UINL). 
Es decir, que cuenten con notariados del siste-
ma latino-germánico, por respeto al principio de 
equivalencia de formas, con documentación do-
tada de similares efectos, calidad y que cuenten 
con la garantía de sus estados a fin de que gocen 
de la máxima seguridad y eficacia.

se hizo acompañar del escribano Pedro Sánchez 
de la Hoz. Hoy se conserva en el Archivo General 
del Perú el Protocolo ambulante de los conquis-
tadores, también conocido como Libro becerro, 
que abarca un periodo comprendido entre el 1533 
y 1542, en el que se contienen las escrituras au-
torizadas por los escribanos que acompañaron a 
los conquistadores en su periplo por Cajamarca, 
Jauja, Piura, Cuzco, Lima, Chile y Argentina. Cier-
tamente para conocer la historia de América y Es-
paña hay que acudir a la rica fuente constituida 
por los protocolos notariales. En ello quedó plas-
mado no sólo los grandes hechos, también la vida 
de las personas y de los pueblos, sus realidades 
cotidianas, familiares, patrimoniales, sus senti-
mientos y creencias, y dotó de certeza y seguri-
dad las relaciones jurídicas entre los particulares. 

Además de las realidades sociales y jurídicas en 
las tierras recién descubiertas, los protocolos 
notariales centenarios dejaron remembranza y 
prueba fehaciente del comercio y de las inten-
sas y frecuentes vinculaciones socioeconómicas 
entre los habitantes de ambos lados del Atlánti-
co. Escrutando los protocolos del siglo XVI, se evi-
dencia que a los pocos años del descubrimiento 
las relaciones jurídicas familiares y comerciales 
transatlánticas eran fluidas y habituales. Hoy, 
quinientos años después, la sociedad demanda 
reeditar en los países iberoamericanos una inter-
conexión documental adaptada al siglo XXI, que 
facilite y agilice las relaciones jurídicas, familiares, 
civiles y comerciales dotándolas de seguridad, 
certeza y eficiencia.
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3. La circulación segura 
de documentos notariales 
electrónicos

En el espacio iberoamericano la 
circulación de personas y empre-
sas es cada vez más intensa, lo que 
nos impela a facilitar al máximo la 
circulación de documentos nota-
riales. La experiencia mantenida 
en España en las últimas décadas 
ha sido fructífera y pueden servir 
de ejemplo de buena práctica.

El notariado español es el colecti-
vo pionero y más activo en el pro-
ceso de implantación de la admi-
nistración electrónica. Desde hace 
años, cualquier copia autorizada 
electrónica de un instrumento 
público puede remitirse de forma 
inmediata, por ejemplo, de una 
notaría de Galicia a otra de las Is-
las Canarias, con las máximas ga-
rantías y seguridad. Esto se realiza 
de forma segura y confidencial a 
través del ciberespacio por medio 
de los servicios centrales de la pla-
taforma tecnológica del Consejo 
General del Notariado de Espa-
ña —Agencia Notarial de Certi-
ficación (ANCERT)—, usando las 
firmas electrónicas avanzadas y 
reconocida, con cifrado de datos, 
tanto por el notario que la envía 
como por el notario receptor. La 
copia autorizada (en algunos paí-
ses llamada testimonio) electró-
nica goza de idéntico valor legiti-
mador, autenticidad y efectos que 
la tradicional copia autorizada en 
papel (art. 17 bis Ley del Notaria-
do). Estos envíos telemáticos se 
efectúan cotidianamente a otras 
notarías y otros organismos públi-

cos. Las comunicaciones se llevan 
a cabo a través de una red de te-
lecomunicaciones exclusiva, Red 
Notarial de Servicios Integrados 
(RENO). Gracias a su existencia se 
ha agilizado el tráfico jurídico sin 
merma de seguridad y con un cla-
ro beneficio para los ciudadanos, 
como apuntamos, en ahorro de 
tiempo, desplazamientos y costes.

Desde su entrada en funciona-
miento han sido millones las co-
pias electrónicas autorizadas re-
mitidas entre notarios, con total 
seguridad, sin que se haya pro-
ducido el más mínimo inciden-
te. La seguridad de los procesos 
telemáticos notariales es de las 
más altas a nivel mundial a fin de 
generar la máxima confianza en 
la privacidad, solvencia tecnoló-
gica y seguridad de los sistemas. 
La utilización de la firma electró-
nica por el Notariado español se 
remonta a la Ley 24/2001 de 27 de 
diciembre, que, en el art. 17 bis de 
la Ley del Notariado, estableció las 
bases del documento público no-
tarial electrónico. 

La plataforma tecnológica del no-
tariado español (ANCERT) tuvo en 
sus orígenes como primera fun-
ción el gestionar la autenticación, 
generación de firma electrónica 
avanzada y reconocida de los no-
tarios y cifrado de datos. La firma 
electrónica notarial permite al no-
tario acceder a la intranet notarial 
(SIC) o al Sistema Integrado de 

Gestión del Notariado (SIGNO) y a 
un cada vez más relevante abani-
co de servicios a la ciudadanía y de 
colaboración entre notarios y con 
las administraciones públicas.

Este sistema de colaboración no-
tarial, con las lógicas adaptaciones, 
puede trasladarse e implementar-
se entre países de Iberoamérica. 
Son muchos los ejemplos de los 
documentos que cada día se remi-
ten entre continentes y entre paí-
ses de Iberoamérica. Por ejemplo, 
en el campo de los negocios jurídi-
cos, tanto civiles como mercantiles: 
constituciones de sociedades, po-
deres, ratificaciones y un sinnúme-
ro de contratos civiles y mercanti-
les. En el ámbito de las relaciones 
familiares: las autorizaciones para 
viajar, documentos para reagrupa-
ción familiar, autorizaciones en ma-
teria de ejercicio de patria potestad, 
títulos académicos, documentos 
para el cobro de pensiones, entre 
otros muchos. Hoy su utilidad es 
incuestionable pues contamos con 
la experiencia contrastada de la cir-
culación segura de documentos 
electrónicos notariales en España. 
Apoyándonos en esta experiencia 
es imprescindible articular conve-
nios que permitan la colaboración 
entre los notariados de los distintos 
países para lograr también en el 
ámbito iberoamericano un siste-
ma seguro de circulación de do-
cumentos notariales en beneficio 
de la sociedad. A esta finalidad res-
ponde la Plataforma Iberfides.
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4.- Funcionamiento de 
la plataforma Iberfides

La plataforma Iberfides es una he-
rramienta tecnológica para el inter-
cambio de documentación pública 
notarial entre países por vía telemá-
tica con las máximas cotas de segu-
ridad jurídica y tecnológica. 

La circulación de documentación, 
debidamente apostillada, ha de 
cumplir los estándares más altos en 
la certificación y validación de las 
credenciales de la documentación. 
Esta es enviada entre organismos 
de control y supervisión del notaria-
do de cada país, a través de la Pla-
taforma Iberfides, por las personas 
autorizadas mediante el uso de sus 
firmas electrónicas. 

Por ejemplo, en el caso de España 
serán los Colegios Notariales y, en el 
caso de Bolivia, la Dirección del No-
tariado Plurinacional (DIRNOPLU). 
Los Colegios Notariales en España 
son la misma Administración, como 
resulta de su dependencia directa 
del Ministerio de Justicia a través 
de la Dirección General de Seguri-
dad Jurídica y Fe Pública2. Y la DIR-
NOPLU es un ente descentralizado, 
encargado de organizar y regular el 
ejercicio del servicio notarial, bajo 
tuición del Ministerio de Justicia y 
Transparencia institucional del Es-
tado Plurinacional de Bolivia. Es 
decir, el punto del país de origen, 
desde el que se remite a través de 
la plataforma el documento nota-
rial, y el del país de destino serán 
organismos de control, que tienen 
la posibilidad de comprobar que el 

remitente es un notario en ejercicio 
de sus funciones, lo que además se 
acreditará con la correspondiente 
legalización o apostilla
.
La remisión del documento público 
electrónico se realizará desde una 
Notaría del país remitente, median-
te su envío por medios telemáticos 
autorizados y seguros a su orga-
nismo de control, desde donde y a 
través de la plataforma, a su vez, se 
remitirá al correspondiente organis-
mo del país de destino. Y desde el 
organismo de destino se remitirá a 
la Notaría oportuna del país igual-
mente por medios telemáticos. 
 
Con el envío y recepción entre orga-
nismos de control se evitarán las su-
plantaciones y habrá plena garantía 
de que nos encontramos ante un 
documento notarial autorizado por 
un Notario en ejercicio de su car-
go. Hoy, la ciberdelincuencia es una 
realidad, por ello la importancia de 
adoptar las máximas medidas de 
seguridad a fin de generar la mayor 
confianza y evitar riesgos. 

Con Iberfides se pretende, además 
minimizar los tiempos en los envíos 
de documentación. El envío y re-
cepción desde la Notaría de origen 
a la de destino final, a través y con 
intermediación de los organismos 
competentes, será automática y por 
tanto inmediata. Con ello se abara-
tan costes, se gana en rapidez y en 
seguridad en el flujo de documen-
tación pública notarial. 

2 Cfr.: Resolución de la Dirección General, en consulta, Sistema notarial, de 9 de junio de 2020. 
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La seguridad técnica es esencial para el buen fun-
cionamiento del proyecto Iberfides, por lo que se 
adoptarán las máximas garantías en la platafor-
ma para su acceso y en el funcionamiento. Por 
ello el acceso a la plataforma estará limitado a 
las personas de los correspondientes organismos 
que sean autorizadas y sólo podrá efectuarse 
mediante certificado electrónico o proveedor de 
identidad nacional de cada organismo o país. 

Accediendo vía certificado electrónico, el certi-
ficado tendrá que cumplir las siguientes carac-
terísticas: debe permitir el uso de la clave para 
autenticación; debe contener información que 
permita la identificación unívoca del usuario 
que accede; y el certificado debe ser válido, no 
expirado, no revocado y de confianza.

El acceso vía proveedor de identidad nacional esta-
rá implementado y custodiado por técnicos de los 
organismos de cada país para identificar fehacien-
temente que el acceso electrónico es válido y que 
es realizado por persona autorizada en el sistema.

Una vez dentro del sistema, el organismo auto-
máticamente realiza la carga de la documenta-
ción notarial, siempre con firma electrónica por 
el Notario de origen embebida en el documento 
y su apostilla. Desde la plataforma se realizará la 
validación criptográfica de la firma electrónica 
del documento notarial enviado.

La plataforma realizará el envío telemático de 
notificaciones al organismo de destino a través 
de una red de telecomunicaciones segura don-
de toda la información, en transporte, viaja en-
criptada por un protocolo de seguridad con un 
cifrado de 512 bytes.

La persona autorizada del organismo de destino 
accederá a la plataforma con certificado electró-

nico, y enviará los documentos recibidos a la co-
rrespondiente Notaría. La plataforma notificará 
al organismo de origen la descarga de la docu-
mentación por parte del organismo de destino.
La plataforma genera un recibo con sello de 
tiempo cualificado con cada paso en el proceso 
de envío/recepción. Y todos los datos y documen-
tos que se envían en la plataforma se mantienen 
vigentes por un periodo de 31 días naturales, una 
vez pasado este tiempo, los mensajes con sus 
documentos adjuntos quedan archivados y se-
rán inaccesibles por el usuario. 

La plataforma Iberfides actúa como canal de 
transmisión de documentación notarial exclusi-
vamente entre organismos. La plataforma Iber-
fides no se integra ni interactúa directamente 
con las respectivas notarías del país de origen o 
de destino. 

La documentación viaja, por tanto, con los si-
guientes pasos:

1.	 Una persona solicita de un Notario de su 
país de residencia “A” (país de origen) que se 
remita una documentación al país “B” (país de 
destino) para su entrega a la persona indicada.
2.	 El Notario del país “A” remite el docu-
mento a su órgano de control y supervisión 
para su remisión al país B;
3.	 El órgano de control del país “A” remite a 
través de la plataforma el documento al órga-
no de control del país “B”;
4.	 El órgano “B” remite el documento a la 
notaría de destino de su país.
5.	 El Notario del país “B” hace la entrega del 
documento a la persona destinataria de la 
documentación.

Todos estos pasos, al estar automatizados, se 
realizan de forma segura e inmediata.

Todos estos pasos, al estar automatizados, se realizan de forma segura e inmediata.
Precisamente, por actuar la plataforma Iberfides como canal de transmisión de docu-
mentación notarial exclusivamente entre organismos (paso 3º), serán los organismo del 
país de origen “A” y el de destino “B” quienes, respectivamente, se responsabilizan de 
garantizar los pasos 2º y 4º, es decir: el primero “A”, en garantizar que es correcta la docu-
mentación remitida desde la Notaría bajo su jurisdicción (paso 2º); y, el segundo “B”, en 
garantizar que el documento que recibió del organismo “A” llega a la notaría final (paso 4º) 
para su entrega al destinatario.
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5. Colaboración notarial en 
operaciones transnacionales 
en Iberoamérica: Iberfides

En un futuro próximo, un paso más 
allá de la mera circulación docu-
mental, será la colaboración ins-
titucional con el fin de facilitar la 
celebración de negocios transna-
cionales válidos y eficaces. La globa-
lización también ha llevado como 
consecuencia la internacionaliza-
ción de la contratación, a la cual ha 
de darse respuesta. Centrándonos 
en el ámbito iberoamericano y en la 
común existencia de notariados del 
tipo latino-germánico, más cono-
cido por notariado latino, nos ofre-
ce en la región una puerta abierta 
a que los otorgantes, sin salir de su 
país de residencia, puedan formali-
zar con absoluta garantía un acto o 
contrato que producirá sus efectos 
en otro país de Iberoamérica.

Las similitudes entre notariados, 
idioma y conceptos jurídicos, como 
ya indicamos, facilita sobremanera 
que un inversor, o cualquier perso-
na, pueda acudir al notario de con-
fianza de su país de residencia para 
que, en colaboración con el notario 
del país de destino del negocio y del 
documento, formalice el negocio u 
operaciones transfronterizas que se 
proponga realizar en otro país con 
absoluta garantía. La colaboración 
entre notarios es lo que permite op-
timizar al máximo el asesoramiento 
y control de legalidad, tanto mate-
rial como formal. Estas ideas tam-
bién se pretenden desarrollar con el 
proyecto Iberfides mediante la cola-
boración entre notarios del espacio 
iberoamericano.

Frente a los sistemas anglosajones, 
el sistema notarial latino-germáni-
co, conocido por notariado latino es 
hoy el más extendido en el panora-
ma internacional. Actualmente se 
encuentra implantado en alrede-
dor de 120 países, que representan 
2/3 de la población mundial y más 
del 60% del Producto Interno Bru-
to mundial. La mayor parte de ellos 
están integrados en la UINL. Actual-
mente forman parte de la UINL 91 
países, 15 de ellos forman parte de 
los 19 que integran el G20.

Iberfides dará respuesta, no sólo a la 
contratación mercantil, también a la 
inmobiliaria y en general a toda cla-
se de actos y negocios jurídicos, tan-
to civiles como mercantiles, como lo 
serían, por ejemplo, la constitución 
de sociedades, la transmisión de ac-
ciones o participaciones, la adquisi-
ción y transmisión de inmuebles, las 
escrituras de partición de herencia 
o liquidación de sociedades conyu-
gales, entre otros muchos actos y 
contratos.

El sistema pivota en la colabora-
ción entre un notario de la nación 
de residencia de los otorgantes y 
un notario de la nación donde el 
documento va a desplegar sus prin-
cipales efectos. Esta colaboración 
abarca la fase precontractual de 
preparación o redacción, la fase de 
otorgamiento y la fase post contrac-
tual, fase que incluye trámites como 
la presentación en registros públi-
cos y pagos de impuestos. 
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En los países donde se implante 
el proyecto Iberfides, los notarios, 
además de ser de forma inescin-
dible oficiales públicos y profesio-
nales del derecho, han de reunir 
las características que exige la 
UINL para ser miembro. 

Conforme a las exigencias de la 
UINL, los notarios han de ejercer 
una función pública, en el marco 
de una profesión independiente 
y reglada. Como oficial público, 
actúa por delegación de la auto-
ridad del Estado, de modo que 
los documentos que redacta, de 
los cuales él es el autor, y cuya 
conservación asegura, son docu-
mentos públicos o auténticos, de 
modo que tengan fuerza proba-
toria y ejecutiva.

Además, desde el punto de vista 
del notario, deben cumplirse los 
siguientes requisitos: que con-
trolen la legalidad, es decir ela-
boren documentos conforme a 
la ley, interpretando la voluntad 
de las partes, adecuándola a las 
exigencias legales; den fe de co-
nocimiento o de identidad de las 
personas; se aseguren, bajo su 
responsabilidad, de la capacidad 
y legitimación de los otorgantes, 
en relación al acto o negocio ju-
rídico concreto que se pretenda 
realizar; que garanticen que no 
existen vicios del consentimiento, 
comprobando que la voluntad in-
formada ha sido dada con liber-
tad en su presencia.

Y, desde el punto de vista del do-
cumento, éste ha de cumplir los 
requisitos y debe tener el mismo 
valor y efectos en el país de ori-
gen que en el país de destino. El 
documento notarial extranjero 

debe respetar, por tanto, además 
de las formas adecuadas al lugar 
de celebración locus regitactum, 
los requisitos exigidos por la ley 
aplicable al fondo. Veamos la me-
cánica con un ejemplo:

A.	 Elección del notario de 
confianza: Unos inversores re-
sidentes en un país “A”, realizar 
una inversión en otro país “B”, 
consistente en la adquisición 
de un inmueble.
Los inversores, sin necesidad 
de desplazarse fuera de su 
país acuden al notario de su 
confianza “1” en su país de resi-
dencia “A”, para que formalice 
el contrato.
El notario “1”, en un primer mo-
mento dialogará con los requi-
rentes a fin de recabar datos 
e indagar cuál es su voluntad, 
qué fines empíricos persiguen 
y determinar qué negocio ju-
rídico es el que se ajusta a lo 
querido.

B.	 Solicitud de colaboración 
al Notario del país destinata-
rio de la inversión: Seguida-
mente el notario “1” contacta 
por escrito con un notario “2” 
del país “B”, y le solicita su co-
laboración. La colaboración 
tiene por fin que le indique si 
el negocio es viable y qué re-
quisitos deberán cumplirse, 
conforme a la las leyes del país 
“B”, para asegurar la validez y 
eficacia del contrato.

La solicitud de colaboración se 
efectuará por medio de un for-
mulario, con un contenido que 
podrá ser ampliado o adapta-
do en función de las peculiari-
dades del caso concreto.

C.	 Aceptación de la cola-
boración: Una vez recibida la 
comunicación de solicitud de 
colaboración el notario recep-
tor “2”, deberá aceptarla o re-
chazarla motivadamente.
El notario “2”, si aprecia que 
el contrato es viable, acepta 
la colaboración, lo que comu-
nica por escrito al notario “1”. 
La aceptación implica un pri-
mer control de legalidad, en 
vista de los datos aportados y 
las normas aplicables al fondo 
de la cuestión. La aceptación 
supone el compromiso del 
notario “2” de facilitar al nota-
rio “1” información, realizar un 
control de legalidad, y facilitar 
el cumplimiento de los requi-
sitos exigidos por la legislación 
del país “B”.

D.	 Contenido de la colabora-
ción en la fase previa al otor-
gamiento: Una vez aceptada, 
el notario “2” informará al no-
tario “1” de cuál es la documen-
tación a exigir para llevar ade-
lante la operación, requisitos 
civiles y administrativos que 
han de cumplirse, los impues-
tos, gastos notariales, registra-
les, de gestión, y cualesquiera 
otros que graven la operación. 
La información versará sobre 
la legislación local vigente (en 
materia civil, tributaria, fiscal, 
administrativa, registral y cual-
quier otra legislación aplica-
ble) y requisitos que afecten al 
contenido con el que se redac-
tará el documento.
El notario “2” solicitará en su 
caso información, cuando el 
notario “1” no pueda obtenerla 
directamente, de registros pú-
blicos inmobiliarios y catastros, 
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sobre la situación jurídica y fáctica del 
inmueble, de registros de personas jurí-
dicas, de vigencia de poderes, por ejem-
plo. También podrá, en su caso, realizar 
otros trámites dirigidos a la obtención 
de números de identificación fiscal, co-
pias autorizadas de escrituras, certifica-
dos de eficiencia energética, licencias o 
autorizaciones administrativas, certifi-
cados de comunidades de propietarios 
sobre el estado de deudas, certificados 
del estado de deudas con ayuntamien-
tos, o cualesquiera otros que sean nece-
sarios o convenientes.  Esta información 
previa garantizará:

•	 El efectivo asesoramiento a los otor-
gantes, previo y simultáneo a la pres-
tación del consentimiento, logrando 
que sea un consentimiento formado 
e informado.

•	 La realización de un efectivo control 
de legalidad en el momento oportu-
no, el del otorgamiento. Con lo que 
se evita que se otorguen contratos 
que no cumplan con los requisitos 
legales y se garantiza el total cum-
plimiento del ordenamiento jurídico 
aplicable.

•	  Se logra una redacción del docu-
mento a un tiempo ajustada a la vo-
luntad de las partes y a la ley.

E.	 Forma del acuerdo de colabora-
ción: El acuerdo de colaboración entre 
el notario “1” y el “2”, debe constar en un 
escrito donde se detallan las actuacio-
nes y obligaciones de cada uno de los 
notarios, a modo de protocolo de actua-
ción, desde el inicio hasta la conclusión 
de todos los trámites, para la plena efec-
tividad del negocio.
Para asegurar la autoría e integridad del 
contenido de los mensajes que se inter-
cambiarán entre los notarios, además 
de la solicitud de colaboración y la acep-
tación, también deberán realizarse por 
escrito las demás comunicaciones a tra-
vés de mecanismos electrónicos fiables, 
que deberán ser fijados por las corpora-
ciones notariales de cada país.

F.	 Redacción del documento:
También el notario “2” facilitará al notario 
“1” información que afecta a la redacción 
el documento, indicando los requisitos y 
contenidos necesarios o convenientes 
que ha de contener, facilitando inclu-
so esquemas, borradores o minutas. La 
escritura, que redactará el notario “1” en 
base a la información recibida, teniendo 
en cuenta la realidad de cada país y de 
las peculiares circunstancias del caso 
concreto, podrá proponer que el docu-
mento definitivo contenga autoriza-
ciones o poderes especiales, a favor de 
apoderado de gestores u otros profesio-
nales, o de personas de confianza de los 
otorgantes o del notario“2”,  para com-
parecer, intervenir en procedimientos o 
realizar actos, a efectos administrativos 
que sean necesarios o convenientes.

G.	 Otorgamiento y autorización del 
documento: Una vez redactado el docu-
mento, cumplidos los requisitos y obte-
nidas todas las certificaciones, licencias 
o autorizaciones correspondientes, y tras 
asesorar a las partes en base a las reglas 
generales y a la información recibida, el 
notario “1”, hechas las comprobaciones 
pertinentes, juicio de identidad, capa-
cidad, control de legalidad, justifica-
ción de los medios de pago y cualquier 
otro requisito, que asegure la legalidad 
del otorgamiento y su adecuación a la 
voluntad de los otorgantes, procede al 
otorgamiento y a la autorización del do-
cumento.

H.	 Remisión de copia autorizada: Una 
vez autorizado el documento, el notario 
“1” expedirá copia autorizada que, una 
vez apostillada o legalizada, la remitirá 
al notario “2”.
En este punto será conveniente que en 
un futuro próximo se establezcan regu-
laciones que faciliten circulación de co-
pias autorizadas notariales electrónicas, 
en la forma que se indicó anteriormen-
te, lo que agilizará enormemente el trá-
fico documental.
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I)	 Protocolización e inclusión en los 
índices: Una vez que el notario “2” reciba la 
copia autorizada, la protocolizará, con el res-
to de la documentación complementaria 
como el convenio de colaboración, los trámi-
tes realizados y la documentación solicitada 
y remitida al notario extranjero. La protocoli-
zación además facilitará que se puedan in-
corporarlos datos esenciales del negocio ju-
rídico a los índices correspondientes, a fin de 
cumplir con los deberes de colaboración con 
las autoridades administrativas, en especial 
con la hacienda, así como con las autorida-
des judiciales y las unidades de inteligencia 
financiera a los efectos de la lucha contra el 
lavado de activos.

Si afecta a bienes inmuebles, se comunica-
rá al catastro la operación realizada, a fin de 
que se haga constar la alteración catastral; 
y si el acto es inscribible, se procederá a pre-
sentar la copia del documento para su ins-
cripción.

J)	 Tramitación posterior: El notario “1”, 
conforme a las indicaciones del notario “2”, 
deberá retener de los sujetos pasivos y obli-
gados al pago, las cantidades necesarias 
para hacer frente a los costes fiscales, tri-
butarios, arancelarios y registrales que ten-
drán que ser abonados en la jurisdicción lo-
cal o nacional del país donde va a producir 
efectos. Estas cantidades, como provisión 
de fondos, serán transferidas a la cuenta 
que el notario “2” indique a los efectos de 
hacer frente a los gastos e impuestos que 
se devenguen.

K)	 Finalización: Una vez culminados los 
trámites posteriores, como son los relativos a 
pagos de impuestos e inscripción en regis-
tros públicos, se remitirá al notario “1” copia 
autorizada de la protocolización, en la que 
incluirán los documentos donde conste la 
colaboración, con las constancias de los pa-
gos de impuestos, inscripciones y trámites, 
concluyendo así la colaboración notarial.

Iberfides, como hemos visto, trata de dar 
respuesta a la necesidad de conectar nego-
cial y documentalmente Iberoamérica, faci-
litando las relaciones negociales, empresa-
riales y familiares. Iberfides, como se indicó, 
desplegará su utilidad entre aquellos países 
de Iberoamérica que cuenten con notaria-
dos bien regulados y adaptados a los princi-
pios de la Unión Internacional del Notariado 
(UINL), es decir con notariados del sistema 
latino-germánico, por respeto al principio 
de equivalencia de formas, con documen-
tación dotada de similares efectos, calidad y 
que cuenten con la garantía de sus estados 
a fin de que gocen de la máxima seguridad 
y eficacia.

Especial relevancia tendrá la circulación 
segura de documentos en la vida de los 
migrantes, al acercar las personas, las fa-
milias y también contribuirá al desarrollo 
económico y las empresarial, con eficacia y 
reducción de tiempo, costes y ganando en 
seguridad.

Iberfides dará respuesta a las necesida-
des de agilidad y eficiencia a las relacio-
nes jurídicas internacionales en el ámbito 
de Iberoamérica, no sólo a la contratación 
mercantil, también a la inmobiliaria y en 
general a toda clase de actos y negocios 
jurídicos, tanto civiles como mercantiles, 
como lo serían, por ejemplo, la constitu-
ción de sociedades, la transmisión de ac-
ciones o participaciones, la adquisición y 
transmisión de inmuebles, las escrituras de 
partición de herencia o liquidación de so-
ciedades conyugales, entre otros muchos 
actos y contratos. Las personas, las familias 
y empresas disfrutarían de estas ventajas 
evitando traslados intercontinentales, pér-
didas de tiempo, sorpresas no gratas y un 
enorme ahorro de costes.

5. Conclusiones
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Los nuevos temas, o aquellos que resultan controversiales, pero que, por fuerza 
de la realidad, irrumpen de forma notoria en las sociedades, por lo general, se 
encuentran con la barrera legislativa o andamiajes jurídicos que deben en-
frentar a pesar de las dificultades. Uno de esos temas es la Fecundación Asisti-
da y como parte de esta cualquier área en donde exista algún tipo de manipu-
lación de material genético tal el caso de la maternidad subrogada. Respecto 
de estos temas, existe un vacío legal en casi todos los países del mundo, que 
permite o aúpa la práctica desregulada o con consecuencias contrarias a la ar-
monía de la ley con el funcionamiento de la sociedad. Ciertamente, el tema de 
la fecundación asistida resulta controversial, al enfrentarse con derechos hu-
manos y fundamentales como es el caso de los derechos del niño, derechos de 
la mujer, dignidad humana, ética médica, entre otros. Se enfrenta además, al 
andamiaje jurídico milenario amparado y sustentado por un derecho privado 
conservador en el cual, por lo general, establece que la madre es aquella que 
da a luz una criatura, o el padre quien cumpla con los requisitos de tiempo y 
espacio físico alrededor de la mujer al momento del embarazo. 
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Una aproximación a las consecuencias 
jurídicas en el derecho de familia y la 
responsabilidad del notario

86



87

Dentro de ese mismo contexto, el tema de la fecundación 
asistida, se enfrenta con la fragmentación del derecho tanto 
nacional como internacional. Enfrenta, en muchos casos, de-
rechos fundamentales o derechos humanos como son la dig-
nidad humana y el derecho reproductivo; en materia norma-
tiva, enfrenta los derechos y facultades individuales de cada 
individuo respecto de la capacidad para contratar y las con-
dicionantes de “las cosas que están en el comercio”. Siendo, 
igualmente importante, las restricciones impuestas al notario, 
de forma diversificada según el país donde exista la legisla-
ción o respecto de las legislaciones de diferentes países. Todo 
este andamiaje controversial, encuentra una realidad que su-
pera cualquier expectativa: La familia debe constituirse para 
permanecer y perpetuarse, pero sin hijos, este fin último no 
se cumple con la existencia de una pareja de esposos o com-
pañeros consensuales. Es, en esencia, lo pautado, reflexionado 
y analizado en este artículo, en donde se concluye que, debe 
existir un equilibrio entre realidades en contextos, países o le-
gislaciones distintas, a fin de lograr al máximo la perpetuidad 
de la familia.

El abordaje de la fecundación asistida implica tomar en cuen-
ta una multiplicidad de áreas: puede ser teórico de carácter 
general; temático sectorizado, tales como el aspecto normati-
vo, médico, ético, moral, religioso, social, etc. El presente artícu-
lo, se sitúa en el plano teórico-reflexivo sobre la necesidad de 
crear un espacio de discusión para el profesional del derecho, 
con capacidad para celebrar contratos, y en especial el Nota-
rio, con su potestad, no solo de celebrarlo sino de otorgar fe 
pública a esos contratos, es quien debe asumir el mayor com-
promiso en dicho espacio de discusión teórica y práctica.

Introducción

Palabras clave: 
fecundación Asistida, 
maternidad subrogada, 
ordenamiento jurídico, 
Derecho de familia, 
consecuencias jurídicas, 
derechos fundamenta-
les, derechos del niño, 
derechos de la mujer, 
vacío legal, controver-
sias, equilibrio.
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La fecundación asistida y la maternidad subroga-
da son temas que están ganando cada vez más 
relevancia en el ordenamiento jurídico domini-
cano, generando consecuencias significativas en 
el ámbito del Derecho de Familia. Esta aproxima-
ción busca explorar algunas de las implicaciones 
legales que tales prácticas tienen en el ordena-
miento jurídico nacional, y su posible interpreta-
ción con respecto del derecho comparado.

Vacíos legales: En la actualidad, el marco legal 
dominicano presenta vacíos importantes en re-
lación con la regulación de la fecundación asis-
tida y la maternidad subrogada. La falta de leyes 
específicas que aborden estos temas deja un 
espacio para la interpretación y la incertidum-
bre en cuanto a los derechos y responsabilida-
des de las partes involucradas.

Reconocimiento de la parentalidad: Una de las 
principales consecuencias jurídicas de la fecun-
dación asistida y la maternidad subrogada en 
República Dominicana es el reconocimiento de 
la parentalidad. Ante la ausencia de leyes claras 
al respecto, surge la pregunta sobre cómo se 
determina la filiación y la responsabilidad pa-
rental en casos donde intervienen donantes de 
gametos o gestantes subrogadas. Si bien la le-
gislación plantea la maternidad para quien da a 
luz, nada dice respecto de la maternidad subro-
gada ni la fecundación asistida.

Derechos del niño: El interés superior del niño 
es un principio fundamental en el Derecho de 
Familia dominicano, y debe ser considerado en 
todos los casos relacionados con la fecundación 
asistida y la maternidad subrogada. Es crucial 
garantizar que se protejan los derechos del niño 
a conocer su origen, a tener vínculos afectivos y 
relaciones estables, y a vivir en un entorno fami-
liar seguro y amoroso.

Ética médica y derechos reproductivos: La 
práctica de la fecundación asistida y la mater-
nidad subrogada plantea cuestiones éticas im-
portantes en relación con la dignidad humana 
y los derechos reproductivos. Es necesario es-
tablecer normativas claras que protejan la in-
tegridad física y emocional de todas las partes 
involucradas, así como su autonomía y autode-
terminación en la toma de decisiones sobre su 
salud reproductiva.

Necesidad de legislación específica: Ante los 
desafíos y las implicaciones legales que pre-
senta la fecundación asistida y la maternidad 
subrogada en la República Dominicana, es im-
perativo que se promulguen leyes específicas 
que regulen estas prácticas. Estas leyes deben 
abordar de manera integral los derechos y res-
ponsabilidades de todas las partes involucradas, 
garantizando la protección de los derechos hu-
manos y el bienestar de todos los ciudadanos.

La fecundación asistida 
y maternidad subrogada: 
Visión reflexiva en el ámbito 
nacional e internacional
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En el ámbito del Derecho de Familia, la fecun-
dación asistida ha surgido como una alternativa 
para aquellos individuos o parejas que enfren-
tan dificultades para concebir de manera na-
tural. La República Dominicana, como muchos 
otros países, se encuentra debatiendo los desa-
fíos legales que esta práctica plantea, por tanto 
se deben explorar las consecuencias jurídicas 
derivadas de la fecundación asistida, resaltando 
los vacíos legales existentes en el ordenamiento 
jurídico dominicano y la necesidad de una legis-
lación adecuada.

En primer lugar, es importante establecer una 
definición clara de lo que constituye la fecunda-
ción asistida y las técnicas más comunes utiliza-
das en República Dominicana; así como en qué 
consisten y los procedimientos involucrados.
El Derecho de Familia dominicano no cuenta 
con una legislación específica que regule la fe-
cundación asistida. Esto ha dejado un vacío le-
gal que crea incertidumbre y ambigüedad en 
cuanto a los derechos y responsabilidades de las 
partes involucradas. Esta falta de regulación se 
ha convertido en un desafío para aquellos que 
se someten a esta práctica, así como para los 
profesionales de la salud y los notarios encarga-
dos de certificar los procedimientos.

Las consecuencias jurídicas para los padres: 
Uno de los principales aspectos a examinar son 
las implicaciones legales para los padres que 
recurren a la fecundación asistida. En la Repú-
blica Dominicana, existen dificultades para es-
tablecer la filiación de los hijos concebidos de 
esta manera, presentando obstáculos para los 
padres al intentar registrar a sus hijos, lo que 
afecta su estado civil, derechos sucesorios y re-
conocimiento legal.

Otro punto relevante es el estatus legal de los 
donantes de gametos y las madres sustitutas, 
lo que amerita establecer una regulación para 

proteger los derechos y deberes de estas perso-
nas, así como las implicaciones legales en caso 
de disputas o reclamaciones posteriores.

Es fundamental que República Dominicana 
cuente con una legislación adecuada que abor-
de las consecuencias jurídicas de la fecundación 
asistida en el Derecho de Familia, protegiendo 
los derechos y estableciendo un marco legal 
claro para todas las partes involucradas. La im-
plementación de una legislación adecuada pro-
moverá la seguridad jurídica y el bienestar de las 
familias que recurren a estos métodos de repro-
ducción asistida.

La fecundación asistida y maternidad subroga-
da: su impacto legal en el ámbito internacional. 
La fecundación asistida y la maternidad subro-
gada son prácticas que han ganado relevancia 
a nivel internacional, generando un impacto 
significativo en el ámbito legal. Estas técnicas 
médicas plantean una serie de cuestiones com-
plejas y desafiantes que requieren una atención 
cuidadosa desde una perspectiva legal. Algunas 
de las principales implicaciones legales de la fe-
cundación asistida y la maternidad subrogada 
en el ámbito internacional abarcan entre otros 
aspectos, los siguientes:

Derechos humanos y dignidad: La práctica 
de la fecundación asistida y la maternidad 
subrogada plantean cuestiones fundamen-
tales en relación con los derechos humanos 
y la dignidad de todas las personas involucra-
das, incluyendo a los padres biológicos, los 
donantes de gametos, las gestantes subro-
gadas y, especialmente, los niños nacidos a 
través de estos procesos. Es esencial que se 
protejan los derechos y la dignidad de todas 
las partes, garantizando que se respeten su 
autonomía, su integridad física y emocional, 
y su capacidad para tomar decisiones libres e 
informadas sobre su salud reproductiva.
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Regulación internacional: A nivel interna-
cional, existen diferentes enfoques y niveles 
de regulación en cuanto a la fecundación 
asistida y la maternidad subrogada. Algunos 
países tienen leyes específicas que regulan 
estas prácticas, mientras que otros tienen 
regulaciones más laxas o carecen de legisla-
ción al respecto. Esta falta de armonización 
legal puede generar conflictos y desafíos en 
términos de reconocimiento y protección de 
los derechos de las personas involucradas en 
estos procesos.

Filiación y parentalidad: Uno de los aspectos 
más complejos en el ámbito legal internacio-
nal es la determinación de la filiación y la pa-
rentalidad en casos de fecundación asistida y 
maternidad subrogada. La participación de 
donantes de gametos y gestantes subroga-
das puede plantear preguntas sobre quiénes 
son los verdaderos padres legales y biológicos 
del niño, así como sobre sus derechos y res-
ponsabilidades en relación con su crianza y 
cuidado.

Tráfico y explotación: Existe la preocupación 
de que la falta de regulación adecuada en 
algunos países pueda conducir al tráfico y la 
explotación de mujeres y niños en el contexto 
de la fecundación asistida y la maternidad su-
brogada. Es fundamental que se establezcan 
medidas efectivas para prevenir y combatir la 
trata de personas y otras formas de explota-
ción, garantizando la protección de los dere-
chos humanos y la dignidad de todas las per-
sonas involucradas.

La fecundación asistida y la maternidad subrogada plantean una serie de 
desafíos legales en el ámbito internacional, que van desde la protección de los 
derechos humanos y la dignidad de todas las personas involucradas, hasta la 
regulación de la filiación y la parentalidad en casos de reproducción asistida. 
Es fundamental que se aborden estas cuestiones con sensibilidad y respeto 
por los derechos humanos, garantizando la protección y el bienestar de todas 
las personas en todos los aspectos de su salud reproductiva y familiar.
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Otros aspectos clave sobre el impacto 
legal de la fecundación asistida en el 
ámbito internacional, lo constituyen

Regulación y legislación: La fecundación asis-
tida involucra técnicas médicas y procedimien-
tos que pueden variar significativamente de 
un país a otro en términos de regulación y le-
gislación. Algunos países tienen leyes específi-
cas que regulan la práctica de la reproducción 
asistida, mientras que otros tienen regulaciones 
más laxas o carecen de ellas por completo.

Derechos reproductivos: La fecundación asisti-
da plantea cuestiones relacionadas con los de-
rechos reproductivos de las personas, incluido el 
derecho a tener hijos y el acceso a tratamientos 
de fertilidad. En muchos casos, las leyes y regu-
laciones pueden influir en quién tiene acceso a 
estos tratamientos y bajo qué condiciones.

Parentalidad y filiación: Uno de los aspectos 
más complejos desde el punto de vista legal es 
la determinación de la filiación y la parentalidad 
en los casos de fecundación asistida. Esto puede 
implicar cuestiones relacionadas con la dona-
ción de gametos (óvulos o esperma), la gesta-
ción subrogada y la responsabilidad legal de los 
padres biológicos y no biológicos.

Consentimiento informado: El proceso de fe-
cundación asistida generalmente requiere el 
consentimiento informado de todas las partes 
involucradas, incluidos los donantes de game-
tos, los padres biológicos y los profesionales mé-
dicos. La falta de un consentimiento adecuado 
puede plantear problemas legales y éticos sig-
nificativos.

Ética y moralidad: La fecundación asistida 
también plantea cuestiones éticas y morales 
complejas, como la creación y manipulación 
de embriones, la selección genética y el uso de 
tecnologías reproductivas avanzadas. Estas pre-
ocupaciones pueden influir en el desarrollo de 
políticas y regulaciones en diferentes países.

Cooperación internacional: Dado que la fecun-
dación asistida a menudo implica la participa-
ción de múltiples partes y puede cruzar fronte-
ras internacionales, existe la necesidad de una 
cooperación internacional en términos de regu-
lación, estándares de práctica y resolución de 
disputas legales.
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En resumen, la fecundación asistida plantea una 
serie de desafíos legales complejos en el ámbito 
internacional, que abarcan desde la regulación 
y legislación hasta los derechos reproductivos, la 
filiación y la ética médica. La creación de políti-
cas y regulaciones claras y coherentes es funda-
mental para abordar estos desafíos y garantizar 
que la reproducción asistida se lleve a cabo de 
manera ética y segura en todo el mundo.

La regulación de la fecundación asistida varía 
significativamente de un país a otro. Algunos 
países tienen leyes detalladas que regulan es-
pecíficamente la práctica de la reproducción 
asistida, mientras que otros tienen regulaciones 
menos estrictas o carecen de legislación espe-
cífica al respecto; como ejemplo algunos países 
donde la fecundación asistida está regulada se 
mencionan:

España: Conocido por tener una de las le-
gislaciones más avanzadas en materia de 
reproducción asistida. La Ley 14/2006, de 26 
de mayo, sobre técnicas de reproducción hu-
mana asistida, establece el marco legal para 
la práctica de la fecundación in vitro, la dona-
ción de gametos y embriones, y la gestación 
subrogada, entre otros aspectos.

Francia: Donde la práctica de la fecundación 
asistida está regulada por la Ley de Bioética 
de 1994 y sus enmiendas posteriores. Esta ley 
prohíbe la gestación subrogada y establece 
restricciones en cuanto al uso de técnicas de 
reproducción asistida, como la donación de 
gametos y embriones.

Estados Unidos de Norteamérica: Aquí la re-
gulación de la fecundación asistida varía se-
gún el estado. Algunos estados tienen leyes 
específicas que regulan la práctica de la re-
producción asistida, mientras que en otros la 
regulación es menos estricta o inexistente. La 
gestación subrogada, por ejemplo, está pro-
hibida o restringida en varios estados.

Argentina: En Argentina, la Ley de Repro-
ducción Médicamente Asistida (Ley 26.862) 
regula la práctica de la fecundación asistida 
desde el año 2013. Esta ley garantiza el acceso 
a las técnicas de reproducción asistida y esta-
blece los derechos y responsabilidades de las 
personas involucradas, así como los límites 
éticos y legales.

En definitiva, el impacto de la fecundación asis-
tida en el derecho familiar es significativo y se 
manifiesta en varios aspectos que deben ser 
consensuados en procura de una legislación 
homogénea en el ámbito internacional y global, 
dentro de los cuales se pueden citar en parecida 
proporción al impacto en el ámbito internacio-
nal y nacional de República Dominicana, entre 
estos se destacan:

Determinación de la filiación: La fecunda-
ción asistida plantea desafíos en cuanto a la 
determinación de la filiación y la parentali-
dad, especialmente en casos de donación de 
gametos o gestación subrogada; por tanto 
las leyes deben abordar cuestiones relacio-
nadas con la identidad y los derechos de los 
padres biológicos y no biológicos, así como 
de los hijos nacidos a través de estas técnicas.

Derechos de los padres e hijos: La regula-
ción de la fecundación asistida también debe 
proteger los derechos de los padres y los hi-
jos involucrados, garantizando su acceso a la 
información genética y médica relevante, así 
como sus derechos legales y emocionales.

Responsabilidad legal: Las leyes deben es-
tablecer la responsabilidad legal de todas las 
partes involucradas en la fecundación asis-
tida, incluidos los profesionales médicos, los 
donantes de gametos y los padres biológicos 
y no biológicos, en caso de disputas legales o 
reclamaciones de responsabilidad. Es funda-
mental que las leyes y regulaciones en este 
ámbito sean claras, equitativas y respetuosas 
de los derechos humanos y la dignidad de to-
das las personas involucradas.
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La fecundación asistida y la maternidad subro-
gada plantean cuestiones complejas en rela-
ción con la dignidad de la mujer, ya que involu-
cran aspectos íntimos de su salud reproductiva 
y su papel en la reproducción. Algunos puntos 
importantes sobre cómo afectan estos procesos 
a la dignidad de la mujer, involucran:

Autonomía y autodeterminación: En la fe-
cundación asistida y la maternidad subroga-
da, las mujeres pueden enfrentarse a decisio-
nes difíciles relacionadas con su autonomía y 
autodeterminación. Por un lado, algunas mu-
jeres pueden sentirse empoderadas al tener 
acceso a opciones de fertilidad que les permi-
tan cumplir su deseo de tener hijos. Por otro 
lado, otras pueden experimentar presiones 
sociales, familiares o económicas para partici-
par en estos procesos, lo que puede afectar su 
capacidad para tomar decisiones libres e in-
formadas sobre su cuerpo y su salud.

Explotación y coerción: Existe la preocupa-
ción de que algunas mujeres puedan ser 
explotadas o coaccionadas para participar 
en la maternidad subrogada, especialmente 
en contextos socioeconómicos desfavoreci-
dos. La presión para convertirse en gestante 
subrogada puede derivar de dificultades fi-
nancieras o coerción por parte de terceros, lo 
que plantea interrogantes sobre la libertad y 
la dignidad de estas mujeres. Incluyendo es-
tas posibilidades, la creación de laboratorios 
o centros de gestación con mujeres secues-
tradas para tales fines.

Experiencia emocional y psicológica: Tanto 
la fecundación asistida como la maternidad 
subrogada pueden tener un impacto emo-
cional y psicológico significativo en las muje-

res involucradas. Las mujeres que enfrentan 
problemas de infertilidad pueden experi-
mentar angustia emocional y estrés durante 
los tratamientos de fertilidad, mientras que 
las gestantes subrogadas pueden experi-
mentar una gama de emociones complejas 
relacionadas con el embarazo y la separación 
del bebé.

Objetivación del cuerpo: Existe el riesgo de 
que la participación en la maternidad su-
brogada pueda llevar a la objetivación del 
cuerpo de la mujer, reduciéndola a un medio 
para lograr un fin reproductivo. Esto plantea 
preguntas sobre cómo se valora y se respeta 
la dignidad de las mujeres en estos contex-
tos, especialmente cuando se ven reducidas 
a su capacidad reproductiva.

Protección legal y derechos humanos: La re-
gulación de la fecundación asistida y la ma-
ternidad subrogada debe tener en cuenta la 
protección de los derechos humanos y la dig-
nidad de todas las mujeres involucradas. Esto 
incluye garantizar que las mujeres tengan 
acceso a información completa y precisa so-
bre los riesgos y beneficios de estos procesos, 
así como salvaguardias legales que protejan 
su bienestar físico, emocional y psicológico.

En resumen, la fecundación asistida y la ma-
ternidad subrogada plantean desafíos éticos 
y legales complejos en relación con la digni-
dad de la mujer. Es fundamental abordar es-
tas cuestiones con sensibilidad y respeto por 
los derechos humanos y la autonomía de to-
das las personas involucradas, garantizando 
que se proteja la dignidad y el bienestar de las 
mujeres en todos los aspectos de su salud re-
productiva.

El impacto en la dignidad de la 
mujer de la fecundación asistida 
y la maternidad subrogada
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La práctica de la fecundación asistida y la ma-
ternidad subrogada plantea una serie de con-
sideraciones importantes en relación con los 
derechos y el interés superior del niño o niña. A 
continuación, se exploran algunos aspectos cla-
ve sobre cómo estas prácticas pueden afectar a 
los derechos y al bienestar de los niños nacidos 
a través de estos procesos:

Derecho a conocer su origen: Uno de los de-
rechos fundamentales de todo niño es el de-
recho a conocer su origen y su historia fami-
liar. En el caso de la fecundación asistida y la 
maternidad subrogada, donde pueden estar 
involucrados donantes de gametos o gestan-
tes subrogadas, puede surgir la pregunta so-
bre cómo garantizar el derecho del niño a co-
nocer su ascendencia biológica y tener acceso 
a información sobre sus orígenes genéticos.

Vínculos afectivos y relacionales: Los niños 
nacidos a través de la fecundación asistida y 
la maternidad subrogada pueden tener vín-
culos afectivos y relacionales complejos con 
las personas involucradas en su concepción 
y crianza. Es importante considerar cómo 
se protegen estos vínculos y relaciones en 
el mejor interés del niño, especialmente en 
casos donde pueden existir múltiples figuras 
parentales o familiares.

Protección de la identidad y la integridad: La 
práctica de la fecundación asistida y la mater-
nidad subrogada plantea desafíos en cuanto 
a la protección de la identidad y la integridad 

del niño. Es fundamental garantizar que los 
niños nacidos a través de estos procesos sean 
tratados con respeto y dignidad, y que se pro-
teja su derecho a desarrollar una identidad 
personal y una autoimagen saludables.

Estabilidad y seguridad familiar: El interés 
superior del niño requiere que se garantice 
su estabilidad y seguridad familiar en todos 
los aspectos de su vida. En el contexto de la 
fecundación asistida y la maternidad subro-
gada, es importante considerar cómo se pro-
tege el bienestar emocional y psicológico del 
niño, así como su derecho a vivir en un entor-
no familiar seguro y amoroso.

Derecho a la No discriminación: Todos los ni-
ños tienen derecho a ser tratados con igual-
dad y a no ser discriminados por su origen 
o circunstancias de nacimiento. Es esencial 
que se promueva la igualdad de derechos 
y oportunidades para todos los niños, inde-
pendientemente de cómo hayan sido conce-
bidos o gestados.

En resumen, la práctica de la fecundación asis-
tida y la maternidad subrogada plantea im-
portantes consideraciones en relación con los 
derechos y el interés superior del niño. Es fun-
damental que se aborden estas cuestiones con 
sensibilidad y respeto por los derechos huma-
nos de los niños, garantizando que se proteja su 
bienestar y su dignidad en todas las etapas de 
su desarrollo y crianza.

Impacto de la fecundación asistida y la 
maternidad subrogada en los derechos 
e interés superior de los menores
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En conclusión, la fecundación asistida y la ma-
ternidad subrogada son prácticas que generan 
un impacto profundo y multifacético en la so-
ciedad, el ámbito legal y las dinámicas familia-
res, especialmente en lo que respecta a la dig-
nidad de la mujer y el interés superior del niño, 
niña y adolescente.

Desde una perspectiva social, estas prácticas 
plantean preguntas fundamentales sobre la 
igualdad de acceso a los tratamientos de fertili-
dad, el respeto a la autonomía y autodetermina-
ción de las mujeres, y la prevención de la explo-
tación y la coerción en los procesos de gestación 
subrogada. Además, desafían las normas tradi-
cionales de la familia y la parentalidad, abriendo 
el debate sobre quiénes son los verdaderos pa-
dres y qué define los lazos familiares en la socie-
dad contemporánea.

En el ámbito legal, la regulación de la fecun-
dación asistida y la maternidad subrogada es 
crucial para proteger los derechos y el bienes-
tar de todas las partes involucradas, incluyendo 
a las mujeres gestantes, los padres biológicos, 
los donantes de gametos y, especialmente, los 
niños nacidos a través de estos procesos. Es fun-
damental garantizar que se respete el derecho 

del niño a conocer su origen, a tener vínculos 
afectivos y relacionales estables, y a vivir en un 
entorno familiar seguro y amoroso.

Desde la perspectiva familiar, la fecundación 
asistida y la maternidad subrogada pueden te-
ner un impacto profundo en las dinámicas fa-
miliares y en la forma en que se construye el 
concepto de familia en la sociedad moderna. Si 
bien estas prácticas pueden brindar una opor-
tunidad invaluable para que las parejas infértiles 
cumplan su deseo de tener hijos, también plan-
tean desafíos éticos y emocionales significativos 
en cuanto a la identidad, la intimidad y el senti-
do de pertenencia de todos los involucrados.

En última instancia, es imperativo abordar es-
tos desafíos con una perspectiva centrada en 
los derechos humanos, la dignidad y el interés 
superior del niño, niña y adolescente. Esto im-
plica garantizar que todas las decisiones y prác-
ticas relacionadas con la fecundación asistida y 
la maternidad subrogada se basen en el respeto 
a la autonomía y la dignidad de las mujeres, y 
en la protección del bienestar físico, emocional 
y psicológico de los niños, priorizando siempre 
su interés superior en todas las circunstancias.

Conclusiones sobre el impacto social, 
legal y familiar de la fecundación asistida 
y la maternidad subrogada, destacando la 
dignidad de la mujer y el interés superior 
del niño, niña y adolescente
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Existe una máxima o principio general del dere-
cho privado, mediante la cual, todo lo que está en 
el comercio puede ser objeto de contrato. Sin em-
bargo, sería altamente cuestionable y contrario a 
la dignidad humana, considerar que el vientre de 
una mujer esté en el comercio y más aún, que el 
objeto alojado en el vientre de esa mujer, o el ma-
terial genético, pueda ser objeto de contrato. 

Si bien muchas legislaciones han reglamen-
tado la relación contractual en la materia, no 
menos cierto es que, se encuentra en estas nor-
mas muchas cuestiones de orden ético, moral, y 
hasta de contraposición legislativa en aquellos 
países donde se mantiene un derecho privado 
sobre las bases del sistema jurídico clásico fran-
co-romano. 

El notario, en República Dominicana, y casi to-
dos los países latinoamericanos, que tiene como 

misión dar fe pública de una multiplicidad de 
actos, a los cuales se les conoce como actos no-
tariales, actas auténticas o con cualquier otra 
denominación, se enfrenta con vacíos legales, 
normas que claramente son obstáculos o im-
pedimentos para gran parte de la Fecundación 
Asistida y la Maternidad Subrogada.

Se requiere, por tanto, una revisión conforme la 
legislación de cada país, a los fines de unificar 
criterios y proceder a las propuestas de reformas 
del sistema jurídico privado a los fines de dar ca-
bida a la Fecundación Asistida y la maternidad 
subrogada. No obstante, esta aceptación no 
significa aceptarla o negarla, sino regularla con-
forme la ética, la moral, el derecho superior de 
los Niños, Niñas y Adolescentes, los derechos de 
las mujeres, y el derecho a la dignidad humana, 
pero sobre todo, minimizando cualquier impac-
to negativo para el Derecho de Familia.

Caso particular de la relación 
contractual y el notario

La fecundación asistida y la maternidad subroga-
da son temas controversiales que enfrentan de-
rechos fundamentales y normas que han perma-
necido vigentes por cientos de años. República 
Dominicana, no es la excepción. En la legislación 
nacional dominicana, existe un vacío legal en la 
materia aunque las normas especifican los proce-
dimientos y funcionalidad de la filiación, o ciertos 
derechos familiares que aparentan ser contradic-
torios, pero cuyas bases normativas no son inva-
riables. En el ámbito internacional y global, se ob-
serva un panorama casi homogéneo, existiendo 
la misma contradicción, el mismo vacío legal y un 
derecho privado que en alguna forma se enfrenta 
con la irrupción de las ciencias y las altas tecnolo-
gías lo que requiere de una actualización de los 
diferentes códigos legales.

La existencia del vacío legal, enfrenta, según se ha 
demostrado, derechos humanos como la digni-
dad de la mujer y del niño, la salud reproductiva, la 

autonomía y la autodeterminación reproductiva 
o los aspectos psicológicos de la mujer, y aun de 
múltiples derechos fundamentales del niño. Ex-
tendiéndose estas implicaciones a casos o áreas 
tan específicas como los peligros de la trata de 
personas o la creación de centros de reproduc-
ción de criaturas para la venta con mujeres utiliza-
das para tales fines.

En el aspecto legal, de forma particular, se en-
cuentra el derecho notarial, en cuya materia, el 
notario otorga fe pública a sus actos y actuacio-
nes y por tanto, se enfrenta a la ética, la moral y la 
legalidad contractual del vientre de una mujer o 
cuando el objeto del contrato es una criatura. Este 
enfrentamiento, además de la parte ética, parece 
requerir de una legislación actualizada que procu-
re o al menos tienda al equilibrio entre realidades 
en contextos, países o legislaciones distintas, a fin 
de lograr al máximo la perpetuidad de la familia.

Conclusión
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Una joven ciudadana buscaba información. Una 
copia de la escritura de propiedad de tierras, ins-
crita hace más de cien años en la parroquia rural 
de un cantón lejano en una provincia del centro 
de los Andes ecuatorianos. Tenía datos aproxi-
mados de fechas y nombres de familiares, nada 
certero, ni claro, que definiera el devenir de la 
propiedad de una persona a otra, a lo largo del 
tiempo. Los intereses particulares de esta perso-
na pueden ser varios: desde tener la información 
acerca del origen de su progenie, registro de he-

redades, actividades y transacciones comerciales, 
transformación del bien en el territorio: agrícola, 
industrial, urbanización, área protegida, paso de 
una carretera de uso público, entre otras posibi-
lidades, o también la necesidad de legitimar la 
propiedad con documentos avalados y firmados 
por el notario de esa localidad, dando fe de lo 
actuado con la presencia de las partes, reunidas 
ante él para realizar un acto libre y voluntario, de-
bidamente asesorados.

LOS NOTARIADOS DE 
AMÉRICA Y EL ECUADOR
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Un notario inicial, en este caso, y 
otro que lo reemplazó y el siguien-
te, a lo largo del tiempo en la no-
taría de tal jurisdicción, donde 
además se habrían creado otras 
notarías por crecimiento demográ-
fico, de acuerdo a la demanda del 
servicio. Esta necesidad ciudadana 
referida, que puede ser vista como 
una anécdota común y ligera, nos 
plantea algunas interrogantes, y a 
la vez confirma la necesidad e im-
portancia de la presencia del nota-
rio en nuestros países, en cada una 
de las regiones por alejadas que se 
encuentren, porque es el notario 
la única autoridad, delegada por el 
Estado, para dar fe de lo actuado 
entre las personas: es referente de 
confianza, justicia y legalidad.

La historia de nuestros países, de 
nuestros pueblos son escritas des-
de diferentes aristas. Entender 
los procesos de transformación 
de nuestras sociedades no solo 
pueden ser descifrados desde al 
análisis de grandes o apoteósicos 
eventos, períodos políticos y eco-
nómicos, movimientos sociales, 
la lucha por la libertad, igualdad y 
democracia, que observan a la so-
ciedad como un todo homogéneo, 
que sin duda sirve para obtener 
parámetros de medición y estable-
cer cronologías del avance de las 
sociedades, los historiadores más 
acuciosos no pierden de vista cier-
tas particularidades culturales, reli-
giosas, étnicas, costumbres, modos 
de relación, uso y manejo de tecno-
logías, de cada pueblo, comunidad 
o representación urbana.

Los notarios, desde su concepción 
original hasta nuestros días, a tra-
vés de su servicio, escriben la his-
toria de nuestras comunidades, 
al participar de forma directa en 
los actos y transacciones entre las 
personas, en los asuntos no con-
tenciosos de los ciudadanos, co-
noce la ley vigente y asesora debi-
da e imparcialmente a las partes, 
previene el abuso de cualquier 
índole, protege a las personas en 
indefensión y promueve la honra-
dez, lealtad y el bienestar común. 
Derechos y obligaciones no son 
meras expresiones ni los valores 
que acompañan, sustentan y sos-
tienen las actuaciones notariales, 
sino que además, de forma expre-
sa y clara, constan en el documen-
to notarial con carácter de prueba 
documental, no solo el acto como 
tal sino de la verdad, legal y moral-
mente expresada por las partes.

Más allá de las relaciones vecina-
les y familiares, inclusive de ciertas 
controversias que son mediadas 
por el notario, gracias a su cono-
cimiento, rango de autoridad y 
sentido de justicia y lealtad, pode-
mos conocer documentadamente 
acerca del intercambio de bienes, 
comercialización de productos, 
donaciones, traspasos, herencias, 
relaciones maritales, modelos de 
parentalidad, viajes de menores, 
protección de derechos, creación 
de negocios, sociedades, empren-
dimientos, registro de propieda-
des, entre tantas otras actividades 
entre las personas.
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Una de las fuentes básicas de 
información resulta ser el ser-
vicio notarial, los archivos no-
tariales, nuestros libros de pro-
tocolo. De allí sabemos que 
transacciones se realizan con 
la intervención del notario de la 
localidad: producción agrícola y 
ganadera, equipamiento, vehí-
culos, transformación de uso de 
bienes inmuebles, crecimiento 
económico, movimiento mi-
gratorio interno y externo, ne-
gocio inmobiliario, crecimiento 
urbano, construcción, asuntos 
no contenciosos, divorcio por 
muto acuerdo, adopciones, 
etc., con los datos precisos de 
quienes intervienen.

Una parte primordial de quié-
nes somos y hacia dónde va-
mos se encuentra registrada en 
las notarías de todos nuestros 
países. De ahí que podamos 
dialogar, discutir, proponer 
modelos de gestión notarial y 
servicio al ciudadano de forma 
conjunta, intercambiando in-
formación, estudiando la legis-
latura de cada uno de los vein-
tidós países de conforman la 
Comisión de Asuntos America-
nos (CAAm) de la Unión Inter-
nacional del Notariado (UINL).
Se tiene una concepción de 
individualidad del notario y su 
entorno, que se limita a dar fe 
de los actos voluntarios entre 
las personas, cumple el papel 
de puente entre el Estado y la 
sociedad, auxiliar del sistema 
de justicia, que siendo impor-
tantísimo e irremplazable, es 
mucho más. Referente de su 
comunidad, testigo fehacien-
te del devenir y desarrollo de 
la sociedad a la que sirve y a la 
vez protege, dando seguridad 
jurídica, previniendo conflictos 

y promoviendo la protección 
de los derechos humanos, en el 
caso del Ecuador, derechos de 
la naturaleza, libertad, igualdad 
y democracia; lucha para rom-
per barreas de acceso al servicio 
notarial, contra la corrupción, el 
lavado de activos, y contra el fi-
nanciamiento del terrorismo.

El servicio notarial, con su ac-
tividad diaria y constante, es 
agente ineludible para la des-
congestión del sistema judicial 
en cada uno de nuestros paí-
ses. Los asuntos no contencio-
sos deben ser tratados y resuel-
tos, a petición de las partes, en 
sede notarial, de tal forma que 
las judicaturas se dediquen a 
resolver los asuntos contencio-
sos que exigen resolución del 
juez y sentencia obligatoria de 
cumplimiento.

En más de un país el notario es 
el mediador en su comunidad, 
y cumple dicho rol de acuerdo 
a la ley que rige en cada nación. 
En la mayoría de los países de la 
CAAm y la UINL, el mediador es 
parte de otro modelo de ges-
tión de resolución de conflic-
tos. En el caso ecuatoriano se 
forman mediadores y existen 
centros de mediación a donde 
acuden las personas a resolver 
conflictos de diversa índole, y el 
resultado de la mediación tie-
ne el carácter de una sentencia 
judicial que debe ser cumplida 
por las partes.

Por la naturaleza del servicio 
notarial, su calidad de repre-
sentación del Estado y órgano 
auxiliar del sistema de justicia, 
la actividad de mediador debe 
ser parte inherente al ejercicio 
notarial, concomitante con el 

espíritu que sostiene su autori-
dad y confianza ante la ciuda-
danía. No obstante, más allá de 
que se considere legalmente o 
no como mediador natural en 
su comunidad, según  la ley vi-
gente en cada país, el notario 
previene conflictos al evitar que 
se den, en su presencia, posibles 
abusos de alguna de las partes, 
se vulneren derechos de me-
nores de edad, personas con 
discapacidad (que tienen ca-
pacidad de decidir libremente), 
ciudadanos en situación de ries-
go, personas de la tercera edad, 
protección de derechos de las 
mujeres; y propenden cotidia-
namente a luchar por la igual-
dad entre todas las personas sin 
ningún tipo de discriminación. 
Asesora legalmente, de forma 
gratuita, pone a consideración 
de las partes, los pros y contras 
de una decisión tomada en-
tre ellas, a fin de que el acto se 
cumpla legal y cabalmente sin 
ningún perjuicio para nadie.

El siglo XX fue la época de reco-
nocimiento y entendimiento, 
de los primeros acercamientos 
notariales internacionales mo-
dernos, el inicio de la unión de 
los notariados nacionales bajo 
la legislación latina. Desde el 
principio de protección y sos-
tenimiento del servicio notarial, 
por su razón de ser histórica 
ante las autoridades correspon-
dientes y sus pueblos, el conoci-
miento de modelos de gestión 
notarial, la atención ciudadana, 
los modos de entender las re-
laciones interpersonales, actos 
y transacciones no contencio-
sas, el desarrollo económico, el 
avance en protección de dere-
chos, la seguridad jurídica.
La necesidad de conocer otras 
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legislaciones, discutirlas, compararlas y tender 
puentes para compartir experiencias y conoci-
mientos, reconocernos iguales en las diferencias 
particulares de cada nación, y avanzar hacia la 
unión y protección de toda la sociedad humana, 
más allá de fronteras u otras posibles barreras 
que impida la relación pacífica entre las perso-
nas, la convivencia y el respeto mutuo.

En el siglo XXI, el notario ya no es una mujer o 
un hombre aislado que trabaja por mandato 
público, sino que es la autoridad y el referente 
ciudadano de su comunidad a donde acuden 
las personas para acceder a sus servicios como 
fedatario de los actos llevados a cabo en su pre-
sencia y ser testigo de tales acontecimientos, 
consejero y protector de sus derechos. Se hizo 
necesario agremiarse, comunicarse, trabajar jun-
tos para proponer leyes notariales específicas, en 
su defecto, reformarlas, actualizarlas, ponerlas al 
día, de acuerdo a la necesidad de las sociedades 
en constante transformación, aplicación de tec-
nologías, modelos de gestión digital y virtual, sin 
perder la esencia del servicio notarial: inmedia-
ción, verdad, lealtad y seguridad jurídica.

Ahora los notariados de América estamos jun-
tos, trabajamos en común 22 países en la Co-
misión de Asuntos Americanos de la UINL, pro-
movemos legislaciones comunes para derribar 
barreras de acceso al servicio notarial y por ende 
a los servicios de justicia, con miras a fortalecer 
la protección de derechos de las personas. He-
mos conseguido formar comisiones de trabajo 
e investigación en diferentes áreas del saber no-
tarial y temas que nos son comunes entre los 
pueblos con el fin de fortalecer, cimentar el ser-
vicio notarial, promover la carrera notarial, con-
seguir que el servicio no sea un órgano auxiliar 
sino una función dentro de los sistemas de jus-
ticia nacionales, y así poder servir mejor a nues-
tra gente con oportunidad y eficacia.

El servicio notarial no es un privilegio es un de-
recho. El notario es el responsable de dar fe de 
los actos, testigo y asesor. Guarda registro to-
dos y cada uno de los actos con prolijidad, esta 
es la información que permite conocer cómo 
se relacionan las comunidades: su economía, 
conflictos, transacciones y derechos. Fe, lealtad, 

El servicio notarial, con su 
actividad diaria y constante, 
es agente ineludible para la 
descongestión del sistema 
judicial en cada uno de nues-
tros países. Los asuntos no 
contenciosos deben ser trata-
dos y resueltos, a petición de 
las partes, en sede notarial, 
de tal forma que las judica-
turas se dediquen a resolver 
los asuntos contenciosos que 
exigen resolución del juez y 
sentencia obligatoria de cum-
plimiento.

“
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verdad, seguridad jurídica, libertad y convivencia 
pacífica contienen los documentos notariales. 
En esta información confían los ciudadanos y 
las autoridades, en ella se contiene la verdad de 
los actos voluntarios entre las personas, y en su 
análisis, a lo largo del tiempo, se puede trazar el 
devenir de las sociedades, sus avances o retroce-
sos. De allí, en las diversas instancias pertinentes, 
tomar decisiones que beneficien a todos, desde 
el servicio notarial hacia los otros componentes 
sociales, estructurales y jurídicos de los países.

El trabajo de investigación social, los laboratorios 
de técnica jurídica, el desarrollo de propuestas 
desde el servicio notarial que respaldan la gestión 
del notario, las leyes vigentes y su mejoramien-
to, la creación de normas, el trabajo constante, 
en cada país, y con organismos internacionales, 
para enfrentar flagelos comunes como la dis-
criminación de diversa índole, la ausencia de 
igualdad de género, la ausencia de protección 
derechos de personas en situación de riesgo, de 
forma eficaz y constante, son actividades que no 
tienen respiro y que las conocemos los miles de 
colegas notarias y notarios que servimos a más 
de 500 millones de personas en América.

Paradójicamente, esos cientos de millones de 
ciudadanos de América, no conocen claramen-
te la función del notario en cada uno de sus 
países. Puede parecer extraño, o quizás, para 
algunos, una perogrullada, pero no es así. El en-
tendimiento entre notarios fluye, conocemos 
sobre nuestro trabajo y nos reunimos para tra-
bajar en conjunto, y sin duda, no faltará, la expe-
riencia de la notaria o el notario que convive con 
su comunidad y lo reconoce como referente del 
servicio público, cercano a sus intereses y a su 
desarrollo económico y social.

Vuelvo al principio de esta reflexión, interpreta-
ción de la necesidad a cubrir de la ciudadana 
buscando la copia de una escritura, o el proto-
colo de titularidad de una propiedad que habría 
sido registrada ante notario público hace más de 
un siglo. Lo que significa, no solo desde el senti-
do transaccional de un bien familiar, sino desde 
el sentido histórico de un servicio, que la nota-
ría resguarda parte de la memoria de personas, 
familias, comunidad, desarrollo económico y, sin 
petición de parte, el registro de las transforma-
ciones que ha sufrido una sociedad en su geo-
grafía a lo largo del tiempo.

Ser notario es una altísima responsabilidad y ac-
ceder al servicio notarial es, sin lugar a ninguna 
duda, un derecho reservado a las y los mejores 
ciudadanos profesionales en jurisprudencia, con 
don de servicio, honestidad a toda prueba, forja-
dores de una sociedad cada vez más digna, res-
petuosa de los derechos de los demás, luchado-
res por la justicia, libertad y democracia, y que, 
aun en los momentos más aciagos de una co-
munidad, están ahí para proteger a los ciudada-
nos y sus derechos.

Los notarios y notarias de América y el Ecuador 
sostenemos e impulsamos el desarrollo econó-
mico y social de nuestras naciones, atendiendo 
de forma personalizada a cada ciudadana y ciu-
dadano que lo requiera, sin distinciones ni dis-
criminación, con lealtad y seguridad jurídica. Los 
intereses de notario son los intereses de la comu-
nidad y debe conocerlo de primera mano. Co-
muniquemos el significado de nuestro servicio, 
esa es la garantía de la permanencia del servicio 
notarial en nuestro continente y en el mundo.
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Con la aprobación de la Ley Hipotecaria para las Provincias de Ultramar de 
1893 se incorporan las normativas del derecho hipotecario español en Cuba 
y Puerto Rico.  Dicha legislación daba paso a la existencia por primera vez en 
Puerto Rico de un colegio notarial.   Ese primer Colegio Notarial tuvo a su vez 
un reglamento que estableció una junta directiva presidida por un decano, 
dos censores, un tesorero y un secretario. En cada distrito de la isla existiría a 
su vez un delegado designado por la junta.  En el 1874 se crea la primera junta 
del colegio y para el 1875 existían en Puerto Rico unas treinta y siete notarías.  
En ese entonces el notario estaba adscrito a una demarcación territorial de-
terminada y se trataba de un profesional del derecho separado y distinto al 
abogado.  Para el 1891, en los últimos años de dominio español sobre Puerto 
Rico, se logra equiparar al notario puertorriqueño con su contraparte español 
y se aprueba una nueva legislación hipotecaria. 

LA RESTAURACIÓN DEL 
COLEGIO NOTARIAL DE 
PUERTO RICO
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Durante la Guerra Hispanoamericana, España 
pierde sus últimas colonias en América y en el 
caso específico de Puerto Rico, en el 1898 el te-
rritorio es cedido a los Estados Unidos de Amé-
rica como parte de los acuerdos del Tratado de 
París que pusieron fin a las hostilidades.  Se es-
tablece en la isla un gobierno militar que en sus 
comienzos procuró dejar en vigor legislación lo-
cal que no fuera incompatible con el cambio de 
soberanía.  En el federalismo estadounidense los 
estados conservan jurisdicción sobre asuntos in-
ternos que no han sido expresamente delegados 
al gobierno federal.  Bajo ese mismo principio, 
Puerto Rico en ese momento retiene su Código 
Civil, legislación notarial, legislación hipotecaria, 
entre otras.  Sin embargo, comienza a convertirse 
en una jurisdicción mixta en la medida de que la 
legislación comercial, penal y administrativa em-
pieza a recibir influencias del derecho anglosajón 
(common law).  

En el caso de la función notarial, ya para el 1901 
el gobierno militar comienza a cuestionarse si el 
concepto del notariado de tipo latino era foráneo 
y si debía procurarse el cambio a un notariado de 
tipo anglosajón como en el resto de su nación.   
Sin embargo, tal drástica medida nunca fue im-
plementada y en su lugar se modificó la legisla-
ción vigente del 1891 para eliminar el Colegio No-
tarial, su junta, delegados regionales y los distritos 
o demarcaciones notariales.  Se legisló para que 
todo abogado admitido como tal pudiera aspirar 
a convertirse también en notario, tomando un 
examen de admisión.  Comienza en Puerto Rico 
el rol dual de abogado y notario que conserva-
mos en la actualidad.  Queda atrás el notariado 
de número cerrado y por demarcaciones territo-
riales específicas.  Con ese cambio fundamental, 
los notarios pasan a formar parte del Colegio de 
Abogados de Puerto Rico, entidad fundada en el 
1840 y que sobrevivió al cambio de soberanía.  Por 
suerte, la esencia de nuestra práctica notarial de 
tipo latino permaneció básicamente inalterada, 

siendo el cambio más significativo la unificación 
de las dos profesiones (abogado-notario) y la eli-
minación de un colegio notarial. 

A partir de ese entonces, por décadas los nota-
rios en Puerto Rico formaron parte del Colegio de 
Abogados, siendo su colegiación una compulso-
ria para el ejercicio de ambas profesiones.  En el 
1986 un grupo de valientes notarios fundaron la 
Asociación de Notarios de Puerto Rico, con el ob-
jetivo de crear una entidad de afiliación voluntaria 
para beneficio exclusivamente de los notarios y 
que a su vez pudiera convertirse en representan-
te de nuestro notariado en la Unión Internacional 
del Notariado Latino.  Puerto Rico fue uno de los 
notariados fundadores de la UINL, pero no era re-
presentado por una institución que agrupara ex-
clusivamente notarios.  La Asociación de Notarios 
sirvió para visibilizar y reconocer la importancia de 
nuestro notariado como una profesión distinta a 
la abogacía. 

Para el 2014 el Tribunal Supremo de Puerto Rico 
resuelve que es inconstitucional el requisito de la 
colegiación compulsoria de los abogados.  Esto 
representó a su vez que para los notarios ya no 
sería compulsorio pertenecer al Colegio de Abo-
gados.  El Colegio de Abogados pasa a convertirse 
en una entidad de asociación totalmente volun-
taria.   En ese mismo año la Asociación de Nota-
rios cambia su nombre corporativo a “Colegio de 
Notarios de Puerto Rico”, pero siendo todavía una 
organización privada sin fines de lucro.
Sin embargo, desde al menos el 2007 se habían 
comenzado esfuerzos a nivel local e internacional 
para dar reconocimiento de ley a nuestra enti-
dad, como es la realidad en la mayor parte de los 
notariados de tipo latino a nivel mundial.  Para el 
mes de octubre de 2007, durante el 25vo Congre-
so Internacional de la UINL celebrado en Madrid, 
España, se adoptó una resolución en respaldo de 
la creación de un colegio notarial en Puerto Rico. 
Posteriormente, el 10 de septiembre de 2019 la 
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Comisión de Asuntos Americanos reunida en Te-
nerife, Islas Canarias, aprobó por unanimidad una 
resolución mediante la cual solicitan ¨la aproba-
ción del proyecto de ley radicado ante la Asam-
blea Legislativa del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico que reconoce al Colegio de Notarios 
de Puerto Rico como entidad cuasi pública con 
personalidad jurídica suficiente para represen-
tar al notariado de Puerto Rico, tanto a nivel local 
como internacional¨.  A nivel local, se presenta-
ron en dos ocasiones anteproyectos de ley para la 
creación del colegio notarial, sin éxito alguno. 
Finalmente, en el 2022 se radica el Proyecto de la 
Cámara 1050 (P de la C 1050), que buscaba dar re-
conocimiento en ley al CNPR como la entidad o 
gremio que por más de tres décadas ha fungido 
como el representante local e internacional del 
notariado de Puerto Rico.  Con esa medida legis-
lativa se buscaba reconocer la trayectoria, aporta-
ciones y la necesidad de que dicha organización 
profesional existiera a perpetuidad, para benefi-
cio de futuras generaciones de notarios.  Todos 
los esfuerzos y luchas por casi 36 años finalmente 
vieron sus frutos con la aprobación de la Ley nú-
mero 63 de 18 de julio de 2022, para crear la “Ley 
del Colegio Notarial de Puerto Rico”. 

A partir de esa fecha nuestra institución existe 
a perpetuidad como entidad cuasi pública por 
mandato de ley.  Puerto Rico tiene nuevamente 
su Colegio Notarial que desapareció por espacio 
de casi ciento veinte años, pero que regresa con 
mucha fuerza para seguir defendiendo y am-
pliando nuestro rol en la sociedad puertorrique-
ña.  Nuestro notariado de tipo latino ha crecido en 
las pasadas décadas, con nuevas competencias y 
cambios dirigidos a deslindar nuestra profesión 
del ejercicio dual de la abogacía. Hoy en día Puer-
to Rico es el único territorio de los Estados Unidos 
que conserva su notariado de tipo latino, siendo 
digno ejemplo de perseverancia y convicción 
para el resto de América.

En el caso de la función nota-
rial, ya para el 1901 el gobier-
no militar comienza a cues-
tionarse si el concepto del 
notariado de tipo latino era 
foráneo y si debía procurarse 
el cambio a un notariado de 
tipo anglosajón como en el 
resto de su nación.   

“
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Leovedis Elías Martínez Durán 

Notario

Abogado. Especialista en Derecho público. Especialista en Derecho Procesal. Doctor en Derecho (PHd). Juez 
2º Civil Municipal en Codazzi, Cesar. Fiscal delegado ante los Jueces del Circuito de Valledupar. Juez 1º Civil 
del Circuito de Valledupar. Magistrado del Tribunal Superior de Valledupar. Sala Civil-Familia-Laboral. Nota-
rio 2º de Bogotá. 

DESJUDICIALIZACIÓN Y 
NOTARIADO: LA EXPERIENCIA 
COLOMBIANA

El inciso final del artículo 116 de la Constitución Política de Colombia dispone: Los particulares 
pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de 
conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en 
equidad, en los términos que determine la ley. 

En la doctrina jurídica encontramos algunos tipos de procesos en los que no existe una real contra-
posición de intereses entre las partes opuestas, otros en los que los interesados están de acuerdo 
acerca de la solución de sus intereses y otros en los que nos encontramos frente a una falta abso-
luta de litigio (Francisco CARNELUTTI, 1944, p. 276 a 285). 

Frente a estos procesos en los que hay ausencia de litigio, el Estado colombiano ha optado por 
conferir competencia a los Notarios para que mediante escritura pública, formalice y legalice los 
acuerdos que exponen las partes interesadas. 

Fue así como desde el año 1988 se autorizó la liquidación de herencia entre personas capaces, 
siempre y cuando hubiese acuerdo entre ellas. De ahí en adelante fue asignando competencia a 
los notarios para conocer de diversos asuntos, siempre que no existiese controversias entre los in-
teresados, y terminó dándoles competencia para conocer de los asuntos de jurisdicción voluntaria, 
en clara acción desjudicializadora.

Introducción
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1. Liquidación de herencia y liquidación de la 
sociedad conyugal o patrimonial de hecho en-
tre compañeros permanentes.

En virtud de la autorización que le confirió la Ley 
30 de 1987, el presidente de la República profi-
rió el Decreto Ley 902 de 1988, media te el cual 
autorizó el trámite notarial para la liquidación 
de las sucesiones intestadas, testadas, contrac-
tuales y mixtas (parte testada y parte intestada), 
a condición de que los herederos, legatarios y 
el cónyuge sobreviviente o sus cesionarios, sean 
capaces, así como la liquidación de las corres-
pondientes sociedades conyugales.

Posteriormente, en el artículo 33 del Decreto 
Ley 2151 de 1991, se autorizó el trámite notarial 
de sucesiones y sociedades conyugales en las 
que los herederos, legatarios o cónyuge sobre-
viviente sean menores de edad, a condición de 
que por lo menos alguno de los interesados sea 
mayor de edad, y que los menores interesados 
estén debidamente representados.

En el trámite de sucesiones y liquidación de 
unión marital de hecho entre compañeros per-
manentes es necesario tener en cuenta que 
la Corte Constitucional, en Sentencia C-283 de 
20111, reconoció a los miembros de la pareja del 
mismo sexo el derecho al reconocimiento de 
la porción conyugal. Posteriormente, la misma 
Corte, mediante Sentencia C-238 de 20122, re-
conoció vocación hereditaria a los compañeros 
permanentes y a las parejas del mismo sexo.
Estas sentencias tienen efectos iguales a la ley 
por tener el carácter de “doctrina constitucio-
nal”3, conforme la cual, siendo las normas cons-
titucionales normas de derecho, que una vez 
interpretadas por la Corte Constitucional, de 
ese modo deben aplicarse, constituyendo “una 
razonable exigencia en guarda de la seguridad 

jurídica”, razón por la que su vigencia es perma-
nente.

2. Partición en vida del patrimonio. 

El Parágrafo del artículo 487 del Código General 
del Proceso autorizó la partición del patrimonio 
que en vida quiera efectuar una persona para 
adjudicar todo o parte de sus bienes, mediante 
escritura pública, previa licencia judicial, respe-
tando las asignaciones forzosas, los derechos de 
terceros y los gananciales.

Sobre esta norma se pronunció la Corte Consti-
tucional mediate sentencia C-683 de 2014, y fue 
reglamentada por el Decreto 1664 de 2015. La 
competencia para este trámite es exclusiva del 
notario.

3. Celebración de matrimonio civil.

Con fundamento en la autorización que le 
otorgó la citada ley 30 de 1987, se expidió el 
Decreto ley 2668 de 1988 mediante el cual se 
autorizó la celebración del matrimonio civil por 
los notarios, sin perjuicio de la competencia 
asignada a los Jueces Civiles Municipales para 
tal celebración.

4. Realización de inventario solemne de bienes.

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 
170 del Código Civil, la persona que teniendo hi-
jos bajo su patria potestad o bajo su tutela o cu-
ratela quiere contraer matrimonio o conformar 
una unión marital de hecho, debe proceder al 
inventario solemne de bienes, lo que puede tra-
mitar ante el juez o ante el notario, conforme 
lo dispone el artículo 2.2.6.15.2.3.1 del Decreto 
Reglamentario 1664 de 2015, y el ordinal 3º del 
artículo 617 del Código General del Proceso.

Asuntos en los que no existe 
litigio entre las partes:

1  CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-283 de 13 de abril de 2011, Magistrado Ponente, Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
2 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-238 de 22 de marzo de 2012, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.  
3CORTE CONSTITUCIONAL, sentencia C-083 de 1 de marzo de 1995, Magistrado Ponente Dr. Carlos Gaviria Díaz, Fundamento Jurídico 6.2.5, b).
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5. Declaración de existencia de unión 
marital de hecho y la cesación de sus 
efectos civiles, y la constitución, disolu-
ción y liquidación de la sociedad patri-
monial de hecho.

La Ley 54 de 1990 autorizó la declaración 
de existencia y cesación de los efectos 
civiles de la unión marital de hecho en-
tre compañeros permanentes, mediante 
sentencia judicial. La ley 979 de 2005 dis-
puso que esta declaración podía hacerse, 
además de mediante sentencia judicial, 
por escritura pública o por acta de conci-
liación. A este trámite se refiere el nume-
ral 5º del artículo 617 del Código General 
del Proceso. 

Esta norma fue reglamentada por el De-
creto 1664 de 2015 en cuanto a la compe-
tencia notarial, para establecer requisi-
tos de la solicitud de la declaración y sus 
anexos, y dispuso, en materia de cesación 
de efectos civiles de esa unión, de común 
acuerdo, para lo cual exigió la intervención 
de abogado, concepto del Defensor de fa-
milia en caso de haber hijos menores.

La sociedad patrimonial de hecho se 
presume y hay lugar a declararla judicial-
mente en los casos que señala el artículo 
2º de la Ley 90 de 1990, modificado por 
el artículo 1º de la Ley 979 de 2005, en los 
siguientes casos:

a)	 Cuando exista unión marital de 
hecho durante un lapso no inferior a 
dos años, entre un hombre y una mu-
jer sin impedimento legal para con-
traer matrimonio;
b)	 Cuando exista una unión mari-
tal de hecho por un lapso no inferior 

a dos años e impedimento legal para 
contraer matrimonio por parte de 
uno o de ambos compañeros perma-
nentes, siempre y cuando la sociedad 
o sociedades conyugales anteriores 
hayan sido disueltas por lo menos un 
año antes de la fecha en que se inició 
la unión marital de hecho.

A la liquidación de la sociedad de hecho 
entre compañeros permanentes, que 
como se vio se extiende a las parejas del 
mismo sexo por mandato de la jurispru-
dencia constitucional, se aplican las nor-
mas del Código Civil para la liquidación 
de la sociedad conyugal, dispone el artí-
culo 7º de esta ley.

Las acciones para obtener la disolución 
y liquidación de la sociedad patrimonial 
entre compañeros permanentes prescri-
ben en un año, contado a partir de la se-
paración física y definitiva de los compa-
ñeros, del matrimonio con terceros o de 
la muerte de uno o ambos compañeros, 
conforme el artículo 8 ibidem.

6. De la declaración de bienes de la socie-
dad patrimonial no declarada, ni liquida-
da que ingresan a la sociedad conyugal:

Dispone el numeral 6 del Artículo 617 del 
Código General del Proceso, que trata de 
“Trámites notariales”, esta declaración.
Se trata de aquellos casos en los que la pa-
reja ha convivido durante más de dos años 
y deciden contraer matrimonio entre sí. En 
este caso, pueden los cónyuges hacer la 
declaración de la unión marital de hecho 
y la sociedad patrimonial, mediante escri-
tura pública, en la que declaran cuales bie-
nes ingresan a la sociedad conyugal.
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7. La cancelación de hipotecas de mayor 
extensión, en los casos de subrogación.

El numeral 7 del artículo 617 del Código 
General del Proceso autoriza tramitar 
ante Notario la solicitud de cancelación 
de una hipoteca de mayor extensión en 
caso de subrogación.

Cuando un constructor constituye un 
gravamen hipotecario sobre un bien in-
mueble de mayor extensión sobre el cual 
se construyó una edificación que se so-
metió a un régimen de propiedad hori-
zontal, el propietario inicial deberá solici-
tar el levantamiento del gravamen en la 
proporción que afecte a cada una de las 
unidades privadas resultantes, autorizan-
do el artículo 2.2.6.15.2.7.1 del Decreto 1664 
de 2015, que adicionó al Decreto 1069 del 
mismo año. Que esa cancelación “podrá 
realizarse dentro del mismo acto jurídico 
de transferencia de dominio de la unidad 
privada, o en solicitud independiente”.

8. Solicitud de copias sustitutivas de las 
primeras copias que prestan mérito eje-
cutivo.

Autoriza el numeral 8 del Artículo 617 del 
Código General del proceso al notario para 
tramitar la solicitud que se le formule de 
expedir copias sustitutivas de las primeras 
copias que prestan mérito ejecutivo que 
se le soliciten por el interesado.

El Decreto 1069 de 2015, Reglamentario 
del Sector Justicia, fue adicionado por el 
Decreto 1664 del mismo año, y en la Sub-
sección 8, se dispuso:

a)	 legitimación: la petición la puede 
hacer quien tenga un interés legítimo, 
sea “por haber sido parte en la rela-
ción jurídica o su beneficiario podrá 
solicitar copias sustitutivas de las pri-
meras copias que prestan mérito eje-
cutivo extraviadas, perdidas, hurtadas 
o destruidas”;
b)	 los requisitos, debiéndose iden-
tificar la escritura de cuyas copias se 
solicitan, afirmación acerca del extra-
vío, pérdida, hurto o destrucción de 
la copia que presta mérito ejecutivo, 
indicación que la obligación no se ha 
extinguido o solo se extinguió en la 
parte en que se indique, que si la co-
pia que se sustituye aparece no será 
utilizada y se entregará al notario para 
que la invalide. 

En caso de no haber controversia, el no-
tario expedirá copia auténtica de la escri-
tura con la anotación de ser sustitutiva 
de la primera copia que presta mérito 
ejecutivo, y el nombre del interesado en 
favor de quien se expida. 

En caso de presentarse controversia, se 
devolverá el trámite al interesado para 
que acuda ante el juez. 

Colombia 								        Notariados de América 2024



111

Notariados de América 2024				    Colombia

El artículo 577 del Código General del 
Proceso enlista los asuntos a los que se 
someten al trámite de la jurisdicción vo-
luntaria, y entre ellos, encontramos los si-
guientes cuyo conocimiento se atribuye 
a los notarios:

1. De la autorización para enajenar bie-
nes de los incapaces, sean estos mayo-
res o menores de edad, de conformidad 
con el artículo 581 de este código.

El numeral 1 del artículo 577 citado, seña-
la que se sujeta al trámite de jurisdicción 
voluntaria La licencia que soliciten el pa-
dre o madre de familia o los guardado-
res para enajenar o gravar bienes de sus 
representados, o para realizar otros ac-
tos que interesen a estos, en los casos en 
que el Código Civil u otras leyes la exijan.
El inciso final del mencionado artículo 
581 dispone que cuando se concedan 
licencias para enajenar bienes de inca-
paces4, la enajenación no se hará en pú-
blica subasta, (…). 

2. De la declaración de ausencia.
El numeral 2º del artículo 617 ibidem 
asigna al notario la competencia para 
conocer y tramitar a prevención las soli-
citudes de “declaración de ausencia de 
que trata el artículo 583” del Código Ge-
neral del Proceso. Este trámite es califica-
do como de jurisdicción voluntaria por el 

numeral 4 del artículo 577 ib.
El citado artículo 583 ib. establece el 
procedimiento que ha de seguirse para 
efectuar la declaración deprecada. 

3. De la cancelación y sustitución volun-
taria del patrimonio de familia inembar-
gable.

El numeral 8 del artículo 617 del Código 
General del Proceso da competencia al 
notario para conocer y tramitar, a pre-
vención, de “la cancelación y sustitución 
voluntaria del patrimonio de familia in-
embargable”, asunto que el numeral 8 
del artículo 577 ibidem califica como de 
jurisdicción voluntaria.
La Subsección 10 del Decreto 1664 de 
2015 adicionó al Decreto 1069 del mismo 
año, autoriza a los notarios para sustituir 
o cancelar mediante escritura pública el 
patrimonio de familia constituido sobre 
un bien inmueble, atendiendo a lo dis-
puesto por los artículos 84 a 88 del De-
creto Ley 019 de 2012.
En caso de surgir controversias o existir 
oposición, el trámite se remitirá al juez 
competente, dispone el Parágrafo del ar-
tículo 617.  

4. Divorcio de común acuerdo del matri-
monio civil, y cesación de efectos civiles 
del matrimonio religioso.

Asuntos de jurisdicción voluntaria 

4  A partir de la vigencia de la Ley 1996 de 2019, publicada en el Diario Oficial No. 51.057 de 26 de agosto 2019, en Colombia solo son 
incapaces las personas menores de edad, siendo absolutamente incapaces los impúberes e incapaces relativos los menores púberes. 
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La Constitución Política, en su artículo 42, 
inciso 3º., dispone que “los efectos civiles 
de todo matrimonio cesarán por divorcio 
con arreglo a la ley civil”, lo que incluye 
tanto al matrimonio civil como al matri-
monio religioso.
La Ley 25 de 1992 dispuso en su artículo 
12: Las causales, competencias, proce-
dimientos y demás regulaciones esta-
blecidas para el divorcio, la cesación de 
efectos civiles del matrimonio religioso, 
la separación de cuerpos y la separación 
de bienes, se aplicarán a todo tipo de 
matrimonio, celebrado antes o después 
de la presente ley.
El Decreto 4436 de 2005, reglamentario 
de la Ley 962 del mismo año, dispuso en 
su artículo 1º., otorgó al notario la compe-
tencia para tramitar el divorcio del ma-
trimonio civil, o la cesación de los efec-
tos civiles de los matrimonios religiosos, 
por mutuo acuerdo de los cónyuges, y se 
formalizarán mediante escritura pública. 
Estas normas fueron compiladas por el 
decreto 1069 de 2015.
En el evento de haber hijos menores será 
necesaria la intervención del Defensor de 
Familia, quien debe emitir su concepto 
dentro de los quince días siguientes a su 
notificación.
El numeral 10 del artículo 577 identifica 
este trámite como de jurisdicción volun-
taria. 

5. La corrección de errores en los regis-
tros civiles. 

El numeral 9 del artículo 617 ibidem se-
ñala el trámite notarial para este asunto, 
el cual es identificado como de jurisdic-
ción voluntaria por el numeral 11 del poli 
citado artículo 577, el cual incluye tam-

bién la sustitución o adición de partidas 
del estado civil, o del nombre, o anota-
ción del seudónimo en actas o folios del 
registro civil.
El artículo 89 del Decreto 1260 de 1970, 
conocido como Estatuto de Registro Ci-
vil, autoriza a los interesados para alterar 
la inscripción mediante escritura pública, 
por sí o por medio de sus representantes 
legales o sus herederos (art. 90), con el fin 
de ajustar la inscripción a la realidad y no 
para alterar el estado civil (art. 91).
El propio inscrito podrá disponer, por 
una sola vez, mediante escritura públi-
ca, la modificación del registro civil, para 
sustituir, rectificar, corregir o adicionar su 
nombre, con el fin de fijar su identidad 
personal (art. 94). 

6. La adjudicación, modificación o ter-
minación de apoyos en la toma de deci-
siones promovido por la persona titular 
del acto jurídico.

El numeral 6 del artículo 617 fue modifi-
cado por el artículo 36 de la ley 1996 de 
2019, para atribuir la adjudicación, mo-
dificación o terminación de apoyos en 
la toma de decisiones promovido por la 
persona titular del acto al notario, en los 
eventos en los que esa persona esté en 
condiciones de informar al notario que 
su intención es constituir un apoyo para 
actuar en la celebración de negocios 
jurídicos y a quien pretende designar 
como su apoyo. En caso de no estar en 
condiciones de hacer estas indicaciones 
el titular del acto jurídico, el notario debe 
abstenerse de autorizar el trámite y remi-
tir al interesado al juez competente para 
que éste proceda a adelantar el trámite.
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La legislación colombiana ha asignado competencia al notario para adelantar una se-
rie de trámites, de los cuales son una muestra los enumerados en este ensayo, con el 
fin de desjudicializar su práctica, con lo cual se pretende y a fe que se ha logrado, des-
congestionar la administración de justicia y hacer que éstos se adelanten en un tiempo 
menor al empleado en el trámite judicial.

A guisa de ejemplo podemos mencionar el trámite de las sucesiones, las que por la vía 
judicial demoran varios años, al punto de que ha hecho carrera la afirmación de que la 
vida útil de un abogado se reduce al trámite judicial de tres sucesiones, mientras que 
este trámite, por la vía notarial, siempre que los interesados sean rigurosos en el cum-
plimiento de las exigencias legales, puede ser autorizado por el notario en un plazo de 
tres meses, lo cual implica una enorme diferencia. Lo mismo se puede afirmar de otros 
trámites que se adelantan por la vía notarial.

Es posible que el estado, resolviendo la talanquera que constituye hoy la norma conte-
nida en el inciso final del artículo 116 de la Carta Política, pueda atribuir el conocimiento 
de algunos asuntos no litigiosos al notariado, tal como ocurre hoy en Europa con los 
procesos de ejecución.

Por lo pronto, la Ley 2220 de 2022, mediante la cual fue expedido el estatuto de conci-
liación, atribuye a los notarios la función conciliadora, permitiéndole incluso ejercer esa 
actividad a través de centro de conciliación constituido en la notaría.
Además, desde el año 2012 goza el notariado de la competencia para tramitar la nego-
ciación de deudas de las personas naturales no comerciantes, en las que actúa el no-
tario como conciliador o puede actuar también a través de conciliadores inscritos en la 
notaría, la que es considerada por la ley como centro de conciliación para estos efectos.

Consideramos que el notariado puede prestar un gran servicio a la sociedad no solo 
ejerciendo la función preventiva que implica su función como autoridad fedante sino 
que está en capacidad de contribuir a la descongestión de la administración de justicia 
a través de la desjudicialización de una gran cantidad de trámites que hoy son someti-
dos al conocimiento de la judicatura.

CARNELUTTI, Francisco. Sistema de Derecho Procesal Civil. Tomo I. Uteha Argentina. 
Buenos Aires, 1944.
GARCÍA HERREROS CASTAÑEDA, Mauricio. Procedimientos y actuaciones notariales 
en el derecho de familia. 3ª. Edición. Legis. Bogotá. 2023
GONZALEZ GALVIS, Gonzalo. Notaripedia. La enciclopedia Notarial. Tomos I y II U.C.N.C. 
Manizales, 2022.  
MARTÍNEZ DURÁN, Leovedis Elías. Competencias Notariales. Tomo I. Personas y fami-
lia. Ediciones Doctrina y Ley. Bogotá, 2017. 
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DESJUDICIALIZACIÓN: 
PRESENTE Y DESAFIOS EN 
LA LEGISLACIÓN BOLIVIANA

Los cambios sociales siempre han conducido a la 
construcción de un nuevo Estado que vaya acorde a 
la realidad, a través de los marcos normativos esen-
ciales como las Constituciones o también denomi-
nadas leyes fundamentales, sin duda Bolivia no fue 
la excepción, ese objetivo se cumplió el año 2009 
donde nació un nuevo pacto social con principios, 
postulados distintos a la extinta norma base, como 
toda obra humana es sin duda cuestionable en mu-
chos aspectos y bien recibida en otros. Partiendo de 
esta última premisa, propendiendo a exhibir lo ge-
neroso de la Constitución del Estado Plurinacional 
de Bolivia, es importante analizar los lineamientos 
que marca y permite aportar a la desjudicialización 
de la justicia.

La administración de justicia implica una labor 
propia del Estado, así fue en otrora y sin ánimo de 
aplicar la quiromancia, podría afirmar que así será 
en el futuro, por tal motivo queda en el imaginario 

del ciudadano de a pie que el Estado es quien debe 
proveerle de justicia, por lo que, como respuesta 
rápida para el individuo ante el surgimiento de un 
conflicto, está en acudir a los estrados judiciales 
para la resolución del mismo. Sin embargo, aquello 
no necesariamente debería ocurrir así, siendo que 
existen instituciones de larga data que contribuyen 
a evitar el conflicto como es el notariado cuyo apor-
te radica primordialmente, aunque no únicamente 
en la prevención y la seguridad jurídica.

El camino hacia a la justicia, es una tarea entre tan-
tas otras que el Estado trata de garantizarla a través 
de su andamiaje jurídico, pero no necesariamente 
a través de los fueros o Tribunales, sino a través de 
medios alternos, que evita que el Estado soporte 
todo el cúmulo de petitorios que a largo plazo por 
muy eficaz y eficiente que éste sea provoca retar-
dación e incredulidad del ciudadano en el tipo de 
justicia tradicional que brinda el Estado.

Cristian Emanuel Hernández Sánchez 

Notario
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Por lo tanto, a prima facie considero la labor 
del notario y su participación permite gene-
rar dos efectos positivos uno inmediato que 
es el desahogar y bajar la carga procesal de 
los órganos de justicia y otro mediato que es 
el de legitimar la presencia del Estado frente 
al ciudadano a través de esta noble labor.

No es un secreto que los Tribunales de justicia 
se encuentran atestados de demandas aletar-
gado en el tiempo que requieren esperar su 
turno para ser resueltas, la función notarial por 
lo tanto surge como alternativa para que ellas 
cuestiones no relacionadas con la contienda 
como los procesos o jurisdicción voluntaria, en 
la experiencia de Bolivia con la asignación de 
nuevas competencias para el notario sin duda 
generó un efecto positivo en la población por 
razón de economía y de tiempo.

Este efecto inmediato viene acompañado 
del efecto mediato que es legitimar el ser-
vicio que presta el Estado al ciudadano, por 
tanto, hace que el individuo se sienta parte 
integrante, afiance su sentido de pertenen-
cia con el Estado en el cual habita y vuelque 
su confianza en las instituciones del Estado.

Con relación al ámbito de la legitimación au-
tores como Vasquez Ocampo, citado por el 
profesor Cosola, establece que al poder legiti-
mador le compete aplicar el derecho en una 
operación de contraste; en la rama procesal, 
tan necesaria para que una vez ocurrido el 
conflicto, una sentencia dedica entre intere-
ses controvertidos, mejorando a uno, perjudi-
cando a otro. Y en otra rama, la notarial, que 
debe sancionar fedatariamente la afirmación 
o repulsión de un interés en juego no contro-
vertido. La función notarial entonces para el 
autor citado, parte integrante del poder legi-
timador del Estado de Derecho1.

El notario de fe pública se cataloga como un 
acompañante o guía jurídico en los hechos y 
actos jurídicos mas relevantes de la vida de 
las personas o como lo manifiesta la Dra. Ro-

salía Mejia Rosasco respecto al proyecto de 
vida como: El proyecto de vida es un diseño 
individual que parte del conocimiento que 
cada persona tiene de sí mismo, sus forta-
lezas, sus debilidades, sus inclinaciones, sus 
preferencias, es decir, a partir del reconoci-
miento de su propia individualidad como ser 
humano, tanto física como psíquicamente. 
Todo ello, unido a la convicción de la tempo-
ralidad de su existencia, lo lleva a proyectarse, 
a vivir siempre en camino al mañana: tal rea-
lidad controla su presente y lo impulsa hacia 
el futuro2.

En todo ese proceso de vida del ser humano 
está presente el notario y en muchos casos 
se convierte en el primer garante efectivo a 
nombre del Estado en procura del respecto 
a los derechos reconocidos en la Constitu-
ción, con mayor fuerza repercute aquella ga-
rantía con la atribución de intervenir en los 
trámites voluntarios o también la denomi-
nada jurisdicción voluntaria, campo que pa-
recía reservarse solo para el ámbito judicial, 
hoy sin embargo en muchas legislaciones de 
Iberoamérica  como en Bolivia han confia-
do nuevas competencias al notariado, dada 
su función relevante con la sociedad, dado 
el acercamiento que el notario logra con los 
intervinientes al amparo del principio de in-
mediación donde no solo percibe la voluntad 
o el querer, sino además el sentir, las dichas y 
desdichas del ser humano.

Para reafirmar este criterio, debemos recor-
dar el principio de legalidad y el de aseso-
ramiento propios del sistema del notariado 
latino, que in natura se enlaza con lo anterior-
mente mencionado donde el notario orienta 
a través de su conocimiento jurídico y expe-
riencia al ciudadano blindando con mucha 
sutileza y eficacia sus derechos fundamenta-
les, sin duda un trabajo silente, desarrollado 
en un despacho reforzado además por un 
ámbito de reserva o confidencialidad pero 
con un efecto trascendental que deriva en la 
convivencia pacífica.

1 COSOLA SEBASTIAN J.: “Los deberes éticos notariales”. P. 180
2 MEJIA ROSASCO, Rosalia: “Hacia una nueva visión de la función notarial. El notario como garante del proyecto de vida de la persona”. P. 54
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En la línea de lo mencionado precedente-
mente la Constitución del Estado bolivia-
no se considera para sí mismo pacifista de 
acuerdo al artículo 103, aquello va en sinto-
nía con la segunda parte de la redacción del 
artículo señalado, donde establece que se 
promueve la cultura de la paz y el derecho a 
la paz, para este objetivo el Estado requiere 
brindar al ciudadano las herramientas nece-
sarias para lograr dicho cometido, como la 
ley del notariado plurinacional que siguiendo 
lo plasmado en la Constitución acompaña a 
los principios esenciales del sistema latino el 
principio de la cultura de la paz4 y también 
como finalidad la búsqueda de la armonía5 

entre los bolivianos.

Estos postulados no son propios y exclusivos 
de las instituciones del Estado, sino que su 
contribución también debe surgir de la propia 
conducta, del deber ser del ciudadano bolivia-
no así manda la Constitución6. Por lo que la ta-
rea de construir una mejor sociedad apegada 
a un pacto armónico corresponde al ciudada-
no de a pie y las instituciones del Estado. 

Es importante destacar que el notario bolivia-
no tiene una misión constitucional enlazada 
a su ley especial del notariado, donde debe 
brindar a través de toda su preparación en 
la contribución de la paz social y lo hace, no 
solamente a través de la autorización de los 
documentos notariales que son el verdadero 
baluarte del derecho y la paz7 sino también a 
través de los denominados tramites volunta-

rios notariales8 delegados por el Estado a par-
tir del 2014, competencias que mucho antes 
eran imposibles de considerarlas como parte 
de la función notarial, dándole una trascen-
dente participación al notario en las relacio-
nes jurídicas de las personas.

Pese a los grandes impulsos que se dio en la 
legislación boliviana, atribuyéndole mayores 
competencias al notario, sin embargo, queda 
pendiente la tarea de continuar avanzando 
para que el notario pueda contribuir con su 
labor como conciliador o mediador como en 
otras latitudes ocurre, tal es el caso de Ucra-
nia donde se sancionó la ley “sobre media-
ción”, como un procedimiento de resolución 
extrajudicial y establece que los notarios pue-
den realizar la mediación en la forma prescri-
ta por la ley, siempre que hayan recibido una 
formación básica como mediador9 cuya dis-
posición se aplica desde 2021.

El mediador busca transformar una diná-
mica de confrontación en una dinámica de 
colaboración, debe lograr que las partes tra-
bajen juntas en la solución de un problema y 
transformar situaciones conflictivas en solu-
ciones aceptables. El mediador debe ser ca-
paz de crear o encontrar, en los anteceden-
tes, en los hechos o en las pretensiones de las 
partes, suficientes puntos de consenso como 
para posibilitar que transiten desde sus posi-
ciones originales orientadas exclusivamente 
por sus intereses, hacia otras para llegar a un 
acuerdo10.

3 Constitución Política del Estado: Articulo 10 I. Bolivia es un Estado pacifista, que promueve la cultura de la paz y el derecho a la paz, así como la 
cooperación entre los pueblos de la región y del mundo, a fin de contribuir al conocimiento mutuo, al desarrollo equitativo y a la promoción de la 
interculturalidad, con pleno respeto a la soberanía de los estados.

4 Ley del Notariado Plurinacional No. 483. ARTÍCULO 2. (PRINCIPIOS Y FINES). -  I. Los principios que rigen la presente Ley son: 8. Cultura de paz: El servi-
cio notarial contribuye a la cultura de paz mediante el acuerdo sobre la modificación y extinción de relaciones jurídicas sin intervención jurisdiccional.

5Ley del Notariado Plurinacional No. 483. ARTÍCULO 2.- II. Son fines de la presente Ley: 2. Garantizar la armonía social para el Vivir Bien.

6 Constitución Política del Estado, Artículo 108. Son deberes de las bolivianas y los bolivianos: 4. Defender, promover y contribuir al derecho a la paz y 
fomentar la cultura de paz.

7 COSOLA, SEBASTIÁN J.: “El documento notarial en el Código Civil y Comercial” P. 418.

8 Trámites en la vía voluntaria notarial: a) Retención o recuperación de la posesión de bienes inmuebles; b) Deslinde y amojonamiento en predios 
urbanos; c) Divisiones o particiones inmobiliarias; d) Aclaración de límites y medianerías; e) Procesos sucesorios sin testamento; f) División y partición de 
herencia; g) Apertura de testamentos cerrados; h) Divorcio de mutuo acuerdo; i) Permisos de viaje al exterior de menores, solicitados por ambos padres.

9 https://onpi.org.ar/ucrania-se-aprobo-la-ley-de-mediacion-y-la-consolidacion-de-los-nuevos-poderes-del-notario-ucraniano/ 

10 ORENDAY GONZALES, ARTURO G. “La mediación, herramienta notarial”. P. 136
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Desde luego el notario a momento de ejer-
cer su función y dependiendo el caso parti-
cular, en la llamada inmediación con los in-
tervinientes dependiendo el caso particular 
tiene una función mediadora espontánea 
aun cuando no esté escrito en un precepto 
legal, sin embargo, se hace evidente a través 
del asesoramiento, la cual tiene como cami-
no el de guiar, orientar, buscar acuerdos o 
consensos más aun cuando la participación 
de los intervinientes es plural.

Otro aspecto a destacar que la conciliación 
en la realidad boliviana se produce de mane-
ra previa o dentro de una contienda lega así 
lo estable el Código Procesal Civil, claramen-
te delimita la conciliación como un medio 

alternativo de solución que puede ser previa 
o de manera intraprocesal11, desde luego al 
referirse al modo previo de conciliación se re-
fiere a la labor que cumplen los funcionarios 
auxiliares del Órgano Judicial denominado 
conciliadores que son un apoyo a la función 
judicial y promueven los acuerdos y elevan 
un acta al juez para su aprobación.  

Por lo que el notario no juega un rol conci-
liador formal, pero nuevamente me ánimo a 
señalar que, en el marco de una audiencia 
notarial, enz una fase previa a la elaboración 
de un documento el notario por la esencia 
de su función puede propiciar acercamien-
tos que derivan en la elaboración y finalmen-
te la autorización de un documento notarial.

Conclusiones

La Constitución y ley notarial boliviana le dieron un giro a la concepción de la función notarial 
desde el año 2014, confiando mayores atribuciones que van en beneficio de la sociedad, ya 
que, a través de estas nuevas competencias, se avanza paso a paso con la desjudicialización.

El notario boliviano no tiene competencias para mediar, conciliar o arbitrar, sin embargo, 
cabe resaltar que la labor que desempeña consciente de los principios del sistema latino que 
lo rodea le permite contribuir a la paz social, promoviendo acuerdos especialmente dado la 
inmediación entre los intervinientes, el documento y el notario.

La función notarial con miras a la desjudicialización sin duda contribuye como servicio pú-
blico a la legitimación favorable del Estado, generando en el ciudadano un ámbito de con-
fianza y seguridad. 

Entre los variados servicios que presta al Estado al ciudadano, el servicio notarial garantiza el 
ejercicio pleno de los derechos de las personas con ello contribuye a construir una sociedad 
más armoniosa. 

Existen desafíos notables, considerando que el marco legal notarial va a llegar a un decenio 
de vida, por lo que se requiere continuar avanzando y desde luego tomar atención en los 
notariados vecinos en cuanto a sus experiencias, modelos de gestión y aportes a través de la 
Unión Internacional del Notariado y la Comisión de Asuntos Americanos

11 Código Procesal Civil: Artículo 235 (CLASES DE CONCILIACIÓN). I. La conciliación podrá ser previa o intraprocesal. II. La concilia-
ción previa se rige por lo dispuesto en el Capítulo I, Título I del Libro Segundo
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El derecho humano a la vivienda en México, que tiene como funda-
mento el artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, el artículo  4 y 123 constitucional y el artículo 3 de 
la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Traba-
jadores (Infonavit), al establecer que se debe otorgar crédito “barato” 
a los trabajadores, se observa que a nivel factual el crédito otorgado 
a los trabajadores no es menor que el otorgado por las instituciones 
bancarias, es igual o superior.

Alejandra Calderón Flores 

Coordinadora de la Comisión de Catastros y Registros de la CAAm

Notaria Pública titular número 27 del Estado de Coahuila. Egresada de la Universidad Iberoamericana. 
Maestría en Derecho Notarial. Diplomados en Mediación y Derecho Fiscal. Doctora Honoris Causa por la 
World Lider Organization (OMLID). Miembro activo de Colegio Nacional de Notariado Mexicano. Presidenta 
del Colegio de Notarios de Torreón. Presidenta de la Comisión de equidad de género y Delegada estatal de 
la Comisión de vivienda del Colegio Nacional del Notariado Mexicano. Coordinadora de la Comisión de Re-
gistros y Catastros de la CAAM. Consejera de la UINL. Miembro del Grupo de trabajo de Equidad de género 
de la UINL. Panelista en diversos Foros nacionales e internacionales.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos establece en su artículo 4° que Toda familia tiene 
derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa.

EL DERECHO A LA 
VIVIENDA COMO 
DERECHO HUMANO
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El Estado tiene la obligación de respetar, pro-
teger y desarrollar acciones que permitan a las 
personas disponer de una vivienda adecuada, 
su adquisición no debe ser excesiva de tal ma-
nera que las personas puedan acceder a un lu-
gar donde vivir sin comprometer la satisfacción 
de otras necesidades.

Contar con una vivienda digna y decorosa es 
un derecho humano fundamental de los mexi-
canos.  Aunado a lo anterior es preciso señalar 
que en México el 75% aproximadamente del 
uso de suelo corresponde a la vivienda ya que 
la vivienda es uno de los principales activos que 
forman el patrimonio de las familias mexicanas 
y en lo general se considera como una inver-
sión para preservar nuestra economía. 

La demanda de vivienda es muy alta, este fe-
nómeno se debe al elevado crecimiento demo-
gráfico registrado en las últimas décadas y va 
ligado a los limitados recursos financieros para 
apoyar los programas oficiales de vivienda, so-
bre todo para la población de ingresos míni-
mos.
En México, el Infonavit es considerado la prin-
cipal institución del Estado mexicano para que 
las familias puedan ejercer su derecho consti-
tucional a una vivienda digna. Se calcula que 
siete de cada diez créditos de vivienda en el 
país son otorgados por esta institución.

“Toda familia tiene derecho a una vivienda dig-
na y decorosa”. La afirmación del artículo 4o. 
constitucional constituye un derecho humano 
consagrado por pactos internacionales y por la 
legislación nacional, sin embargo, las declara-
ciones internacionales de Derechos humanos 
indican que no solo debe existir el enunciado 
general que establece un derecho humano, 
sino los mecanismos que cada Estado debe 
emplear para hacerlos efectivos, el artículo 123 
constitucional establece como derecho laboral 
el de una vivienda digna para los trabajadores 
e indica que debe existir una institución para 
hacerlo efectivo, para ese fin se crea el Infonavit, 

sin embargo, el crédito otorgado a los trabaja-
dores no es barato, sin embargo, se podría decir 
que el crédito otorgado a los trabajadores no es 
barato pues es a muchos años y la tasa de in-
terés es muy alta, debería considerar el Gobier-
no mejorar las tasas de interés para que estos 
créditos no se vuelvan a futuro impagables y el 
trabajador obtenga con mayor liquidez su vi-
vienda que a final de cuentas se convertirá en 
su patrimonio principal. 

Un primer elemento a subrayar respecto de 
estas disposiciones jurídicas, es que se trata de 
uno de los pocos casos del orden jurídico nacio-
nal, en que se reconoce un derecho de tipo co-
lectivo; es decir, la vivienda digna y decorosa es 
un derecho que tienen las familias, lo cual cons-
tituye un reto en términos tanto conceptuales 
como de derechos humanos, pues la vivienda 
digna y decorosa debería ser un derecho hu-
mano, independientemente de que se viva o 
no en familia, como es el caso de los millones 
de personas que viven solas en nuestro país.

Independientemente de lo anterior, la informa-
ción del Censo de población y vivienda, 2020, 
así como de la Encuesta Nacional de Ingreso y 
Gasto en los Hogares, 2021 (ambos instrumen-
tos diseñados y procesados por el Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía (INEGI), per-
miten sostener que en México hay un amplio 
incumplimiento de las disposiciones constitu-
cionales y legales en esta materia.

En esa lógica, y atendiendo a la obligación de las 
autoridades gubernamentales de dar cumpli-
miento progresivo a los derechos que reconoce 
nuestra Constitución, es evidente que deben di-
señarse programas y acciones que le permitan a 
las personas acceder a una vivienda con la cali-
dad que implican las definiciones constitucional 
y legal; tomando en cuenta las características de 
las viviendas que en mayor medida vulneran ese 
derecho, a fin de ir avanzando aceleradamente 
hacia la generación de condiciones de una ma-
yor habitabilidad de las mismas.

México no puede seguir siendo un país que desperdicia recursos, y menos aun cuando lo que está en juego 
es el cumplimiento de mandatos constitucionales tan relevantes como el señalado; y por ello es urgente 
hacer más, mucho más, para lograr que toda persona pueda tener un espacio digno dónde realizar sus 
proyectos de vida.

Concluyo con lo siguiente: El patrimonio es de las cosas más importantes que tienen todos los seres huma-
nos y solo con nuestra fe pública los Notarios transmitimos esa tranquilidad y certeza jurídica a las personas, 
es por ello que coadyuvando con los Gobiernos a través de propuestas podemos ayudar a que los trabaja-
dores a futuro obtengan con mayor facilidad su vivienda digna y decorosa.
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Con el reciente ascenso de la nueva presidencia en Argentina, se ha elaborado una 
estrategia jurídico-normativa a efectos de poder el nuevo gobierno contar con he-
rramientas legales que consideraba necesarias para ejecutar su plan gubernamen-
tal en los próximos cuatro años venideros.

Primeramente, el gobierno nacional sancionó el Decreto de Necesidad y Urgencia 
Nº 70/20231 el que modificó áreas de incidencia en la actividad notarial del país 
tales como la contratación en moneda extranjera, modificación del régimen de 
locaciones, materia societaria (principalmente lo relacionado a la creación de las 
Sociedades Anónimas Deportivas –SAD-), la derogación del actual régimen en ma-
teria de automotores, en materia laboral el establecimiento de nuevas pautas que 
posibilitan la flexibilización del régimen y la intervención notarial en los acuerdos 
conciliatorios y finalmente la eliminación del régimen establecido por la Ley de Tie-
rras que limitaba la adquisición de inmuebles por parte de extranjeros en el país2. 
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Procurador. Abogado. Escribano. Mediador. Maestria en Derecho Notarial, Registral e Inmobiliario. Doctor en 
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SUCESIONES NOTARIALES Y 
DIVORCIOS ADMINISTRATIVOS 
El actual proyecto de desjudicialización 
en la Argentina

1. Introducción

1 Fecha de Publicación en el Boletín Oficial: 21/12/2023. Entrada en vigencia: 29/12/2023.

2 Para mayor información puede el lector acceder al Informe presentado por la Comisión de Integración Profesional del Colegio de Escribanos 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, accediendo al mismo por intermedio de la web: https://www.colegio-escribanos.org.ar/2024/01/02/
dnu-70-23-cuadro-comparativo-elaborado-por-la-comision-de-integracion-profesional/. Fecha de consulta: 2/1/2024.
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Seguidamente se presentó ante la Honorable 
Cámara de Diputados de la Nación el denomi-
nado “Mensaje N° 7/2023 y Proyecto de Ley de 
Bases y Puntos de Partida para la Libertad de 
los Argentinos”3. En el mismo, habida cuenta la 
crisis económica preponderante (y en la gran 
mayoría de las respectivas áreas gubernamen-
tales) se establecen un conjunto de medidas 
entre las cuales se encuentran el ANEXO IV 
denominado “Ley de procesos sucesorios no 
contenciosos” y el Art. 352 del proyecto que in-
corpora el inciso d) al Art. 435 del Código Civil y 
Comercial de la Nación Argentina (CCyCN) que 
incluye dentro de las causales de disolución del 
divorcio la comunicación conjunta de la volun-
tad de los cónyuges de disolverla efectuada 
ante el órgano administrativo competente.
La esencia y corte liberal de la actual dirección 
nacional del país ha tomado como principio la 
desburocratización de numerosas áreas de go-
bierno y ello conlleva también a la búsqueda de 
la desjudicialización de los procesos sucesorios 
y divorcios denominados “no contradictorios”, 
simplificando estos trámites primero median-
te la intervención notarial en el primer caso y 
segundo por intermedio de la actuación admi-
nistrativa. 

En la actualidad el Poder Judicial se encuentra 
desbordado de procesos judiciales de todo tipo, 
frente a ello el esbozo de fórmulas que atienen a 

la “descomprensión” de los sistemas mediante la 
intervención de profesionales capacitados e idó-
neos, evidencia una respuesta a una necesidad 
del pueblo. Es ya sabido que “el Poder Judicial 
no puede ser considerado como el único medio 
de acceso a la justicia, lo que importa es garanti-
zar ese acceso, aún por medio de otras vías que 
no son necesariamente las jurisdiccionales, en 
tiempo razonable y de manera efectiva”4. 

Nuestro país, pese a ser el precursor en muchas 
materias desde la óptica notarial en América5, a 
la fecha se encuentra con un importante atra-
so en lo que atañe a la intervención en materia 
no contenciosa o la llamada “jurisdicción vo-
luntaria”. Si bien la intención de desjudicializar 
estas áreas resulta ser un proyecto de ley que 
se encuentra en franca discusión y tratamiento 
en la Cámara de Diputados de la Nación (con 
un gran conjunto de normativa que modifica 
numerosa cantidad de instituciones del dere-
cho público y privado nacional) esperamos que 
sea un puntapié inicial para que el notariado 
argentino sume herramientas de utilidad para 
auxiliar a la comunidad.

Nos proponemos en las próximas líneas dar 
una breve sinopsis del contenido del proyecto 
y sus antecedentes con la intención de que el 
Notariado Americano tome una idea del estado 
actual de la cuestión.

3 Fecha de presentación: 27/12/2023. Nº de trámite interno en HCDN: 0025-PE-2023. Puede consultarse: https://www4.hcdn.gob.ar/depen-
dencias/dsecretaria/Periodo2023/PDF2023/TP2023/0025-PE-2023.pdf. Fecha de consulta: 12/1/2024.

4 SIERRALTA RIOS, Aníbal. Desjudicialización de conflictos: negociación y mediación. Lima: Colegio de Notarios de Lima, 2023, p.42. Él 
mismo cita como fuente a CASCARGO, Leonardo. “A desjudicializacao como ferramenta diferencia de acesso a justica. Jusbrasil.com.
br.jul, 2023, p.3.

5 Nótese la importancia de la misma que ya el primer Congreso Internacional del Notariado Latino (dónde se fundó la UINL) establecía 
como conclusión: “que es aspiración que todos los actos de jurisdicción voluntaria, en el sentido dado a esta expresión en los países de 
habla castellana, sean atribuidos exclusivamente a la competencia notarial”. También se lo trató en los Congresos Internacionales del 
Notariado Latino IV (Río de Janeiro, 1956), VIII (México, 1965) y XX (Cartagena de Indias, 1992); en el IV Encuentro Internacional Americano 
(Bogotá, 1968), en la Primera Reunión de Decanos de Colegios de Notarios de América del Sur (Lima, 1972), en la II Jornada Notarial del 
Cono Sur (Asunción, 1977); en las Jornadas Notariales Iberoamericanas IV (Acapulco, 1988) y VI (Quito, 1994), en las Jornadas Notariales 
Argentinas VI (La Plata, 1953), X (San Salvador de Jujuy, 1964) y XXVI (Córdoba, 2002), y en la Declaración de Madrid de la Conferencia 
Permanente de los Notarios de la Unión Europea (Madrid, 23 de marzo de 1990). ZABALA, Gastón A. La Actuación notarial en la sucesión 
intestada. Buenos Aires, Revista Notarial 945, 2003, p.260.
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Si bien podemos considerar que la posición de 
la innecesaridad de la declaratoria tiene fuertes 
puntos a favor, la realidad actual en el derecho 
argentino es que ha primado la posición que 
sostiene mantener los requerimientos y regu-
laciones registrales orientados al cumplimiento 
del llamado “tracto sucesivo registral”, defendi-
do por la totalidad de los tribunales nacionales 
a la fecha.

•	 Proyectos de la década de los 90.

Ya a principios de los años 90 comienzan a for-
marse diversas comisiones para estudiar la po-
sibilidad de implementación de las sucesiones 
extrajudiciales.

Podemos mencionar como los más relevantes 
de ese entonces el proyecto encomendado por 
Decreto 820/91 del Poder Ejecutivo que crea 
la comisión integrada por los juristas Roland 
ARAZI, Isidoro EISNER, Mario KAMINKER y Au-
gusto M. MORELLO. Por Resolución Ministerial 
1296 y Resolución de la Secretaría de Justicia 31 
del Ministerio de Justicia de Nación se desig-
nó una nueva comisión para avanzar sobre el 
tema integrada por Carlos COLOMBO, Raúl A. 
ETCHEVERRY, Héctor UMASCHI y Julio C. CUE-
TO RUA.  Ambos proyectos buscaban modificar 
el Código Civil vigente agregando un nuevo 

capítulo. Posteriormente por Decreto del Eje-
cutivo 445/94 se formó una comisión para el 
estudio del tema integrada por Sergio ACEVE-
DO, Pascual RAMPI, Miguel ALTERACH y Carlos 
J. CASTRO.  Finalmente, en el año 1996 el sena-
dor Ricardo BRANDA mediante el expediente 
S. 232/96 intentó también introducir el instituto 
en nuestra legislación vigente. En estos dos úl-
timos proyectos se buscó modificar el Código 
de Procedimientos Civil y Comercial de la Na-
ción y no el de fondo8.

Todos poseían como puntos de conexión las si-
guientes temáticas:

1.	 El trámite era optativo pudiendo ser el 
mismo por vía judicial, pero solo procedía en 
los casos que no exista controversia.
2.	 El notario era designado por acuerdo de 
partes o por sorteo de la lista elaborada por el 
Colegio de Escribanos, rigiéndose la compe-
tencia por el último domicilio del causante.
3.	 Se formaba un expediente en dónde se 
exigía patrocinio letrado obligatorio, había 
participación del agente fiscal y se publica-
ban edictos. Si se generaba contradicción se 
remitía a la judicatura.

Si bien fueron un importante antecedente en la 
materia, la realidad es que no pudieron avanzar 
considerablemente y con el tiempo fue dilu-
yéndose el interés por estos proyectos.

En materia sucesoria, debemos adentrarnos en los antecedentes de mayor interés para su análisis 
exegético. Comenzaremos señalando que, si bien la llamada costumbre judicial ha establecido la 
necesidad de contar con la declaración o declaratoria de herederos o acta de notoriedad, lo cierto 
es que en los orígenes el Código Civil Velezano6 no la requería como elemento sine quan non para 
la transmisión de derechos reales, siendo esta necesaria solamente por las leyes registrales. Esto 
generó una fuerte corriente doctrinaria que consideraba que atento la investidura y posesión que 
ejercía el heredero forzoso desde el fallecimiento del causante, la declaración devenía en abstracta 
pudiendo estos disponer inmediatamente de los bienes7.

2. Breve noción sobre los 
antecedentes de mayor relevancia 
relacionados las sucesiones notariales

6 El Art. 3410 del CC señalaba: “Cuando la sucesión tiene lugar entre ascendientes, descendientes y cónyuge, el heredero entra en posesión de la 
herencia desde el día de la muerte del autor de la sucesión, sin ninguna formalidad o intervención de los jueces, aunque ignorase la apertura de la 
sucesión y su llamamiento a la herencia”. Este artículo además se encuentra reflejado en el actual 2337 del CCyCN.

7 Podemos citar como a principales defensores de la postura en la actualidad a Cristina N. ARMELLA, Gastón A. ZABALA y Esteban M. PICASSO; quie-
nes han seguido la postura de maestros más modernos tales como Mario A. ZINNY y Eduardo A. ZANNONI; siendo los primeros que la sostuvieron 
José O. MACHADO y Baldomero LLERENA. 

8ZAVALA, Gastón A.  La determinación notarial de herederos y su compatibilidad con el Código Civil. Revista Notarial 959, ps. 399-401. Publicada en la 
web en: https://www.colescba.org.ar/icswpd/revista/Textos/RN959-2008-doc-zavala.pdf 
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•	 Proyecto ZAVALA 2004

Uno de los primeros antecedentes de incidencia, 
se presentó ante la Legislatura Provincial de Rio 
Negro y se denominó al mismo como “Determi-
nación extrajudicial de herederos y legatarios”.

Se orientaba exclusivamente a la declaratoria de 
herederos dejando fuera cualquier materia en 
conflicto. El Notario no era auxiliar de la justicia 
ya que actuaba como profesional del derecho9. 
La formalización se efectuaba por intermedio 
del acta notarial de notoriedad de determina-
ción de herederos, y el encargado de su realiza-
ción era el notario con competencia en base al 
último domicilio del causante. Si bien la vía era 
opcional, la misma no requería ningún tipo de 
homologación o ratificación judicial por lo que 
era íntegramente extrajudicial su trámite10.

El proyecto lamentablemente fracasó ya que las 
restantes jurisdicciones provinciales no acom-
pañaron al mismo, pese a que recibió un cierto 
apoyo de la doctrina notarialista argentina.

•	 Proyecto LÓPEZ KOENIG 201911

Más avanzado en el tiempo luego de la sanción 
del CCyCN, siguiendo los lineamientos del pri-
mer proyecto de Zavala, el entonces Diputado 
de la Provincia de Neuquén presentó el pro-
yecto denominado “Sucesión extrajudicial ante 
escribano. Régimen. Modificación del Código 
Civil y Comercial de la Nación”.

En lo medular sigue la línea de los textos an-
teriores, agregando la participación del minis-
terio público en casos en que intervengan me-
nores o incapaces, impone la obligatoriedad de 
la publicación edictual y establece un procedi-
miento de notificación a los herederos que no 
se presentaron al inicio. Asimismo, fija como 
requisito adicional del acta de notoriedad la de-

claración de dos testigos sobre los hechos que 
invoca el solicitante legitimado.
Finalmente avanzó con la temática de honora-
rios, estableciendo que los mismos no pueden 
superar el 2% del valor real de los bienes inte-
grantes del acervo hereditario.
Si bien el proyecto era interesante, tuvo como 
principal falla la falta de participación en el mis-
mo del Consejo Federal del Notariado Argenti-
no (CFNA) en su momento.

•	 Proyecto POSTERARO SÁNCHEZ (CFNA) 
201912 13

Como respuesta al proyecto anterior, el CFNA 
procedió a realizar el suyo propio denomina-
do “Proyecto de ley de jurisdicción voluntaria” 
el cual ya contenía no solo la materia suceso-
ria, sino también el matrimonio y divorcio ante 
notario, adopciones de personas mayores y la 
prescripción adquisitiva.

En sucesiones extrajudiciales si bien sigue li-
neamientos anteriores en cuanto a la opción y 
el patrocinio letrado obligatorio, se limitaba la 
acción a los casos en que no existiesen meno-
res o incapaces y que no se afecten intereses de 
terceros. Por otro lado, establecía la formación 
de un expediente que podía ser en formato pa-
pel o electrónico y se extendía en la inclusión de 
trámites que agregaban pedidos de informes 
a registros universales del último domicilio del 
causante y dónde se hallen los bienes registra-
bles respectivos.

Fue un proyecto sumamente casuístico, enten-
demos que la ambición por incluir gran canti-
dad de materias produjo en cierta manera la 
problemática de discutir certeramente com-
petencias no contenciosas que podrían haber 
tenido aceptación en la comunidad jurídica en 
su momento.

9   ZAVALA, Gastón A. Declaratoria extrajudicial de herederos. La intervención notarial. Buenos Aires: Ad-Hoc, 2007, p. 361.

10  PICASSO, Esteban. Jurisdicción voluntaria. Tres proyectos y una nota. P.3. Publicado en Revista del Notariado web: https://www.revis-
ta-notariado.org.ar/index.php/2021/08/jurisdiccion-voluntaria-tres-proyectos-y-una-nota/#_ftnref3.

11 Puede consultarse en: https://www.studocu.com/es-ar/document/universidad-de-congreso/derecho-privado-parte-general/proyec-
to-de-sucesion-notarial/67345060

12 http://www.cec.org.ar/images/2019/2-PROYECTO-DE-LEY-JURISDICCION-VOLUNTARIA.pdf 

13 Reeditado en el año 2022 puede consultarse el texto en: 
https://www4.hcdn.gob.ar/dependencias/dsecretaria/Periodo2022/PDF2022/TP2022/2855-D-2022.pdf
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•	 Proyecto ARMELLA – ZAVALA 2020

Esta propuesta fue presentada por iniciativa de los Docto-
res Cristina ARMELLA (entonces presidenta de la UINL) y 
Gastón ZAVALA, encuadrando la misma como proyecto de 
Decreto de Necesidad y Urgencia en el momento que el 
mundo sufría la pandemia por el Covid-19, intentando de 
alguna manera dar solución a un requerimiento social del 
momento que era demandado atento que los juzgados se 
encontraban cerrados y/o con limitaciones laborales por la 
falta de presencialidad.

El proyecto tenía la idea de ser eminentemente transitorio 
para casos en que el causante fallezca por causa del virus o 
sus herederos integren alguno de los denominados grupos 
de riesgo.
Podemos decir que, si bien los lineamientos obedecían a 
anteriores proyectos presentados por Zavala, se estableció 
en la norma un honorario sumamente bajo para estos trá-
mites habida cuenta el fin social que contenía la propuesta, 
claramente ello para que el notariado pueda cumplir con 
un servicio necesario para la gente en su momento y como 
puntapié inicial de introducir el instituto en nuestra legisla-
ción de fondo.

•	 Proyecto de Procedimiento Administrativo Sucesorio 
(PAS) TETAZ y otros 202314

Esta fue la última propuesta tratada en el recinto de la cá-
mara de diputados en el 2023 promovida por el Diputado 
Martín TETAZ. La señalamos porque ya en este proyecto di-
rectamente se eliminó la participación del notariado en la 
misma, implementando un certificado sucesorio que sería 
suscripto por funcionario público perteneciente al RENA-
PER (Registro Nacional de las Personas). El trámite sería ín-
tegramente administrativo.
Si bien el presente proyecto recibió aunadas críticas desde 
el notariado y los Colegios Públicos de Abogados el mismo 
por sus endebles fundamentos y mecanismos que otorgan 
a simples funcionarios administrativos delicadas funciones 
tenía muy pocas chances de conseguir interesados en su 
tratamiento.

Si bien podemos considerar 
que la posición de la innecesa-
ridad de la declaratoria tiene 
fuertes puntos a favor, la reali-
dad actual en el derecho argen-
tino es que ha primado la posi-
ción que sostiene mantener los 
requerimientos y regulaciones 
registrales orientados al cum-
plimiento del llamado “tracto 
sucesivo registral”, defendido 
por la totalidad de los tribuna-
les nacionales a la fecha.

“
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3. Los llamados “Procesos sucesorios no 
contenciosos” en el actual proyecto del 
nuevo Gobierno Nacional

Es importante analizar el derrotero que ha transi-
tado la temática de las sucesiones extrajudiciales 
notariales en Argentina desde los inicios de los 
años 90,  habiendo transcurrido a la fecha cuatro 
décadas en dónde continúa un debate incesante 
y cómo podemos observar de los más variado, ya 
que se ha intentado su introducción de manera 
solitaria, en el marco de una ley integral de juris-
dicción voluntaria e incluso hemos sufrido la po-
sibilidad ya de la eliminación por la implantación 
de las sucesiones en sede administrativa.

El actual proyecto recoge numerosos elementos 
de sus antecedentes estableciendo un procedi-
miento ordenado que trata de superar los escollos 
presentados dentro del texto de sus antecesores.

El Anexo IV incorpora un total de cuarenta y tres 
artículos al CCyCN que establecen normativas 
originales en algunas cuestiones y otras modi-
ficatorios de institutos existentes en la materia.
Denominan el instituto como “Proceso sucesorio 
notarial” señalando el primer artículo que: “Los 
sucesores y el cónyuge pueden optar por trami-
tar los procesos sucesorios por causa de muerte 
ante los órganos judiciales o ante escribano pú-
blico en los casos en que no exista controversia 
alguna entre ellos y sean todos capaces. Este 
procedimiento es aplicable a las sucesiones in-
testadas y a aquellas en que el causante hubiera 
otorgado testamento por acto público.”

Como podemos observar a simple vista, se man-
tiene la opción del trámite en sede notarial o 
judicial y la necesidad de que el proceso no po-
sea controversia y todos los intervinientes sean 
capaces, lo que determina que ante la discon-
formidad de un heredero o existencia de me-
nores de edad y/o personas con restricciones en 
su capacidad el proceso deberá tramitar por vía 
judicial. No se aclara correctamente en el texto 
la referencia a “personas capaces” ya que con la 
sanción del CCyCN el instituto ha sufrido impor-
tantes modificaciones tendiendo a las restric-
ciones mínimas de capacidad siempre que los 

casos lo permitan, por lo que nos preguntamos, 
¿en caso de restricciones a la capacidad que 
cuentan con apoyos pueden participar los mis-
mos en este tipo de procesos? Queda abierto el 
interrogante. 

La novedad está determinada por la posibilidad 
no solo del trámite de sucesiones intestadas en 
sede notarial, sino también la inclusión en el 
CAPITULO III de las sucesiones testamentarias 
en los casos en que los testamentos hayan sido 
otorgados por escritura pública, por lo que se 
excluyen específicamente de la materia los lla-
mados testamentos ológrafos que actualmente 
requieren de la participación de un perito calí-
grafo para determinar su validez.

El artículo segundo coloca nuevamente énfasis 
en que el trámite es optativo y ahora sí estable-
ce que el patrocinio letrado en el mismo es obli-
gatorio, cuestión ésta que en diversos proyectos 
antecesores era debatida y generaba gran preo-
cupación en los Colegios de Abogados locales. A 
diferencia de otros proyectos este no establece 
mínimos o máximos para los honorarios de los 
abogados intervinientes, cuestión que entende-
mos quedará librada a las normas arancelarias 
respectivas.

Los notarios habilitados para tramitar los proce-
sos sucesorios no contenciosos son aquellos que 
sean titulares o adscriptos de registros notaria-
les, por lo que la norma no prevé que lo hagan 
suplentes y/o subrogantes o por ejemplo en ju-
risdicciones como Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires los denominados “autorizados” que poseen 
competencias notariales limitadas otorgadas 
por antiguas normas. El artículo tres que señala 
la cuestión quizás para una mejor técnica debió 
haber utilizado la frase “Escribano de Registro” 
ya que siendo esta una normativa de fondo no 
analizó que las distintas jurisdicciones de nues-
tro país poseen figuras que pueden no enca-
jar perfectamente en el caso respectivo y estar 
habilitados para el ejercicio de la función como 
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es la situación de los Notarios 
interinamente a cargo. El arti-
culado en su parte final intro-
duce como requisito excluyente 
la realización de capacitaciones 
que regule cada demarcación 
por parte del Notario, cuestión 
original que no se ve replicada 
en ninguno de los proyectos an-
teriores.

La posibilidad de realización 
del proceso especial se somete 
a la necesidad de contar con el 
“consentimiento unánime” de 
las partes y terceros, pero no 
aclara que sucede por ejemplo 
en los casos en que estos noti-
ficados fehacientemente no se 
presenten a estar a derecho.

La elección del escribano es en 
principio libre por el requirente 
o puede someterla a sorteo de 
la nómina que tenga el Colegio 
Notarial respectivo, pudiendo 
recusar sin causa por una única 
vez el interesado al escribano 
sorteado. Se resalta como déficit 
no establecer que sucede cuan-
do se inician múltiples procesos 
sucesorios no contenciosos ya 
sean en la misma o diferente ju-
risdicción, aunque si vamos a un 
principio de lógica debiera remi-
tirse de manera directa a la jus-
ticia el caso por falta de acuerdo 
unánime. Tampoco se analiza el 
caso de que el notario cese por 
cualquiera de las causales de 
las normas reglamentarias en la 
tramitación del procedimiento, 
ante ese caso: ¿hay sorteo?, ¿de-
signan nuevo notario?, ¿deben 

reiniciarse las actuaciones?, ¿se 
remite a la justicia? 

En materia arancelaria notarial 
fija la normativa que cada co-
legio establecerá los aranceles 
respectivos, pero como novedad 
introduce el arancel obligatorio 
de carácter social para supues-
tos en que la valuación fiscal de 
los bienes del acervo hereditario 
no supere un monto fijo que es-
tablecerá la reglamentación.

Las actuaciones serán íntegra-
mente en soporte digital me-
diante la utilización de la firma 
digital respectiva de cada profe-
sional. Se exceptúa únicamente 
de la obligatoriedad las actas 
de notoriedad de declaratorias 
de herederos que debe labrarse 
por escritura pública y/o cual-
quier acto que por la naturaleza 
del mismo requiera según la ley 
de fondo que se instrumente 
de dicha manera. En el sentido 
expresado deviene en un claro 
acierto la mención de escritura 
pública, ya que algunas jurisdic-
ciones permiten que las actas 
notariales no tengan facción 
protocolar, lo que claramente 
atentaría contra la seguridad ju-
rídica del sistema si la redacción 
fuera en estos instrumentos.

Las detalladas anteriormente 
son las cuestiones generales del 
proceso, luego el proyecto esta-
blece un CAPITULO II que fija el 
procedimiento para las sucesio-
nes intestadas y en el CAPITULO 
III para las testamentarias origi-

nadas en testamentos por escri-
tura pública. Podemos estable-
cer como puntos de conexión 
de ambas:

1)	 Requisitos de presenta-
ción básicos con acreditación 
de legitimación y patrocinio le-
trado.
2)	 Comunicación preventi-
va al registro de Juicios Univer-
sales respectivo.
3)	 Publicación de edicto y 
notificación a presuntos here-
deros y cónyuges denunciados.
4)	 Plazo para que los inte-
resados a hacer valer sus dere-
chos se presenten y acrediten 
legitimación con prueba res-
pectiva.
5)	 Acta de notoriedad de 
declaración de heredero y/o 
validez de testamento transcu-
rridos treinta días de la publica-
ción de edictos.
6)	 Obligatoriedad de pago 
previo de honorarios, aranceles, 
tasas y tributos previo a la ex-
pedición de testimonios. Quién 
controla es el Notario.
7)	 Remisión en el plazo de 
15 días de un testimonio del 
acta por parte del escribano al 
Registro de Juicios Universales 
para su toma de razón.
8)	 Finalizados los trámites 
pueden efectuar la partición de 
los bienes integrantes del acer-
vo hereditario y en su caso de la 
comunidad ganancial disuelta.
9)	 Ante cualquier contra-
dicción el Notario tiene la obli-
gación de remitir las actuacio-
nes al fuero judicial respectivo. 

El procedimiento establecido es sumamente interesante en su análisis y seguramente producirá nu-
merosos cuestionamientos, pero no cabe duda que luego de años de debates sobre la participación 
del notariado en los mismos tenemos que celebrar por lo menos que en la actualidad se siga reivin-
dicando el rol de nuestra función en la sociedad.
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4. Divorcio extrajudicial. Antecedentes

Si bien el divorcio extrajudicial ha quedado ac-
tualmente con este proyecto fuera de la órbita 
notarial de manera inentendible, es importante 
que analicemos un poco los antecedentes en la 
materia para poder comprender el estado de si-
tuación actual.

•	 Proyecto de Ley RACHED 201015.

Previo a la sanción del actual CCyCN podemos 
traer a colación el Proyecto de Ley S-3318/10 del 
Diputado Nacional Emilio A. RACHED, el cual 
pretendió instaurar una modificación sustancial 
al Código Civil Velezano incluyendo la posibili-
dad de que el Notario proceda a decretar el di-
vorcio en escritura pública.

Como notas de color señalamos que:
1.	 Para poder optar por la opción notarial 
no debían existir hijos menores de edad.
2.	 Debe haber transcurrido un año del ma-
trimonio.
3.	 La Escritura debe contener las siguientes 
disposiciones: a) ocupación o destino de la 
propiedad común; b) régimen de alimentos 
y c) utilización del apellido del cónyuge.
4.	 La escritura no está sujeta a aprobación 
judicial y debe inscribirse en el Registro Civil 
respectivo.
5.	 Los cónyuges deben tener patrocinio le-
trado obligatorio.
6.	 En caso que no cuenten con recursos su-
ficientes lo cónyuges puede ser realizadas las 
actuaciones ante Oficial Público y el Defen-
sor Oficial.

Si bien el proyecto era interesante en sus bases, 
el mismo no tuvo acogida en el seno del Con-
greso y posteriormente con la discusión de la 
sanción del CCyCN fue dejado de lado de mane-
ra definitiva.

•	 Ponencia Argentina XVI Jornada Notarial 
Iberoamericana 201416

La ponencia efectuada por diversos exponentes 
del Notariado Argentino reviste de gran interés 
como antecedente ya que en el año 2014 se en-
contraba todavía en fuerte tratamiento el Pro-
yecto de Código Civil y Comercial Unificado. 

La lógica imponía que implementándose el 
régimen de convenciones matrimoniales y te-
niendo el Notario participación fundamental en 
cuestiones tales como reconocimiento de hijos 
y/o adjudicación de bienes, el normal desenlace 
hubiese sido que al momento de sanción del 
CCyCN se otorgue la competencia para celebrar 
los casamientos y disolver los vínculos respecti-
vos mediante divorcio.

Señalaba en ese entonces la ponencia: …la in-
tervención notarial en la disolución del vínculo 
matrimonial, cuando el mismo se efectúa de 
común acuerdo entre los cónyuges, constituye 
el reconocimiento de la jurisdicción voluntaria 
notarial, además de que importaría realzar la 
intervención que, desde la legislación vigente, 
se le da al notario en lo relativo a las cuestio-
nes patrimoniales y personales derivadas del 
matrimonio. En efecto, en el estado actual de la 
legislación y el funcionamiento de los tribuna-
les, no existe razón o fundamento que justifique 
reservar a la jurisdicción judicial la disolución 
del vínculo matrimonial, cuando se han elimi-
nado las causales subjetivas para determinar 
el divorcio sanción, y todo el régimen parece 
apuntar a regular el divorcio remedio, para que 
sea un procedimiento lo menos traumático y lo 
más simplificado posible, para evitar cualquier 
perjuicio a los involucrados en el proceso, cón-
yuges e hijos…17.

15  https://www.senado.gob.ar/parlamentario/parlamentaria/297335/downloadPdf 

16 XVI JORNADA NOTARIAL IBEROAMERICANA. Cuba 23 -25 de noviembre de 2014. Tema 3: Matrimonio y Divorcio ante notario. PONENCIA DE 
LA REPÚBLICA ARGENTINA. Puede consultarse en: https://www.cfna.org.ar/documentacion/jornadas-notariales-iberoamericanas-Cuba/ponen-
cia-argentina-tema-III.pdf 

17 Ponencia Argentina ut supra referenciada en Nota 16, p.48.
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18 https://www4.hcdn.gob.ar/dependencias/dsecretaria/Periodo2023/PDF2023/TP2023/3287-D-2023.pdf

19 A decir de HERRERA y DE LA TORRE: …El proyecto de Ley 3287-D-2023, ingresado en la Honorable Cámara de Diputados de la Nación en fecha 
23/08/2023, resulta manifiestamente contrario al derecho vigente, en primer lugar, por vulnerar el principio de igualdad y no discriminación 
entre hijos/as matrimoniales y no matrimoniales, principio vigente en nuestro país desde el año 1985 con la sanción de la Ley nacional 23264. 
Además, carece de la obligada perspectiva de género al permitir sin más la celebración de acuerdos que incluyan -sin exigencia de asesora-
miento profesional alguno- la renuncia a derechos humanos básicos como el caso de los alimentos posdivorcio o el acceso a la figura de la 
compensación económica, herramienta fundamental para coadyuvar al desarrollo autónomo de la mujer que relegó ingresos y crecimiento pro-
fesional y personal en pos del proyecto de vida matrimonial, en un contexto sociocultural de persistencia de roles estereotipados de género que 
repercuten fuera y dentro de las familias…. HERRERA, Marisa y DE LA TORRE, Natalia. Proyecto de ley que no: Divorcio administrativo y ninguneo 
profesional. Buenos Aires: Rubinzal Culzoni, 2023. Cita: RC D 483/2023, p.9.

No obstante, la gran labor del Consejo Federal y los integrantes de la ponencia 
en ese momento, lamentablemente no rindió frutos, pero no deja de ser ello un 
importante precedente para análisis.

•	 Proyecto Posteraro Sánchez (CFNA) 2019.

Como señalamos anteriormente en relación a las sucesiones notariales, el pro-
yecto del CFNA pretendió nuclear toda la materia de jurisdicción voluntaria no-
tarial en un solo cuerpo lo que llevó seguramente a la problemática de su debate 
y aprobación de materias que podrían haber sido parte del ejercicio de nuestra 
función.

El procedimiento que establecía la normativa es muy similar al actualmente re-
servado en el proyecto de Ley Ómnibus para las sucesiones no contenciosas.

El proyecto incluía la posibilidad del otorgamiento de matrimonio ante Notario y 
la consecuente disolución del vínculo del mismo.

•	 Proyecto Alianiello 2023.

El proyecto de Ley introducido en la Honorable Cámara de Diputados de la Na-
ción bajo el número 3287-D-202318 marca las bases del actual proyecto del Go-
bierno entrante en cuanto no solo elimina de la ecuación del divorcio al Poder 
Judicial y Abogados, sino también al Notariado.
En los fundamentos se citan a países como Rusia, Japón, Portugal, México, Costa 
Rica, República Dominicana, Dinamarca, Estonia, Finlandia, Lituania y Ucrania, 
quienes ya han consagrado la posibilidad del divorcio vincular en sede adminis-
trativa.

La metodología es sencilla del proyecto, ya que simplemente se incorpora como 
inciso d) al Artículo 435 del CCyCN al divorcio declarado en sede administrativa 
realizado por autoridad u oficial público con facultades suficientes del Registro 
Civil.

El artículo 2 del proyecto sustituye el Artículo 437 del CCyCN y establece los si-
guientes requisitos para que proceda la petición:

1)	 Existencia de acuerdo entre las partes.
2)	 Sin hijos matrimoniales de la unión de ambos cónyuges19.
3)	 Inexistencia de pretensión alimentaria y compensación económica entre 
los cónyuges, haciendo constar su renuncia expresa, manifiesta e inequívoca.
4)	 Inexistencia de bienes registrables comunes o gananciales; y que hubie-
sen optado por el régimen de separación de bienes.

El proyecto si bien actualmente posee estado parlamentario, con la publicación 
del proyecto del Poder Ejecutivo actual ha perdido espacio.
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5. La desjudicialización del divorcio en el 
proyecto actual. La nula participación de 
los Escribanos Públicos en la temática

El actual proyecto de ley simplificó de sobre 
manera la posibilidad de controversias en ma-
teria de divorcio en sede administrativa, ya que 
dejo casi todos los requisitos abiertos a la opor-
tuna reglamentación.

El artículo 352 del proyecto señala: “…Incorpó-
rase como inciso d) del artículo 435 del Código 
Civil y Comercial aprobado por la Ley N° 26.994 
y sus modificatorias, el siguiente: “d) comu-
nicación de la voluntad de disolver el vínculo 
presentada por los cónyuges en forma con-
junta ante el órgano administrativo del último 
domicilio conyugal, la cual tendrá los mismos 
efectos que el divorcio…”.

Como puede colegirse, si bien el proyecto ha to-
mado claramente como antecedente el Proyec-
to de Ley de la Diputada Alianiello del 2023, este 
ha sido sumamente simplificado para evitar 
oposiciones ya que no establece la forma en que 
se realizará la “comunicación de la voluntad de 
disolver el vínculo” por parte de los cónyuges20.

Por la impronta establecida del sistema tal pa-
rece que la intención es que la denominada 
“comunicación” sea una simple presentación 
ante el Registro Civil, de similares requisitos 
establecidos al momento de contraer nupcias, 

pero como señalamos no se ha fijado requisito 
alguno.

¿Podrá ponerse en discusión la posibilidad de 
que la “comunicación” que refiere el articulada 
sea efectuada por Escritura Pública mediante 
Notario? La verdad el texto como señalamos no 
parece dar a entender ello, y todo nos orienta a 
que se desea con esta norma reducir todo tipo 
de costo ya sea en la tramitación del divorcio 
mediante abogados o la implementación de 
formas o garantías mediante la respectiva in-
tervención notarial.

Si bien la norma tiende a la búsqueda de sim-
plificación del divorcio, entendemos que no 
siempre ello garantiza la llamada “desjudiciali-
zación” ya que pueden efectivamente finalizar 
los cónyuges su vínculo nupcial, pero pueden 
quedar pendientes cuestiones de esencial tales 
como el régimen de tenencia y visitas de sus hi-
jos, alimentos, adjudicación de bienes, etc.

La opción o posibilidad de la intervención nota-
rial en ese aspecto hubiese sido algo interesan-
te para tener en cuenta por el papel mediador 
y neutral que posee la figura del Escribano para 
con los requirentes, en búsqueda siempre de 
garantizar la paz social.

20 El proyecto solo menciona en sus fundamentos en relación: “…En línea con la modernización de la legislación y el respeto a la preponderancia 
de la libertad individual, se incorpora un novedoso instituto para nuestro país, de uso común en muchas otras naciones del mundo, que es la 
posibilidad para los cónyuges de solicitar la disolución del vínculo matrimonial con la sola presentación ante el mismo órgano administrativo 
que celebró el matrimonio civil, sin necesidad de intervención judicial…”.
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6. Palabras finales. Perspectiva futura

El proyecto en comentario tiene sus pros y sus 
contras evidentemente, pero no deja de ser de 
alguna manera un impulso para el debate de 
la desjudicialización en nuestro país, tan nece-
saria con Juzgados atiborrados de causas no 
contenciosas que tranquilamente podrían ser 
auxiliadas y respondidas por profesionales del 
derecho idóneos.

En relación al establecimiento de las sucesio-
nes notariales o procesos sucesorios no conten-
ciosos, celebramos su implementación luego 
de una lucha de larga data ya llevada con nu-
merosos proyectos y discusiones aún abiertas. 
El acta de notoriedad de declaración de here-
deros se erige como un instrumento de gran 
valor en la materia, y ello ha sido comprobado 
en casi todos los países de América que poseen 
la competencia. 

Si bien coincidimos que a la luz de los princi-
pios establecidos en nuestro CCyCN los herede-
ros tienen derecho a disponer de los bienes sin 
necesidad de declaración alguna (justamente 
porque así lo dice la ley21) creemos que el esta-

blecimiento de la posibilidad de las sucesiones 
notariales ayudará un poco a desviar ese debate 
doctrinario (hasta ahora infructífero) y nos dará 
un nuevo desafío que será cumplir con las ex-
pectativas depositadas en nuestra función, que 
el procedimiento sea rápido, eficaz, sin contien-
das y garantice el derecho de las partes.

Con respecto al tema de divorcios en sede ad-
ministrativa, lamentablemente se ha perdido 
una gran oportunidad para que, aunque sea de 
manera tangencial se analice la opción de que 
los requirentes elijan la vía notarial para mayor 
protección de sus derechos. Con el actual pro-
yecto parecería que todavía los Escribanos que-
darán fuera de la cuestión.

El debate está todavía abierto, seguramente en 
el Congreso se debatirán arduas horas, espere-
mos que luego de ello podamos contar con la 
suma de competencias de jurisdicción volun-
taria al Notario argentino, estamos preparados 
para los nuevos desafíos y así promover la des-
judicialización y la búsqueda de la paz social.

21 Art. 2337 del CCyCN.
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EL IMPACTO DE LA 
DESJUDICIALIZACIÓN EN LA 
REDUCCIÓN DE LA CARGA 
JUDICIAL EN COSTA RICA 

Gabriela Jiménez Sánchez

Notaria

Abogada y notaria pública destacada en Costa Rica, especializada en Derecho Empresarial, Notarial y Regis-
tral. Posee doble titulación de la Universidad del Notariado Mundial Jean-Paul DECORPS (2015 & 2020) y es de-
legada nacional del Notariado novel. Secretaria de la Comisión de Notarios Noveles CAAm-UINL (2023-2025).

El impacto de la desjudicialización en la reducción de la carga judicial en Cos-
ta Rica es un tema de gran relevancia en el ámbito notarial. Este proceso ha 
llevado a un aumento en la competencia notarial, lo que a su vez ha genera-
do la necesidad de una capacitación más específica para los notarios. La falta 
de control en la desjudicialización es una preocupación, y la evaluación de su 
efectividad es crucial para garantizar la eficiencia del sistema legal y notarial. 
Además, la digitalización notarial es un aspecto importante para considerar en 
este contexto. Este artículo analiza la importancia de mejorar la formación de 
los notarios y la necesidad de un seguimiento y evaluación continuos de la des-
judicialización para determinar su impacto en la reducción de la carga judicial. 



133

Un notario es un profesional 
del derecho altamente cuali-
ficado, nombrado y controla-
do por el Estado para conferir 
autenticidad a los actos y ne-
gocios jurídicos contenidos en 
los documentos que redacta. 
Su función principal es garan-
tizar la seguridad jurídica y la 
eficacia de los actos jurídicos, 
así como la protección de los 
derechos de las partes invo-
lucradas. En el contexto de la 
desjudicialización, los notarios 
pueden desempeñar un papel 
importante en la transferen-
cia o reparto de competencias 
entre jueces y otras autorida-
des en materia no contencio-
sa, como el divorcio, el derecho 
de sucesiones y el circulante 
de expedientes en tramita-
ción judicial de algunos actos. 
En este sentido, los notarios 
pueden compartir o asumir 
competencias que antes eran 
exclusivas de los tribunales ci-
viles, lo que puede contribuir a 
reducir la carga de trabajo de 
los tribunales y mejorar la efi-
cacia de los servicios públicos 
(Unión Internacional del Nota-
riado (UINL), 2023)  
La carga judicial puede afec-
tar a las personas, siendo una 
realidad difícil de apreciar en 
la realidad práctica y que se ve 
reflejada en la mora judicial, te-
niendo que esperar años para 
que el caso sea resuelto, ten-
diendo a dificultar el acceso a 
la justicia, ya que las personas 
pueden verse obligadas a de-

sistir de sus reclamos por falta 
de tiempo o dinero. Teniendo 
la competencia notarial para 
los procesos de actividad no 
contenciosa1, en los procesos 
de  jurisdicción voluntaria que 
está dispuesto por parte del 
artículo 129 Código Notarial2, 
siendo  una coadyuvancia en 
la desjudicialización de algu-
nos procesos, y una situación 
de gran  importancia en la re-
ducción de la carga judicial a 
la fecha cuando se analizan las 
estadísticas  de expedientes 
judiciales realizados por parte 
de la Dirección de Planifica-
ción del Poder  Judicial (Poder 
Judicial, 2023) 
El diseño y redacción de los 
actos en los procesos some-
tidos a esta competencia es 
un tema  de suma importan-
cia, ya que en la actualidad 
se puede ver que el término 
de la  desjudicialización3 fue 
definido por parte del proto-
colo de desjudicialización de  
contravenciones de justicia 
juvenil restaurativa (Poder Ju-
dicial, 2017) pero no puede ser  
aplicado de forma simbiótica 
al derecho civil y que fue un 
tema expuesto en el análisis 
de los  desafíos que impone la 
consideración de la ejecución 
como parte integrante del de-
recho de  acceso a la justicia 
(Centro de Estudios de Justicia 
de las Américas, 2013, pág. 168) 
siendo  también un tema tra-
tado por parte del Manual de 
Tramitación de los Procesos 

Civiles para  Personas Técnicas 
Judiciales (Berrocal Azofeifa, 
2019, pág. 66) al analizar:

Esta figura exige que 
coexistan instancias alter-
nativas en la resolución de 
conflictos, tal como son los 
mecanismos de autocom-
posición, por ejemplo, la 
conciliación y la transac-
ción. El sistema de admi-
nistración de justicia no es 
sinónimo de monopolio ya 
que en aras de garantizar 
un correcto funcionamien-
to deben excluirse de la 
competencia de los tribu-
nales aquellos asuntos en 
los que no hay un conflicto 
susceptible de tratamiento 
procesal. Mediante esas fi-
guras hay un mayor apro-
vechamiento de los recur-
sos y una concentración 
de esfuerzos en los asuntos 
que realmente lo requieren.  

Confianza que ha sido depo-
sitada en los procedimientos 
de jurisdicción voluntaria, y 
que se  ven reflejados a través 
de la materialización de los ex-
pedientes de los procesos no  
contenciosos en materia civil, 
que han sido trasladados en 
el marco jurídico al notariado 
para  la competencia material 
de la desjudicialización de al-
gunos procesos, mencionados 
en el  artículo 130 del Código 
Notarial además de un tema 
de importancia para la cus-
todia  definitiva de esta clase 

1 Término definido por parte del diccionario del Poder Judicial de Costa Rica como: Procedimiento en el cual una autoridad jurisdiccio-
nal atribuye o declara derechos no controvertidos a los intervinientes legalmente posibilitados.

2 El artículo 129 (Código Notarial, 1998), refiere a: Competencia material. Los notarios públicos podrán tramitar sucesiones testamen-
tarias y ab intestato, adopciones, localizaciones de derechos indivisos sobre fincas con plano catastrado, informaciones de perpetua 
memoria, divisiones de cosas comunes, de forma material o mediante la venta pública, distribución del precio, deslindes y amojona-
mientos, consignaciones de pago por sumas de dinero y la liquidación de sociedades mercantiles, cuando sea solicitada mediante 
acuerdo unánime de los socios. Si la sociedad no cuenta con libros legalizados, la solicitud de la liquidación se hará en escritura 
pública. El trámite de todos esos asuntos ante notario será optativo y solo podrán ser sometidos al conocimiento de esos funciona-
rios cuando no figuren como interesados menores de edad ni incapaces. 

3 Este término para la materia penal juvenil ha sido indicado en la justificación como la desjudicialización o diversificación de la inter-
vención penal significa que este modelo de justicia penal va a procurar resolver la menor cantidad de conflictos en un nivel judicial. 
La diversificación de la intervención penal exige que, en ciertos asuntos, el abordaje sea referido a otros órganos de control informal 
por medio de la remisión y/o la conciliación entre la persona autora y la víctima.
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de expedientes por parte del 
profesional en notariado que 
equipara  sus conocimientos 
jurídicos a un juez en materia 
civil (Poder Judicial, 2023). 
En la desjudicialización, la dife-
rencia entre un juez y un no-
tario radica en sus funciones 
y competencias. El juez es un 
funcionario público encarga-
do de administrar justicia y 
resolver conflictos en el ám-
bito judicial. Por otro lado, el 
notario es un profesional del 
derecho nombrado y contro-
lado por el Estado para con-
ferir autenticidad a los actos 
y negocios jurídicos conteni-
dos en los documentos que 
redacta. En el contexto de la 
desjudicialización, los notarios 
pueden compartir o asumir 
competencias que antes eran 
exclusivas de los tribunales ci-
viles, en materia no contencio-
sa, como el divorcio, el derecho 
de sucesiones y el derecho de 
las personas vulnerables. En 
este sentido, los notarios pue-
den desempeñar un papel 
importante en la transferen-
cia o reparto de competencias 
entre jueces y otras autorida-
des, lo que puede contribuir a 
reducir la carga de trabajo de 
los tribunales y mejorar la efi-
cacia de los servicios públicos. 
En resumen, mientras que el 
juez es un funcionario públi-
co encargado de administrar 
justicia y resolver conflictos en 
el ámbito judicial, el notario 
es un profesional del derecho 

encargado de conferir auten-
ticidad a los actos y negocios 
jurídicos contenidos en los 
documentos que redacta, y 
puede desempeñar un papel 
importante en la desjudiciali-
zación al compartir o asumir 
competencias que antes eran 
exclusivas de los tribunales ci-
viles. (Unión Internacional del 
Notariado (UINL), 2023) 
Esto nos sitúa en un área de 
difícil capacitación para los 
operadores jurídicos, ya que 
se encuentran inmersos en 
responsabilidades de acuerdo 
con sus competencias, y que 
deben tomar en considera-
ción los cambios normativos 
que han sido implementa-
dos en los últimos años, tales 
como la reforma integral del 
Código Procesal Civil en el 
2018. Esto repercute en los co-
nocimientos técnicos con los 
que se cuenten para los pro-
cedimientos a confeccionar en 
este tipo de jurisdicción, con-
llevando un estudio pormeno-
rizado de los requerimientos 
del procedimiento como par-
te de los Lineamientos Deon-
tológicos del Notariado Costa-
rricense (2014). Se proyectan 2 
principios universales y 33 es-
pecíficos, tales como el hecho 
de que el  notario es contralor 
integral de legalidad, debe te-
ner objetividad de actuación, 
desinterés,  asume una variada 
gama de responsabilidades, 
ofrece amplia y detallada ase-
soría, actúa bajo  los principios 

de rogación y abstención, no 
puede obviar la responsabili-
dad fiscal, y tiene un  deber de 
modelación del acto notarial 
indiscutible en las actuaciones 
extra protocolares y  protocola-
res que se den en la tramita-
ción del expediente notarial, 
asumiendo la redacción de  los 
instrumentos que constan en 
el procedimiento y ofrece a los 
ciudadanos un servicio  jurídi-
co que debe estar acompaña-
do de la formación continua, 
entre otros 
Es importante tomar en con-
sideración que la sede disci-
plinaria nos arroja los datos 
estadísticos de la Dirección de 
Planificación del Poder Judi-
cial, los cuales son alarmantes 
para el mes de octubre del año 
2023, pues ingresaron 101 ex-
pedientes ante el Juzgado No-
tarial, entidad que tiene 6.069 
expedientes iniciados y en 
proceso. La misma situación 
para el Tribunal Notarial que 
para el mismo mes señala 39 
expedientes ingresados y 183 
en proceso de conocimiento, 
siendo imposible determinar 
cuántos de estos expedientes 
que se conocen a instancia 
disciplinaria notarial versen 
sobre la competencia de la ac-
tividad judicial no contenciosa 
en sede notarial, siendo una 
de las sanciones que se plan-
tean por parte del artículo 146 
del Código Notarial. Siendo 
que se debe analizar el inciso 
b) que nos señala en  supuesto 
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que los notarios serán suspendidos desde tres 
años y hasta por diez años cuando:  “Incurran 
en alguna anomalía, con perjuicio para las par-
tes o terceros interesados, al tramitar  asuntos 
no contenciosos de actividad judicial” Plan-
teando la interrogante sobre cómo abordar  la 
anomalía detectada en el procedimiento de la 
actividad, especialmente cuando ésta no  cau-
sa perjuicio a las partes o terceros interesados, y 
se centra en que las actuaciones no están  ajus-
tadas a derecho, surge la pregunta acerca de 
si deberíamos aplicar el régimen  disciplinario 
sancionatorio o enfocarnos en iniciativas pre-
ventivas dentro de la comunidad  notarial cos-
tarricense.
El dilema se intensifica al considerar la falta de 
formación continua obligatoria, especialmen-
te en aspectos clave de la gestión documental 
de los expedientes. Este aspecto se presenta 
como uno de los elementos a tener en cuenta 
al analizar el impacto de la desjudicialización en 
la reducción de la carga judicial en Costa Rica. 
Esto cobra relevancia dado que el Estado depo-
sita su confianza en la fe pública, la cual reposa 
en la función notarial. En este contexto, surge 
la necesidad de evaluar la efectividad de las 
medidas preventivas frente a la aplicación de 
sanciones disciplinarias, especialmente cuan-
do la corrección de anomalías puede contribuir 
significativamente a la eficiencia del sistema 
legal y notarial. La contribución de los notarios 
a la paz social se relaciona con su papel como 
jueces menores, ayudando a disminuir la mo-
rosidad judicial y liberando a los tribunales del 
conocimiento de casos donde no existe contra-
dicción, litigio u oposición. Además, la amplia-
ción de la competencia notarial ofrece mayores 
oportunidades de trabajo, beneficia a los usua-
rios al evitar traslados dentro del país y reduce 
la aplicación de recursos económicos en causas 
cuyo avance es difícil. (Sánchez Boza, 2014) 
La consideración del procedimiento notarial en 
competencias de esta índole requiere una re-
flexión profunda, dado que representa una de 
las formas más eficientes que el Estado brinda 
al ciudadano para la gestión de asuntos confia-
dos, según el artículo 129 del Código Notarial.  
Para que este enfoque contribuya a la desju-
dicialización, es imperativo que el Notario se 
comprometa plenamente y realice un estudio 
exhaustivo en cada una de las actuaciones du-
rante la tramitación. Es crucial destacar que, la-
mentablemente, no contamos con estadísticas 

precisas sobre la cantidad de expedientes ma-
nejados en esta sede por los notarios en ejerci-
cio. La ausencia de un reporte o control detalla-
do de los expedientes gestionados, junto con la 
falta de recepción formal de expedientes con-
cluidos por parte del Archivo Judicial (según 
el artículo 131 del Código Notarial), complica la 
evaluación de la eficacia del sistema. 
La información proporcionada por la Dirección 
de Planificación del Poder Judicial para octu-
bre de 2023 revela algunas realidades. En los 
despachos civiles que tramitan estas compe-
tencias se identifica un circulante de 39.142 ex-
pedientes en proceso, con la incorporación de 
2.199 expedientes durante el mes de estudio. 
Esta situación evidencia que el procedimien-
to en sede judicial es considerablemente más 
prolongado que en la sede notarial, generando 
un impacto significativo en la reducción de la 
carga judicial. Es necesario analizar esta pro-
blemática bajo diversos parámetros, especial-
mente ante la carencia de un control detallado 
por parte de la Dirección Nacional de Notaria-
do desde el ámbito administrativo, así como la 
falta de una gestión eficiente en el archivo por 
parte del Archivo Judicial. Este análisis permiti-
rá identificar oportunidades de mejora y forta-
lecer la eficacia del sistema notarial en el con-
texto de la desjudicialización.
Aunque no se dispone de información precisa 
sobre la cantidad de expedientes abiertos en 
sedes notariales, es preocupante destacar la 
falta de control en el proceso de desjudiciali-
zación. Por esta razón, en el presente artículo 
se utilizaron elementos de verificación, como 
la revisión de edictos publicados en el boletín 
judicial durante el mes de octubre de 2023, en 
los cuales se observó una mayor incidencia de 
estos edictos en procesos sucesorios. Además, 
se identificó una considerable disparidad en la 
redacción y diseño de los llamamientos, lo cual 
refleja interpretaciones divergentes del marco 
jurídico notarial. 
En este contexto, es relevante señalar que los 
profesionales varían en la extensión y síntesis 
de la información publicada, evidenciando la 
necesidad de una capacitación más específica 
para los notarios. Este artículo destaca la impor-
tancia de abordar estas diferencias detectadas, 
enfatizando la urgencia de mejorar la forma-
ción de los notarios para garantizar un enfoque 
uniforme y consistente en la aplicación de la 
desjudicialización. Además, se hace hincapié 
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en la importancia de realizar un seguimiento 
y evaluación continuos de la desjudicialización 
para determinar su impacto en la reducción de 
la carga judicial. Este proceso de seguimiento 
y evaluación permitirá identificar los aspectos 
que deben ser mejorados para lograr un mayor 
impacto y eficiencia en el sistema.
La desjudicialización es un proceso que busca 
transferir competencias del ámbito judicial al 
administrativo o notarial, con el objetivo de ali-
gerar la carga judicial y optimizar el funciona-
miento del sistema de justicia. En el contexto 
de la función notarial, la desjudicialización im-
plica la delegación de competencias judiciales 
a los notarios públicos, quienes cuentan con la 
capacitación necesaria para llevar a cabo diver-
sos procedimientos de jurisdicción voluntaria. 
Estos profesionales deben actualizarse cons-
tantemente en la materia y tener en cuenta 
las reformas normativas implementadas en los 
últimos años, como la reforma integral del Có-
digo Procesal Civil en 2018.La falta de control en 
la desjudicialización es una preocupación, y la 
evaluación de su efectividad es crucial para ga-
rantizar la eficiencia del sistema legal y notarial. 
Además, es necesario abordar las diferencias 
en la interpretación del marco jurídico nota-
rial y promover la capacitación continua de los 
notarios para garantizar un enfoque uniforme 
y consistente en la aplicación de la desjudicia-
lización. En última instancia, el seguimiento y 
evaluación continuos de la desjudicialización 
permitirán identificar áreas de mejora y fortale-
cer la eficacia del sistema notarial en el contex-
to de la desjudicialización. 
La desjudicialización en Costa Rica presenta 
oportunidades para mejorar la eficiencia del sis-
tema legal y notarial, reducir la carga judicial y 
garantizar un acceso más rápido y eficiente a la 
justicia para los ciudadanos. Para lograr esto, es 
fundamental abordar las preocupaciones rela-
cionadas con la falta de control en la desjudicia-
lización, la necesidad de capacitación y segui-
miento de notarios, y la digitalización notarial. 
Además, es crucial evaluar la efectividad de las 
medidas preventivas frente a la aplicación de 
sanciones disciplinarias y promover la capacita-
ción continua de los notarios para garantizar un 
enfoque uniforme y consistente en la aplicación 
de la desjudicialización. En última instancia, el 
seguimiento y evaluación continuos de la des-
judicialización permitirán identificar áreas de 
mejora y fortalecer la eficacia del sistema nota-
rial en el contexto de la desjudicialización.

En los despachos civiles que 
tramitan estas competencias 
se identifica un circulante de 
39.142 expedientes en proceso, 
con la incorporación de 2.199 
expedientes durante el mes de 
estudio. Esta situación eviden-
cia que el procedimiento en 
sede judicial es considerable-
mente más prolongado que 
en la sede notarial, generando 
un impacto significativo en la 
reducción de la carga judicial. 

“
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Master en Matrimonio y Familia (Universidad de Navarra). Master en Derecho Matrimonial Canónico (Uni-
versidad Internacional de La Rioja). Dr. en Derecho y Ciencias Sociales y Escribano Público. (Universidad de 
la República). Profesor Agregado, grado 4, Derecho de Familia y de la Persona (Universidad de la República).

En 2022, la Asociación de Escribanos del Uruguay, 
en respuesta a una consulta de la Unión Interna-
cional del Notario acerca de las competencias no-
tariales en asuntos no contenciosos legisladas en 
la República Oriental del Uruguay establece con 
claridad el estado de situación.

En la expresada consulta se interroga sobre una 
serie de trámites. Se plantean tres opciones res-
pecto de cada uno de ellos. En la primera opción 
se solicita que se indica si se trata de un caso de 
competencia exclusiva de los jueces. En la segun-
da se pide expresar si es un asunto de competen-
cia exclusiva de los notarios. Y, en la tercera opción, 
se diga si hay competencia compartida entre jue-
ces y notarias. Finalmente se deja un espacio para 
comentarios adicionales respecto de cada uno de 
los trámites sobre los que se consulta.

El Notario en su totalidad puede prestar una gran 
contribución a la sociedad en la medida en que los 
Estados perciban que sus integrantes tienen ido-
neidad suficiente para cumplir funciones hoy es-
tán a cargo del Poder Judicial de cada uno de los 
respectivos países. El colectivo de notarios se en-
cuentra capacitado para desempeñar funciones 
en las que no se trata de dar solución a conflictos 
entre partes y, en las que no intervengan perso-
nas que no hayan alcanzado la mayoría de edad, 
o personas con discapacidades que les impidan 
tener conciencia y voluntad libre de manifestarse.

Es oportuno indicar que en el derecho positivo 
uruguayo existen situaciones en las que no hay 
contencioso en las que la ley habilita a los Escriba-
nos Públicos para ejercer una labor de patrocinio 
de los peticionantes en un trámite que busca una 
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resolución judicial. Esta situación, podemos se-
ñalar, con carácter general, que se da en el caso 
de los procesos de jurisdicción voluntaria, no se 
para nada una situación de desjudicialización, 
sino que se trata de casos en los que la ley habi-
lita que los profesionales escribanos actúen en 
patrocinio de los peticionantes. 

El notario tiene competencia exclusiva en una 
de las formas en que puede darse el reconoci-
miento de la filiación de una persona, por tes-
tamento abierto o cerrado, o mediante una 
declaratoria en escritura pública autorizada por 
notario.

La competencia de los distintos magistrados 
en el ámbito de la jurisdicción voluntaria no 
implica la resolución de conflictos de intereses 
mediante el dictado de sentencias que pasen 
en autoridad de cosa juzgada. En estos proce-
sos, los jueces tienen una función más bien de 
carácter administrativo.

En asuntos de Familia, los jueces tienen com-
petencia exclusiva en cuanto al expediente ma-
trimonial previo, la celebración del matrimonio, 
la separación o el divorcio de mutuo acuerdo, 
aun cuando no haya hijos comunes, trami-
tación de sucesiones sean testamentarias o 
ab-intestato, apertura y protocolización de tes-
tamentos cerrados, requerimiento al heredero 
para que acepte o repudie la herencia, deslinde 
de inmuebles, así como la prescripción adquisi-
tiva tanto de muebles como de inmuebles.

Existe competencia compartida entre jueces 
y notarios en materia de rectificación de nom-
bre y apellido, fijación de régimen económico 
matrimonial con el fin de que se inscriba en el 
registro1. También se comparte en materia de 
reconocimiento de hijos no matrimoniales, así 

como en la adopción de personas mayores de 
edad, la partición de la herencia, salvo el caso 
en que intervengan menor de edad o personas 
sometidas a interdicción judicial, repudiación 
de herencias, reconstrucción de títulos de pro-
piedad y, mediación y arbitraje.

La población mundial viene en aumento, en 
especial la circulación económica que crece en 
forma exponencial y más allá de lo proporcional 
que la primera y, el fenómeno de la globaliza-
ción son causas fundamentales que conducen 
al incremento de las demandas y los procesos 
judiciales. Como consecuencia de lo indicado 
se produce una sobrecarga de las tareas que 
atiende el Poder Judicial. La resolución de con-
flictos por medio de árbitros o mediadores no 
están muy extendida en asuntos no mercanti-
les, aunque en esta materia las empresas en su 
gran mayoría siguen recurriendo a los órganos 
del Poder Judicial.

Son varios los países en los que se han optado 
por alternativas tendientes a descongestionar 
la recargada función judicial. Para ello se reco-
mienda que para las cuestiones que no sean 
propiamente jurisdiccionales se establezca al 
menos la posibilidad de que los interesados op-
ten por la posibilidad de que se manejen fue-
ra de la órbita judicial. La finalidad es doble, el 
descongestionamiento de las oficinas judicia-
les de labores que pueden llevarse a cabo en 
otra sede y, permitir una mayor celeridad en la 
prestación de un servicio que se puede dar fue-
ra de las oficinas judiciales.

A título de ejemplo señalamos el caso de varios 
países en cuya legislación se ha posibilitado la 
tramitación de asuntos fuera del ámbito del 
Poder Judicial y, más precisamente se ha habi-
litado su realización en sede notarial.

1 Con anterioridad al matrimonio, existe competencia exclusiva de los notarios para intervenir en la fijación del régimen económico del ma-
trimonio, que se verifica en escritura pública de capitulación matrimonial autorizada por notario. Durante el matrimonio, la intervención del 
notario se da en el patrocinio de la solicitud de disolución del régimen de sociedad conyugal. En todo caso, la resolución con efectos jurídicos 
debe darse por el juez.
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A continuación, pasamos revista de algunas de 
las situaciones de desjudicialización que se han 
verificado en los últimos años. En ellas se prevé la 
actuación notarial:

•	 Brasil: El Código Procesal de Brasil y Ley Nº 
11.441 del año 2007, posibilita entre muchas 
otras cosas la tramitación de divorcios, suce-
siones, matrimonios y usucapiones en sede 
notarial.

•	 Francia: La Ley Nº 728/2006 del 23 de junio 
de 2006 ha reforzado la intervención notarial 
en las sucesiones por causa de fallecimiento. 
Además del Acta de Notoriedad por la cual se 
reconocen herederos, se incorporan muchas 
más funciones al notario para intervenir en los 
mandatos post-mortem, aceptación y repu-
diación de herencias, y particiones, etc.

•	 Costa Rica: El Código Notarial, Ley Nº 7.764 
prevé en su art. 129 y concordantes, que los 
notarios públicos podrán tramitar entre otras 
cosas sucesiones testamentarias y ab intesta-
to, adopciones. Actualmente transitando par-
lamentariamente proyecto de ley integral de 
jurisdicción voluntaria.

•	 Colombia: El Decreto 2668 de 1988 ha otor-
gado competencia notarial para Celebración 
de Matrimonio ante notario. El Decreto 4436 
de 2005 ha otorgado competencia notarial en 
materia de divorcios. A su vez, el Decreto 3828 
año 1985 establece la sucesión ante notario; y 
el artículo 1.820 numeral 5 Código Civil de Co-
lombia hace referencia a la Disolución y liqui-
dación de sociedad conyugal ante notario a 
través de escritura pública.

•	 Perú: Ley Nº 26.662: Los interesados pueden 
recurrir indistintamente ante el Poder Judicial 
o ante Notario para tramitar según correspon-
da entre otros, los siguientes asuntos:

Adopción de personas capaces y Suce-
siones intestadas. A su vez, la Ley Nº 27.157 
incluye la tramitación ante notario de la 
prescripción adquisitiva de inmuebles. Y 
La Ley Nº 29.227 incorporando el Divor-
cio de mutuo acuerdo en sede notarial, 
siempre que el matrimonio no tuviere en 
común hijos menores o incapaces.

•	 México - Ciudad de México: Ley del Notario 
para la Ciudad de México, el artículo 178 es-
tablece la posibilidad de realizar ante notario 
sucesiones, disoluciones y liquidaciones de 
sociedad conyugal.

•	 Argentina: Presentado el proyecto de ley so-
bre jurisdicción voluntaria, esperando sea san-
cionada la ley.

•	 España: Divorcio por mutuo acuerdo. Se re-
gula en los arts. 81 y siguientes del Código Ci-
vil y en la Ley de Jurisdicción voluntaria (Ley 
Nº 15/2015 de 2 de julio de 2015) que modifica 
artículos del Código Civil en esta materia y se 
complementa a su vez con la Ley del Notario 
que regula el procedimiento que debe seguir 
el notario en el otorgamiento de la escritura 
de divorcio. En lo que refiere a Sucesiones, Li-
bro III, Título III del Código Civil español de 24 
de julio de 1889 “de las sucesiones”, ex arts. 657 
y ss del CC. Cualquier Notario puede autorizar 
una escritura de herencia, ya sea a título uni-
versal (herencia propiamente dicha), o a título 
particular (o de legado), no existiendo compe-
tencia territorial. La competencia es exclusiva 
de los Notarios (salvo que se discuta judicial-
mente). Disolución y liquidación de sociedad 
conyugal. Se puede realizar en sede notarial y 
está regulada en los artículos 1392 y siguientes 
del Código Civil Español. Matrimonio en sede 
notarial. Se encuentra regulado en la Ley Nº 
15/2015, de 2 de julio de 2015, de Jurisdicción 
Voluntaria.

Experiencias en el derecho comparado
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Proyectos de la AEU

El sistema de desjudicialización presenta las ventajas que se mencionan seguidamente: 

Descongestionamiento del Poder Judicial. La descarga de trabajo que significará para los jueces no 
ocuparse de los procesos o asuntos que no necesitan estrictamente de su intervención, significará 
que puedan dedicarse recursos y tiempo a los litigios propiamente dichos.
Economía individual y colectiva dado su sensible menor tiempo de demora.
Celeridad en los procesos.
Intervención de un profesional del Derecho dotado de Fe Pública otorgará seguridad jurídica a los 
interesados que recurran a los procesos no contenciosos o de jurisdicción voluntaria.
Especialización y responsabilidad de la función notarial.
Matricidad notarial. La escritura pública y/o la protocolización de las actuaciones otorga mayor seguri-
dad a los ciudadanos que una tramitación bajo la órbita judicial; evita las pérdidas y destrucciones de 
expedientes, que en forma lamentable y comúnmente ocurre con los tramitados en el ámbito judicial.

En la Asociación de Escribanos del Uruguay 
se ha estado trabajando en un anteproyecto 
de ley en orden a la desjudicialización del ma-
trimonio civil2, la disolución del vínculo matri-
monial por mutuo acuerdo, la disolución de la 
sociedad conyugal, y las sucesiones, intestada 
y, para el caso de la sucesión testada, con refe-
rencia los casos en que estemos ante un testa-
mento abierto.

En el mencionado anteproyecto fue presenta-
do al Parlamento Nacional, y una delegación 
de Diputados representativa de una amplísima 
mayoría de los sectores políticos con represen-
tación parlamentaria lo hizo suyo y, de esta ma-
nera fue formalmente convertido en Proyecto 
de Ley. A la fecha se encuentra a estudio de la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración de la Cámara de Re-
presentantes del Poder Legislativo. 

En tal proyecto se señala las funciones que se 
expresan seguidamente pueden ser atribuidas 
a los escribanos públicos, para que éstos, como 
profesionales de derecho a cargo de función 
pública delegada por el Estado, puedan dar fe 
y resolver de los asuntos de jurisdicción volun-
taria, con los mismos efectos y consecuencia 
de derecho. 

Tales atribuciones si bien innovan en el dere-
cho positivo nacional, no coliden con el sistema 
vigente, ya que al aprobarse la ley se respecta lo 
establecido en el Código General del Proceso, 
que en su artículo 402 señala como principios 
de la jurisdicción voluntaria, todos los casos en 
que, por disponerlo la ley, se deba acudir ante 
la Jurisdicción para demostrar la existencia de 
hechos que han producido o puedan llegar a 
producir efectos jurídicos, sin causar perjuicio a 
terceros, en esos casos se aplican las disposicio-
nes del Título VI del Código General del Proceso 
citado (proceso voluntario). 

La exposición de motivos del proyecto esta-
blece la intervención notarial en los asuntos 
referidos estaría sometida, sin perjuicio de las 
normas específicas de cada materia, a las si-
guientes condiciones: 

a)	 No existencia de litigio o conflicto de in-
tereses;
b)	 Libre opción y consentimiento unáni-
me de los interesados;
c)	 Cumplimiento de las garantías de pro-
cedimiento del acto de que se trata, en las 
formas compatibles con las normas de ac-
tuación notarial y, con ajuste a la reglamen-
tación que se dicte.

2 En este caso la referencia desjudicialización se refiere al caso de los matrimonios civiles que se celebran fuera de la Capital del país. Con 
referencia a Montevideo hasta el momento los matrimonios se celebran ante los Oficiales del Registro del Estado Civil que dependen del 
Ministerio de Educación y Cultura. También corresponde indicar que, en cuanto a los matrimonios civiles, se ha producido una cierta desju-
dicialización, a través de establecer la posibilidad adicional de que los matrimonios civiles se celebren ante los alcaldes de los Municipios las 
ciudades. En este caso el legislador no ha considerado al Notario como actor en los matrimonios civiles.
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En cuanto al matrimonio civil, se 
deja expresamente en claro que 
se trata de una forma alternati-
va de celebración del acto y, que 
permanece vigentes las normas 
del Código Civil sus concordantes 
y modificativas sobre la materia. 
Se establecen las especificidades 
propias de la actuación del Nota-
rio.  Se indica que el Notario debe 
actuar en Acta, que debe incorpo-
rarse al Registro de Protocolizacio-
nes. Se ordena la expedición de 
testimonio para los contrayentes 
y para el Registro de Estado Civil. 

En lo que se refiere a la disolución 
del vínculo matrimonial, se prevé 
la actuación notarial para los ca-
sos en que existe acuerdo entre 
los cónyuges. Se señala además 
que ambos cónyuges deben ser 
mayores de edad y capaces, no te-
ner hijos menores de edad en co-
mún, aunque en este último caso 
será necesario un acuerdo previo 
homologado judicialmente res-
pecto a la guarda, tenencia, régi-
men visitas y pensión alimenticia. 
Se señala que las partes deberán 
contar con patrocinio letrado3. El 
Notario documenta las actuacio-
nes en actas que suscribe con 
las partes. Al finalizar el procedi-
miento se consigna la disolución 
del vínculo matrimonial en escri-
tura pública con el otorgamiento 
de las partes y la autorización no-
tarial. La primera copia de dicha 
escritura se inscribirá en el Regis-
tro Nacional de Actos Personales, 
Sección Regímenes Matrimonia-

les. El Notario deberá comunicar 
asimismo a la Dirección General 
del Registro del Estado Civil. 

También se prevé la posibilidad 
la disolución de la sociedad con-
yugal en sede notarial. El acto se 
verificará ante Notario, en escri-
tura pública. El Notario expedirá 
una primera copia para cada uno 
de los cónyuges, que deberán ser 
inscriptas en el Registro Nacional 
de Actos Personales Sección Re-
gímenes Matrimoniales para que 
se puedan oponer a terceros4.

Otra innovación para el derecho 
positivo uruguayo es la posibilidad 
de realizar tramitación de suce-
siones en sede notarial, en forma 
optativa a la judicial. Tomar esta 
opción ante un Escribano requie-
re que todos los interesados sean 
mayores de edad, capaces, y ma-
nifiesten su consentimiento en tal 
sentido. La oposición de cualquier 
interesado o tercero obliga al No-
tario a proceder a la clausura de 
las actuaciones y, las partes debe-
rán ocurrir a la vía judicial.

Se señala que la solicitud se hace 
en acta notarial, con patrocinio le-
trado. Se debe protocolizar el acta, 
junto con los documentos que se 
acompañen. El Notario debe ex-
pedir testimonio del acta que se 
comunica en forma preventiva al 
Registro Nacional de Actos Perso-
nales Sección Universalidades en 
orden a prevenir que se inicie un 
trámite de una sucesión respecto 

de la que ya se hubiere comenza-
do o finalizado. De esta manera 
se posibilita la determinación de 
una fecha que marque una prio-
ridad de trámite. 

El Notario debe expedir los edic-
tos para publicar en la prensa con 
emplazamiento a los interesados. 
Vencido el plazo que se indica sin 
oposición se dispone que los que 
se crean con derecho manifies-
ten su voluntad de ser declarados 
herederos. De haber oposición, se 
deberán continuar las actuacio-
nes en la sede judicial. De no ha-
berlas el Notario establecerá la de-
claratoria de herederos mediante 
acta notarial, relación de los bie-
nes sucesorios y especificación de 
los derechos deferidos por la ley 
a cada uno de los interesados. El 
acta será firmada por los interesa-
dos, y letrados patrocinantes y, se 
harán los testimonios necesarios 
para su inscripción en los Registro 
de la Propiedad que correspon-
dan según los bienes que inte-
gren el acervo sucesorio tenidos 
en cuenta en el procedimiento 
que tuvo lugar ante el Notario. 

Con el consentimiento de todos 
los interesados podrán realizarse 
ampliaciones de la relación de 
bienes presentada o de las ulte-
riores que se efectúen. En caso de 
no haber acuerdo siempre que se 
trate de dejar sin efecto algunas 
de las cuestiones acordadas en 
sede notarial se deberán concu-
rrir a la órbita judicial. 

El notario uruguayo es consciente de que la desjudicialización propuesta constituye un instrumento idóneo 
que contribuirá en gran medida en orden al descongestionamiento de las oficinas del Poder Judicial. La 
formación académica del colectivo notarial, que se actualiza en forma permanente y, el fuerte compromiso 
ético en la prestación del servicio, con la garantía de un régimen disciplinario con control de actuación por 
los órganos indicados por el ordenamiento legal, nos permiten estar ciertos de que la aprobación de las dis-
posiciones legales que se han propuesto y, su posterior puesta en funcionamiento redundarán en beneficio 
de la sociedad en su conjunto y de las personas que necesiten u opten por la realización en sede notarial de 
los procedimientos que requieran para la actuación de sus derechos.

3 Omitimos el desarrollo del procedimiento que se sigue bajo la dirección del Notario, por entender que excede el objeto de este trabajo.

4 Al igual que para el caso en que la disolución de la sociedad conyugal, se establece un régimen de publicidad en periódicos destinados al emplaza-
miento de los acreedores sociales de los cónyuges.
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Mi agradecimiento al presidente de la Comisión de Asuntos Americanos de la Unión Inter-
nacional del Notariado, Dr. Homero López, por haberme convocado a participar del proyecto 
editorial “Revista Notarial CAAm”, vehículo de difusión de la riqueza legislativa, doctrinaria 
y jurisprudencial existente en nuestro continente y que permitirá la expansión de su con-
tenido a nivel global. Esfuerzo más que meritorio, modelo para las nuevas generaciones y 
método exitoso de visibilización de las temáticas que ocupan y preocupan a los Gobiernos 
del área, de todo lo cual el notariado ostenta un enorme potencial de concreción de metas.
Como presidenta Honoraria de nuestra organización internacional y responsable del Grupo 
de Trabajo “Igualdad de Género” entiendo que, nada más acertado para responder a este 
llamamiento de propuestas de una agenda común de todos nuestros notariados miembros, 
es abordar, aunque sea brevemente, los cuatro ejes temáticos de mayor actualidad, a saber:

1.	 Empoderamiento económico de las mujeres.
2.	 Acceso a la vivienda y a la tierra.
3.	 Erradicación de la violencia de género en el ámbito económico, y
4.	 Inclusión en el ámbito digital, todo ello desde la atenta mirada del Notariado de tipo 
latino que tanto puede aportar.

Cristina N. Armella 

Presidenta Honoraria de la UINL

Primera mujer presidenta de la Unión Internacional del Notariado (UINL) 2020-2022. Actualmente Conse-
jera general de pleno derecho, integrante del Consejo de Dirección, miembro de la Comisión Consultiva, 
miembro de la Comisión del Premio al Mérito de la UINL, miembro de la CAAm, entre otros cargos. Lidera el 
Grupo de Trabajo de la UINL de “Igualdad de Género.” Abogada y Escribana Facultad de Ciencias Jurídicas 
de la Universidad del Salvador, Ciudad de Buenos Aires, República Argentina. Graduada en ambas Carreras 
con Diploma de Honor. Doctora en Notariado de la Universidad Notarial Argentina. Miembro de Número de 
la Academia Nacional del Notariado.

PROPUESTAS DE UNA AGENDA 
COMÚN DE LOS NOTARIADOS 
DE AMÉRICA DE LA UINL: 
Igualdad de género

Exordio
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Derecho internacional 
convencional

Naciones Unidas 
UNWOMEN

Las políticas públicas de los Gobiernos muestran cómo se trabaja en este ámbito. Todos los 
países cuyos notariados integran la CAAm implementan en mayor o menor medida esfuer-
zos que responden, además, a compromisos contraídos convencionalmente. Existen tratados, 
convenciones, convenios, acuerdos y documentos similares que brindan un marco jurídico 
convencional internacional tendiente a proteger, respetar y garantizar los derechos humanos 
de las mujeres (niñas y adolescentes, mujeres adultas y aun adultas mayores), en toda su diver-
sidad, para prevenir la discriminación y trabajar en post de la igualdad de género. 

Entre los más relevantes citamos: la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (1979) y su Protocolo Facultativo, la Convención sobre los Dere-
chos del Niño (1989) y sus Protocolos Facultativos, el Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales (1976), los Convenios de la Organización Internacional del Trabajo, 
la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 
Migratorios y de sus Familiares (1990), la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará, 1994), la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (2006), la Convención Interamericana 
contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia (2013), la Convención Interamericana con-
tra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia (2013), la Convención 
Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores (2015), 
el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la 
Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe (Acuerdo de Escazú, 2021). Este 
derecho convencional internacional demuestra que hace más de cincuenta años se cuenta 
con herramientas jurídicas destinadas al lograr la tan ansiada igualdad entre el hombre y la 
mujer, en América y el mundo.

Para poder concretar el objetivo nada mejor 
que comenzar por analizar la actualidad de 
este tema a nivel mundial. Y para ello, de lo 
primero que hay que abrevar es del desarro-
llo de las políticas globales que protagoniza 
Naciones Unidas, organización internacional 
con la que la UINL desarrolla actividades en 
partenariado con algunas de sus agencias 
como UNICEF o FAO.

Naciones Unidas ha creado el ámbito de 
UNWOMEN u ONU MUJERES destinado a la 
defensa mundial de la igualdad de género 
que se autodefine como la organización de 
las Naciones Unidas que desarrolla progra-
mas, políticas y normas con el fin de defen-
der los derechos humanos de las mujeres y 
garantizar que todas las mujeres y las niñas 
alcancen su pleno potencial.

Notariados de América 2024				    Argentina



144

Los últimos datos disponibles del Objetivo 
de Desarrollo Sostenible (ODS) 5 muestran 
que el mundo no está en camino de lograr la 
igualdad de género prontamente. Muy por el 
contrario, las metas deseadas cada vez pare-
cen más lejanas. Ante esta realidad, se impo-
ne redoblar esfuerzos.

Es por ello que siendo la organización mun-
dial con más experticia en la materia, es que 
voy a citar dos acontecimientos recientes 
para detectar los temas que ocupan y preo-
cupan a nivel universal.

En enero de 2023, ONU Mujeres estuvo en 
Davos, a los efectos de llevar adelante la prin-
cipal iniciativa mundial para acelerar la inver-
sión e implementación en igualdad de géne-
ro por medio de conversaciones centradas en 
soluciones con líderes de todos los gobiernos, 
empresas y organizaciones de la sociedad ci-
vil y pidió a todas las empresas que se unan a 
los esfuerzos globales para lograr la igualdad 
de género haciendo nuevos o ampliando sus 
compromisos existentes.

Durante las reuniones en Davos los temas que 
ha desarrollado UNWOMEN fueron, principal-
mente, garantizar la justicia económica para 
las mujeres, la eliminación de la violencia de 
género a través de la acción de múltiples par-
tes interesadas y la activación tecnológica y la 
innovación para la Igualdad de género.

Este año, 2024, durante el sexagésimo octavo 
período de sesiones de la Comisión de la Con-
dición Jurídica y Social de la Mujer (CSW68) 
(The sixty-eighth session of the Commission 
on the Status of Women), que se celebrará 
del 11 al 22 de marzo de 2024 en la Sede de 
las Naciones Unidas en Nueva York, y consi-
derará el tema prioritario: Acelerar el logro de 
la igualdad de género y el empoderamiento 
de todas las mujeres y las niñas abordando 
la pobreza y fortaleciendo las instituciones y 

la financiación con perspectiva de género.

También destaco la actual tarea de la CEPAL 
en esta área. La CEPAL es la Comisión Econó-
mica para América Latina y el Caribe y es una 
de las cinco comisiones regionales de las Na-
ciones Unidas. Su sede está en Santiago de 
Chile. Se fundó para contribuir al desarrollo 
económico de América Latina, coordinar las 
acciones encaminadas a su promoción y re-
forzar las relaciones económicas de los países 
entre sí y con las demás naciones del mun-
do. Posteriormente, su labor se amplió a los 
países del Caribe y se incorporó el objetivo de 
promover el desarrollo social.

Los Estados miembros y asociados de la CE-
PAL implementan políticas públicas tendien-
tes a transitar hacia la sociedad del cuidado 
orientada a la sostenibilidad de la vida y la 
igualdad de género. A ello se comprometie-
ron en el Acuerdo que suscribieron el 9 de 
febrero de 2023, en el marco de la 64ª Reu-
nión de la mesa directiva de la Conferencia 
regional sobre la mujer de América Latina y 
el Caribe.

El Acuerdo es un seguimiento al Compromi-
so de Buenos Aires, adoptado en la XV Con-
ferencia Regional sobre la Mujer de América 
Latina y el Caribe. En ese foro interguberna-
mental los países fueron enfáticos en la ne-
cesidad de adoptar marcos normativos que 
garanticen el derecho al cuidado a través de 
la implementación de políticas y sistemas 
integrales de cuidado desde las perspectivas 
de género, interseccionalidad, interculturali-
dad y derechos humanos. 

El Compromiso de Buenos Aires es la hoja de 
ruta para impulsar políticas y sistemas de cui-
dados integrales, empleo decente y la partici-
pación plena e igualitaria de las mujeres en 
posiciones de liderazgo y en sectores estraté-
gicos de la economía. 
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El notariado de tipo latino una herramienta 
eficaz de igualación entre hombres y mujeres

En este acápite desarrollaremos el rol que 
cumple el notariado de tipo latino hacia la 
comunidad y su vinculación con las organi-
zaciones públicas y/o privadas.

1. Empoderamiento económico de las mujeres

Es dable advertir que el siglo XXI denomina-
do por la Naciones Unidas el siglo de las mu-
jeres ha permitido ir consolidando que las 
mujeres logren incursionar en el mundo de 
la economía pudiendo gestionar sus propias 
empresas.

En esta área la actividad notarial incluye ase-
soramiento y concreción de los aspectos ju-
rídicos, económicos, bancarios, financieros y 
tributarios en los emprendimientos realiza-
dos tanto por hombres como por mujeres, ya 
que el ejercicio del notariado es desarrollado 
por un profesional del derecho altamente ca-
pacitado y que reconoce como una de sus 
obligaciones funcionales el asesoramiento 
integral del contenido y alcances de los actos 
jurídicos cuya intervención le es requerida.
Uno de los ámbitos más desarrollados es la 
participación del notariado en la constitución 
de empresas o sociedades para el desarro-
llo económico, ámbito en el cual las mujeres 
van avanzado cotidianamente. Otro rasgo a 
destacar es que todo emprendimiento eco-
nómico necesita financiamiento, papel que 
cumple el crédito público (bancario) como 
también el privado y es el notariado una pieza 
fundamental en la constitución de las garan-
tías en el cumplimiento del pago o restitución 
del crédito y en la función del notariado en la 
difusión y comprensión de la constitución de 
las garantías ya sean reales (mobiliarias o in-
mobiliarias) o personales. Otros ejemplos que 

se pueden analizar son la implementación 
de microcréditos como políticas públicas y la 
celebración de contratos de financiamiento 
como el leasing o el fideicomiso.

Frente a las políticas públicas destinadas a 
que las mujeres adquieran habilidades para 
independizarse económicamente del hom-
bre o programas de organizaciones no gu-
bernamentales y/o privadas es que se pueden 
implementar herramientas para el desarrollo 
económico de las mujeres que provengan 
del notariado. Estas afirmaciones reconocen 
disparidad entre los distintos países, en tan-
to el rol del notariado difiere en su fortaleza a 
este respecto, no obstante, el notariado pue-
de revertir esa situación y convertirse en un 
verdadero aliado estratégico en este tema.

2. El acceso de las mujeres a la tierra y a la 
vivienda

Existe un doble aspecto a analizar, la vivienda 
como lugar de desarrollo de la vida humana 
y el acceso a la tierra en el concepto de pro-
ductividad, que pueden o no confluir en un 
mismo inmueble.

a) Acceso a la vivienda.

El acceso a una vivienda digna o adecua-
da es un derecho humano garantizado 
por los tratados y convenciones interna-
cionales, pero no siempre se cumplen ta-
les fines en igualdad de condiciones para 
hombres y mujeres. Las diferencias pue-
den provenir de limitaciones legislativas o 
simplemente de las costumbres sociales. 
También en este tema, el notariado de 
tipo latino desarrolla un rol fundamental, 
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ya que las figuras jurídicas destinadas a la 
protección de la vivienda en su gran ma-
yoría se concretan en la vía notarial. Ello 
varía de acuerdo a los distintos regímenes 
patrimoniales matrimoniales que rigen 
en cada país, que pueden ser plurales o 
únicos. En casi la totalidad de ellos existen 
normas específicas que regulan la vivien-
da familiar, conyugal o convivencial, don-
de se habite con o sin descendencia.

b) Acceso a la tierra.

El acceso a la tierra se considera como 
medio de sustento o de producción eco-
nómica, que puede coincidir o no con el 
acceso a una vivienda digna o adecuada. 
Desgraciadamente, no tanto en el conti-
nente americano, pero sí como experien-
cia global, existen países en los cuales hay 
regulaciones legales que diferencian la 
titularidad de la tierra con respecto a las 
mujeres según su estado civil – soltera, 
casada, en convivencia, divorciada o viu-
da-, como así también existen restriccio-
nes o prohibiciones con relación a lo que 
ella produce personalmente (cultivo, por 
ejemplo) o que produce con la interven-
ción de terceros (empleados, familiares). El 
notariado de tipo latino puede coadyuvar 
a paliar estas situaciones disvaliosas. La re-
gularización de la tierra en caso de ocupa-
ción sin título, aparece como un ejemplo 
puntual, como así también la intervención 
notarial en las políticas públicas o privadas 
de acceso a la tierra con fines económicos, 
pudiendo crear mecanismos para el em-
poderamiento patrimonial de las mujeres.

3. La prevención de la violencia de género 
de las mujeres en el ámbito económico

La violencia de género ha sido considerada 
en los tratados y convenciones internaciona-
les como quedó dicho. Específicamente la 
violencia contra las mujeres abarca distintos 
aspectos, la física, la moral, la de procreación, 
la política, entre muchas otras. Acá me refiero 
solo a la violencia económica, que se da con 
mayor asiduidad en temas de familia en si-
tuaciones de vulnerabilidad de la mujer por 
separaciones, divorcio, frustración de la con-
vivencia y aun en caso de fallecimiento del 
otro integrante de la pareja.

El ejercicio de la función pública notarial es 
un medio idóneo para prevenir la violencia 
económica contra las mujeres. Toda inter-
vención notarial que involucre supuestos de 
regímenes patrimoniales matrimoniales y 
convivenciales son los supuestos en los que 
el notariado debe extremar esfuerzos (espe-
cialmente de asesoramiento) para lograr esta 
finalidad de prevención o aun de subsana-
ción de violencia económicas ya perpetradas. 
Por ello se impone tener presente los casos 
de responsabilidad por deudas, igualdad en 
la distribución de las cargas u obligaciones, 
etc. y en los regímenes sucesorios, la voca-
ción hereditaria, las indivisiones post comuni-
tarias, el derecho de habitación del cónyuge 
o conviviente supérstite, la equivalencia de 
las hijuelas partitivas, la protección de la mu-
jer y los hijos de ella o los hijos en común, re-
compensas, compensaciones, entre muchos 
otros supuestos.
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El notariado también puede prevenir la violen-
cia económica contra las mujeres en los casos 
de desarrollos económicos de empresas, espe-
cialmente de empresas familiares, en la distri-
bución de los dividendos o beneficios sociales, 
pactos sobre situaciones empresariales sobre-
venidas por la separación o fallecimiento de 
algunos socios. 

4. La inclusión de las mujeres en la innova-
ción tecnológica

Este 8 de marzo de 2023 ONU Mujeres y Nacio-
nes Unidas invitó a la conmemoración del Día 
Internacional de la Mujer bajo el lema: “Por un 
mundo digital inclusivo: Innovación y tecnolo-
gía para la igualdad de género”.1

En esta materia se distinguen dos escenarios:

a) Notariado y tecnología.

Es cierto que aún existe una brecha tecno-
lógica importante de acuerdo a la realidad 
de cada país. Ello impacta también en la 
función pública notarial. No obstante, se im-
pone interpretar que, de acuerdo a cada uno 
de esos escenarios, no existen diferencias de 
acceso a la tecnología entre todos los miem-
bros que integran un mismo notariado, se 
trate de notarios hombres o mujeres.

La capacitación permanente que cada no-
tariado brinda a sus notarios y notarias con 
respecto a los temas de herramientas tec-
nológicas aplicadas al ejercicio de la función 
pública notarial, documentos notariales di-
gitales, inteligencia artificial, blockchain, 

plataformas notariales para la celebración 
de actos jurídicos con comparecencia en 
línea, etc. está en un pie de total igualdad, 
si bien los capacitadores son mayoritaria-
mente hombres dedicados a transmitir el 
conocimiento, proveer capacitación y viabi-
lizar el acceso y la utilización de las nuevas 
tecnologías a todo el notariado.

b) Inclusión de las mujeres consumidoras 
o requirentes del servicio notarial en la uti-
lización de tecnología.

El notariado de su país es un medio idóneo 
para garantizarle a las mujeres y a los hom-
bres, en igualdad de condiciones, el acceso 
a las herramientas tecnológicas en el ejerci-
cio de la función pública notarial ya que sus 
integrantes están en condiciones de tratar 
con igualdad a los analfabetos tecnológicos 
o digitales de aquellos que no lo son y re-
vertir las condiciones de ignorancia de los 
primeros, en especial de las mujeres.

Todo ello a los efectos de hacer realidad la éti-
ca de la inteligencia artificial declarada por las 
Naciones Unidas a los efectos de evitar la bre-
cha tecnológica entre hombres y mujeres. En 
especial a partir de que los notariados del área 
vienen incorporando en sus saberes el Decálo-
go de la UINL “del ejercicio de la función púbica 
notarial con comparecencia en línea” con inde-
pendencia del grado de desarrollo tecnológico 
alcanzado. Y en especial porque los notariados 
se han sumado a las políticas públicas o priva-
das en el ámbito de la tecnología, en especial 
para facilitarle a las mujeres tal inclusión.

1 A tal fin ha hecho una publicación que es importante tener presente: Desde los albores de la computación a la era actual de realidad 
virtual e inteligencia artificial, las mujeres han hecho incalculables contribuciones al mundo digital, que está cada vez más presente en 
nuestra vida. Los suyos han sido logros contra todo pronóstico, en un campo en el que nunca han sido bienvenidas ni valoradas. Hoy, la per-
sistencia de la brecha de género en el acceso digital impide a las mujeres disfrutar plenamente del potencial de la tecnología. Su infrarre-
presentación profesional y académica en las disciplinas de ciencias, tecnología, ingeniería y matemática sigue siendo un importante obs-
táculo para su participación en la gobernanza y el diseño de la tecnología. Y la omnipresente amenaza de la violencia de género en línea 
—combinada con la falta de amparo legal— las obliga demasiado a menudo a abandonar los espacios digitales que ocupan. Al mismo 
tiempo, la tecnología digital está abriendo puertas para el empoderamiento de las mujeres, las niñas y otros grupos marginados en todo el 
mundo. Desde la formación digital sensible al género a los servicios de salud reproductiva y sexual facilitados por la tecnología, la era digital 
ofrece una oportunidad sin precedentes para acabar con todas las formas de disparidad y desigualdad. En este Día Internacional de la Mu-
jer, hacemos un llamamiento a los gobiernos, a los movimientos activistas y al sector privado para acelerar sus esfuerzos por conseguir un 
mundo digital más seguro, más inclusivo y más equitativo. En un momento en el que nos enfrentamos a múltiples crisis globales, tenemos 
la posibilidad de crear un futuro mejor, no solo para las mujeres y las niñas, sino para toda la humanidad y toda la vida en la Tierra.
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Conclusiones

Los noventa y un notariados miembros que in-
tegran la UINL representan una herramienta in-
superable para atender temas jurídicos, sociales 
y económicos a nivel mundial. Esta organización 
internacional cuenta con calidades especiales y 
conforma una red mundial con acceso inmedia-
to a los gobiernos y a los ciudadanos. Tales nota-
riados están integrados por hombres y mujeres 
de derecho, altamente capacitados y entrenados 
para brindar solución inmediata a los requeri-
mientos. Además, se comportan como garantes 
de la seguridad jurídica y, en consecuencia, de 
la paz social en todas las comunidades jurídica-
mente organizadas.

Se impone comprender el potencial que admi-
nistramos y la inserción que podemos desarro-
llar en temáticas no tradicionales en la actividad 
notarial.

Durante la legislatura anterior de la UINL (2020-
2022) hemos creado un ámbito de diálogo y 
reflexión internacional en ocasión de la conme-
moración del Día Internacional de la Mujer a los 
efectos de visibilizar la lucha de tantas mujeres 
en el mundo que han llegado a sacrificar sus vi-
das por el reconocimiento de los derechos de to-
das y que ha rendido sus frutos a nivel mundial.

Pero todavía falta mucho. 
El 24 de febrero de 2023, en ocasión de la apertu-
ra formal de la nueva legislatura de la UINL 2023 
– 2025, bajo la Presidencia del Not. francés Lionel 
Galliez, el propio ministro de Justicia de Francia, 
presente allí, Eric DUPONT - MORETTI expresó 
el compromiso del Estado en la defensa de la 
igualdad de género.

Es por ello que aquel movimiento que comen-
zó en la anterior legislatura y que culminó con la 
creación de un Grupo de Trabajo de la UINL, hoy 
es continuado por el actual presidente, renom-
brando al grupo con la designación apropiada 
de “Igualdad de género”.

Tema que como hemos brevemente explicado 
es agenda de los Estados, los Gobiernos, las or-
ganizaciones internacionales y del propio nota-
riado mundial, que encuentra en el continente 
americano su concreción más palmaria en el “I 
Encuentro Nacional de las Notarias del Perú”, 
cuyo enorme interés se replicó en el “II Encuen-
tro” con presencias de América toda y que se ex-
pande al ámbito iberoamericano.

En la más plena convicción de que el notariado 
mundial y más precisamente el de América os-
tenta un rol fundamental en la concreción de la 
tan mentada igualdad de género y en la defensa 
y protección de las mujeres (niñas, adolescentes, 
adultas y adultas mayores) -en las más variadas 
situaciones de vida-, los invito a involucrase y 
comprometerse con esta agenda global.
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Laura Sánchez Jiménez

Presidenta del Colegio Dominicano de Notarios

Dra. en Derecho y Licda. en Ciencias Políticas, Egresada de la Universidad Autónoma de Santo Domingo. 
Notario Público del Distrito Nacional. Presidenta de la Fundación “Un Niño con Esperanza”; Maestría en 
Derecho Civil y Maestría en Derecho Inmobiliario. Postgrados en Derecho Penal, Derecho Civil y Derecho 
Notarial y Registral, consejera de la Unión Internacional del Notariado (UINL); Docente y coordinadora de 
la Escuela Nacional de Capacitación Notarial. Presidenta del Colegio Dominicano de Notarios. 

Desde el momento mismo en que se produjo su constitución en junio de 1967, 
nuestro Colegio Dominicano de Notarios ha desarrollado su vida institucional 
en el marco de la rectitud, la seriedad, la honestidad y la más irreprochable 
dignidad, atributos que caracterizan a una corporación que, como esta, re-
presenta a ciudadanos de excepción, a personas a las cuales el Estado les ha 
delegado la fe pública para que ejerzan la elevada y delicada función notarial.

En ese mismo orden, hemos dado pasos firmes en interés de incorporar la Ley 
de Competencia Notarial y Asuntos No Contenciosos a nuestro notariado, con 
el objetivo de liberar o descongestionar a los tribunales de la República del 
tradicional cúmulo de expedientes que acusan, dar fácil acceso a los ciudada-
nos en cuanto al pronto despacho y una razonable economía procesal, lo que 
también implica ahorro de costos para el Estado.

DESJUDICIALIZACIÓN EN LA 
REPÚBLICA DOMINICANA: 
PROPUESTAS Y DESAFÍOS
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El notario en ejercicio de su fun-
ción pública sirve a los fines del 
derecho como colaborador y 
auxiliar activo de la administra-
ción de justicia, a de jugar un rol 
importante ante la necesidad 
de descongestionar las distintas 
áreas de los órganos jurisdiccio-
nales, cuestión que redundaría 
en una mejor y más oportuna ad-
ministración de justicia.

La acumulación y la tardanza en el 
conocimiento de expedientes, así 
como el retraso de los procesos ju-
diciales ha sido una constante en 
nuestros tribunales, y esto ha sido 
objeto de denuncias y motivo de 
reclamos, por los perjuicios que 
esta situación entraña, sin que, 
a la fecha, sean superados. Así, la 
mora se ha convertido en uno de 
los más preocupantes trastornos 
del sistema judicial nacional.

En los corrillos judiciales, en los 
coloquios jurídicos, en medios 
de comunicación tradicionales y 
en las redes, se hace referencia 
profusa a esta problemática; se 
requiere y se exige, sin más dila-
ción, la rápida solución y cese del 
amontonamiento de legajos pen-
dientes de conocimiento en los 
más diversos órganos jurisdiccio-
nales, lo que deviene en una la-
mentable denegación de justicia.

En las últimas tres décadas (1997-
2024), la mora ha sido puesta en 
la mira de los tres últimos presi-
dentes de la Suprema Corte de 
Justicia que ha tenido nuestro 
país: Jorge A. Subero Isa, Mariano 
Germán Mejía y Luis Henry Moli-
na Peña.

El 23 de febrero de 2020, Subero 
Isa, juez presidente de la Supre-
ma Corte en el período 1997 y 2011, 
reveló que sumaban en18 mil los 
expedientes por conocerse y ser 
decididos, y sugirió que para agili-
zar los procesos legales y evitar la 
acumulación de expedientes que 
se registran en la Suprema Corte, 
es necesario que se apruebe “un 
filtro” para que solo lleguen a esa 
instancia asuntos que no sean 
recurribles, o sea, que impliquen 
sanciones menores de 20 salarios 
mínimos.

El 7 de enero de 2017, Germán 
Mejía dijo, en ocasión del Día del 
Poder Judicial, que había pen-
dientes de liquidar 27 mil 575 
expedientes jurisdiccionales y 13 
mil 526 expedientes en proceso 
en los registros de títulos a nivel 
nacional, y declaró el 2017 como 
el año de lucha para combatir la 
mora judicial.

El actual juez presidente de la 
Suprema Corte, Molina Peña, el 
7 de enero de 2023 informó que 
su gestión avanza en tres pilares 
fundamentales: cero moras, 100% 
acceso y 100% transparencia, y se-
ñaló que en el 2020 la demora o 
retardo era una enfermedad cró-
nica de la justicia, que afectaba 
incluso a ese Poder del Estado.

En la Corte de Casación dijo que 
encontró 18 mil 357 expedientes 
pendientes de decisión, algunos 
que databan hasta de 1982, y que 
desde el 2019 resolvió 37mil 406 
recursos de esa área, que consi-
deró un logro de gran impacto 
judicial.

Como vemos, ese mal es históri-
co, y la citada solución fue tem-
poral, o sea, por un tiempo breve. 
Eso quiere decir que el fenómeno 
es sistémico y que su erradica-
ción requiere de una desjudicia-
lización permanente.

La desjudicialización, como pro-
ceso de transferir funciones judi-
ciales a instancias no judiciales, ha 
sido un tema de interés creciente 
en la República Dominicana en 
los últimos años. Este fenóme-
no, impulsado por la búsqueda 
de eficiencia, acceso a la justicia 
y optimización de recursos, ha 
generado debates y reflexiones 
sobre su impacto en el sistema 
judicial dominicano. 

La desjudicialización implica la 
transferencia de algunas funcio-
nes judiciales a organismos o ins-
tancias alternativas, con el objetivo 
de agilizar procesos, desconges-
tionar los tribunales y mejorar la 
eficiencia del sistema legal. En la 
República Dominicana, este pro-
ceso ha tomado diversas formas, 
desde la implementación de me-
canismos de resolución alternati-
va de conflictos hasta la creación 
de entidades especializadas.

Uno de los principales avances en 
la desjudicialización en la Repú-
blica Dominicana ha sido la pro-
moción y establecimiento de mé-
todos alternativos de resolución 
de conflictos, como la mediación 
y el arbitraje. Estos métodos ofre-
cen a las partes involucradas la 
posibilidad de resolver disputas 
de manera más rápida y flexible, 
evitando la carga de los procedi-
mientos judiciales tradicionales. 
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Además, se ha observado un esfuerzo por des-
centralizar ciertas funciones judiciales, permi-
tiendo que decisiones de menor complejidad se 
tomen a nivel local, descongestionando los tri-
bunales de instancias superiores y acercando la 
justicia a las comunidades. 

A pesar de los avances, la desjudicialización no 
está exenta de desafíos y críticas. Algunos argu-
mentan que la falta de supervisión judicial en 
ciertos procesos podría comprometer la calidad 
y la equidad en la aplicación de la justicia. Ade-
más, existe preocupación por la capacitación 
adecuada del personal no judicial que asume 
nuevas responsabilidades. 

La desjudicialización también plantea interro-
gantes sobre la transparencia y la rendición de 
cuentas, aspectos fundamentales en un sistema 
judicial que busca garantizar la equidad y el ac-
ceso a la justicia para todos. 

En conclusión, la desjudicialización en la Repú-
blica Dominicana es un proceso en evolución 
que busca mejorar la eficiencia y accesibilidad 
del sistema judicial. Aunque ha habido avances 
notables en este tema, es esencial abordar cuida-
dosamente los desafíos y críticas para garantizar 
que la desjudicialización no comprometa la inte-
gridad y equidad del sistema legal dominicano. 

Sentados los notarios y notarias dominicanos en 
el lomo de este trastornador fenómeno, genera-
mos un diálogo productivo conjuntamente con 
fiscales, jueces, diputados, senadores y catedrá-
ticos de las facultades de derecho de las prin-
cipales universidades, y concluimos en que el 

modelo de gestión notarial más apropiado para 
afrontarlo está en el ámbito no contencioso. 
El recinto no litigante se acomoda en favor de 
los notarios y notarias, así como de los servicios 
a la ciudadanía y anota puntos a la seguridad ju-
rídica. Esa agenda común a estos tres sectores 
estimuló a nuestro Colegio a una discusión tan 
amplia y profunda que concluyó con la elabora-
ción de un anteproyecto de Ley relativo a la com-
petencia notarial en asuntos no contenciosos. 

Para su ponderación y sanción por el Congre-
so Nacional, esta propuesta fue presentada por 
nuestra institución a la Comisión Permanente 
de Justicia de la Cámara de Diputados, que la 
ha asumido con interés y responsabilidad, cons-
ciente de que el Poder Judicial tiene una pesada 
carga procesal y es menester reducir a su míni-
ma expresión los costos que, al respecto, soporta 
el Estado. 

Además de contribuir con la pronta adminis-
tración de justicia, esta nueva ley otorgará a los 
notarios competencia para conocer los asuntos 
de carácter no contencioso, con el objetivo de 
coadyuvar con la eficiente labor de los órganos 
jurisdiccionales.

El texto de esta disposición legal está conformado 
por ocho capítulos, que son disposiciones gene-
rales, protocolo, tramitación, adopción de perso-
nas mayores de edad capaces, recursos, declara-
ción de ausencia y fallecimiento, expedientes de 
subastas voluntarias, e inscripción y habilitación 
de notario público, así como una introducción 
sobre principios fundamentales y una conclusión 
en torno a la facultad reglamentaria. 
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El artículo 2 del referido proyecto establece que 
“todas las acciones reguladas por la presente ley 
pueden ser tramitadas indistintamente por ante 
los tribunales ordinarios o ante un notario, según 
convenga a las partes o sea más favorable al ob-
jeto tratado”.

El artículo 3 señala que no limitativamente, se 
consideran asuntos no contenciosos regulados 
el acta de notoriedad, el divorcio por mutuo con-
sentimiento, el matrimonio o unión de hecho, la 
declaración de estado de soltería, el cambio de 
nombre, la ratificación de acta del estado civil y 
la interdicción legal.

También contempla la administración de bienes 
y asuntos de familia, como determinación de he-
rederos, la renuncia de bien de familia, las suce-
siones testamentarias, intestadas o ab intestato, 
la ejecución de hipotecas, el deslinde voluntario 
o administrativo, las donaciones entre vivos, la 
aceptación de bienes o renuncia de herencias, la 
partición amigable de bienes conyugales y suce-
sorales, la declaración de ausencia, la adopción 
de mayores de edad, la autorización para dispo-
ner derechos de incapaces mayores de edad y el 
ofrecimiento de pago y consignación.

Como buen augurio, la Comisión Permanente 
de Justicia de la Cámara de Diputados apodera-
da del anteproyecto de Ley de Competencia No-
tarial en Asuntos no Contenciosos ha prestado 
bastante interés por esta pieza legislativa, y ha 
convocado a directivos del Colegio Dominicano 
de Notarios a varias sesiones de trabajo. Aguar-
damos que en los próximos meses los integran-
tes de esta comisión prosigan su trabajo y que, 
en su oportunidad, las cámaras legislativas con-
voquen a vistas públicas.

“
A pesar de los avances, la des-
judicialización no está exenta 
de desafíos y críticas. Algunos 
argumentan que la falta de 
supervisión judicial en ciertos 
procesos podría comprometer 
la calidad y la equidad en la 
aplicación de la justicia
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